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La injusticia más habitual que se comete con el 
pensamiento especulativo consiste en volverlo 

unilateral, es decir, en poner de relieve solamente 
una de las proposiciones de que se compone.

G. W. F. Hegel. Ciencia de la lógica
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Prólogo

En la actualidad, el problema de la soberanía se encuentra en una encrucijada. Por 
un lado, está envuelto en un aire de novedad, que llevaría a pensar que es un tema de 
«moda». Hoy en día se producen textos y congresos que tienen como eje «la soberanía», 
sus alcances y posibilidades de aplicación. Centenares de libros y artículos científicos, a los 
que se podría sumar sin problema alguno el presente libro, de filosofía y teoría política, de 
derecho constitucional e internacional, de economía y antropología del Estado, parecen 
estar pensando un mismo problema: la crisis actual del concepto de soberanía. 

Esta proliferación de discursos académicos lleva en sus entrañas el riesgo de la 
banalización y el establecimiento y defensa acérrima de lugares comunes, perdiendo 
de vista la profundidad y dificultad que el mismo problema implica. Por otro lado, este 
fenómeno puede ser considerado como un síntoma de la urgencia por pensar un concepto 
fundamental para ciertas prácticas políticas, jurídicas y sociales. Existe una necesidad por 
pensar, de nuevo, el contenido y los alcances del concepto de soberanía. Esto exige detenerse 
en las proposiciones que se han erguido y desarrollado para darle solidez y actualidad a 
este concepto. Hay algo en él que hace parte fundamental de nuestras preocupaciones 
contemporáneas sobre el poder, el Estado y, en general, del mundo en que habitamos del 
que no podemos desembarazarnos. 

En este sentido, el debate actual sobre la soberanía requiere ser abordado en sus 
profundidades abismales. Este no es un concepto nuevo, pues ha sido parte central de 
discusiones políticas, sociales y jurídicas desde hace siglos. Por ello, cualquiera que quisiera 
participar en este debate, a nuestros ojos, deberá reconocer el deber y la responsabilidad 
de aclarar y matizar los posibles sentidos que este concepto puede adoptar, además de las 
diferentes preguntas que con él se han querido dar respuesta. Esto evitaría la banalización, 
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toda vez que cualquier estudio riguroso sobre un concepto político fundamental, como 
es el de soberanía, implica volver sobre los lugares comunes para pensarlos, matizarlos y 
desplazarlos a sus justas proporciones. Solo así se podrá comprender y reconocer la riqueza 
que el mismo concepto guarda, al tiempo que vivificará y fortalecerá cualquier debate que 
se esgrima en su interior. 

¿Cómo lograr esta tarea? Una manera para lograrlo, y así entender la apertura de 
sentidos que constituyen al concepto, es recurrir a la visión histórica, no con el ánimo de 
conservar o destruir lo que en ella se ha alcanzado, sino con el objetivo de reactivar lo que 
se ha solidificado a lo largo del tiempo. El filósofo alemán Martin Heidegger exponía esta 
labor, en su obra de 1927 Ser y tiempo, con el término Destruktion: “será necesario alcanzar 
una fluidez de la tradición endurecida, y deshacerse de los encubrimientos producidos por 
ella. Esta tarea es lo que comprendemos como Destruktion [deconstrucción]”1. Al darle 
fluidez a la costra de lugares comunes, se trae al presente debate las preguntas y propuestas 
que, quizá, bajo diferentes ópticas y desde su propio horizonte de reinterpretación, pueden 
orientar y enriquecer nuestra concepción presente de la soberanía. Quizá detener de nuevo 
la mirada en cómo se ha construido las proposiciones que constituyen este concepto 
permitirá arrojar un poco de luz a ese algo del que no podemos desembarazarnos y que nos 
es fundamental para comprender nuestra experiencia presente en ciertos ámbitos políticos, 
sociales y jurídicos. 

La historia del pensamiento político, de los conceptos que construimos para expresarnos, 
permitiría reconocer que bajo lo que ha sido sobreentendido, lo que se cataloga como 
evidente, se encuentra una pluralidad de sentidos que deben ser escuchados para poder 
entenderlos. Ello permitirá ver con nueva luz las experiencias pasadas que se han arrastrado 
y llegado a nosotros en forma de un concepto como el de soberanía. Abordar, desde esta 
perspectiva histórica, la crisis de la soberanía puede ayudar a formular preguntas que hemos 
olvidado y que pueden ser actuales.

Es esto lo que se propone el presente trabajo. Su objetivo principal no es más que 
recorrer la edificación moderna del concepto de soberanía, sus proposiciones, sentidos 
y definiciones en casos que consideramos paradigmáticos. Este está atado a un objetivo 
mayor, a un proyecto, para decirlo en una palabra, de largo aliento: entender la soberanía 
como un concepto político fundamental cuya crisis actual no es más que su alteración 
estructural para adquirir nuevos significados que expresen ciertas experiencias actuales. 
Pero para poder llegar a ese punto es necesario, a nuestro entender, detenerse en la manera 
cómo se ha construido los diversos significados de la soberanía dentro de la visión moderna 
del mundo. Lo anterior lleva a postular, al menos, dos conclusiones fundamentales. 

En primer lugar, que el concepto de soberanía siempre ha estado en crisis. Es en los 
momentos en los que se pone en tela de juicio la autoridad, la legitimidad, el ejercicio y el 
fundamento del poder cuando el concepto de soberanía se llena de nuevos contenidos que 
lo proveen de sentido. La soberanía, entonces, no es más que el síntoma, la forma con la que 
se traduce la puesta en discusión de una verdad política determinada históricamente. De 

1	  Martin Heidegger. Ser y tiempo (Madrid: Trotta, 2009), 43. 
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aquí se desprende una pregunta que ha de quedar abierta para una ulterior investigación: si 
la soberanía se encuentra en crisis, ¿qué es lo que hoy se pone en tela de juicio? ¿El poder? 
¿El Estado? ¿La democracia representativa? ¿El modelo económico neoliberal? ¿Cuál es esa 
verdad construida y postulada históricamente que hoy se experimenta como insuficiente? 

La segunda conclusión, intrínsecamente conectada con la anterior, es que el concepto de 
soberanía ha visto la necesidad de modularse con los acontecimientos particulares de cada 
época para mantener su actualidad. De manera expresa, esta no solo es una característica 
del concepto de soberanía, sino que podría extenderse a otros conceptos jurídicos y políticos 
fundamentales. En el caso que aquí interesa, la modulación de este concepto se ha dado 
en virtud de conectarse y vincularse con otros conceptos, efectuando una red conceptual 
que amplía su sentido y alcances. Esto demuestra el carácter maleable del concepto, en la 
medida en que va cambiando de forma, sin desquebrajarse, para adaptarse a los cambios que 
acontecen. Ello ha permitido que este concepto sea la respuesta a preguntas y exigencias 
históricas diversas que se formulan en un contexto iterable: la crisis. 

La crisis, como lo afirmó Reinhart Koselleck, “es un concepto periódico iterativo. Este 
se pregunta por las condiciones de los posibles decursos históricos con el fin de poner 
de relieve a partir de su comparabilidad sus características comunes y sus diferencias”2. 
Justamente, el presente trabajo busca abordar la comparabilidad y compatibilidad de los 
diferentes significados modernos de soberanía, resaltando lo común y lo diferente. Esto 
permite captar, en un sentido bastante particular, las concordancias y resonancias entre 
diferentes sentidos que se armonizan con preguntas históricas determinadas, que muestran 
cómo se da paso a respuestas nuevas siempre articuladas a las respuestas pasadas.

Dicho esto, se puede entender con claridad el trabajo aquí llevado a cabo. Los diferentes 
capítulos que componen este libro no son más que reflexiones centradas en mostrar la 
evolución moderna de la soberanía. Lo que aquí se aborda no es más que la historia de cómo 
la soberanía se ha modulado para mantenerse armónica y actual en diferentes momentos. 
De ahí que los capítulos tengan una característica en común: cierto nivel de detalle 
exhaustivo, si se quiere, en leer e interpretar los textos de varios filósofos que consideramos 
fundamentales dentro de la tradición moderna de la soberanía. Quizá esta sea la mayor 
debilidad del trabajo, en la medida en que se puede objetar no solo la decisión de incluir 
a ciertos autores dejando de lado a otros, sino también en las interpretaciones de textos, 
digámoslo, clásicos de la filosofía y teoría política. 

No obstante, a modo de autocrítica, se podría alegar que el objetivo solo ha sido transitar 
un camino posible, siempre manteniendo la rigurosidad y profundidad que los problemas 
exigen, no sin sacrificar la claridad de lo que aquí se señala. Así, las palabras de Hegel, en 
1816, se pueden considerar como el mantra que atraviesa desde la primera hasta la última 
palabra de este libro: “ha de exigir de ella [de la filosofía] que concilie la claridad con la 
profundidad”3.

2	 Reinhart Koselleck, “Algunas cuestiones sobre la historia conceptual de crisis”. En: Historia de los conceptos (Madrid: 
Trotta, 2012), 137.

3	 G. W.F. Hegel, Escritos pedagógicos (México: Fondo de Cultura Económica, 2015), 155.





Introducción

El concepto de soberanía, dentro de la teoría política y jurídica, se ha asociado con el 
surgimiento del Estado-nación, llegando al punto en el que el Estado moderno democrático 
no puede ser entendido sin referirse a este concepto. Está tan arraigado el concepto de 
soberanía con el de Estado que resulta difícil, desde diferentes ángulos de análisis, concebir 
un Estado desprovisto de cualquier grado de soberanía. Es por lo anterior que, en la 
actualidad, como lo afirma Robert Jackson, se llega a entender la soberanía como “una idea 
de autoridad encarnada en las organizaciones fronterizas a las que llamamos ‘Estados’ o 
‘Naciones’, que se expresa en sus diversas relaciones y actividades, tanto nacionales como 
extranjeras”4. Es así como el concepto de soberanía se constituye como uno de los más 
fundamentales a la hora de hablar de la configuración del Estado moderno, concepto que se 
encuentra en el centro de las discusiones políticas y legales que traen consigo las reflexiones 
sobre este tema.

A pesar de lo anterior, existe una dificultad a la hora de asir el concepto de 
soberanía, pues se ha relacionado y desarrollado a partir de un entramado de 
subconceptos que se sobreponen y confunden. Conceptos como «autoridad», «poder», 
«legitimidad», «representación», «territorio», por nombrar solo algunos, se subsumen 
en las definiciones dadas de soberanía. Un breve vistazo a las discusiones clásicas de 
este concepto, como lo propone Prokhonik, muestra que los intentos por definir este 
concepto han implicado subconceptos: 

4	  Robert Jackobson. Sovereignty: Evolution of an Idea. Key Concepts. (Cambridge: Polity, 2007), IX.
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Se ha utilizado, además, un grupo de términos para definir y discutir 
la soberanía […] Conceptos como imperium (comando), jurisdictio 
(administración de justicia), dominium (regla), potestas (poder) y officium 
(deber), con todas sus resonancias, estos términos se han mantenido en la 
tradición Occidental desde la antigua Roma, lo que puede arrojar, también, 
luz en el significado de soberanía5.  

De esta manera, cualquier definición del concepto de soberanía que se establezca 
tendrá, de una u otra manera, que constituirse a partir de este entramado de subconceptos, 
que no solo apuntan al ámbito de lo político sino también de lo jurídico, que de este se 
desprenden. Lo anterior hace que el concepto de soberanía, como se tratará de entender en 
el presente trabajo, se constituya como un concepto poroso que admite varios subconceptos 
que le son afines. 

En este punto surge, con todo su peso, una de las dificultades más sobresalientes a la 
hora de estudiar el concepto de soberanía. La autoridad, por poner un solo ejemplo, no es 
necesariamente lo mismo que la soberanía, aunque puedan relacionarse en aspectos muy 
concretos. Si se afirma que el soberano es aquel que tiene la autoridad de instaurar un 
orden, entonces, el concepto de soberanía tendría que determinar, al mismo tiempo, qué 
es autoridad y distinguirla, como se verá más adelante con el caso de Jean Bodin, de las 
diferentes clases de autoridad que pueden existir. Si esto es así, entonces, cabría una pregunta 
fundamental: si alguno de los subconceptos que conforma el «gran» concepto de soberanía 
cambia de significado, ¿esto implica que la definición de soberanía también se altere? La 
respuesta a este interrogante no es fácil, toda vez que se tiene en cuenta que cualquier 
definición de soberanía se construye desde un contexto histórico-teórico específico. Así, la 
definición propuesta por Bodin trata de responder, a su modo, a los efectos de las guerras 
religiosas en Francia; mientras que Hobbes, por su lado, establece el concepto de soberanía 
para dar respuesta a lo acontecido en la guerra civil inglesa. 

Lo anterior lleva a realizar una precisión relevante al momento de reflexionar sobre el 
problema que plantea la soberanía: esta, por su porosidad, se constituye como un concepto 
operativo, pues termina siendo “una herramienta [conceptual] que puede adaptarse a las 
condiciones cambiantes”6. Es decir, el concepto de soberanía adopta matices específicos, 
dependiendo del contexto histórico-teórico en el que se encuentre, para responder y 
entender problemas determinados. Estos problemas, que pueden ser tanto políticos, sociales 
y jurídicos, permiten que este concepto pueda inscribirse en diferentes ámbitos: desde la 
teoría general del Estado hasta el constitucionalismo, pasando, inclusive, por reflexiones 
específicas del derecho internacional y la teoría económica contemporánea. 

5	 Prokhovnik, Raia, Sovereignty. History and Theory. (United Kingdom: Imprint Academic, 2008), 9.
6	 Dieter Grimm. Sovereignty. The Origin and Future of Political and Legal Concept, (New York: Columbia University 

Press, 2015), X.
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Esto lleva a distinguir tres focos de análisis del concepto de soberanía que se deben 
delimitar con claridad: (1) descriptivo, (2) analítico y (3) prescriptivo7. El primer nivel tiene 
como objetivo establecer la definición que se le ha dado al concepto de soberanía a partir 
de autores específicos; el segundo busca distinguir los subconceptos que están entretejidos 
y le dan fundamento a la definición; por último, el tercer nivel pretende establecer a qué 
problema histórico-teórico específico se inscribe y quiere dar respuesta. Estos tres niveles 
de análisis permiten abordar de una manera más adecuada el concepto mismo de soberanía, 
atendiendo a las contingencias e inestabilidades que este trae consigo8. 

El método más apropiado para el análisis del concepto de soberanía, por consiguiente, 
es el genealógico, como lo sugieren Skinner (1993), Bartelson (1995) y Pokhovnik (2008). 
La razón de esto es que este concepto solo puede entenderse desde postulados históricos y 
teóricos en los cuales hunde sus raíces. De esta manera, establecer una definición unívoca 
de soberanía es un esfuerzo que reviste de dificultad, en la medida en que depende del 
contexto del que se parta. Así, “la soberanía no puede poseer un significado atemporal, no es 
un concepto que permanezca igual e independiente de una ubicación”9. Esta es la razón por 
la que autores como Ward (1928) sugieren que para un estudio adecuado de la soberanía 
se debe atender no tanto al qué sino al para qué se ha utilizado, cuál ha sido su finalidad, 
dado que esta se ha constituido como un concepto operativo que se inscribe en un tiempo-
espacio determinado.

Siendo esto así, un estudio de la soberanía que utilice el método genealógico requiere 
delimitar con precisión el contexto histórico-teórico en el que se desarrollará. En este 
sentido, el propósito del presente texto es abordar las continuidades y tensiones que se 
encuentran al momento de definir la soberanía con conceptos que le son afines, al mismo 
tiempo que se establece una tensión entre el ámbito de lo legal frente al político. Para 
argumentar lo anterior, nos referimos exclusivamente a la época moderna, en especial lo que 
va desde Jean Bodin hasta Johann Gottlieb Fichte. Esta decisión está basada en aspectos 
que consideramos relevante aclarar desde el comienzo.

El primer aspecto tiene que ver con la ruptura de noción clásica de república y el 
surgimiento del Estado-nación. Los acontecimientos históricos de la modernidad (guerras 
de religión, guerras civiles, etc.) permitieron el surgimiento del Estado-nación como nuevo 
orden político: 

Apareció [tras la crisis de la monarquía en Francia] una nueva palabra para 
esta nueva forma de gobierno político, en la que la política se convirtió en una 
función independiente relacionada con un territorio, con una concentración 
de poder y un aparato de gobierno orientado a su uso: el Estado10. 

7	 Raia Prokhovnik, Sovereignty.
8	 Jens Bartelson. A Genealogy of Sovereignty. (Cambridge University Press, 1995).
9	 Dieter Grimm, Sovereignty, 4.
10	 Dieter Grimm, Sovereignty, 19.
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El Estado surge como un aparato político que concentra y regula el poder. Y esta 
regulación, en los términos más generales, es la que justifica y funda el concepto de soberanía, 
en la medida en que busca mantener la cohesión de la regulación del poder.  

El segundo aspecto, que se orienta en la misma dirección, es que la soberanía se 
constituye como un criterio normativo que opera en la relación entre Estados-naciones. 
Esto sucede, pues se establecen las características propias del Estado soberano, aquel que 
está supeditado a un territorio específico, que tiene la autoridad de administrar y garantizar 
el orden en ese territorio y asegura los límites que diferencian lo interno de lo externo. Estas 
características del Estado soberano, como se argumentará más adelante, son el escalón que 
permite entender la soberanía desde un ámbito externo, que rige la relación entre Estados. 
La soberanía, en medio de los acontecimientos históricos de la modernidad, se convierte 
en el criterio de igualdad entre Estados que fundamenta cualquier relación entre ellos. Este 
será, en términos concretos, el núcleo constitutivo de la noción jurídica de soberanía11. 

El tercer aspecto es que las reflexiones de Bodin y Hobbes procuraron establecer 
y delimitar un concepto fuerte de soberanía. Los Seis libros de la República es el primer 
intento por concretar un concepto de soberanía que se distingue, en aspectos radicales, 
de una visión clásica-medieval de la soberanía. Esta ruptura entre el orden anterior y el 
moderno se fundamenta bajo la figura del Estado como persona ficta. El Estado, bajo esta 
perspectiva, se entiende de esta manera al poseer la voluntad para fijar y garantizar el orden 
dentro de un territorio específico. Ahora bien, como lo expresa Prokhonik: “Bodin y Hobbes 
son reconocidos […] como los teóricos que explotaron la metáfora del Estado-persona, 
un Estado como actor unitario equipado con una voluntad y comportamiento racional”12. 
Tanto Bodin como Hobbes establecen la soberanía como el espíritu de la persona ficticia 
del Estado. Esta no solo permite la ejecución del poder que le es propio para garantizar el 
orden, sino también el fundamento último del Estado.   

El último aspecto tiene que ver con el surgimiento del concepto de soberanía como punto 
gravitacional de conceptos políticos específicos. La soberanía, al ser un concepto político, 
puede caracterizar diferentes aspectos del orden social. Así es como «última autoridad», 
«fundamento de la ley», «supremacía legal», «instituciones políticas», «proclamación de 
la guerra y paz», «bien público» son conceptos que se relacionan y definen a partir del 
concepto mismo de soberanía. De esta manera, la operatividad de este no se da de manera 
aislada, como si fuese un concepto unívoco e independiente, sino que opera apoyándose en 
otras formas políticas y sociales que se articulan en la figura del Estado. Así, aspectos como 
la ley, la autoridad y la legitimidad toman nuevos significados y efectos distintos bajo la 
nueva forma de Estado, que comienza a configurarse desde el siglo XV, a los que se daban 
en la época medieval.  

11	 Robert Jackobson,  A Genealogy of Sovereignty.
12	 Raia Prokhovnik, Sovereignty, 20.
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La soberanía como un problema constitucionalista

El concepto de soberanía ha sido, con frecuencia, entendido y estudiado desde el 
constitucionalismo, pues ven en ella un aspecto problemático que contrapone al Estado, 
la constitución y las sociedades democráticas. En la actualidad, varios constitucionalistas 
reconocen en el concepto de soberanía, en términos amplios, un aspecto que debe 
reemplazarse a favor de los derechos y principios humanos fundamentales. Este es el caso, 
por nombrar al menos uno, de Gustavo Zargrebelsky. A partir de la crisis del Estado como 
unidad política, acontecida en el siglo pasado como lo denunció en su momento Carl 
Schmitt, Zargrebelsky identifica cierta tensión entre el concepto «desgastado» de soberanía 
con las constituciones de los Estados democráticos de finales del siglo pasado y comienzos 
de este. Para el autor, el significado clásico de «soberanía», desde una visión interna, 
lleva a que “Frente al Estado soberano no podría existir más que relaciones de sujeción”; 
mientras que desde una visión externa, “Los Estados se presentan como fortalezas cerradas, 
protegidas por el principio de la no ingerencia”13. 

Por esta razón, y a la luz de la proliferación de actores sociales que intervienen en el 
Estado democrático, Zargrebelsky sostiene el postulado de la «constitución sin soberano», 
en la medida en que ya no hay cabida, dentro de las constituciones actuales, a una voluntad 
soberana que sea origen y garante del orden jurídico-político. De esta manera, los Estados 
pluralistas, como son denominados por el autor, debería modificar radicalmente la noción de 
la soberanía, inclusive la idea de la «soberanía de la constitución», pues el soberano solo se 
entiende como “la situación histórica de una fuerza capaz de imponerse incondicionalmente”14. 

Llevando mucho más lejos el asunto, se podría concluir, desde esta óptica, que los 
Estados contemporáneos descansan a la base de una orden jurídico-político que no tiene 
que ver con la voluntad, ni siquiera la voluntad del pueblo, sino en principios universales 
expresados en derechos. De allí que se podría preguntar: ¿acaso se debería abandonar el 
ideal de una soberanía popular para adoptar una visión más universalista de principios 
universales? ¿Cómo se ha de entender una «soberanía sin soberano»? ¿La soberanía popular 
debería entenderse como un puro ejercicio sin un sujeto concreto que sea identificado como 
accionante y depositario del poder originario que garantiza el orden y legitime la asociación 
política del Estado?

Estas interrogantes apuntan a dos polos específicos en donde descansa el problema 
fundamental: la relación entre el poder soberano y la constitución. Las tensiones entre estos 
polos se pueden entender desde la configuración de la soberanía popular. Efectivamente, 
como lo señala Zagrebelsky, si la soberanía es un constructo histórico que se articula con 
la evolución del Estado moderno (del Estado absoluto al Estado de derecho), entonces, 
pensar la relación entre la soberanía y la constitución requiere volver sobre los fundamentos 
en los que se construyó la idea de soberanía popular que comenzó a ser relevante bajo las 
guerras civiles europeas, cuyo resultado fue la defensa de la constitución como pilar de 

13	 Gustavo Zagrebelsky. El derecho dúctil (Madrid: Trotta, 2011), 10.
14	 Gustavo Zagrebelsky. El derecho dúctil, 13.
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toda asociación política. Este es, de manera puntual, uno de los grandes problemas que ha 
atravesado el constitucionalismo moderno.   

Constitucionalistas como Dieter Grimm y Horst Dippel concuerdan en que la primera 
dificultad que debe enfrentar el constitucionalismo es la idea misma de constitución, pues 
refiere a dos significados específicos: “La Constitución, en el primer sentido de la palabra, 
refiere a la naturaleza de un país en referencia a sus condiciones políticas. En el segundo 
sentido, se refiere a una ley que se ocupa del establecimiento y ejercicio del poder político”15. 
El primer significado hace referencia a un estado efectivo de cosas; mientras que el segundo, 
a una cierta regulación jurídica. Uno a punta al poder político de una sociedad, el otro 
al poder jurídico que regula la relación entre los individuos y el Estado. Esta doble cara 
de la constitución se mantiene, como lo señala Horst Dippel, no solo en la teoría política 
moderna, sino en las lenguas europeas:

Los dos sentidos del término constitución, el referido a la labor de regulación 
jurídica y lo relativo a la situación de hecho, quisieron expresarse a través 
del vocablo francés Constitution, que, como se reconoce en la Enciclopedia de 
Diderot y d’Alembert, significaba tanto «les lois générales» (leyes generales) 
como «l’état du gouvernement» (realidad del Estado, del poder) (IV, 63). Con 
ello, aunque pervivieran otros usos en sectores diferentes, el término [alemán] 
Konstitution quedó claramente vinculado al ámbito de la organización jurídica 
y política del Estado16.

En este sentido, en la constitución confluye el aspecto jurídico y político del poder. Esto 
quiere decir, en términos llanos, que en ella coinciden la legitimación y origen del poder con 
la regulación de su ejercicio. Aquí radica la riqueza, a la vez que su dificultad, de los estudios 
en torno a las reflexiones sobre la constitución y su relación con la soberanía. 

Para abordar adecuadamente este problema, es necesario realizar ciertas precisiones 
sobre este punto. En primer lugar, aunque se acepte el postulado de «constituciones 
antiguas», el problema aquí señalado no se refiere a estas. La razón, de modo puntual, está 
en que las constituciones antiguas no se establecieron como respuesta a la legitimidad y 
ejercicio del poder, sino a su mera organización. Por el contrario, la tensión señalada se 
encuentra presente en la noción moderna de constitución, significado que surgió con el 
establecimiento de las revoluciones civiles en la Europa de los siglos XVII y XVIII. Por 
constitución se debe entender, por lo anterior, “aquel texto normativo que busca regular el 
gobierno y se proclama mediante una decisión política: este es el resultado innovador de las 
revoluciones de finales del siglo XVIII”17. 

15	 Dieter Grimm. Constitutionalism. Past, Present, and Future, (United Kingdom: Oxford University Press, 2016), 3
16	 Horst Dippel. Constitucionalismo moderno, (Madrid: Marcial Pons, 2009), 14.
17	 Grimm. Constitutionalism, 4
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En segundo lugar, si la constitución tiene que ver con la regulación y legitimación del 
poder político, entonces, el constitucionalismo se debe entender en estos términos. De allí 
que sea necesario distinguir una visión historiográfica de una politóloga-filosófica de este. 
La primera refiere a “ciertos momentos de la reflexión sobre la experiencia político-jurídica 
relativa a la organización del poder, momentos propios de la historia europea desde el 
mundo antiguo (griego, pero sobre todo romano)”18. 

Bajo esta visión, lo que se busca es reconstruir, a partir de períodos históricos concretos, las 
formas como se ha organizado el poder desde la antigüedad hasta nuestro días. La segunda 
visión tiene que ver más con “un «tipo ideal» para reflexionar sobre la realidad histórica, o 
una categoría analítica para sacar a la luz y mostrar aspectos particulares de la experiencia 
política”19. De esta manera, el constitucionalismo, en cuanto categoría de análisis, ayuda a la 
articulación y comprensión de las tensiones y problemas que se encuentran en la experiencia 
política de las sociedades occidentales, lo que permite interpretar el uso de ciertos conceptos 
que han nombrado y delimitado dicha experiencia. Entender el constitucionalismo en este 
último sentido, por lo tanto, permite captar las tensiones político-jurídicas que intervienen 
en la formación del concepto de «soberanía popular» y su relación intrínseca con el ideal 
de la constitución. 

Ahora bien, dentro del marco general del constitucionalismo, se debe distinguir el 
constitucionalismo de la Edad Moderna que se desarrolló entre los siglos XVI al XIX. 
Este período puede dividirse en tres momentos20: El constitucionalismo primigenio, el 
constitucionalismo de las revoluciones y el constitucionalismo burgués. El primero se desarrolló 
entre los siglos XVI y XVII. Se caracteriza por la existencia de una “constitución que 
sostener y defender, pero esta no presupone un poder soberano que represente en conjunto 
a la comunidad política”21. Este período se desplegó en el seno de las guerras religiosas 
endémicas que acontecieron en diferentes lugares de Europa, guerras basadas en la fuerte 
convicción de que la guerra civil podría solucionar el problema de la legitimidad de la 
autoridad política, de “crear un orden independiente de la verdad religiosa y el poder de 
restaurar la paz”22. De ahí la necesidad de buscar la unificación del poder público atado a 
un territorio específico. 

El núcleo de este conflicto religioso fue el problema del derecho a la resistencia, aspecto 
fundamental para el constitucionalismo moderno. Por un lado, había quienes defendían 
el derecho absoluto de los monarcas de dictaminar el orden político sin ningún obstáculo, 
sea este las leyes positivas o la religión. Otros, por el contrario, defendían el postulado de 
la legítima resistencia cuando el monarca se aleje del orden y las leyes divinas, derecho 
defendido por los hugonotes en Francia. Esta discusión sobre el poder se dio en el paso 
del derecho divino de los reyes, desarrollado en los siglos XIV y XV, a la defensa de la ley 

18	 Matteucci, Organización del poder y libertad. Historia del constitucionalismo moderno (Madrid: Trotta, 1998), 23.
19	 Matteucci, Organización del poder y libertad, 23.
20	 La división que se adopta a continuación retoma y reinterpreta la establecida por los constitucionalistas italianos 

Nocola Matteucci (1998) y Maurizio Fioravanti (2014).
21	 Maurizio Fioravanti. Constitucionalismo. Experiencias históricas y tendencias actuales (Madrid: Trotta, 2014), 20 
22	 Grimm, Sovereignty, 4.
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natural de corte racionalista. En este sentido, dicho constitucionalismo se caracteriza por 
el enfrentamiento entre quienes defendían el poder absoluto de los monarcas, por lo que la 
constitución solo se entiende como aspecto secundario del derecho divino de los reyes, con 
quienes respaldaban una cierta libertad religiosa y un derecho a la resistencia cuando dicho 
poder no cumpliera con la garantía del bienestar de los súbditos. 	

El resultado de este enfrentamiento fue el surgimiento del “Estado como unidad 
política y la soberanía como poder supremo”23; esto es, como formas para describir la 
regulación y el fundamento del poder político. Estas dos categorías políticas se tradujeron 
en la consolidación del Estado absolutista, característica fundamental de este período. Por 
esta razón, “es imposible entender el constitucionalismo moderno sin tener presente la 
formación del Estado absoluto en Europa como nueva forma históricamente determinada 
de organización del poder”24. Esta nueva organización buscaba establecer la paz social que se 
veía amenazada por el ferviente crecimiento de las guerras civiles, defendiendo el monopolio 
del poder bajo la figura del rey, por una parte, y la necesidad de establecer nuevas estructuras 
burocráticas inexistentes en el mundo feudal, por otra. De esta manera, el problema de la 
legitimidad y ejercicio del poder llevó o bien a la defensa o bien a la limitación del Estado 
como figura absoluta de la voluntad soberana.  

El Estado absolutista unificaba el poder político en la figura de un monarca que tenía el 
único derecho de “«hacer» las leyes y así determinar mediante mandatos jurídicos válidos 
el comportamiento de los súbditos”25. El derecho, de esta manera, adquiere una forma 
voluntarista o decisionista, dado que el soberano no solo era el único que proclamaba la 
paz o la guerra, sino también ordenaba los asuntos internos del Estado por medio de leyes. 
Es así como el poder soberano comenzó a entenderse como la autoridad de crear leyes que 
debían ser obedecidas por los súbditos. En pocas palabras,

El Estado aparece, así, como el titular de este poder, un poder que se 
desarrolla en un territorio bien definido y de manera uniforme sobre todos los 
súbditos, con los nuevos principios de territorialidad de la obligación política 
y de impersonalidad del mandato. Los elementos del concepto moderno 
de Estado (pueblo, territorio, soberanía) se definen así con el desarrollo del 
Estado absolutista26. 

Esta unificación del poder en un solo estamento de la sociedad permitió que se gestaran 
nuevos conflictos entre los príncipes y los demás, alimentó, así, de distintas maneras, los 
conflictos civiles. El conflicto entre el parlamento, en Inglaterra, por ejemplo, y la corona 
conformó el desarrollo del pensamiento constitucionalista inglés, el cual se caracterizó por 
la defensa del control y limitación del poder de los reyes. 

23	 Grimm, Sovereignty, 5
24	 Matteucci, Organización del poder, 29.
25	  Matteucci, Organización del poder, 33
26	  Matteucci, Organización del poder, 33.
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Ahora bien, los pensadores constitucionalistas, que se pueden resaltar de este período, 
fueron Niccolò Machiavelli, Jean Bodin, Thomas Hobbes, Edward Coke y Robert Filmer. 
Aunque estos autores dan respuestas diferentes a los problemas constitucionales de su 
época, se asemejan en que buscaron “instaurar un orden político mejor y un gobierno 
«recto», «político» o «legal». Ellos no se interesan tanto por «quién» sino por «cómo» 
se debe decidir en política y el procedimiento jurídico que hace legítima la decisión para 
los súbditos”27. Cada uno de estos pensadores constitucionalistas postuló, a su manera, las 
condiciones para que el ejercicio del poder político sea legítimo y los fundamentos en el que 
este descansa.                 

Por otra parte, el constitucionalismo de las revoluciones tuvo lugar entre los siglos XVII 
y XVIII, el cual se caracteriza por la resignificación de los conceptos políticos heredados 
para fundamentar un ejercicio del poder radicalmente distinto. En este período se deben 
distinguir tanto la revolución inglesa y francesa como la revolución norteamericana, la 
cual tiene ciertas relaciones con lo acontecido en Europa del siglo XVIII. Ahora bien, 
aunque estas revoluciones tienen, claramente, diferencias radicales, se podría decir que 
el común denominador es el postulado de un poder político moderado y limitado por 
una constitución. Tomando las revoluciones en su conjunto, este período representa “Un 
momento de cambio en la historia del constitucionalismo al producirse por medio de ellas 
constituciones escritas, fruto de poderes constituyentes explícitos, e implantar poderes 
dotados de soberanía”28.

La constitución se entendió como el resultado necesario de una transformación 
política que se venía dando desde finales del siglo XVI. Las categorías políticas-jurídicas 
anteriores (pueblo, territorio, soberanía, poder y legitimidad) fueron atadas al control de la 
constitución, lo que resultó en el surgimiento de nuevos conceptos, como el de «soberanía 
popular», para explicar y entender el cambio político-social que acontecía. De esta manera, 
la constitución se yergue como una respuesta opuesta a la dada por el Estado absolutista. 
No obstante, no se renuncia del todo al postulado de la soberanía, pues “es necesario […] 
concluir, con Hobbes, que ninguna constitución es posible sin soberanía”29. Es por eso que la 
constitución, en primer lugar, se entiende como el resultado de una decisión política y, en 
segundo lugar, como el fundamento último del poder soberano.

El constitucionalismo de las revoluciones, valga decirlo, va más allá de las pretensiones 
medievales de la regulación y repartición de los distintos poderes (divino y civil), puesto 
que defendía la constitución de un solo poder soberano “frente al cual, de modo especular, 
habría en adelante sola y exclusivamente individuos considerados en abstracto y, en este 
sentido, radicalmente iguales entre sí”30. La igualdad que acá comienza a perfilarse en los 
diferentes autores constitucionalistas es, para decirlo en palabras llanas, la igualdad política. 
Las discusiones sobre la igualdad natural, que se dieron en el marco del iusnaturalismo 

27	  Matteucci, Organización del poder, 23.
28	  Fioravanti. Constitucionalismo, 18
29	  Fioravanti. Constitución: de la Antigüedad a nuestros días. (Madrid: Editorial Trotta, 2001), 79.
30	  Fioravanti. Constitucionalismo, 30
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moderno, tomaron la forma de la fundamentación de una igualdad política que descansa 
a la base de la asociación política. Así las cosas, el súbdito ya no es el que está sometido 
incondicionalmente al soberano, pues ha renunciado a sus derechos naturales para 
conformar el Estado, sino que es aquel que establece sus derechos políticos por encima de 
la voluntad soberana. 

Esta libertad política permite que los ciudadanos, aquellos sujetos que han pactado el 
establecimiento de la sociedad civil, puedan revelarse si el Estado no garantiza los derechos 
inherentes. Así las cosas, si a partir de las guerras religiosas en Francia se comenzó a postular 
el derecho de la resistencia cuando el monarca no sigue la ley divina, a partir de las guerras 
civiles inglesas y francesas se origina el derecho a la rebelión. Justamente, este derecho, 
que se desprende de los derechos a la vida, la propiedad y el trabajo, es una de las aristas 
más interesantes del constitucionalismo de las revoluciones, dado que en este la soberanía 
popular adquiere toda su fuerza y gravedad. 

De los autores constitucionalistas de este período, se puede destacar a John Locke y 
Edmund Burke, en lo que se refiere al constitucionalismo inglés; Jean-Jacques Rousseau, 
Emmanuel-Joseph Sieyès, Joseph de Maistre y Charles Louis de Montesquieu, en lo que 
refiere al constitucionalismo francés. Estos autores comparten la preocupación de establecer 
los límites y las características inherentes de la soberanía, sea para defender la configuración 
de soberanía popular o, como en el caso de Maistre y Burke, para criticarla. Algunos, como 
se pretende mostrar más adelante, argüirán un concepto «mesurado» de la soberanía 
popular, como es el caso de Locke en su disputa con Filmer, y otros un concepto «radical», 
como el de los ideólogos revolucionarios franceses.

Por último, el constitucionalismo burgués tuvo su desarrollo en el mundo 
postrevolucionario, en las entrañas de los efectos de la Revolución Francesa. En este 
período, que va desde la última década del siglo XVIII hasta la primera mitad del XIX, 
se enfrentó a una revisión constitucional. Si efectivamente el resultado acontecido en el 
período anterior fue la necesidad de constituir una constitución que enmarque la soberanía 
y la organización del Estado, los pensadores constitucionalistas llamaron la atención sobre 
la necesidad de armonizar la soberanía popular con la constitución, con el único objetivo de 
evitar mantenerse en revoluciones continúas que estén modificando los fundamentos del 
Estado. Así la cosas, la experiencia de la revolución llevó a comprender mejor qué es y cómo 
debe ser una constitución. 

La pregunta fundamental de esta época es precisa: ¿cómo evitar estar cambiando la 
constitución en cualquier momento? ¿Cómo establecer una constitución que se mantenga 
vigente en el tiempo pero que a su vez garantice un ejercicio del poder político articulado 
con derechos universales? Por esta razón, 

Esta época adquiere concreción, incluso en el terreno de la historia 
constitucional, a través de la cerrada crítica a la revolución como fábrica de 
constituciones, como un incesante proceso constituyente que, al producir 
una constitución dentro de otra, acababa, paradójicamente, por destruir 
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precisamente la constitución para convertirla en solución política del momento, 
válida mientras se mantuviera el particular equilibrio político del que traía su 
origen31.

Así las cosas, la constitución debe ser entendida no ya como una solución política a 
los acontecimientos contingentes de una época, sino como un cimiento absoluto que 
provee de legitimidad el ejercicio soberano. Esto llevó a los autores alemanes, como Hegel, 
a traducir estas dos visiones de constitución a los términos Verfassung y Konstitution, es 
decir, como constitución en términos absolutos, para utilizar las palabras de Carl Schmitt32, 
y constitución en términos formales. El primero apuntaría a las condiciones políticas y 
universales de cualquier Estado, el segundo al conjunto de leyes que tiene como fundamento 
la realización efectiva de los derechos universales, como lo es la libertad y la propiedad. Pero 
a una distinta manera de entender la constitución le corresponde una visión particular de 
la soberanía. 

La solución a este problema estaría en constituir un Estado de derecho, un Estado 
jurídico en el que las leyes regulen no solo el ejercicio del poder soberano, sino la garantía 
de una organización estatal determinada, sobreponiéndose a cualquier voluntad. Así, a 
diferencia de los momentos anteriores, donde la soberanía era entendida como voluntad 
de un monarca o de un órgano del Estado, se comienza a entenderla como una forma 
indeterminada, despersonificándola lo más posible. El soberano comenzó a entenderse como 
una figura abstracta, en la que su ejercicio solo puede ser ejercido bajo la representación de 
actores políticos autorizados para ello. El soberano toma un paso atrás para dejarle campo a 
los administradores del Estado y los mecanismos de control del ejercicio del poder público. 

No obstante, el constitucionalismo burgués tuvo que vérselas con un segundo asunto 
fundamental: la soberanía externa. La preocupación no estaba únicamente en buscar 
los medios para armonizar y estabilizar la soberanía popular con la constitución, sino 
en abordar el carácter externo del poder soberano. Efectivamente, en los siglos XVII y 
XVIII se desarrolló un derecho internacional basado en la multiplicidad de tratados de 
paz y comerciales entre provincias que se consideraban así mismas como soberanas. No 
obstante, el siglo XIX marca un ritmo distinto, pues los enfrentamientos bélicos a escalas 
más globales, como lo fueron las guerras napoleónicas, llevaron a la necesidad de establecer 
mecanismos que preservarán el bienestar de los Estados y provincias. Así, se comenzó a 
pensar en una constitución que pudiese reflejarse, de una u otra forma, en las relaciones 
entre los Estados. De allí comenzó a surgir la defensa de un concepto jurídico cosmopolita, 
una sociedad de naciones, como lo aseguró Kant a finales del siglo XVIII, en donde los 
principios de la razón universal medien las relaciones externas entre Estados. 

31	  Fioravanti. Constitucionalismo, 43.
32	  Carl Schmitt. Teoría de la constitución, (Madrid: Alianza editorial, 1996).
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De los múltiples autores constitucionalistas de este período, se pueden destacar, dentro 
del pensamiento alemán ilustrado, a Immanuel Kant, Johan G. Fichte y Georg Wilhelm 
Friedrich Hegel. El primero inaugurará el terreno conceptual del que se desprenden los 
otros dos, pues tienen como eje común la necesidad de pensar la constitución, la soberanía y 
el Estado como principios morales. Así, a diferencia de lo que hoy se entendería, un Estado 
jurídico está atado al progreso moral del género humano, y solo es posible comprenderlo 
en su radicalidad bajo los postulados de una razón práctica que orienta su voluntad bajo 
principios morales universales.       

Algunas precisiones sobre el método: un guiño a la historia conceptual

Como ya se mencionó con brevedad, el estudio del concepto de soberanía requiere 
atender a los contextos históricos en donde surgieron y evolucionaron los significados que 
ha tenido. Esto implica asumir una relación nada fácil de abordar, a saber, la relación entre 
el concepto y la realidad política, social e histórica que lo provee de sentido. Como lo sugiere 
Bartelson, la relación entre “el término soberanía, el concepto de soberanía y la realidad 
de la soberanía es históricamente abierta, contingente e inestable”33, lo que evidencia que 
el desarrollo de este concepto está marcado por discontinuidades y desfases que se han 
interpretado y entendido de diversas maneras. Por ello, solo es posible abordar, de manera 
adecuada, este concepto desde las herramientas suministradas por la historia conceptual. 

¿Qué estamos entendiendo por «historia conceptual»?, y más importante, ¿cuáles son 
esas herramientas que son útiles para el estudio del concepto de soberanía? De manera 
breve, podemos decir que la entendemos, en cuanto método de análisis, como lo propuso 
Reinhart Koselleck, el cual sintetizó su trabajo con las siguientes palabras:

Dicho de otro modo: ¿Cómo se articula la relación temporal entre conceptos 
y estado de cosas? Sin duda, la clave de la historia conceptual radica en este 
punto. Ya que lo que puede y lo que debe concebirse se encuentra más allá 
de los conceptos. Toda semántica hace referencia a algo que se encuentra 
más allá de sí misma, aunque ningún campo de objetos pueda concebirse y 
experimentarse sin la aportación semántica del lenguaje.34

La pregunta de Koselleck, que en realidad es la misma pregunta que aquí nos hacemos, 
solo adquiere su sentido completo al momento de señalar la razón por la que los seres 
humanos hacen uso de conceptos. Estos son los medios por los cuales se desea significar 
y englobar un estado de cosas específicas de la realidad para que puedan ser entendibles, 
debatibles y transmisibles. En este sentido, los conceptos tienen que ver con experiencias 
particulares que se desean fijar en el lenguaje para, de esta manera, orientarse en el mundo 

33	 Jens Bartelson. A Genealogy of Sovereignty, 2.
34	 Reinhart Koselleck, “Historia de los conceptos y conceptos de historia”. En: Historia de los conceptos (Madrid: Trotta, 

2012), 31. 
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y así ganar un significado colectivo. El concepto de justicia, por ejemplo, es utilizado por 
los hablantes para remarcar lo que existe, o debe existir, en la realidad en ciertos contextos 
determinados. Este, como es evidente, ha adquirido su significado a partir de experiencias 
históricas concretas que se desprenden de un estado de cosas específicas. 

Así las cosas, el asunto estaría en ver qué es aquello que acontece cuando el estado de 
cosas, que no es más que el contexto en el que surge y se modifica el sentido de un concepto, 
y las experiencias determinadas han cambiado. ¿Qué sucede con el concepto cuando esto 
ocurre?35A este respecto, Koselleck36 señala cuatro escenarios posibles: (1) el significado de 
un concepto así como el estado de cosas al cual refiere se mantienen iguales tanto sincrónica 
como diacrónicamente; (2) el significado permanece igual, aunque es estado de cosas se 
haya modificado; (3) el significado cambia, aunque la realidad que antes captaba no se ha 
alterado; y (4) el concepto y el estado de cosas se desarrollan de modo separados, se han 
alejado el uno al otro. 

Las consecuencias de estos escenarios son variables. En el primer caso, el asunto no 
demanda mayor problema, pues el significado y su concepto se relacionan de manera 
transparente. En el segundo, la cuestión es distinta, ya que la realidad que está cambiando 
exige captarse y comprenderse por medio de nuevos conceptos. En el tercero, en lo que a 
él refiere, surge la necesidad de encontrar la manera para que el concepto pueda articularse 
con la realidad para mantenerse funcionando. El último escenario, el más complejo de todos 
a nuestro entender, exige dilucidar los conceptos adecuados (sean nuevos o pasados) que 
permitan captar y fijar la realidad. 

Lo que muestran estos escenarios es que el concepto y el estado de cosas que en él se 
quieren englobar no siempre corresponden, más bien, que se presentan modificaciones no 
siempre paralelas y uniformes. Esto pondría en discusión la tesis de que los conceptos son 
atemporales, eternos, inmutables, claros, accesibles y transparentes, así como la idea de que 
su sentido se mantiene incólume. El concepto de soberanía, por consiguiente, tiene que 
vérselas con estos escenarios. Cualquier estudio sobre este tema llevará a una conclusión 
fundamental: “que el concepto de soberanía está lleno de contenidos históricos variables”37, 
que su sentido ha alterado, modulado, para armonizarse con estados de cosas cambiantes 
y seguir siendo actual. Pero estos cambios solo son “comprensibles cuando las condiciones 
generales, estructurales, de este cambio se repiten. Solo sobre un fondo de condiciones 
repetitivas es posible registrar y captar las modificaciones”38. Distinguir y reconstruir estas 
condiciones generales es un objetivo, pero a la vez una dificultad, de cualquier estudio 
histórico de la soberanía. 

35	 Esta pregunta no se origina, en primer lugar, en el ámbito de la historia conceptual propuesta por Koselleck, sino en 
la misma historia de la filosofía. Es de anotar, como ejemplo paradigmático, la Fenomenología de espíritu de Hegel, en 
la cual, entre varias cosas, se aborda la necesidad de que la conciencia concilie el concepto, y con ello el pensamiento, 
con la realidad mutable. Esta es una de las grandes preocupaciones de la filosofía hegeliana, fuente fundamental de 
la historia conceptual.  

36	 Koselleck, “Historia de los conceptos y conceptos de historia”, 32.
37	 Jens Bartelson. A Genealogy of Sovereignty, 7.
38	 Reinhart Koselleck, “Historia de los conceptos y conceptos de historia”, 30. 
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Dicho lo anterior, se debe decir, en aras de la claridad, que no solo nos apoyamos en 
los postulados de la historia conceptual, sino en el análisis conceptual de la soberanía. 
Estos dos registros son interdependientes39: uno ha de remitir siempre al otro, aunque se 
encuentre en niveles distintos. El primero refiere a los contextos y estructuras generales en 
donde se han originado y articulado los diferentes significados del concepto; el segundo, 
por su parte, apunta a su estructura interna, a la forma como está constituido el concepto 
mismo. Este segundo nivel podría llamarse también, como se ha nombrado en la historia 
de la filosofía, analítico. Este permite entender cómo está constituido internamente los 
múltiples significados que se le ha dado al concepto de soberanía, los subconceptos que 
se han amalgamado para darle consistencia y solidez en momentos concretos, los vínculos 
que se han desarrollado con otros conceptos y preguntas determinadas. De esta manera, el 
modo de proceder de los siguientes capítulos está concentrado en el paso de un nivel a otro. 
Como se espera quede claro a medida que se va desarrollando el presente estudio, dichos 
niveles se complementan uno al otro, al momento de resaltar las tensiones y contextos que 
constituyeron el concepto moderno de soberanía.   

Pero, ¿cuál es nuestro mayor interés en la historia conceptual?, o en otros términos, 
¿cuál es, exactamente, la deuda que hemos adquirido con las tesis generales de la historia 
conceptual? Las palabras del profesor Javier Fernández Sebastián, pueden postularse como 
respuesta a estos interrogantes, en su caracterización de los dos niveles de análisis que 
componen este abordaje metodológico: el nivel semántico (diacrónico) y nivel pragmático 
(sincrónico)40. En el primer nivel, se destaca tres tareas concretas: (i) “determinar los 
momentos de mayor uso del término (crisis políticas, debates parlamentarios, polémicas 
periodísticas)”, (ii) “Trazar un esquema evolutivo de los conceptos más próximos, afines, 
adyacentes y opuestos”, y (iii) “Especificar si el concepto en cuestión parece insertarse 
sobre todo en una (o varias) modalidad (es) de lenguajes o tradición (es) de discurso”. Con 
respecto al segundo nivel, tenemos también tres tareas: (iv) “Hacer un listado de autores, 
obras o referencias institucionales y culturales que los autores citan cuando tratan sobre 
ese concepto”, (v) “Precisar el color normativo dominante del concepto (positivo, negativo 
o neutro)” y (vi) “Esquematizar las líneas de fracturas fundamentales de los debates, 
sintetizando los principales significados que se le atribuyen y los ejes en disputa”. Estos seis 
objetivos específicos serán el eje fundamental de lo que sigue. A continuación, no haremos 
más que desarrollarlos y profundizarlos, aplicando, de una u otra manera, esta propuesta 
metodológica con el análisis del concepto moderno de soberanía.  

39	 Raia Prokhovnik, Sovereignty.
40	 Javier Fernández, “Iberoconceptos. Hacia una historia transnacional de los conceptos políticos en el mundo 

iberoamericano”. En Teorías y prácticas conceptuales, (México: Consejo Superior de Investigaciones y Plaza Valdés 
Editores, 2009), 27-8.
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El constitucionalismo de la soberanía 
absoluta

Es común señalar, como punto de partida, la obra de Bodin como un primer movimiento 
en el cual la soberanía comienza a tener forma y contornos determinados. No es que en el 
mundo clásico o medieval no existiera la soberanía, como si esta se hubiese «inventado» 
en las entrañas de una visión moderna del mundo. Si la soberanía está atada, firmemente, 
al origen y ejercicio del poder, entonces, se podría afirmar, sin mucha dificultad, que la 
soberanía siempre ha sido un problema político fundamental desde el surgimiento y 
existencia de comunidades organizadas política, jurídica y económicamente. La soberanía, 
dicho sea, es un asunto que tiene la edad de la primera gran civilización. Si esto es así, la 
pregunta fundamental sería: ¿por qué comenzar un estudio de la soberanía desde Bodin? 
¿Qué hay en este autor, para decirlo propiamente, que permite conceptualizar y entender el 
surgimiento de los contornos, límites y profundidades de este concepto político?	

Los acontecimientos históricos del siglo XVI y XVII marcan un momento fundamental 
para el desarrollo del concepto de la soberanía. Las guerras religiosas y las revoluciones 
civiles, que tuvieron lugar en varios lugares de Europa, permiten captar las tensiones entre 
el poder político, la autoridad y el orden estatal. El núcleo de esta tensión es la soberanía, 
pues es ella la que se ha defendido y atacado para sostener o debatir una visión específica de 
lo político. Son en estos momentos cuando la discusión se centra en el fundamento y origen 
del poder, lugar en el que el concepto de soberanía se pliega y retrae para adquirir nuevas 
dimensiones que se acomoden a las exigencias históricas concretas. En el caso de Bodin, al 
momento de concebir su teoría de la soberanía y el poder político, el mundo medieval se 
encontraba en agotamiento; la influencia y el poder de la monarquía, progresivamente, se 
había acentuado y sobrepuesto a la disgregación feudal que predominó por largo tiempo.

En este contexto, se da un cambio de paradigma, en el que la soberanía se yergue como 
respuesta a los problemas y cambios inherentes de una época. Este es uno de los caracteres 
singulares de la soberanía: adquirir su fuerza y cambio en momentos de transición donde 
el poder político entra en discusión. No es de extrañar, por ende, que los momentos 
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estructurales del concepto de soberanía se den siempre en relación con, para decirlo en una 
palabra, las crisis históricas concretas. Solo al poner bajo el foco estos momentos específicos 
del desarrollo del concepto es posible asir la gravedad y profundidad que este lleva consigo. 

Así, con las reflexiones de Bodin, quien hizo un intento exhaustivo por definir y articular 
el concepto de soberanía con otros conceptos fundamentales, da inicio a un proceso de 
despliegue y delimitación conceptual cuyos efectos se extenderán hasta el siglo XX. Como 
se verá en este capítulo, los intentos de Bodin por dar solución a la crisis política de su 
época tendrán resonancias en autores posteriores en otras latitudes de Europa, como es 
en el caso de Hobbes. Este primer momento del desarrollo moderno del concepto de 
soberanía mostrará una de las modulaciones fundamentales, a saber, el paso de un concepto 
delimitado y estructurado de la soberanía a la necesidad de su aplicación y realización en 
el mundo atareado por las primeras revoluciones religiosas y civiles del mundo moderno.

  
Bodin y el concepto fuerte de soberanía 

Dentro de la historia de la teoría política, Jean Bodin es considerado como uno de los 
grandes pensadores de la soberanía. Su obra fundamental, Los seis libros de la República, no 
solo es relevante por el hecho de que su autor perfile un nuevo concepto de república, distinta 
a la republica christiana, sino por reinterpretar el término summun imperium en términos, de 
la lengua vernácula, souverain. Es así como este busca definir y delimitar las características 
específicas de dos conceptos fundamentales: soberanía y poder soberano. Estos no son 
nuevos dentro de la historia del pensamiento político occidental, “pero lo que hizo Bodin 
[con ellos] sí lo fue”41, pues lo que este buscó fue estructurar los reclamos en torno al poder 
monárquico en la Francia de su tiempo. Es así como para entender de manera adecuada el 
concepto de soberanía propuesto por Bodin, hay que partir de las circunstancias históricas 
que tenía en mente al momento de escribir sus Seis libros de la República. 

Reconstruir a cabalidad las acontecimientos históricos-políticos de la Francia del siglo 
XVI es una empresa que no podemos realizar en el presente trabajo. Bastará, para nuestros 
propósitos, volver sobre aspectos puntuales de la configuración del poder absolutista que 
se configuró en la primera mitad del siglo XVI en Francia. Como lo expone con detalle 
Skinner42, la Francia de 1500 se caracterizó, por un lado, por la guerra de religión que 
enfrentó a los católicos radicales con los protestantes calvinistas, conocidos como hugonotes, 
y por el otro, por el auge y fortalecimiento del absolutismo. Este segundo aspecto es de 
vital importancia, en la medida en que responde a un aspecto fundamental para entender 
la propuesta de una soberanía absoluta: la monarquía se estableció como el único lugar 
legítimo del poder político. Esta tesis trataba de solucionar los impases que se presentaron 
con la doctrina de las dos espadas (el papa y el rey como ejecutores del poder), pues el 
establecimiento de un nuevo orden social debía, en primer lugar, unificar el poder en una 
sola figura, a saber, el rey. Esto permitiría, según los juristas y filósofos de la época, procurar 

41	  J. U. Lewis. Jean Bodin’s Logic of Sovereignty. En: Jean Bodin (Great Britain: Ashgate, 2006), 4. 
42	 Quentin Skinner. Los fundamentos del pensamiento político moderno. (México: Fondo de Cultura Económica, 1985).
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el orden y el bien social que se veía en riesgo por las guerras endémicas religiosas que 
comenzaban a crecer en Europa occidental.

La unificación del poder bajo una figura es el nacimiento del Estado absolutista. Al 
hablar del constitucionalismo, entendido como una categoría analítica para mostrar 
aspectos particulares de la experiencia política del siglo XVI, Matteucci afirma que el 
Estado absoluto “se caracteriza por la tendencia del monopolio del poder político y de la 
fuerza por parte de una instancia superior que no reconoce otra autoridad ni en el plano 
internacional […] ni en el plano interno”43. El poder, que antes se encontraba disperso en 
dos figuras distintas, en el Estado absolutista se canaliza en una sola figura. El rey, por 
lo tanto, adquiere la forma unitaria del poder político y la fuerza dentro de un territorio 
específico, siendo así la máxima autoridad que puede haber, tanto en el ámbito doméstico 
como en el internacional. 

Es así como, durante la primera mitad del siglo XVI, inició el desarrollo de una 
ideología fuertemente monárquica. Un ejemplo paradigmático de este síntoma fueron los 
Comentarios a las costumbres de París, de Charles Du Mouin, uno de los más sobresalientes 
juristas de esta época, los cuales “estaban inspirados, por completo, […] por las ideas de 
una omnipotente autoridad del rey, y se dicen que ejercieron una notable influencia al 
moldear la monarquía del ancien régime”44. Estas primeras defensas de la monarquía, que 
se constituyeron como contrapeso a la estructura feudal como organización social, tiene 
como común denominador el establecimiento de ciertos límites al poder monárquico, pues 
defendían “que el rey se encuentra ante el freno de las leyes fundamentales”45. Estos frenos ya 
no consistían tanto en la obligación de pedir consejo para la proclamación de leyes46, como 
sucedía en el sistema feudal, sino en los postulados universales del bien común y la garantía 
de justicia.    

Estas ideas universales, que marcarán el límite del poder soberano, son las que posibilitan 
que autores posteriores establezcan límites universales al poder soberano apelando a 
argumentos iusnaturalista y contractualistas, como en el caso de Bodin y Hobbes, que 
permiten revestir de derechos soberanos al monarca. Estos, que podría considerarse como 
el surgimiento de ciertas marcas específicas de la soberanía moderna47, fueron el de 
nombrar a los magistrados superiores, el derecho a declarar la guerra o la paz, el derecho 
a solucionar disputas, sean castigando u otorgando perdones. Estos derechos comienzan a 

43	 Nicola Matteucci, Organización del poder y libertad. Historia del constitucionalismo moderno (Madrid: Trotta, 
1998), 29.

44	 Quentin Skinner. Los fundamentos del pensamiento, 267. 
45	 Skinner. Los fundamentos del pensamiento, 268.
46	 El argumento que se esgrimió en contra de la obligación de consultar la creación y aplicación de las leyes se centró 

en remarcar, como lo hizo Du Moullin, que el rey “disfruta de pleno imperium” lo cual lo exime de consultar sus 
decisiones a terceros, pues él tiene la potestad de gobernar, como única autoridad, sobre sus súbditos sin pedir su 
aprobación. De esta manera, se comienza a desarticular la idea feudal en la que el rey tenía sus consultores para 
poder decidir sobre el reino. Es en este punto, como se verá en lo que sigue, donde surge la idea de un soberano que 
gobierna por voluntad a un grupo de personas dentro de un territorio especifico.  

47	 Donald Keller. Foundations of Modern Historical Scholarship: Language, Law, and History in the French Renaissance. 
(New York: Columbia University, 1979).
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fundar la diferencia entre el señor feudal y el soberano. Los juristas y filósofos defensores 
del temprano absolutismo moderno en Francia dirigieron gran parte de sus reflexiones a 
atacar la idea de la sociedad jerarquizada y remarcar los derechos del monarca como garante 
de cohesión social. Es así como “la pirámide feudal de derechos y de obligaciones jurídicos 
queda desmantelada; el rey es señalado como poseedor del completo imperium, y a todos 
los demás miembros de la sociedad se les asigna una condición jurídica indiferenciada 
como súbditos”48. Esta nueva categoría de súbdito, que se contrapone al de vasallo, permite 
entender que, como se verá con Bodin y Hobbes, el poder soberano tiene su fundamento en 
la relación de autoridad que tiene el soberano sobre el súbdito. 

Este es, en términos amplios, el terreno histórico en el que se articula Los seis libros 
de la República. Bodin comienza su libro con la definición fundamental del concepto 
de república, definición que “permite ver claramente la novedad del contenido de lo que 
usualmente será denominado «Estado moderno»”49, pues parte de una crítica a la noción 
clásica, heredada del mundo romano, de república: “La república es un recto gobierno 
de varias casas [ménages], y de que lo que les es común, con poder soberano [puissance 
souveraine]”50. Esta definición es desglosada y explicada por el autor, pues eso permite 
delimitar las características y alcances de la república, dado que el poder soberano depende 
estrechamente de la manera como esta se entienda51.

Lo primero que hace Bodin es establecer una definición de república que integre el 
poder soberano. La república, bajo esta nueva óptica, no debe ser entendida desde su 
definición clásica dada por Aristóteles y Cicerón: “una sociedad de hombres unidos para 
vivir bien y felizmente”52. Su finalidad ya no es el establecimiento de la vida plena de los 
individuos, sino un recto gobierno que descansa en tres pilares fundamentales: (1) la unión 
de familias, (2) el establecimiento de un bien común y (3) el poder soberano. Es así como 
la soberanía tiene su fundamento y coherencia, dentro de los planteamientos de Bodin, 
desde esta forma de república que propone. Esto lleva a una conclusión fundamental, que 
requiere ser matizada y trabajada con cuidado para comprender los problemas que acarrea, 
a saber, que la soberanía bodiana solo puede ser entendible en relación con la idea de unión 
y de bien común. Para entender esto, hay que volver sobre los puntos más álgidos de los 
argumentos propuestos por el autor francés. 

48	 Skinner. Los fundamentos del pensamiento, 272.
49	 Joaquín Abellán, Estado y soberanía. Conceptos políticos fundamentales (Madrid: Alianza Editorial, 2014), 63.
50	 Jean Bodin, Los seis libros de la República (Madrid: Tecnos, 2010), 9. Aunque hacemos referencia, en la mayoría de los 

casos, a la traducción de los Seis libros hecha por Pedro Bravo, en muchos de las citas hemos modificado parcialmente 
la traducción. Nos hemos basado, para esto, en la edición de Gérard Mairet, establecida a partir de la edición de 
1583, de Les six livres de la République.  

51	 Este aspecto es bastante relevante, por lo que no se debe perder de vista para entender lo que sigue. El método 
genealógico propuesto para el estudio de la soberanía tendrá como uno de sus resultados la delimitación de la 
multiplicidad de concepciones de soberanía que se han dado, dependiendo del orden social que se estudie. Es así, 
como lo menciona Porhovnik (2008), la polis griega, las ciudades estados medievales, el auge del estado moderno 
absolutista, y el moderno concepto de Estado-nación presuponen conceptos de soberanía distintos. No obstante, 
autores como Bodin y Hobbes centran sus esfuerzos en proponer un concepto de soberanía unívoco que se distancie 
de las reflexiones antiguas sobre el gobierno y el fundamento del orden social y político.

52	 Bodin, Los seis libros de la República, 11.
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   Adelantemos, en aras de cierta comodidad expositiva, el meollo del problema de la 
soberanía que se desprende de esta conclusión, y que nos proponemos desarrollar en lo 
que sigue. La relación entre el poder soberano con el bien común y la unión entre familias 
tiene como resultado que el concepto de soberanía se constituya por tres caras específicas: 
(1) la soberanía como poder político absoluto y eterno, (2) la soberanía como máxima 
autoridad legal y (3) la soberanía como poder regulatorio de la estabilidad político-
estatal53. La interrelación de estas tres caras permite fundar un concepto «fuerte» de 
soberanía que implica establecer sus alcances y, a contrapelo de las ciertas lecturas clásicas, 
sus propios límites. 

La soberanía como poder absoluto y eterno es la cara que más enfatiza Bodin en su 
Seis libros, pues este tiene que ver con la exigencia de unificar el poder y la fuerza en un 
solo individuo. Como lo expresa Skinner (1993), Pokhovnik (2008) y Grimm (2015), la 
soberanía como poder absoluto responde a una defensa específica del poder monárquico 
de la Francia del siglo XVI, en general, y al repudio de la defensa al “derecho de resistencia 
al poder” esgrimido por los hugonotes, en particular. En términos específicos, la solución 
para Bodin del peligro latente de la disolución del orden del Estado francés, proveniente de 
las guerras religiosas, era la soberanía como poder absoluto. Es así como la paz social, ya no 
entendida “como la administración de la justicia por parte del rey, sino [como] la necesidad 
de superar una guerra civil surgida por motivos religiosos”54, solo podría obtenerse por 
medio del establecimiento de un sujeto que constituyera la unidad y armonía del poder 
y de la fuerza. En esto descansa el carácter absoluto y perpetuo del poder soberano en los 
términos de Bodin. 

Volviendo sobre los argumentos presentados en los Seis libros, la primera condición de 
posibilidad de toda república es la unidad del poder: “como dice Casiodoro, un gran reino 
no es más que una gran república bajo el poder de un jefe soberano. Por lo tanto, solo 
tres familias pueden constituir una república tan perfecta como si hubiese seis millones de 
personas, a condición de que uno de los jefes de una de las casas tenga el poder sobre los 
demás”55. De esta manera, la unión de familias solo puede darse bajo el mando de un solo 
jefe, aquel que sea el único que ejerza el mando y poder sobre las demás. Es así como la 
soberanía establece a un solo sujeto como única autoridad para mandar sobre los demás, lo 
que constituye el núcleo originario de la definición misma de soberanía.

En el capítulo VIII del primer libro, se encuentra la definición precisa de la soberanía 
que contrapone con los diferentes conceptos que se han utilizado, desde el mundo antiguo, 
para caracterizar el poder de la república: 

53	 Es importante resaltar, en aras de la claridad, que estas tres caras de la soberanía operan intrínsecamente 
relacionadas. Siguiendo el método establecido, hemos optado por esta división con el objetivo de delimitar el 
nivel analítico del análisis de la soberanía en Bodin y Hobbes, para poder abordar adecuadamente el objeto de 
estudio. Como esperamos quede claro a medida que avance la argumentación, estas tres caras se articulan entre sí, 
aunque dependiendo del autor que se estudie se hará énfasis en uno u otro aspecto. Esto es, justamente, lo que nos 
proponemos mostrar a continuación.

54	 Matteucci, Organización del poder, 31. 
55	 Bodin, Los seis libros de la República, 17.
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La soberanía es el poder absoluto y perpetuo de una república [La souveraineté 
est la puissance absolue et perpétuelle d’une République], que los Latinos 
llamaron majestatem, los griegos ἄκραν ἐξγουσὶαν, κυρίαν ἁρκὴν y κύριον 
πολίτευμα [que les Latins appellent majestatem, les Grecs ἄκραν ἐξγουσὶαν, 
& κυρίαν ἁρκὴν, & κύριον πολίτευμα]; los italianos segnoria, palabra 
que usan no solo para referirse a los individuos sino también a aquellos que 
manejan todos los asuntos del estado de una República [les Italiens segnoria, 
duquel mot ils usent aussi envers les particuliers, & envers ceux la qui manient 
toutes les affaires d’estat d’une Republique]; los hebreos lo llamaron tomadchavet, 
es decir, el mayor poder para ordenar [les Hebreux l’appellent tomadchavet c’est 
à dire la plus grande puissance de commander]. Esto es aquí necesario para 
formar la definición de soberanía, porque no hay juriscunsulto ni filósofo 
político que la haya definido, ese es el punto principal, y el más necesario, a 
entender en un tratado de la República  [Il est ici besoin de former la définition 
de souveraineté, parce qu’il n’y a ni jurisconsulte, ni philosophe politique, qui l’ait 
définie, [bien] que c’est le point principal, et le plus nécessaire d’être entendu au 
traité de la République]56. 

Desde esta perspectiva, la definición de soberanía es fundamental para entender 
los fundamentos de una república; pero esto solo es posible volviendo sobre las formas 
como se le ha llamado a este poder absoluto. Esto no quiere decir que el poder soberano, 
fundamento de la república, no haya existido jamás y que por lo tanto la tarea sería crearlo. 
Por el contrario, las palabras de Bodin apuntan a una dirección distinta, pues este siempre 
ha operado dentro del pensamiento político occidental; no obstante, se ha malentendido y 
confundido con otras características de la organización política y social que han existido. Así, 
la tarea sería más conceptual que práctica, en la medida en que exige depurar el concepto de 
soberanía distinguiéndolo de ciertas concepciones erradas que se han formulado sobre ella.

Lo anterior explicaría por qué Bodin se detiene minuciosamente en esta definición de 
soberanía para articularla con la definición que se ha dado de república. Este movimiento 
argumentativo, valga decirlo, es supremamente relevante, pues permite entender 
adecuadamente los subconceptos que conforman la definición de soberanía, dado que esta 
no se da de forma aislada sino anclada a una red conceptual que se debe matizar y abordar 
de manera analítica. El poder soberano está compuesto, para Bodin, por dos ingredientes 
fundamentales: (1) lo perpetuo y (2) lo absoluto. Es necesario que el poder soberano sea 
perpetuo “porque puede ocurrir que se conceda poder absoluto a uno o a varios por un 
tiempo determinado, los cuales, una vez finalizado este tiempo, no son más súbditos”57. Si 
a un hombre o asamblea de hombres ostentan por un período definido el poder soberano, 
no se les puede llamar «príncipe soberano», a lo sumo podría ser un simple custodio o 

56	 Jean Bodin, Les six livres de la République, Édition et présentation de Gérard Mairet. (Paris: Librairie générale 
française, 1999), 111

57	 Bodin, Los seis libros de la República, 49.
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depositario del poder. Esto significa que el soberano puede revestir a otros individuos de 
algún grado de poder, pero este será el único y verdadero receptáculo de la soberanía. Así, el 
poder soberano no tiene caducidad, pues lo es aquel que siempre está en posesión del poder 
de gobernar sin ninguna limitación temporal. 

Ahora bien, Bodin delimita el significado la palabra «perpetua» para aclarar mejor la 
definición propuesta de soberanía: “La palabra perpetua se ha de entender por la vida de quien 
tiene el poder soberano”58. La perpetuidad es efectiva solo mientras dure la vida del rey. No 
obstante, para entender de manera adecuada esta perpetuidad de la que habla Bodin, es necesario 
remarcar dos problemas específicos que subyacen en este punto: (1) ¿cómo se da la sucesión del 
poder cuando el soberano muere? y (2) ¿es lícito atentar contra la vida de un soberano para 
quitarle su poder? La importancia de estos dos interrogantes se centra en abordar directamente 
el problema de la trasferencia de poder, aspecto histórico fundamental de la Francia de 1500, 
pues solo de esta manera se puede delimitar la concepción bodiana de poder.  

La respuesta al primer interrogante se encuentra al final de los Seis libros. En el capítulo 
IV del sexto libro, antes de abordar directamente el problema de la sucesión del poder, 
Bodin hace un recuento de las ventajas y desventajas de las repúblicas legítimas, a saber, la 
república popular, la república aristocrática y la real. Frente a esta última, afirma que “nos 
queda hablar de la monarquía, prefería por todas las grandes personalidades a las demás 
repúblicas. Vemos, sin embargo, que está expuesta a muchos peligros, debido a los cambios 
de monarca”59. Una de las grandes amenazas del poder soberano de la república monárquica 
es, para decirlo de la manera concreta, que existan cambios de reyes, y que en este tránsito 
de un monarca a otro se arriesgue la estabilidad de la república, ya que puede desestabilizar 
el orden anteriormente establecido. Esto viene anudado, como lo dicen el pensador francés, 
al peligro constante de una guerra civil por la lucha a la corona. Por tal razón, el momento 
de mayor vulnerabilidad para el poder soberano es cuando el soberano muere y debe ser 
reemplazado por otro. 

Si esto es así, la forma para mitigar estos peligros de la república real, dice Bodin, es que 
la corona se suceda siempre en línea recta “al varón más próximo del linaje paterno y sin 
partición”60. La legitimidad, entonces, de un soberano radica en el linaje pues, como lo dice 
el mismo Bodin, lo que más se ajusta a las leyes naturales es que el primogénito varón sea el 
nuevo soberano. En este sentido, la república se articula con el derecho natural de la familia, 
dado que es el hijo mayor el que reemplaza al padre después de su muerte. Esta relación, 
a cuyas dificultades volveremos más adelante, entre la familia y la república monárquica 
es fundamental, pues “[esta] es la forma de la república más segura, si se considera que 
la familia es la verdadera imagen de la república, que solo puede tener una cabeza como 
se ha mostrado”61. De aquí que la conclusión fundamental sea que el recto gobierno, que 
configura la definición de república, es el de la monarquía que mantiene la sucesión directa 

58	 Bodin, Los seis libros de la República, 50.
59	 Bodin, Los seis libros de la República, 287.
60	 Bodin, Los seis libros de la República, 292.
61	 Bodin, Los seis libros de la República, 291.
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por vía filial al varón más próximo, pues es ella la que cumple con la característica de unificar 
el poder político en una sola figura.

Por otro lado, la segunda pregunta que interroga por la legitimidad de atentar contra 
un soberano está revestida de una dificultad que no hay que pasar por alto, dado que llama 
la atención sobre una de las tensiones fundamentales del concepto de soberanía. Esta 
tensión, valga la pena subrayarlo desde el inicio, se enlaza con ciertas distinciones cuyas 
consecuencias plantean una serie de dificultades a la hora de entender la definición bodiana 
de soberanía. Dichas distinciones pueden traducirse a dos dicotomías bastante concretas: 
(1) soberano legítimo frente al ilegítimo y (2) lo interno frente a lo externo. Estas dos 
dicotomías las une la figura del tirano, pues la pregunta de la licitud de atentar contra el 
soberano solo tiene sentido plantearla cuando este es un tirano, es decir, aquel que no sigue 
el recto gobierno de la república. Es así como la primera pregunta que plantea Bodin al 
respecto es si es lícito atentar contra la vida de un tirano que ha obtenido la soberanía por 
medio de la fuerza y el engaño. La respuesta es clara: “sostengo que es lícito matarlo y usar 
la violencia, a menos que el tirano, despojándose de su autoridad y renunciando a la fuerza, 
deponga el poder en manos del pueblo a cuyo juicio se somete”62. En este sentido, no habría 
ningún argumento para no utilizar la violencia y deponer al tirano que se ha apoderado del 
poder soberano por medios ilegítimos.  

De manera inversa, y es aquí donde el argumento se vuelve más complejo, si se trata de 
un tirano legítimo, la respuesta requiere ser matizada. Bodin expresa de manera explícita 
que “la cuestión que nos interesa es saber si se puede dar muerte al príncipe soberano que 
accedió al estado mediante elección, suerte, derecho hereditario, justa guerra o por especial 
vocación de Dios, cuando es cruel, exactor y perverso en extremo, que es lo que significa la 
palabra tirano”63. Para responder a esta cuestión, Bodin echa mano de la segunda dicotomía 
estableciendo dos respuestas que se desprende de esta. Así se establece la distinción entre 
príncipes extranjeros y súbditos, es decir, se constituye un enfoque interno y otro externo 
de la soberanía. Desde el franco externo la respuesta que se sugiere es afirmativa: “es muy 
notable y generoso que un príncipe tome las armas para vengar a un pueblo injustamente 
oprimido por la crueldad del tirano. En tal caso, poco importa que el príncipe virtuoso 
proceda contra el tirano mediante la fuerza, la astucia o la justicia”64.  

Aquí la pregunta de Bodin, para matizar el asunto, sería: ¿es lícito que un príncipe 
soberano utilice la fuerza sobre un tirano? La respuesta es sí, pues es virtud de un príncipe 
que, dentro de sus posibilidades, libere a un pueblo oprimido por un tirano.65 El problema 

62	 Bodin, Los seis libros de la República, 103.
63	 Bodin, Los seis libros de la República, 104.
64	 Bodin, Los seis libros de la República, 104
65	 Si se trasplantara el problema aquí mencionado a los terrenos de las discusiones más contemporáneas, Bodin no 

vería problema alguno que un Estado intervenga, utilizando la fuerza, en otro Estado siempre que este último no sea 
legítimo y el primero sí. El asunto estaría en establecer qué hace que una opresión de un pueblo sea injusta. Para Bodin 
sería el desacato de las leyes divinas y naturales, como se verá más adelante, mientras que autores contemporáneos 
aseveran que es la violación a los derechos humanos. No obstante, fuera cual fuese el caso lo relevante del asunto 
es que al establecer una visión interna y otra externa de la soberanía desde el comienzo se establecen tensiones y 
problemas de difícil solución, que responden más a postulados políticos-prácticos que teóricos-conceptuales. 
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en este punto es que entra en choque dos soberanías, una interna (el tirano) y otra externa 
(el príncipe extranjero). El tirano no es quien carece de poder soberano, esto es importante 
retenerlo, sino aquel que lo ha obtenido por medios ilegítimos por lo que no se apega el recto 
gobierno. Es así como el poder del príncipe, en cuanto que legítimo, se puede sobreponer al 
poder del tirano legitimando cualquier medio para hacerlo.   

Por otro lado, el punto de vista interno plantea la pregunta: ¿es lícito que los súbditos 
atenten contra el bienestar y la vida de un príncipe? Aquí la respuesta es negativa, pues

Si el príncipe es absolutamente soberano [es decir posee el poder de manera 
totalmente legítima] […] cuyo poder no se discute, ni cuya soberanía es 
compartida con los súbditos, en este caso, ni los súbditos en particular ni 
todos, en general, pueden atentar contra el honor o la vida del monarca, sea 
por vías de hecho o de justicia, aunque haya cometido todas las maldades, 
impiedades y crueldades imaginables. En cuanto a la vía de justicia, el súbdito 
no tiene jurisdicción sobre el príncipe, del cual depende todo el poder y 
autoridad66.

Con estas palabras, Bodin deslegitima el argumento de la justa resistencia, propuesto 
por los hugonotes para defender su rebelión frente al orden establecido. En el contexto 
de las guerras de religión, en los círculos intelectuales de los hugonotes, el tirano es aquel 
“rey que tiene una fe religiosa distinta a la de sus súbditos”67, por lo tanto, se reafirmaba el 
derecho a resistir cuando el soberano fuera en contra de los principios de la fe. Bodin se 
aleja notoriamente de esta visión, pues no hay ningún argumento, ni siquiera la apelación 
a la justicia, que pueda defender que los súbditos atenten contra el soberano. De esta 
manera, manteniendo los términos anteriores, desde esta perspectiva no hay nada que 
justifique la rebelión de los súbditos. El soberano puede cometer todo tipo de injusticias y 
arbitrariedades, y los súbditos no tienen otra salida más que obedecer en aras de mantener 
el orden establecido.   

Este factor de la obediencia, constituyente del poder soberano, lleva a Bodin a postular 
una cierta distinción, que no es del todo clara ni está exenta de tensiones, entre imperium y 
dominium; distinción que se fundamenta, por un lado, en la diferenciación y subordinación 
entre familia y república y, por el otro, en los diferentes grados de obediencia. En la 
argumentación propuesta por Bodin, parece que fuese evidente esta dicotomía, pues el 
soberano sería quien posee imperium mientras que el padre de familia, en tanto dueño del 
hogar, es quien posee dominium sobre la esposa, los hijos, los siervos y la propiedad. En esta 
distinción descansa uno de los límites al poder soberano, pues este dominium de la familia 
se entiende como uno de los derechos naturales que poseen los individuos. Pero antes de 
entrar de lleno a este problema, valdría la pena detenerse un poco más sobre las tensiones 
que aquí se presentan. 

66	 Bodin, Los seis libros de la República, 105.
67	 Matteucci, Organización del poder, 54.
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Es importante remarcar que esta distinción busca especificar las formas legítimas de 
ejercer el poder. Una de las mayores dificultades en la obra de Bodin, a nuestro entender, es 
que no posee una especificación clara de lo que se entiende por «poder», algo que autores 
posteriores tratarán de definir y delimitar de manera concreta. Esto hace que la distinción 
entre el imperium y el dominium deba desarrollarse en una discusión determinada de aquello 
que se entiende por poder y la forma como este es ejercido en las diferentes asociaciones 
humanas. Ahora bien, al leer la distinción de Bodin de estos dos términos, es claro que el 
autor parte de una noción escolástica del poder, en la medida en que perpetua la figura 
del padre de familia como dueño absoluto del hogar y de todo lo que lo constituye, poder 
doméstico otorgado por Dios. El argumento a esta visión parte del modelo aristotélico de la 
familia que se encuentra explicado en el libro I de la Política. 

Como lo sugiere Norberto Bobbio, en su lectura de la filosofía política de Hobbes, la 
diferencia entre el modelo iusnaturalista teológico, que se desarrolla a partir de las reflexiones 
de Tomás de Aquino, y el iusnaturalista racional, desarrollado por Hobbes, radica en que 
el primero parte de la familia para hablar de la sociedad civil; mientras el segundo desata 
cualquier vínculo entre estas dos formas de asociación humana. Este modelo clásico de 
comprender la familia, proveniente del paradigma aristotélico, viene a explicar las relaciones 
de poder que se dan dentro de la esfera privada, que abarca no solo “la relaciones entre 
marido y mujer y entre padres e hijos, sino también las relaciones entre señores y siervos, así 
resulta el núcleo principal de la vida económica”68. De esta manera, Bodin sigue a Aristóteles 
en este punto, aunque se aleja de él en otros, para expresar la diferencia entre el poder que 
ejercer el soberano y del poder del padre dentro de la familia.

El dominium, en este esquema tradicional, se establece en el ámbito de lo natural, es 
decir, de la familia. De allí que este concepto implique, por un lado, cierta concepción de 
la naturaleza de los seres humanos y, por el otro, una concepción primitiva de economía 
entendía como la organización del hogar.  El dominium opera, para decirlo en una palabra, 
en un ámbito restringido, en cuanto regulador de las relaciones familiares. Por el contrario, 
el imperium es un poder coercitivo que se da solo dentro de la sociedad civil. Aquí surge, 
y es esto lo que nos interesa resaltar, uno de los grandes retos del concepto moderno de 
soberanía: “la soberanía según la concepción tradicional, este poder comprende el supremo 
poder económico (dominium) y el supremo poder coercitivo (imperium)”69. Así, el desafío 
está en la articulación de estos dos poderes que tenga su cohesión en el concepto mismo 
de soberanía.

La dificultad en este punto, no hay que ocultarlo, está en saber cómo se relacionan estos 
dos poderes y si se establece una jerarquía entre ellos. Dentro del pensamiento moderno 
se puede, al menos, distinguir dos posibilidades: el dominium subsume al imperium 
o viceversa. En la primera vía podemos ubicar a Bodin, quien establece como límite del 
imperium el dominium dado que, como se verá en un momento, el poder del rey, dentro 
de la república, no puede operar dentro del ámbito de la familia. El argumento que da 

68	 Norberto Bobbio, Thomas Hobbes (México: Fondo de Cultura económica, 1995), 23.
69	 Bobbio, Thomas Hobbes, 51.
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el pensador francés es porque el dominium es un poder natural dado por Dios, para la 
organización de todo lo existente, por lo tanto, puede ser un freno al poder coercitivo que 
es fundamental para la república. En el segundo camino, es decir el imperium es el que 
subsume al dominium, encontraríamos a Hobbes, pues el poder último de la soberanía del 
Leviatán está desarticulado de cualquier noción de familia y de organización económica, 
pues el derecho natural está fundado de postulados distintos a los de Bodin. Esta tensión, 
que resulta de manera distinta por los autores aquí estudiados, se mantiene como un común 
denominador a la hora de pensar el poder absoluto de la soberanía. Tal es la razón por la 
cual se debe volver sobre los argumentos dados por Bodin para mantener la distinción y 
subordinación entre ambos tipos de poder. 

Definir la república como una unión de familias en las que solo uno ejerce el poder 
soberano, obliga a Bodin a establecer las diferencias entre la organización de la familia y 
la república. De esta manera, el capítulo II del primer libro tiene como tema central las 
diferencias y similitudes entre la administración doméstica y la república. Así Bodin afirma: 
“La administración doméstica es el recto gobierno de varias personas y de lo que les es más 
propio, bajo la obediencia de un cabeza de familia”70.  Esta definición de familia implica una 
simetría con la república, en la medida en que las dos son «un recto gobierno», lo que hace 
que el común denominador sea las relaciones de obediencia que se dan en ellas. La familia, 
por su parte, se constituye, como se dijo más arriba, como la imagen perfecta de la república, 
el fundamento esencial de esta: “Al igual que la familia bien dirigida es la verdadera imagen 
de la república, y el poder doméstico es comparable al poder soberano, así el recto gobierno 
de la casa es el verdadero modelo de gobierno de república”71. Esta relación estrecha entre la 
república y la familia lleva a una conclusión fundamental, a saber, que no puede existir una 
república sin la familia. 

No obstante, existe una diferencia fundamental, una diferencia que no hay que perder 
de vista: “Así, si la república es el recto gobierno de varias familias, y de lo que le es común, 
con poder soberano, la familia es el recto gobierno de varias personas, y de lo que le es propio, 
bajo la obediencia de una cabeza de familia”72. El imperium, entendido como el ejercicio 
del poder sobre la unión de familias, es exclusivo del poder soberano, mientras que el 
dominium, como mando del padre, es exclusivo de la familia. El primero se ejerce, como se 
verá en un momento, en el ámbito de lo público por medio de las leyes; el segundo, por su 
lado, corresponde a las relaciones privadas entre el marido, la esposa, los hijos y esclavos. 
El dominiun es ejercido por el padre, quien organiza la familia; por eso todas las partes que 
la componen se articulan, según Bodin, bajo esta figura. La esposa, los hijos y los esclavos 
deben obediencia al padre que se sustenta en el derecho natural que este tiene sobre su 
familia: “El recto gobierno del padre y de los hijos consiste en usar bien la potestad que Dios 
le ha dado al padre sobre sus propios hijos […] y en la obediencia, amor y reverencia de los 

70	 Bodin, Los seis libros de la República, 15.
71	 Bodin, Los seis libros de la República, 16.
72	 Bodin, Los seis libros de la República, 18. Nuestro énfasis. 
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hijos hacia los padres”73. Al estar fundado el dominium en un derecho natural, este debe ser 
entendido, como se verá más adelante, como un límite al poder soberano.

Es aquí donde la segunda característica del poder soberano ahonda las diferencias entre 
el imperium y el dominium. “Por absoluto Bodin entienda algo bastante preciso, la asimetría 
de una falta de rendición de cuentas a otros, una soberanía que gobierna, pero jamás 
gobernada”74. El poder soberano no rinde cuentas a nadie, no está supeditado al dominio 
ni consentimiento de ningún súbdito. El soberano, en estos términos, es aquel que ejerce la 
imperium, en cuanto poder último que no depende de nadie más sino de él mismo, sobre las 
demás familias. Por eso, para Bodin, es importante que el soberano sea uno, sea una persona 
que se distinga de las demás familias. De esta manera, el poder soberano es el poder último 
de una república, el que gobierna sin que sea gobernado.

En este punto, se desprende la segunda cara de la soberanía, es decir, entendida como el 
poder máximo legal, pues es el origen y fundamento de la ley civil. Diferentes comentaristas 
han leído a Bodin privilegiando esta segunda cara de la soberanía sobre las demás. Este es 
el caso de Robert Jackson, quien en su genealogía del concepto de soberanía en occidente 
afirma que “La soberanía, en estricto sentido, es una institución legal que legitima un orden 
político basado en Estados independientes cuyo gobierno es la autoridad principal tanto 
nacional como internacional”75. Si esto es así, Bodin termina siendo el primer pensador 
que estableció la soberanía como característica fundamental del Estado, que lo configura 
como un poder absoluto ejercido dentro de sus límites territoriales y se relaciona con otros 
por medio del reconocimiento de su soberanía. La soberanía, entonces, termina siendo el 
fundamento último en la que descansa cualquier Estado.

Esta insistencia de la supremacía de la soberanía legal sobre lo político permite entender 
una de las consecuencias fundamentales de las reflexiones de Bodin, a saber, que este 
“reconoció que el problema de la soberanía es el problema normativo fundamental, pues es 
el que expresa la relación entre norma e individualidad”76. Esta conclusión, que es totalmente 
válida de sostener, debe matizarse y argumentarse de manera cuidadosa, dado que se caería 
en ciertos peligros que subordina el problema legal al político en la obra de Bodin. Por el 
contrario, los argumentos del pensador francés están apuntando a la articulación de estos 
dos problemas que se dan al mismo nivel y bajo los mismos postulados. Así, el problema de 
lo político lleva a entender la soberanía en el ámbito de la norma y, viceversa, lo legal está 
articulado a lo político. Esto obliga volver sobre el problema legal que se desprende de lo que 
se ha dicho hasta el momento.

Después de abordar la diferencia entre la familia y la república, y de explicar los elementos 
que componen el poder doméstico, Bodin centra su atención en el problema del ciudadano, 

73	 Bodin, Los seis libros de la República, 23.
74	 Prokhovnik, Raia, Sovereignty. History and Theory. (United Kingdom: Imprint Academic, 2008), 38
75	 Robert Jackson. “Sovereignty in World Politics: A Glance at the Conceptual and Historical Landscape”. En: 

Relocating Sovereignty, Neil Walker, (New York: Routledge, 2006), 4.
76	 Heller, Hermman. La soberanía. Contribución a la teoría del derecho estatal y del derecho internacional. (México: Fondo 

de Cultura Económica, 1995), 82. 
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el súbdito y el vasallo. El ciudadano y el súbdito se implican uno al otro, pues el “ciudadano 
[es] el súbdito libre dependiente de la soberanía de otro”77. En este sentido, el ciudadano 
es aquel que es súbdito del soberano, dado que se encuentra bajo el poder del rey. Esta 
subordinación se traduce en una relación de protección entre el soberano y el súbdito: “La 
palabra protección, en general, se extiende a todos los súbditos que viven bajo la obediencia 
de un príncipe o señor soberano”78. El soberano debe garantizar la protección de todos 
aquellos que están bajo su poder, mientras que los súbditos están obligados a obedecer al 
soberano en la medida en que los protege. Esta doble implicación es resaltada por Bodin en 
varios lugares de su argumentación: 

Como hemos dicho, el príncipe [en cuanto soberano] está obligado a asegurar 
a sus súbditos [es decir, darles protección], por la fuerza de armas y de las 
leyes, sus personas, bienes y familias; y los súbditos por obligación recíproca, 
deben a su príncipe fe, sumisión, obediencia79.

Existe, entonces, una doble obligación en la relación entre soberano y súbditos que 
se resume en la dupla protección-obediencia. Es aquí donde se anuda, para Bodin, los 
cimientos del orden político con el orden legal: el soberano garantiza la protección a sus 
súbditos por medio de la fuerza y las leyes. Esto constituye al poder soberano en la medida 
en que el monopolio de la creación de leyes y la fuerza es potestad del soberano. 

Para Bodin, el carácter principal del poder soberano es el dar ley a sus súbditos: “la 
característica principal de la majestad soberana y el poder absoluto consiste, principalmente, 
en dar ley a los súbditos en general sin su consentimiento”80. La ley será, entonces, la voluntad 
del soberano, el medio por el cual este ejerce su poder sobre los súbditos. Es así como 
todos los atributos de este poder, que apuntan en la misma dirección que los «derechos» 
soberanos establecidos por los primeros defensores de la monarquía, se reducen a la facultad 
de crear las leyes, de imponer un ordenamiento jurídico determinado. Este atributo del 
poder soberano se articula, perfectamente, con el carácter absoluto de la soberanía, pues la 
creación y ejecución de las leyes no implica el consentimiento de nadie, dado que el soberano 
es la autoridad última dentro del ordenamiento social. En este sentido, este privilegio solo 
lo posee el príncipe, pues la expresión última de su voluntad se da por medio de las leyes 
que dictamine.

Es de esta manera como Bodin se aparta de la idea medieval de que el soberano solo 
puede gobernar en la medida en que consultara y escuchara a los consejeros del Estado, 
representantes de los diferentes estamentos de la sociedad. El poder del rey, en estos 
términos, era considerado como un poder limitado y subordinado, aspecto que Bodin no 
comparte: “el poder del rey era indivisible y todo procedía de él, pero debía gobernar para très 

77	 Bodin, Los seis libros de la República, 36.
78	 Bodin, Los seis libros de la República, 42
79	 Bodin, Los seis libros de la República, 42
80	 Bodin, Los seis libros de la República, 57.
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grand conseil, es decir, después de oír el parecer de los órganos institucionales con funciones 
específicas que lo informaran sobre el estado del reino”81. Lo anterior constituía, en los 
términos de la monarquía medieval, el freno de la justice, pues el soberano actuaba conforme 
a los consejos dados por otros, dando cuenta de ellos, además de las leyes que configuran la 
justicia dentro del reino. Justamente, estas afirmaciones Bodin las contraargumenta, pues 
el carácter absoluto del poder soberano implica, por un lado, que no tenga que escuchar ni 
rendir cuentas a otros, y, por el otro, ser el origen y fundamento de la ley y la justicia, lo que 
no lo obliga a seguir con leyes proclamadas por un soberano anterior. 

Este es el punto fundamental, para autores como Lewis, en el que descansa la 
importancia y novedad de las reflexiones de Bodin. Al establecer al soberano como creador 
de las leyes se configura la diferencia abismal con la tradición precedente: “La importancia 
fundamental del trabajo de Bodin en la teoría política y jurídica se hace evidente una vez que 
se comprende que la principal diferencia entre el orden del derecho moderno y medieval y el 
contemporáneo, por un lado, y los sistemas antiguos y medievales, por el otro, es el énfasis 
moderno en la legislación en lugar de las costumbres como fuente principal de derecho”82. 
En la época moderna, la costumbre es relegada a un segundo plano para darle paso a la 
voluntad soberana como fundamento del orden legal. De esta manera, Bodin establece una 
diferencia radical entre la costumbre y la ley, para distinguir tajantemente la una de la otra: 
“La costumbre fluye dulcemente y sin compulsión. La ley es ordenada y promulgada por 
un acto de poder”83. Así, las costumbres no llevan consigo ni recompensa ni pena alguna si 
se acata o no, mientras que la ley, al ser un acto de voluntad específico, conlleva una pena si 
es desacatada.   

Lo anterior lleva a establecer una diferencia entre la ley y el derecho, distinción que no 
debe perderse de vista para entender esta cara normativa de la soberanía. Al momento de 
especificar en qué consiste el poder de dictar ley, Bodin marca, gesto que será retomado 
por pensadores posteriores, la distinción entre el derecho, que se enmarcaría en un nivel 
distinto al del orden jurídico establecido por la voluntad soberana, y la ley positiva: “hay una 
gran diferencia entre el derecho y la ley. El derecho implica solo la equidad; la ley conlleva 
mandamiento. La ley no es otra cosa que el mandato del soberano que hace uso de su 
poder”84. El soberano es, entonces, la autoridad última que garantiza, por medio de las leyes, 
el orden y la paz de la república, mientras que el derecho está supeditado a lo estipulado 
en las leyes de Dios y de la naturaleza. Bodin establece esta distinción, a la que volveremos 
en un momento, para fundar el límite que tiene el soberano-príncipe, en la medida en que 
debe reconocer la equidad, principio regente del mundo en cuanto mandato divino. De esta 
manera, el soberano de todo lo que existe, en los términos de Bodin, termina siendo Dios, 
pues el poder soberano tendrá que atenderse a sus mandamientos. Justamente esto es lo que 
fundamenta la tercer y última cara de la soberanía.  

81	 Matteucci, Organización del poder, 40.
82	 Lewis. Jean Bodin’s Logic of Sovereignty, 5. 
83	 Bodin. Los seis libros de la República, 75.
84	 Bodin, Los seis libros de la República, 63.
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Entender este poder regulatorio, que fundamenta la tercera cara de la soberanía como 
garante de la estabilidad, lleva a establecer los límites del poder soberano que se fundamentan 
en esta distinción entre derecho y ley. Como ha sido resaltado por varios comentaristas de 
Bodin, el carácter absoluto del poder soberano se traduce en un legibus solutio, que implica 
que el poder soberano no tiene límite alguno. No obstante, comentarios como los de Heller 
(1995) y Skinner (1993) advierten que el poder del soberano tiene límites específicos en la 
medida en que debe obedecer los principios de la ley de Dios y la naturaleza. Esto sucede, 
según la lectura que aquí se lleva, por la estrecha relación entre la familia y la república, 
por un lado, y por el establecimiento de un bien común, es decir la paz y el orden, como 
condición de la conformación de la república, por el otro. 

Para comprender este punto, es importante insistir en la distinción entre la ley positiva 
y la ley de Dios y la naturaleza. Al momento de establecer la voluntad del soberano como 
creador de ley, Bodin expresa el punto fundamental del asunto: “La ley de quien tiene la 
soberanía, quien puede obligar a todos los súbditos, pero no puede obligarse a sí mismo” 85. 
El soberano no está atado a ninguna ley positiva, como ya se dijo, ni de soberanos anteriores 
a él ni a las leyes que él mismo dicte. Si fuese lo contrario, el príncipe no sería soberano, sino 
un súbdito, pues estaría bajo la potestad de la voluntad de alguien más. En este sentido, el 
soberano está por fuera del orden jurídico que establece por voluntad, ninguna ley positiva 
puede supeditar ni limitar su poder absoluto y perpetuo. No obstante, como lo señala 
Ward, “El soberano está por encima de las leyes que este hace, obligado únicamente por la 
ley divina y las leyes naturales”86. Después de decir que el soberano no está obligado a las 
leyes de sus predecesores y de las propias, Bodin establece el matiz sobre este legibus solutio 
que implica la soberanía:

En cuanto a las leyes divinas y naturales, todos los príncipes de la tierra están 
sujetos a ellas y no tienen poder para controvertirlas, si no quieren ser culpables 
de lesa majestad divina, por mover guerra a Dios, bajo cuya grandeza todos 
los monarcas del mundo deben unirse inclinar su cabeza con todo temor y 
reverencia. Por eso, el poder absoluto de los príncipes y señores soberanos no 
se extiende, en modo alguno, a las leyes de Dios y de la naturaleza87.

En este sentido, el poder soberano es ilimitado en relación con las leyes positivas, pero 
limitado en lo que atañe a las leyes de Dios y de la naturaleza. Este límite se traduce en 
dos derechos específicos: (1) la propiedad privada y (2) el levantar impuesto de manera 

85	 Bodin, Los seis libros de la República 55.
86	 Paul Ward, Sovereignty: A Study of a Contemporary Political Notion, (London: Routledge, 2010), 21. Es interesante 

anotar el hecho de que Bodin apele a la idea de una ley divina y unas leyes naturales, lo que lo inserta en las 
discusiones sobre el ius naturalismo moderno. Aunque Bodin no se detiene a especificar en qué consiste estas “leyes 
naturales”, una lectura cuidadosa de los Seis Libros de la República aclararía ciertas distancias entre la concepción 
escolástica del ius naturalismo, lo que lo acercaría a autores posteriores, como Hobbes y Locke. Esta tarea quedaría 
pendiente por hacer, no obstante, la lectura que se lleva a cabo en el presente trabajo permitiría dar algunas luces al 
respecto.  

87	 Bodin, Los seis libros de la República, 53
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arbitraria. Bodin es enfático en este punto, pues asegura que “ningún príncipe del mundo 
tiene poder para levantar a su arbitrio impuestos sobre sus súbditos, ni para apoderarse de 
los bienes ajenos”88. 

La propiedad privada y los impuestos están, de este modo, en el ámbito de las leyes 
naturales. Esto sucede porque estos dos aspectos se encuentran inscritos en el ámbito de la 
familia, la cual es la organización natural que es estipulada por orden directa de Dios. Así, 
cuando Bodin establece las condiciones de posibilidad de cualquier república, afirma que la 
propiedad privada es fundamental para mantener el orden y la paz dentro de la república. 
En una extensa aclaración, Bodin establece que debe existir una propiedad pública, un bien 
común de la república, pero se debe garantizar, a toda costa, el disfrute de la propiedad 
privada, en cuanto que es el jefe del hogar el que tiene dominio absoluto, basado en la ley 
natural, de la organización y disfrute de dicha propiedad. Es así como se afirma que

Además de la soberanía, es preciso que haya alguna cosa en común y de 
carácter público, como el patrimonio público, el recinto de la ciudad, las calles, 
las murallas, las plazas, los templos, los mercados, las leyes, las costumbres, 
la justicia, las recompensas, las penas y cosas semejantes, que son comunes o 
públicas, o ambas a la vez. No existe república si no hay nada público […] Pero 
de cualquier modo que se divida las tierras, es imposible que todos los bienes 
sean comunes […] de ser así, desaparecería el atributo mismo de la república; 
no existe cosa pública si no hay algo particular, ni se puede imaginar nada en 
común si no hay algo particular89.    

Para que exista la república, debe garantizarse la propiedad privada, en la medida en que 
esta hace parte de la familia. Y dado que la familia, como ya se mencionó, es constitutiva de 
la república, entonces la propiedad privada se fundamenta en una ley natural proclamada 
por Dios. Por eso, conclusión fundamental del argumento de Bodin, las repúblicas son 
también una ordenanza de Dios como soberano de toda lo que existe, pues “las repúblicas 
son ordenadas por Dios para dar a la república lo que le es público y a cada cual lo que le es 
propio”90. En este sentido, las leyes del soberano no pueden ir en contravía de la propiedad 
de la familia y de su riqueza, pues si es esto lo que le es más propio a la comunidad familiar, 
entonces, atentar contra estos dos aspectos equivaldría a desacatar las leyes divinas. 

De esta manera, la soberanía se constituye como el poder regulatorio de la estabilidad 
político y estatal, al respetar y acatar estos límites que provienen de la voluntad divina. El 
fracaso de las repúblicas, el fracaso del recto gobierno, se encuentra en no garantizar la 
diferencia entre lo que es común y lo que es privado, pues es este el núcleo constitutivo de 
la equidad: garantizarle a cada uno lo que le pertenece. Según Bodin, la soberanía procurará 
la estabilidad, el orden y la paz de la república si las leyes que dictamine están en virtud de 

88	 Bodin, Los seis libros de la República, 57.
89	 Bodin, Los seis libros de la República, 17-18.
90	 Bodin, Los seis libros de la República, 18.
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acatar el derecho natural y divino de la equidad. De allí la diferencia entre tirano y rey: “La 
diferencia más notable entre el rey y el tirano estriba en que el rey se conforma a las leyes de 
la naturaleza y el tirano las pisotea. Aquel cultiva la piedad, la justicia y la fe; este no tiene 
ni Dios, ni fe ni ley”91.  

Hobbes y la necesidad de la soberanía 

Llegado a este punto, se podría afirmar que esta tercera cara de la soberanía constituye el 
lugar de encuentro más fuerte entre la concepción bodiana de soberanía con la hobbesiana. 
La razón de esto es que tanto Hobbes como Bodin escribieron “sobre política a partir del 
problema real y esencial de su tiempo: el problema de la unidad del Estado, amenazado por 
un lado por las discordias religiosas y el enfrentamiento de las dos potestades [el monarca 
y el Papa], y por otro por las disensiones entre la Corona y el Parlamento y la disputa en 
torno a la división de poderes”92. Para poder resolver los problemas de las guerras endémicas, 
tanto Bodin como Hobbes concordaron en que su única salida se hallaba en la unificación 
del poder. 

Bajo esta óptica, se podría entender los Seis libros de la República y el Leviatán como una 
descripción y caracterización de la constitución de un Estado que cumpliera no solo con 
institucionalizar el poder, sino con fundamentarlo. Esto permite inscribir a estos dos autores 
dentro del pensamiento constitucionalista, pues “buscan instaurar un orden político mejor 
y un gobierno «recto», «político» o «legal». Ellos no se interesan tanto por el «quién», sino 
por el «cómo» se debe decidir en política y en el procedimiento jurídico que hace legítima 
una decisión para los súbditos”93. 

Si esto es así, las reflexiones en torno a la soberanía se fundamentan en una 
preocupación por el poder, el cual es amenazado por las guerras civiles, que llevan consigo 
la desestabilización del orden social y político. Tanto Bodin como Hobbes afirman que 
el peor enemigo con el que se han de enfrentar es la sedición y las guerras civiles, cuya 
causa es la falsa idea de que los súbditos tienen el derecho, legítimamente, de cuestionar 
el accionar del soberano. Basta con retomar las palabras con las que estos dos autores dan 
inicio a sus reflexiones, para entender esta preocupación que los une. En el prefacio de 
los Seis Libros, Bodin apela a la metáfora del navío para ilustrar el estado en el que se 
encuentra la república: “la tormenta impetuosa ha castigado al navío de nuestra república 
con tal violencia que hasta el propio capitán y los pilotos están cansados y agotados por el 
continúo trabajo, se hace [entonces] necesario que los pasajeros echen una mano, […] ya 
que todos corren el mismo peligro”94.   

Para evitar el hundimiento del navío, continúa Bodin, es necesario dar consejos 
adecuados a quienes tienen la facultad de evitarlo, consejos que estén guiados en dirección a 

91	 Bodin, Los seis libros de la República, 100. 
92	 Bobbio, Thomas Hobbes, 36.
93	 Matteucci, Organización del poder, 23
94	 Bodin, Los seis libros, 3.
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la justicia. Este es, de manera precisa, el objetivo de los Seis Libros, pues el riesgo está en que 
se les enseñe a los príncipes ideas injustas que pongan en peligro la república y, por ende, el 
bien general: 

Cuando digo justicia quiero decir la prudencia de mandar con rectitud e 
integridad. Constituye, pues, una enorme incongruencia en materia de Estado, 
preñada de consecuencias peligrosas, enseñar a los príncipes las reglas de la 
injusticia para asegurar su poder mediante procedimientos tiránicos, pues 
no existe fundamento ruinoso que éste… Quizá son más peligrosos quienes, 
con pretextos de exención de cargas y de la libertad popular, inducen a los 
súbditos a rebelarse contra sus príncipes naturales, abriendo las puertas a una 
licenciosa anarquía, peor que la tiranía más cruel del mundo95.

Es así como la anarquía sería el hundimiento total de la república, la destrucción 
absoluta de esta. Para evitar este desenlace se necesita, por ende, que se unifique el poder en 
la figura del soberano, quien es la garantía del orden y la paz en la república. En este punto 
se articula, de manera precisa, la tercera cara de la soberanía que venimos estudiando.  

Por otro lado, en 1651, es decir 75 años después de la publicación de los Seis Libros, 
Thomas Hobbes utilizaba la metáfora, en la introducción del Leviatán escrito en medio de 
la guerra civil inglesa, del autómata para caracterizar al Estado, y donde la enfermedad de 
este no es más que la sedición y su muerte la guerra civil:

Gracias al arte se crea ese gran Leviatán que llamamos república o Estado (en 
latín civitas96) que no es sino un hombre artificial, aunque de mayor estatura 
y robustez que el natural para cuya protección y defensa fue instituido, y en 
el cual la soberanía es un alma artificial que da vida y movimiento al cuerpo 

95	 Bodin, Los seis libros, 6.
96	 Los términos aquí utilizados por Hobbes no están exentos de polémica. En la versión inglesa del Leviatán, se dice: 

“For by art is created that great LEVIATHAN called a COMMONWEALTH, or STATE (in Latin, CIVITAS)”. 
La figura del Leviatán engloba tres términos que no son, necesariamente, sinónimos. Por un lado, se debería preguntar 
por la semejanza entre comonwelth (que el traductor al español vierte por República) y Estado. A lo largo de su texto, 
Hobbes utiliza el término commonwealth en vez de State para subrayar la característica fundamental del Leviatán: 
una organización política que se fundamenta en el bienestar común. De esta manera, este concepto se acercaría a 
la Res publica romana, significado que retoma la palabra alemana das Gemeinwesen, según la definición dada por 
la Oficina Federal de Migración y Refugiados de Alemania: “se refiere a todas las formas actuales e históricas de la 
organización humana en general, comunidad pública, que va más allá de lo familiar [Er bezeichnet alle gegenwärtigen 
und historischen Organisationsformen des menschlichen Zusammenlebens in allgemeiner, öffentlicher Gemeinschaft, 
die über den Familienverband hinausgehen]” Ahora bien, si esto es así, la pregunta sería: ¿por qué Hobbes utiliza el 
término latino civitas en vez de Res publica? La palabra civitas está impregnada de un sentido que va más hacia los 
derechos civiles y políticos que implicaba la ciudadanía romana, que a un mero bienestar común. Es decir, civitas 
menta la idea de cierta institucionalidad, de órganos civiles específicos y de una organización determinada. Como 
lo expresa la Enciclopedia Británica: “Civitas, civitates, plural, ciudadanía en la antigua Roma […] Civitas también 
incluyó derechos tales como jus honorum (elegibilidad para un cargo público) y jus militiae (derecho de servicio 
militar), aunque estos derechos estaban restringidos por los requisitos de propiedad”. Así, parecería que Hobbes 
piensa al Leviatán como una organización que implica derechos y deberes políticos, los cuales, como se verá en lo 
que sigue, garantizarían el orden y la paz dentro de este.
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entero; los magistrados y otros funcionarios de la judicatura y del poder 
ejecutivo, nexos artificiales; la recompensa y el castigo (mediante los cuales cada 
nexo y cada miembro vinculado a la sede de la soberanía es inducido a ejecutar 
su deber) son nervios que hacen lo mismo en el cuerpo natural; la riqueza 
y la abundancia de todos los miembros particulares constituye su potencia; 
la salus populi (el bienestar del pueblo) son sus negocios; los consejeros, que 
informan sobre cuantas cosas precisas conocer, son la memoria; la equidad 
y las leyes, una razón y una voluntad artificiales; la concordia es la salud; la 
sedición su enfermedad; la  guerra civil la muerte97.

La metáfora es, en ella misma, suficientemente clara para darse una idea precisa de la 
preocupación del filósofo inglés. La soberanía, en tanto alma del Leviatán, es la respuesta 
a la guerra civil y la sedición de la época, pues en ella recae la cohesión y el orden social y 
político. Es así como en el capítulo XVII, Hobbes relaciona este autómata con un dios 
mortal, en tanto unidad y cohesión del poder, cuyo fin es la protección, el orden y la paz: 
“Esta es la generación de aquel Leviatán, o más bien (hablando con más reverencia), de 
aquel dios mortal, el cual debemos, bajo el Dios inmortal, nuestra paz y nuestra defensa. 
Pues en virtud de esa autoridad que se le confiere por cada hombre particular en el Estado, 
posee y utiliza tanto poder y fortaleza, que por el terror que inspira es capaz de conformar 
las voluntades de todos ellos para la paz, en su propio país, y para la mutua ayuda contra sus 
enemigos, en el extranjero”98.  

Estas palabras acercan de un modo particular las reflexiones de Hobbes con las de Bodin, 
pues para los dos autores el Estado está supeditado a la voluntad divina. Esto les permite 
sostener la idea de que el poder soberano debe estar en armonía con las leyes naturales y las 
divinas, para que pueda cumplir adecuadamente con su finalidad. No obstante, la diferencia 
entre ambas concepciones del Estado es que Hobbes parte de una antropología cuya 
característica fundamental es el miedo de los individuos a la muerte violenta. Este miedo, 
ligado a la recta razón, hace que los sujetos pacten el abandono del estado de naturaleza 
por medio de la constitución del Leviatán. No obstante, una vez este se ha conformado, el 
miedo sigue presente en el rostro de este dios mortal. No es accidental, si se analiza desde 
esta óptica, que Hobbes decidiera utilizar la figura bíblica descrita en Job 4, cuando Dios le 
dice a Job: “Con solo ver a Leviatán cualquiera se desmaya de miedo. Si alguien lo provoca, 
se pone furioso; nadie es capaz de hacerle frente. ¿Quién, que se le enfrente, saldrá sano y 
salvo? ¡Nadie en todo el mundo!”. Estas palabras expresan, de manera bastante acertada, 
las características fundamentales del Leviatán propuesto por Hobbes: un autómata que 
aterrorice a los súbditos, pues posee el poder absoluto soberano. 

Solo en este terreno, la soberanía cobra su peso esencial, en la medida en que es la piedra 
angular de la teoría del poder hobbesiana. Para entender este aspecto, hay que volver al 

97	 Thomas Hobbes, Leviatán o la materia, forma y poder de una república eclesiástica y civil, (México: Fondo de Cultura 
económica, 2017), 25.
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texto escrito antes del Leviatán, específicamente en 1647, titulado De cive. En el prefacio a 
los lectores, a partir de una imagen que recuerda las edades del mundo relatadas por Ovidio 
en el primer libro de la Metamorfosis, se establece una edad de oro en la cual la soberanía era 
el fundamento último del orden social: 

Pues antes de que empezaran a agitarse cuestiones de aquella clase los 
príncipes no postulaban la autoridad soberana [potestatem summam], sino 
que la ejercían. Protegían su derecho no con argumentos sino de hecho por 
medio del castigo de los criminales y la defensa de los hombres probos […] Es 
más, veneraban [los ciudadanos] la autoridad soberana como una divinidad 
visible, sea que residiera en un hombre o un concejo. En consecuencia, no se 
juntaba en absoluto como a hora con hombres ambiciosos y perdidos para 
subvertir el gobierno del Estado, ya que ni podían imaginarse no querer que 
fuera conservada la misma cosa por la cual se conservaban ellos mismos; es 
decir la simplicidad de aquellos tiempos no captaban la docta estupidez. Y 
por eso existió la paz y una edad de oro, que no tuvo fin antes de que, una vez 
expulsado Saturno, se empezará a enseñar que era lícito tomar las armas en 
contra de los reyes99.   

La edad de oro se caracterizaba por la obediencia del ciudadano al poder soberano de 
los reyes. Hobbes concuerda aquí con Bodin en la medida en que la anarquía es causa de 
que se le enseñara al pueblo ideas erróneas y peligrosas que atenten contra el bienestar 
del Estado. Estas ideas, de manera puntual, fueron las defendidas por los hugonotes y los 
defensores del poder del papa, en la Francia de mediados del siglo XVI y por los papistas y 
parlamentaristas en la Inglaterra del siglo XVII. No obstante, queda abierta la cuestión de 
saber si esta edad de oro es realmente un momento histórico o, por el contrario, un mero 
recurso retórico del autor. 

El fundamento de este poder soberano, que contrarrestaría la pululación de estas ideas 
perjudiciales al orden y la paz, ha llevado a resaltar, en las discusiones contemporáneas, 
cierta tensión entre una visión iusnaturalista y una positivista que se encuentran a la base 
de este. Esta se desprende de dos tesis, aparentemente contradictorias, que el filósofo inglés 
aborda desde diferentes flancos: (1) “Los mandatos promulgados de la autoridad soberana 
son suficientes para establecer la existencia y validez del derecho civil” y (2) “Las leyes de 
la naturaleza imponen restricciones morales a la existencia y validez del derecho civil”100. 
Esta tensión, como se espera sea clara en este punto, puede también asignársela a Bodin, 
pues el poder soberano, voluntad que origina el orden jurídico de la república, tiene sus 
limitaciones en las leyes naturales y divinas que son, en su más estricto significado, origen 
de la moralidad. De este modo, coexistirían dos visiones contradictorias que se encuentran 
en el centro de la soberanía en cuanto concepto fuerte. 

99	 Thomas Hobbes, Elementos filosóficos. Del ciudadano (Buenos Aires: Hydra, 2010), 115. 
100	 George Duke, “Hobbes in Political Authority, Practical Reason and Truth”. Law and Philosophy, 33, 606.
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Este punto, por consiguiente, reviste de una importancia particular para entender cómo 
el concepto de soberanía, desarrollado en el paso del siglo XVI al XVII, se construye 
desde un entretejimiento de perspectivas filosóficas y teóricas consideradas contrapuestas 
una a la otra. No obstante, esto es lo que mostraría en todo su esplendor la complejidad y 
profundidad del concepto moderno de soberanía. Es así como, al abordar la configuración de 
soberanía desde el terreno de la fundamentación e institucionalización del poder, estas dos 
tesis se amalgaman para argumentar, en términos concretos, la urgencia del establecimiento 
de un poder estatal absoluto e indivisible que sea garantía de la cohesión social y jurídica. 
Así las cosas, es necesario detenerse, de manera precisa, en las ideas fundamentales que 
sostienen estas dos tesis. 

Hobbes establece, en términos concretos, tres características de la soberanía, que 
recuerdan bastante a Bodin: (1) es irrevocable, (2) absoluta e (3) indivisible. Estas 
descansan en tres premisas fundamentales, como lo subraya Bobbio, que fundamentan el 
pacto establecido por los individuos para instaurar al Leviatán:

a.	 El pacto implica sumisión de los individuos pactantes a un soberano. De aquí se 
desprende el carácter irrevocable de la soberanía.

b.	 Se le atribuye un poder a un tercero renunciando al poder que se tenía dentro del 
estado de naturaleza. Esto fundamentaría el carácter absoluto del poder soberano. 

c.	 “El tercero, al cual se le atribuye ese poder, es, como queda reiterado por las tres 
definiciones anteriores, una sola persona”101, constituyendo la indivisibilidad de 
la soberanía. 

Lo que atraviesa estas tres premisas y, al mismo tiempo, le provee de cohesión a la soberanía, 
es el poder. La soberanía es un poder que se ejerce, como se ha dicho reiteradamente, sobre 
ciertos individuos dentro de un territorio específico. Ahora bien, es Hobbes el primero, a 
diferencia de Bodin, en realizar una reflexión y caracterización concreta sobre el poder para 
fundamentar la necesidad de la soberanía en la constitución de un Estado. Justamente, en 
el capítulo X del Leviatán se encuentra la definición de lo que Hobbes entiende por este 
concepto: “El poder de un hombre (universalmente considerado) consiste en sus medios 
presentes para obtener un bien manifiesto futuro”102. El poder es, por ende, entendido como 
un medio para obtener y garantizar bienes futuros. 

Así las cosas, y es esto lo que habría que resaltar una y otra vez, Hobbes divide el poder en 
dos: (1) poder natural, que consiste en las facultades biológicas del cuerpo y la mente, y (2) el 
poder instrumental, que son poderes que se consiguen mediante el poder natural que sirven 
como medios para conseguir riqueza, reputación, fama, etc. Los poderes instrumentales, 
entonces, están en total relación con las causas de la discordia entre los individuos, a saber, 
la competencia, la desconfianza y la gloria. La primera causa que los individuos se ataquen 

101	 Bobbio, Thomas Hobbes, 52.
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mutuamente para lograr un beneficio manifiesto; la segunda, mueve a los hombres a buscar 
la seguridad de su propio cuerpo; y, la tercera, busca obtener reputación de sus semejantes. 
La gloria, entonces, está en correspondencia directa con el poder natural de los sujetos. En 
consecuencia, el Leviatán tendrá que contraponerse, de manera directa, al poder natural, lo 
que acentúa el problema antropológico que subyace a la formación de este.

En el capítulo XVII del Leviatán, al momento de especificar las razones por las cuales 
se establece la sociedad civil, Hobbes subraya la necesidad de que exista un poder que 
se sobreponga al poder natural de los individuos. El deseo de salir del estado de peligro 
constante que es el estado de naturaleza lleva a la configuración de un poder mayor que 
atemorice a los súbditos: “el deseo de abandonar esa miserable condición de guerra que […]  
es consecuencia necesaria de las pasiones naturales de los hombres, cuando no existe poder 
visible que los tenga a raya y los sujete, por temor al castigo, a la realización de sus pactos 
y a la observación de las leyes naturales”103. El Leviatán, en la medida en que atemoriza, 
mantiene a raya las pasiones naturales de los súbditos, a la vez que les obliga, y este es el 
matiz, a la observancia y obediencia de las leyes naturales y civiles. Existe, entonces, una 
cierta deficiencia de los hombres de regir sus vidas de manera natural, controlado ellos 
mismos su poder y obedeciendo adecuadamente las leyes de la naturaleza, sin que exista 
un poder común, es decir, un Estado absoluto que garantice el cumplimiento pleno de 
estas leyes. Este es, justamente, el núcleo constitutivo de la visión antropológica del poder, 
aspecto ausente completamente en Bodin. 

Aquí el pacto tiene su fundamento último, al mismo tiempo que establece la 
irrevocabilidad de la soberanía. Al final del capítulo VI de De cive, Hobbes explica la 
necesidad, que se desprende de lo anteriormente dicho, de que el poder soberano no puede 
ser revocado solo por el hecho de que los súbditos así lo quieran, pues esto ponen en riesgo 
la seguridad, el orden y la paz:

Si suponemos que el poder soberano ha sido instituido por la fuerza de los 
pactos de los ciudadanos o súbditos, cada uno con cada uno […] y como 
todos los pactos obtienen su fuerza de los contratantes […] quizá algunos 
infieran que el poder soberano puede ser abolido por el acuerdo de los súbditos 
simultáneamente […] Ahora bien, no cabe suponer que todos los ciudadanos 
simultáneamente, sin siquiera a excepción de uno, se pongan alguna vez de 
acuerdo en contra del poder soberano. Por ende, no existe peligro para los 
gobernantes soberanos de que puedan ser despojados de su autoridad con 
derecho104. 

Una vez realizado el pacto, que es el origen del poder soberano, este no puede ser 
revocado por los pactantes. La razón de Hobbes para insistir en este punto, como lo subraya 
Bobbio, es que se neutraliza cualquier posibilidad de deshacer la soberanía, que se da en la 
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noción tradicional de pacto, en la medida en que se “interpretase como una relación entre el 
otorgante y el poder-habiente, cuyo contenido es el otorgamiento de un cargo de gobierno 
conferido en ciertas condiciones y con ciertos límites temporales”105. De esta manera, 
existen, a los ojos de Hobbes, dos imposibilidades: (1) de hecho y (2) de derecho. 

La primera imposibilidad parte de entender que se pacta con cada individuo (uti singuli), 
entonces, para que se dé efectivamente la revocación del poder soberano, se requiere que 
todos estén de acuerdo con ello. Se necesitaría, así, la unanimidad de los pactantes para que 
esto sucediera. No obstante, esto es bastante improbable, pues ciertamente puede haber al 
menos un individuo que no esté de acuerdo con la revocatoria del poder, por lo tanto, lo 
mantendría instituido en los términos pactados.   

La segunda imposibilidad está estrechamente vinculada a la formalidad misma del pacto. 
Todos los pactantes han renunciado a su derecho individual, como lo estipula la cláusula 
expuesta en el Leviatán: “autorizo y transfiero a este hombre o asamblea de hombres mi 
derecho de gobernarme a mí mismo, con la condición de que vosotros transferiréis a él 
vuestro derecho, y autoricéis todos sus actos de la misma forma”106. Es así como el poder 
soberano no puede revocarse con derecho alguno, pues el derecho descansa en el gobierno 
del soberano sobre los súbditos. La consecuencia de esta renuncia al derecho de gobernarse 
es bastante particular, pues no solo se da la irrevocabilidad del poder soberano, sino la 
renuncia de los súbditos a cambiar el tipo de gobierno que el soberano establezca como el 
más adecuado para garantizar la paz, la seguridad y el orden. 

Esta renuncia y transferencia del derecho a gobernarse así mismo es la piedra angular del 
carácter absoluto de la soberanía. De nuevo, en el capítulo VI de De cive, Hobbes establece 
qué es lo que se debe entender por absoluto a la hora de hablar del poder soberano: 

De lo que se ha dicho resulta manifestísimo entonces que en todo Estado 
perfecto (esto es, donde no existe el derecho de ciudadano alguno a usar sus 
fuerzas arbitrariamente para la propia conservación o donde está excluido 
el derecho de espada privado) existe en alguna persona el poder soberano (el 
mayor poder que puede ser conferido con derecho por los hombres o el mayor 
poder que algún mortal puede tener en sí mismo). Ahora bien, llamamos 
ABSOLUTO al mayor poder que puede ser transferido por los hombres 
a un hombre. Pues cualquiera que ha sometido su voluntad del Estado, de 
suerte que este puede hacer impunemente lo que quiere: redactar leyes, juzgar 
litigios, infligir castigos, usar a su arbitrio la fuerza y recursos de todos, y todo 
esto con derecho107.  

Al poder soberano, que no es más que reunión y cohesión de los poderes individuales, 
es el poder máximo de un Estado que, recordando a Bodin, no depende de nada externo 
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a él. De esta manera, lo absoluto del poder soberano se traduce en el legibus solutus, del 
que hacíamos referencia en el acápite anterior. Esta característica del poder soberano 
“se contrapone a las teorías, diversas y diversamente argumentada, que plantean esta o 
aquella limitación al poder del Estado. Estas teorías […] han dado origen a la corriente 
del pensamiento político del “constitucionalismo” […] Los constitucionalistas siempre 
consideraron a Hobbes como uno de sus principales adversarios”108. Se ha leído al filósofo 
inglés, por lo anterior, como un absolutista que defiende el ejercicio del poder del Estado 
sin límites externos, sin ningún freno. No obstante, al igual que como a Bodin, dicha lectura 
requiere ser matizada para comprender lo que Hobbes quiere sostener al definir en estos 
términos al poder soberano, lo que permitiría ver en toda su radicalidad la propuesta del 
Leviatán dentro de los postulados constitucionalistas. 

Para entender adecuadamente este carácter absoluto que entra en juego en la 
constitución de la soberanía, se debe enfatizar el hecho de que posee una característica 
fundamental que la diferencia del concepto de absoluto de Bodin. Dado que el pacto 
es el origen del poder soberano, y con él se transfiere el poder natural de los individuos 
de gobernarse a sí mismo, entonces, lo absoluto del poder descansa en esta reunión de 
poderes singulares. En este sentido, el término «absoluto» adquiere un matiz relevante que 
lo diferencia de la concepción bodiana de soberanía: la soberanía es el poder absoluto del 
Estado porque está constituido por unidad de los poderes individuales de los pactantes. 
Solo en esta medida, valga decirlo, se garantiza la cohesión del vínculo social, pues al ser 
un poder mayor al individual, los súbditos le temerán dejando de lado el desagrado que 
les produce la reunión con otros: “los hombres no experimentan placer ninguno (sino, 
por el contrario, un gran desagrado) reuniéndose, cuando no existe un poder capaz de 
imponerse a todos ellos”109.   

¿Cómo se expresa este poder absoluto del Estado? Esta pregunta es fundamental, dado 
que permite asir no solo el carácter absoluto de la soberanía, sino también su carácter de 
máxima autoridad legal. La respuesta se encuentra, de manera bastante precisa, en De cive: 
lo absoluto del poder soberano se expresa en el derecho de espada, que no es más, a los ojos 
de Hobbes, que el fundamento de la justicia. En el capítulo VI, al momento de abordar los 
derechos inherentes al poder soberano, el filósofo inglés recalca de nuevo la sujeción a una 
voluntad mayor, voluntad que tendrá como primera tarea garantizar la justicia: 

para la seguridad de los hombres se requiere no solo un acuerdo sino también 
la sujeción de la voluntad con respecto de las cosas necesarias para la paz y la 
defensa, y que en esa unión o sujeción consiste la naturaleza del Estado, se ha 
de ver en este lugar cuáles de las cosas que pueden ser propuestas, discutidas 
y estatuidas en la asamblea de hombres (cuyas voluntades están contenidas 
en su totalidad en la voluntad de mayor parte) son necesarias para la paz y la 
defensa común. En primer lugar, es necesario para la paz que cada uno esté 
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tan protegido contra la violencia de los demás que pueda vivir de manera 
segura110.

Para garantizar, entonces, la protección y seguridad de los individuos se necesita de la 
justicia. Esta consiste, en pocas palabras, en castigar a quienes pongan en peligro la paz y 
estabilidad del Estado atentando contra la seguridad y vida de los súbditos. El derecho 
de espada, que castiga las transgresiones del orden establecido, es el mayor poder que se 
encuentra en un Estado: “el que inflige con derecho las penas a su arbitrio [el soberano] 
compele a todos con derecho a que hagan todo lo que él quiere. No es posible pensar algún 
poder mayor”111. Transferir este derecho de espada constituye, como se anotó un poco más 
arriba, el carácter absoluto del poder soberano. 

De allí que el derecho de espada, forma fundamental que adquiere la aplicación de la 
soberanía, se entienda como el ejercicio absoluto del poder estatal. Quien ostente el poder 
soberano es el único que posee el derecho, instaurado por el pacto realizado, a fundamentar 
la justicia, condición de posibilidad, para decirlo de manera más esquemática posible, 
de la seguridad y paz que se deben garantizar dentro de la sociedad civil. Ahora bien, es 
importante aquí retomar la diferencia entre justicia y equidad que establece Hobbes en su 
texto tardío Diálogo entre un filósofo y un jurista, distinción en la que recae la impunidad 
del soberano. A la definición que da el jurista, retomando las palabras de Edward Coke, de 
justicia (“Lex est sanctio justa, jubens honesta et prohibens contraria”, «Ley es la sanción justa, 
que manda lo que es honesto y prohíbe lo contrario»), el filósofo establece una objeción 
fundamental: si en esto consiste la ley, entonces, hay acciones realizadas por el soberano 
que resultarían injustas, pues la honestidad es el criterio de la ley. Para el filósofo, una 
ley estatuida, entendida como la expresión de la voluntad soberana, puede considerarse 
inequitativa, pero no injusta. Es así como el filósofo establece la distinción fundamental: 
“la diferencia entre injusticia e inequidad es esta: que injusticia es la transgresión de una ley 
estatuida, e inequidad la transgresión de la ley de la razón”112.     

Para entender en todos sus recovecos esta distinción, se debe resaltar, como lo hacíamos 
en su momento con Bodin, la diferencia entre leyes civiles y leyes naturales. Como lo 
citábamos más arriba, el soberano no está supeditado a las leyes civiles, es decir a las leyes que 
él mismo crea. Esto se presenta dado que el derecho absoluto del soberano está vinculado, 
de manera estrecha, a la obediencia, pues esta es necesaria “para el gobierno del Estado, es 
decir, la obediencia necesaria para que aquel derecho no haya sido concedido en vano”113. 
Ahora bien, nadie puede obligarse a sí mismo, apresura Hobbes a afirmar, pues cuando el 
obligado y el obligante es el mismo sujeto “el obligante puede liberar al obligado, y sería en 
vano obligarse a sí mismo, porque uno puede liberarse a sí mismo de su arbitrio […] De 
ello resulta que el Estado mismo no está obligado por las leyes civiles, ya que las leyes civiles 
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son leyes del Estado”114. Si la injusticia es la transgresión de una ley estatuida, entonces, el 
soberano no puede ser injusto, pues no está atado, de ninguna manera, a las leyes que él 
mismo dictamina. De allí que, por añadidura, en el estado natural no exista la justicia, dado 
que no existe un Leviatán que sea el origen y garante de las leyes civiles.  

Al afirmar que el soberano no puede ser, en ningún momento, acusado de injusto, lo que 
pretende Hobbes es distanciarse del proyecto constitucionalista de Coke, como es evidente 
en varios momentos de su Diálogo. En pocas palabras, este proyecto consistía “por un lado, 
[en] establecer la autonomía del poder judicial frente al ejecutivo; y, por otro, en el momento 
en que el Parlamento se convertía en un órgano legislativo, transfiriendo la función judicial 
que le era propia […] a los tribunales del common law, los leones que debía mantener bajo el 
trono de la ley tanto al rey como al parlamento”115. Así, el common law, y no la ley estatuida, se 
establecía como fundamento del orden del Estado. Esto tiene una consecuencia inadmisible 
para Hobbes, e inclusive para Bodin: el soberano estaría supeditado a los jueces como 
guardianes naturales del common law. Lo que subyace a los postulados de Coke, de manera 
puntual, es la necesidad, a partir de los enfrentamientos entre la corona y los parlamentarios, 
de fundamentar jurídicamente al Estado. Esta preocupación es la que evalúa Hobbes con su 
teoría del poder soberano, en la medida en que busca “calcular las consecuencias políticas de 
la empresa de Coke: ¿la racionalidad es la razón de Estado o lo es la tradición? Su problema 
es político: ¿quién es el intérprete para decir si una ley es racional?”116.

Estas preguntas pueden sintetizarse en una más fundamental, a nuestro entender, ya 
que pone la discusión en el núcleo de la soberanía: ¿qué es lo que garantiza la cohesión 
social: el poder soberano o el common law? La respuesta de Hobbes, claramente, es que la 
voluntad soberana provee de cohesión los vínculos tanto políticos como jurídicos de los 
individuos. Frente a la concepción medieval de que el rey, al ser el vicario de Dios, era quien 
tenía la potestad de decidir qué era justo y qué no, se oponía la tesis de Coke, ampliamente 
discutida por Hobbes en su Diálogo, de que el rey no tenía la facultad de juzgar, pues era 
labor de los tribunales de justicia hacerlo. Hobbes contrargumenta esta tesis desde un flanco 
importante: el rey es el juez absoluto. Este aspecto descansa en la idea de que el soberano 
es el único que puede juzgar cuáles son las acciones necesarias para garantizar la paz y el 
orden del Estado, y dado que la primera condición para lograr esto es el establecimiento de 
la justicia se concluye, entonces, que el soberano es el único con la facultad de establecer qué 
garantiza la paz y el orden, y qué los pone en riesgo.  

La figura del soberano como único juez del Estado se desprende de la controversia sobre 
la razón y la racionalidad de las leyes, o en términos más concretos, el debate en torno 
a la razón natural frente a la razón artificial. Para comprender este punto, cardinal en la 
fundamentación de la soberanía, hay que recordar aquello que decía Coke al respecto. El 
Diálogo comienza, justamente, recordando que para Coke la razón es el alma del derecho: 
«Nihil, quod est contra rationem, est licitum» (Nada que vaya contra la razón es lícito). De 
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esta manera, se postula el ideal de una razón cuya perfección está en el derecho: “la equidad 
es una razón perfecta, que interpreta y enmienda el derecho escrito, siendo ella misma no 
escrita y no consistiendo sino en la recta razón”117. El common law sería, bajo esta óptica, 
el perfeccionamiento de la razón gracias al estudio y la experiencia de los jueces a lo largo 
de la tradición. De allí que “la razón legal sea summa ratio […] pues ha sido terminada y 
perfeccionada, a través de un largo sucederse de épocas, por un número indeterminado de 
individuos doctos e importantes”118. Se postula, así, una razón artificial, una ratio juris, que 
se va dominando a partir de la observancia y la experiencia ya que «nemo nascitur artifex» 
(nadie nace dominando un arte).

El derecho, y por ende el Estado, es resultado de dicho perfeccionamiento. El estudio 
y la dedicación de los jueces, en cuanto que son los más doctos en estas cuestiones, lo ha 
hecho posible. Es por esto que el soberano no puede ser el máximo juez, pues no posee esta 
summa ratio. En cambio, son los jueces los que, bebiendo del common law, pueden juzgar 
con equidad y justicia, lo que garantiza la paz y estabilidad de un Estado. De aquí que sería 
inoficioso postular un concepto de soberanía como el de Bodin y Hobbes, dado que a lo 
sumo se podría hablar de una soberanía que hunde sus raíces en el common law y, en cierto 
punto, en el parlamento, pues este es el que ha de crear las leyes. El rey sería, entonces, 
producto de la ley, llevando así a la defensa acérrima del parlamento, como órgano vital del 
Estado, y no el soberano que está por fuera de la ley. 

Siendo esto así, existe una segunda posibilidad: que la razón natural es el fundamento 
del orden jurídico y del Estado. Si trasladamos a estos terrenos la tesis cartesiana de que lo 
mejor repartido en el mundo es la razón (luz natural), entonces, se correría el riesgo de caer 
en la anarquía, en la medida en que cada individuo creerá que tiene la facultad para juzgar 
qué es lo que se debe hacer y qué no para mantener la paz y el orden. Cada individuo se 
proclamaría como el más docto y, por ende, el mejor juez de los asuntos del Estado. Por lo 
tanto, nadie escucharía a los demás, sino a sí mismo, y haría lo que le dictamine su fuero 
interno, haciendo imposible que exista una cohesión social, pues su único resultado sería el 
enfrentamiento de unos con otros, como efectivamente denunció Hobbes con respecto a la 
guerra civil. 

Este peligro, hay que resaltarlo, siempre se encuentra en latencia en la sociedad civil, 
pues el odio y la envidia causarán la sedición, pasiones alimentadas por quienes se creen 
más sabios que los demás: “en la multitud existen muchos hombres que, estimándose más 
sabios que los demás, se esfuerzan por hacer una revolución, y diversos revolucionarios 
hacen la revolución de modos diversos, lo que genera división y guerra civil”119. Justamente, 
la emergencia y radicalidad para constituir un poder soberano, como poder absoluto, se 
encuentra en evitar este estado de división donde no existe seguridad ni paz alguna, pues es 
un estado de guerra de todos contra todos. 

117	 Hobbes, Diálogo entre un filósofo y un jurista, 6. 
118	 Matteucci, Organización del poder, 92.
119	 Hobbes, Elementos filosóficos, 178.
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Por tal motivo, es necesario establecer una tercera vía que no caiga en los riegos de una 
jurisprudencia abrumadora, que solo los doctos pueden comprender, y de una anarquía 
absoluta por la falsa idea de que todos están en condiciones de juzgar lo que es justo e 
injusto. Esta tercera opción es, por supuesto, la soberanía como voluntad que se expresa 
en el ejercicio del poder absoluto del Estado. Hobbes argumenta esta vía partiendo de la 
distinción entre leyes estatuidas y naturales. En el capítulo XIV del Leviatán, se define estas 
últimas en los siguientes términos: “Ley de la naturaleza (lex natrualis) es un precepto o 
norma general, establecida por la razón, en virtud de la cual se prohíbe a un hombre hacer 
lo que pueda destruir su vida o privarlo de los medios para conservarla”120. La razón es el 
instrumento que posee el ser humano que le muestra las posibilidades para cumplir con los 
dictámenes de sus deseos. Si el deseo fundamental del hombre, que se desprende del temor 
y la protección de su vida, es vivir en paz y seguridad, entonces, las leyes naturales no son 
más que posibilidades que el ser humano tiene para lograrlo.

De esta manera, se entiende por qué la primera ley natural, axioma del que se deducen 
las demás leyes naturales, dictamine que se debe hacer todo lo posible por establecer 
la paz o, en caso contrario, utilizar todo poder a su alcance como ayuda y ventaja en la 
guerra. A partir de una deliberación que provee la razón, los individuos llegarán, dentro 
de la visión antropológica hobbesiana, a concluir que la mejor manera para lograr la paz 
y la seguridad en sus vidas es el pacto con los otros: “La materia u objeto de un pacto es, 
siempre, algo sometido a deliberación (en efecto, el pacto es un acto de la voluntad, es 
decir, un acto -el último acto- de la deliberación)”121. El Estado, entonces, es el resultado 
de la deliberación, pues es la mejor manera en que los individuos transfieren su derecho 
natural a un tercero con el compromiso de que garantice la paz y el orden necesarios para 
una vida plena. Los individuos dan la potestad, por lo tanto, al Leviatán para que, a partir 
de las leyes dictaminadas por él, juzgue lo justo y necesario para establecer y mantener la 
paz y seguridad. 

Siendo esto así, la tercera vía propuesta por Hobbes se yergue en medio de las otras 
dos. Por un lado, parte de los postulados de una razón natural, intrínseca a la naturaleza 
humana, que permite a los individuos reconocer las leyes naturales; y, por el otro, la unicidad 
e individualidad del Leviatán le otorga el derecho de ser la única autoridad, consecuencia 
del pacto, para juzgar lo justo e injusto y, así, dictaminar las leyes que sean necesarias. 
Dicho esto, una de las conclusiones fundamentales sobre el poder soberano adquiere, en 
este punto, todo su peso: “No es la sabiduría sino la autoridad la que hace la ley [y] no hay 
otra razón en las criaturas terrenas que la razón humana”122. Solo aquel que tiene el poder 
legislativo puede crear ley, pero no significa que este tenga una summa ratio que lo distinga 
de los demás individuos. Así las cosas, para Hobbes el Leviatán, y con ello el Estado y el 
derecho, no son más que productos de la deliberación de la razón humana. 

120	 Hobbes, Leviatán, 113.
121	 Hobbes, Leviatán, 119.
122	 Hobbes, Diálogo entre un filósofo y un jurista, 7.
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Aquí se anuda el aspecto iusnaturalista que encierra la soberanía hobbesiana. Aunque 
el Estado sea resultado de la deliberación, existe una correlación entre la paz, la seguridad 
y la ley natural que matiza la conformación y funcionamiento del Leviatán. En el capítulo 
V del De Cive, Hobbes expresa de manera bastante clara esta bisagra fundamental que 
constituye al poder soberano: “dado que el cumplimiento de la ley natural es necesario 
para la conservación de la paz y que para el cumplimiento de la ley natural es necesaria 
la seguridad, se ha de considerar qué es lo que puede prestar seguridad”123. Debe existir 
cierto grado de seguridad para que los individuos den cumplimiento a los mandatos de 
las leyes naturales. Preexisten, entonces, dos bastiones en el que descansa la seguridad: el 
pacto y el miedo.  El primero busca constituir una unión de individuos que se ayuden en 
los momentos de peligro y necesidad, dándoles protección de cualquier enemigo que quiera 
poner en riesgo su paz y tranquilidad: “es necesario para la seguridad que busquemos que 
el número de aquellos que convergen en ayuda mutua sea tan grande que la agregación de 
unos pocos hombres enemigos no sea de importancia para la victoria de éstos”124.

El segundo aspecto, por otro lado, es aquel que permite que la unión de individuos 
se mantenga. Si el pacto busca unificar el poder para la defensa y la paz de un grupo de 
individuos, este por sí solo no basta, apresura Hobbes a decir, sino que debe existir el miedo 
para que se mantenga la unión: “no querrá conferirse asistencia mutua, ni estar en paz a 
menos que un miedo los compeliera”125. En el Leviatán, Hobbes es mucho más enfático 
al afirmar que la garantía última del pacto es el miedo al poder de los hombres que se 
perjudican al momento de no cumplir con lo pactado: “Unas y otras son los LAZOS 
por medio de los cuales los hombres se sujetan y obligan: lazos cuya fuerza no estriba en 
la propia naturaleza (porque nada se rompe tan fácilmente como las palabras de un ser 
humano), sino en el temor de alguna mala consecuencia resultante de la ruptura”126. Por 
eso las leyes deben mostrarles, con claridad, a los súbditos las consecuencias nefastas que 
acarrea no acatarlas. De esta manera, se verán obligados a obedecer la voluntad soberana 
por miedo a lo que les sucedería si no lo hacen.  

A partir de lo anterior, se perfilan los límites y deberes del poder soberano. Las leyes 
civiles, como se ha dicho, son expresión de la voluntad del soberano que se dirigen a los 
súbditos, las leyes naturales y divinas, por su parte, son mandatos de Dios a todos los 
hombres. Es así como el soberano también está supeditado a los mandatos divinos, pues 
estas son la forma como Dios comunica su voluntad a los hombres. Es así que el soberano 
actúa a partir no del miedo a los súbditos sino a Dios: “el único freno de los reyes de Inglaterra 
debe ser el temor de Dios”127. Si la responsabilidad, entonces, que tiene el soberano es el de 
“proteger al pueblo frente a enemigos extranjeros, y de mantener la paz dentro del reino”, al 
no hacer todo lo posible para cumplirla, se “comete un pecado que ni el Rey ni el Parlamento 

123	 Hobbes, Elementos filosóficos, 176.
124	 Hobbes, Elementos filosóficos, 176.
125	 Hobbes, Elementos filosóficos, 177.
126	 Hobbes, Leviatán, 115.
127	 Hobbes, Diálogo entre un filósofo, 37.
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pueden lícitamente cometer”128. De allí que el poder soberano está siempre atado a las leyes 
naturales y divinas, “tanto a las escritas como a las no escritas y no a ninguna otra”129.

La distinción entre justicia y equidad puede ser entendida, dentro de este contexto, 
con todo su peso. Las leyes naturales son mandatos de Dios, y la razón es el instrumento 
por el cual se ha de entender y contemplar dichas leyes. El soberano, al no acatarlas, está 
transgrediendo la ley de la razón. No es justicia, dado que esta depende de las leyes positivas 
que produzca el soberano, pero sí inequidad, porque transgrede las leyes naturales. De esta 
manera, se puede establecer una equivalencia fundamental entre el soberano y el súbdito: 
los ciudadanos obedecen las leyes civiles por miedo al castigo que acarrea transgredirlas; 
el soberano, por su lado, actúa y cumple con su responsabilidad por el miedo al castigo 
de transgredir los mandatos de Dios. Esta sería, en términos precisos, lo que garantiza la 
coherencia y cohesión del poder político en la filosofía política hobbesiana. 

El común denominador, en este sentido, de las leyes naturales y civiles es, en una palabra, 
la obediencia. Hobbes lo dice expresamente al momento de definir el concepto de ley: “es 
el mandato de aquella persona (sea un hombre o asamblea de hombres) cuyo precepto 
contiene la razón de la obediencia. De modo que los preceptos de Dios destinado a los 
hombres, los de los Estados destinados a los ciudadanos y, en general, los de todos los 
poderosos destinados a los que no se puede resistir, han de ser llamados leyes”130. La ley, 
por consiguiente, se entiende como el precepto de aquel que tiene autoridad de mandar y 
gobernar sobre otros.

Dado que el poder soberano es autoridad de mandar sobre otros, se sigue que este tiene 
ciertos derechos y características normativas que garantizan su ejecución. Al momento 
de establecer el carácter ilimitado y absoluto del poder soberano, Hobbes desprende los 
derechos, en el capítulo VI de Cive, que no son más que la forma plena que adquiere el 
poder soberano en su ejecución: “Esta autoridad [absoluta] también se le llama poder 
soberano, y si éste en verdad ha sido comisionado a un concejo, recibe el nombre de concejo 
supremo. Si ha sido dado a un hombre, aquel hombre es llamado señor supremo del Estado. 
Ahora bien, las notas del poder soberano son estas: decidir la guerra y la paz; conocer de 
todas las causas y juzgar sobre ellas, por sí mismo o por jueces designados por él; elegir a 
todos los magistrados, ministros, consejeros”131. 

La autoridad del poder se ejerce en la medida en que se ordena el Estado. En este sentido, 
el carácter normativo que instaura el soberano se cifra en estos derechos que, a su vez, son 
el origen del deber de los ciudadanos bajo la protección del Estado. Esto quiere decir, en 
palabras llanas, que el súbdito debe respetar y acatar este orden dentro del Estado provisto 
por la voluntad soberana. Debe acatar los juicios de los asuntos que generen disputa, 
debe acatar la autoridad representada en los magistrados, en la medida en que han sido 
seleccionados por el mismo soberano para que realicen funciones específicas, debe acatar el 

128	 Hobbes, Diálogo entre un filósofo, 20.
129	 Hobbes, Diálogo entre un filósofo, 25.
130	 Hobbes, Elementos filosóficos, 268.
131	 Hobbes, Elementos filosóficos, 198.
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llamado a la guerra y la declaración de paz. El poder soberano, en suma, adquiere la forma 
del derecho de Estado, máxima autoridad que da origen al orden jurídico. 

A partir de esto, el poder soberano toma la forma concreta que le es natural, en los 
términos de Hobbes, en cuanto es ejecutado. No es un poder abstracto, sino un poder que 
se materializa en la institucionalización de órganos de gobierno, que tienen como única 
responsabilidad mantener el orden y la paz. De allí, que el poder soberano se corporice, 
tenga un rostro, por decirlo de manera concreta, que no solo fundamenta el poder, sino 
que, al mismo tiempo, lo institucionaliza. El Estado, por consiguiente, llega a su forma 
natural, como aquel Leviatán cuya alma es la soberanía y su esencia, la obediencia y 
sujeción a este poder.     
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La concepción de la soberanía 
republicana. Spinoza y el 

constitucionalismo moderno

Una lectura crítica de los textos de constitucionalistas, en especial, de los mencionados 
y utilizados en el capítulo precedente, permite señalar que estos comparten una idéntica 
característica: la omisión de la teoría política de Baruch Spinoza. La periodización que 
realizan los autores constitucionalistas parte de Bodin y Hobbes, para luego saltar a las 
revoluciones americana, inglesa y francesa. Pero pensar la soberanía desde las discusiones 
modernas del constitucionalismo requiere volver sobre la concepción del poder soberano 
propuesta por Spinoza, pues la importancia del autor radica en responder, desde otra 
óptica, a los problemas constitucionales de su época. Lo interesante de la filosofía política 
espinosista, en referencia a los cimientos del Estado, su funcionamiento y la organización 
del poder, se halla en tres puntos particulares: (1) con Spinoza, se comienza a conformar el 
paso, que se concretará en las repúblicas de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX, 
del orden a la organización, del ejercicio del poder a la institucionalización de este; (2) la 
defensa ya no de un concepto fuerte de soberanía, como lo hicieron autores como Bodin 
y Hobbes, sino de una concepción de soberanía mesurada; y (3) el énfasis, por el punto 
anterior, que realiza el autor ya no tanto en el sujeto de la soberanía (el quien ejecuta el 
poder), sino en lo que ella hace y cómo lo hace. 

Pero uno de los aspectos que hace más atractivo el abordaje de la filosofía de Spinoza 
tiene que ver con el momento histórico en que se encuentra inmerso el autor. Si una de las 
características fundamentales del constitucionalismo moderno, como se ha venido pensando 
hasta el momento, es la organización del poder dentro del Estado, la república de los Países 
Bajos, desarrollada en el siglo XVII, es un caso histórico que reviste un interés particular. 
Spinoza escribe sus tratados éticos y políticos en medio del orden europeo establecido por 
la firma de los tratados, en 1648, de Osnabrück y Münster, mejor conocidos como la Paz 
de Westfalia, que dio fin a las guerras políticas-religiosas que azotaron a Europa central 
a lo largo del siglo XVI. Si bien, la mayoría de los textos de Spinoza fueron publicados 
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póstumamente, e inclusive varios quedaron inconclusos, estos fueron escritos entre los años 
1660 y 1677.

La caracterización de la república de la Provincia de Países Bajos, que comenzó a gestarse 
a partir de la independencia de la corona española que tuvo influencia militar, económica 
y política desde 1495, se puede condensar en las siguientes palabras de William Temple: 

Este Estado […] no puede llamarse propiamente una comunidad política 
[Commonwealth] sino más bien como una Confederación de siete provincias 
soberanas unidas para una defensa común y mutua, sin ninguna dependencia 
de una sobre otra. Pero para descubrir la naturaleza de su gobierno desde sus 
primeras fuentes y movimientos, debe tomarse aún en piezas más pequeñas, 
donde aparecerán cada una de estas provincias como compuestas de 
pequeños Estados o ciudades, que poseen varias marcas del poder soberano, 
y no están sujetos al poder soberano de su provincia. Para estos Estados-
generales no se puede hacer la guerra o la paz, o cualquier nueva alianza, o 
nuevos impuestos sin el consentimiento de cada una de las provincias. Así, 
los Estados-provinciales no pueden concluir ningún de estos asuntos sin 
el consentimiento de cada una de las ciudades, que según su constitución 
poseen voz en la asamblea. Por esta razón se percibe una cierta soberanía en 
cada ciudad, cuyas principales marcas son el poder de ejercer la judicatura, 
recaudar dinero y hacer la guerra o la paz132.

El resultado de las revueltas y luchas emprendidas en contra del control español fue la 
unidad de diferentes provincias con el objetivo de defender su autonomía y libertad frente 
a los Estados extranjeros, así como de establecer las condiciones más favorables para el 
desarrollo del comercio dado que la clase dominante era la de los comerciantes. Pero, para 
ello, era importante que cada provincia mantuviera ciertos rasgos del poder soberano para 
tener un grado de autonomía frente a las demás. Así las cosas, el asunto del poder soberano 
comienza a trasladarse a un terreno distinto al desarrollado en los siglos XV y XVI con 
las guerras religiosas en Francia y las guerras civiles inglesas: en este punto no hay duda de 
que cada provincia debe ser soberana. Por lo tanto, la discusión se centraría en delimitar 
el objeto sobre el cual se ejerce el poder soberano (de allí la importancia del territorio y la 
población que tendrá un desarrollo continúo a lo largo de los siguientes siglos) y la forma 
como ese poder debe organizarse y administrarse para no entrar en contravía con las demás 
provincias soberanas. Justamente, como se verá en lo que sigue, estos asuntos estarán 
presentes en la filosofía política de Spinoza.

Por otro lado, Spinoza es relevante para cualquier estudio genealógico de la soberanía, 
pues recoge y reinterpreta una parte de la tradición política y filosófica de su tiempo. En 
sus textos no solo hay referencias a filósofos como René Descartes y Thomas Hobbes, sino 

132	 William Temple citado por Gordon, Scott, Constitutionalism from Ancient Athens to Today. (Cambridge, 
Massachusetts: Harvard University Press, 1999), 195.
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a Hugo Grotius e, inclusive, a Niccolò Maquiavelo. Pero esto no quiere decir que Spinoza 
solo sea un comentador de estos autores, como muchos estudios han tratado de sostener133, 
sino que su filosofía, al beber de las fuentes de esta tradición, debe ser entendida como 
una lectura crítica de muchos de los aspectos fundamentales de la teoría y filosofía política 
moderna. Este es el caso concreto del concepto de «poder», que es común en los pensadores 
modernos. Como se verá a fondo en un momento, Spinoza propone conceptualizar el poder 
político apelando a las dos caras del poder, una activa y otra pasiva, lo que permite señalar 
ciertos puntos de encuentro entre el poder espinosista y la soberanía popular rousseauniana. 

Ahora bien, es importante señalar, desde el comienzo, las diferentes posturas que se 
han venido desarrollando, en los últimos años, en relación con la filosofía de Spinoza. Esto, 
con el fin de volver totalmente nítidos los límites en los cuales aquí se lee y articula el 
problema de la soberanía en este autor con el constitucionalismo moderno. Retomando 
la clasificación de Prokhovnik134, se puede establecer tres grandes lecturas de la filosofía 
de Spinoza. La primera tiene que ver con el interés de la filosofía «metafísica» del autor, 
lo que implica la lectura y el comentario de la Ética demostrada según el orden geométrico. 
El resultado de este enfoque es desarticular completamente la filosofía de Spinoza de su 
momento histórico para poderle dar lugar en la cronología ahistórica del desarrollo de la 
metafísica y epistemología moderna que va de Descartes a Kant. 

El segundo grupo tiene que ver con un interés reciente en estudiar las relaciones de 
la Ética con sus dos tratados políticos, a saber, El Tratado teológico-político y El Tratado 
Político135. El resultado de este abordaje de Spinoza es que se realiza una lectura bastante 
matizada y cuidadosa de los tratados políticos, a la vez que tratan de entenderlos a la 
luz de los problemas sociales de su época. La tercera vía, por último, tiene que ver con el 
retorno a las ideas de Spinoza para fundamentar, por un lado, su importancia en la teoría 
democrática y la organización de la multitud y, por otro, al momento de revitalizar las 
teorías republicanas modernas. 

En lo que respecta al presente capítulo, nos encontramos en un término medio entre 
la segunda y tercera forma de abordar el trabajo de Spinoza. Nos interesa pensar los dos 
grandes tratados políticos desde una continuidad conceptual, al tiempo que acercarnos a 
ciertos problemas del republicanismo moderno. No obstante, no nos proponemos abordar 
de lleno las lecturas que se han hecho de Spinoza desde esta perspectiva, inclusive cuando 
hacemos referencia, más de una vez, a autores que sí lo hacen. Nuestro objetivo fundamental 
estará en leer a Spinoza desde el terreno constitucionalista que se ha reconstruido y 
recorrido hasta este punto, sin que ello signifique que muchas veces se señalen problemas 
que van más allá de este objetivo.   

133	 Raia, Prokhovnik. Hobbes and Spinoza, en Sovereignty. History and Theory. United Kingdom: Imprint 
Academic, 2008.

134	 Raia Prokhovnik. Spinoza and Republicanism. (Great Britain: Palgrave MacMillan, 2004).
135	 De aquí en adelante nos referiremos a estas obras a partir de las siguientes siglas, respetando la forma estándar como 

se ha citado la obra de Spinoza: E=Ethica, TTP=Tratactus theologico-politicus y TP=Tractatus politicus.  
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Siendo esto así, para comprender adecuadamente la concepción de soberanía en 
Spinoza, es importante, en primer lugar, resaltar un aspecto del poder que, en principio, 
podría verse como evidente, pero que será fundamental a la hora de abordar los límites y 
tensiones del poder soberano. Como lo señala muy bien Javier Anzoátegui136, el concepto 
de poder es, en su esencia, multidimensional. Esto quiere decir, en primer lugar, que puede 
ser entendido en dos sentidos fundamentales y, en segundo, permite ser abordado desde 
varios ámbitos ( jurídico, político, económico, etc.). Con respecto a este primer aspecto, las 
palabras de Erich Fromm sintetizan y expresan muy bien el asunto: 

La palabra poder tiene un doble sentido. El primero de ellos se refiere 
a la posesión de poder sobre alguien, a la capacidad de dominarlo; el otro 
significado se refiere al poder de hacer algo, de ser potente. Este último sentido 
no tiene nada que ver con el hecho de la dominación; expresa dominio en el 
sentido de capacidad137. 

Así las cosas, se puede distinguir estos dos sentidos a partir de las preposiciones que 
acompaña a cada caso: el primero es poder sobre algo o alguien; el segundo es un poder 
de hacer algo. La diferenciación de estos sentidos se podría establecer con los vocablos 
latinos potentia (poder) y potestas (potestad)138. Potentia, en pocas palabras, apunta a un 
sujeto u objeto en el cual puede efectuarse el poder (de aquí que el poder político moderno, 
como se señaló en el capítulo anterior, se entienda bajo la dicotomía soberano y súbditos-
ciudadanos); potestas, por su parte, refiere más a una facultad o estado de cosas necesarias 
para la realización de algo. 

El término potentia hace referencia, a su vez, al poder político in abstracto, es decir, aquel 
poder “organizado, estructurado y articulado de una determinada manera, y que configuran 
una instancia a la que, desde inicio de la modernidad, suele reconstruir todas las posibilidades 
de producción normativa jurídica”, por eso, la potentia debe ser entendida como el “acervo 
de fuerzas y factores sociales que apoyan, respaldan, una determinada estructuración de la 
sociedad, lo cual solo es posible en la medida en que existan ciertos aspectos ideológicos, 
axiológicos compartidos […] siendo estos los que configuran los elementos nucleares en los 
que se basa la organización de la sociedad”139. En lo que atañe a la potestas, este refiere al 
poder político in concreto, es decir, al contenido y titularidad de derechos políticos, jurídicos 

136	 Javier Ansuátegui, “El concepto de poder en Spinoza: individuo y Estado”. Revista de Estudios políticos, 100, 123-151.
137	 Erich Fromm, El miedo a la libertad, traducción de Gino Germani. Barcelona: Paidos, p.195.
138	 En este punto, es interesante señalar una característica lingüística con la que muchas veces se tropieza al momento 

de estudiar el poder y, en el caso concreto, la soberanía. En la mayoría de las lenguas romances, se mantiene la 
distinción entre potentia y potestas (en francés puissance y pouvoir; en italiano potere y potenza). No obstante, en su 
raíz etimológica, los dos sustantivos se encuentran relacionados intrínsecamente. Ahora bien, es importante señalar 
esta característica lingüística, que en principio puede parecer baladí, pues la soberanía se entrelaza con esta dificultad 
que, en la mayoría de los casos, no se matiza y resalta lo suficiente. Como se pretende mostrar a continuación, tener 
en mente esta doble cara del poder, permite distinguir y entender mejor los alcances y límites que tiene el ejercicio 
del poder soberano en los distintos autores aquí estudiados. 

139	 Ansuategui, “El concepto de poder en Spinoza: individuo y Estado, 124.
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y estatales, las instituciones sociales, políticas, jurídicas y económicas dentro del Estado, 
cuyo objetivo es la regulación y control del poder. Por ende, la potestas constituye un orden 
establecido que permite que las acciones de los individuos, y las relaciones de estos con el 
Estado, sean conforme a los objetivos y cimientos de la sociedad y el Estado.

Hacer explícita esta doble dimensionalidad del poder permite agudizar un problema 
que hasta este punto no se ha captado de manera directa, a saber, las tensiones existentes 
entre el accionar de los sujetos, sean estos súbditos o ciudadanos, y el accionar del Estado. 
Desde una lectura clásica-liberal, se ha dado respuesta a estas tensiones a partir de la 
dicotomía esfera pública-esfera privada. Así, el poder del Estado no solo está ejercido sobre 
sujetos para mantener el orden y garantizar el cumplimiento del bien común, sino que debe 
garantizar el estado de cosas más apropiado para el despliegue de la libertad y derechos 
naturales de los individuos. Desde esta óptica, se podría decir que autores como Bodin, 
Hobbes, Locke y Rousseau buscan, cada uno a su manera, fundamentar los alcances del 
ejercicio del poder soberano delimitando la esfera de lo público frente a lo privado. La 
soberanía, en este sentido, adquiere un tinte ambivalente, pues se establece como el garante 
de estas dos esferas de los asuntos humanos, pero a su vez como el poder que se contrapone, 
y muchas veces entra en contradicción, con los individuos y sus derechos inherentes.   

Es desde este punto donde la filosofía de Spinoza se constituye como una inflexión 
interesante de esta visión clásica liberal. Aunque el filósofo holandés dé una importancia 
fundamental a la libertad de los individuos, mucho antes que los constitucionalistas de la 
revolución francesa, apelando al mismo tiempo a la separación y respeto de la religión sobre 
los asuntos civiles (lo que Locke llamará tolerancia), no ve una contraposición entre el poder 
soberano, los asuntos religiosos y la libertad de los individuos. Es esto, justamente, lo que 
se tratará de evidenciar en lo que sigue. Pero para el correcto abordaje y comprensión del 
asunto que acá toma forma, es fundamental que no se pierda de vista la tesis que cimienta 
la interpretación de Spinoza que se quiere defender: la soberanía del Estado, entendida 
como articulación y armonización de la potentia y la potestas, no debe ser contrapuesta a la 
libertad de los individuos, pues la una ha de complementar a la otra140.  

El punto de partida para abordar el problema de la soberanía se halla en el capítulo 
tercero del TP, titulado De jure summarum potestatum. El primer párrafo con el que abre 
la exposición del poder supremo del Estado define y articula los conceptos fundamentales 
que lo componen: 

La constitución de cualquier Estado [imperii cuiuscumque] se le llama estado 
político [status civilis]; el cuerpo íntegro del Estado [imperii integrum corpus] 

140	 La tesis aquí defendida concuerda, en general, con la lectura que realiza Etienne Balibar en su texto Spinoza et la 
politique: “La soberanía estatal y la libertad individual no necesitan separarse ni reconciliarse adecuadamente, pues 
no se contradicen una a la otra [souveraineté de l’Etat et liberté individuelle n’ont pas à être séparées, ni à proprement 
parler conciliées, parce qu’elles ne se contre- disent pas]”. No obstante, la diferencia fundamental con la lectura del 
filósofo francés radica en la importancia que se le da a la distinción potentia-potestates. Aunque en su argumentación 
Balibar refiere a ella de manera explícita, no le da, a nuestro entender, la gravedad que ella adquiere en la filosofía 
política de Spinoza, de allí que la argumentación acá presentada solo busca ahondar sobre algunos aspectos que 
Balibar toca tangencialmente.  
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se le llama sociedad [civitas]; y los asuntos comunes del Estado [communia 
imperii negotia], cuya administración está a cargo de quien posee el poder 
estatal [qui imperium tenet] recibe el nombre de asuntos públicos [respublica]. 
Por otra parte, los hombres en cuanto gozan, en virtud del derecho civil [jure 
civili], de todas las ventajas de la sociedad, se les llama ciudadanos; súbditos 
cuando están obligados a obedecer los estatutos o leyes de dicha sociedad141.

Las palabras de Spinoza evocan a los autores estudiados hasta este punto, por lo que es 
pertinente marcar los matices que la discusión exige. En primer lugar, Spinoza mantiene el 
término «imperium» para designar el poder estatal, lo que lo diferenciaría del «dominium» 
como poder en la esfera privada142. No obstante, imperium también designa lo que Hobbes 
llamó Commonwealth, en inglés, y civitas en latín143. Así, Spinoza introduce una distinción 
que no era tan evidente en los filósofos precedentes: el Estado como imperium y la sociedad 
civil (civitas). La sociedad civil144 hace parte del Estado, no se contrapone a él en la filosofía 
política espinosista, sino que se relacionan a partir de la articulación entre el poder estatal, en 
términos de las summae potestates y el poder político, entendido como summa potentia. Esto 
le permitirá al filósofo holandés, adelantamos acá una conclusión fundamental, oponer el 
tener poder con el administrarlo, dos aspectos del poder que no necesariamente van unidos.

En segundo lugar, Spinoza se mantiene en la misma línea de Bodin, al señalar la 
necesidad de que cualquier Estado surja, no solo a partir del establecimiento de la soberanía, 
sino también por medio de los asuntos públicos (respublica) que guíen los fines de este. Esta 
precisión ya se encontraba en el primer libro de Los seis libros de la república: “Además 
de la soberanía, es preciso que haya alguna cosa en común y de carácter público”145. La 
diferencia se encuentra, no solo con Bodin sino con Hobbes, en que Spinoza realiza un 
énfasis profundo a la necesidad de administrar los asuntos públicos. Esto no quiere decir, 
en ningún momento, que ni Bodin ni Hobbes reconozcan la dificultad de la administración 
de los asuntos del Estado, lo que requieren abordar la organización del poder dentro de este. 
No obstante, ninguno de los dos autores le da una reflexión tan matizada y profunda si se 
tiene a la vista los textos espinosianos, pues en ellos se encuentran reflexiones más extensas 
y equilibradas sobre cómo ha de administrarse los asuntos públicos en los diferentes tipos 
de Estados (monárquico, aristocrático y democrático).

141	 TP, III, §1. Citamos la obra de Spinoza como lo marca la costumbre. Aunque seguimos la traducción de Atilano 
Rodríguez, publicada por la editorial Alianza, muchas veces hemos modificado la traducción cuando se consideró 
necesario.

142	 Para una distinción más apropiada entre el imperium y el dominium, y la importancia de esta en la constitución de la 
soberanía absolutista, véase supra., capítulo 1. 

143	 Thomas Hobbes, Leviatán o la materia, forma y poder de una república eclesiástica y civil. México: Fondo de Cultura 
económica, 2017, p.25

144	 El concepto de «sociedad civil», debemos reconocerlo así sea a modo de pie de página, requiere una reflexión 
profunda, un análisis desde la historia conceptual para comprender la profundidad de este término en la filosofía 
política, en general, y en la construcción del concepto de soberanía, en particular. Esta historia conceptual debería 
atender, desde un primer momento, la koinonia politikê aristotélica y su adopción, en el mundo romano, en el término 
societas civilis hasta llegar, como punto fundamental de su desarrollo teórico-histórico, en la bürgerliche Gesellschaft 
propuesta por Hegel en sus Lecciones sobre la filosofía del derecho. 

145	 Jean Bodin. Los seis Libros de la República. Madrid: Tecnos, 2010, p.17.
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Por último, Spinoza se adelanta a Rousseau con respecto a la distinción-relación entre 
súbdito y ciudadano. En la medida en que se quiere fundamentar la autonomía de los sujetos 
dentro de la república, Rousseau afirma que el poder, desde lo activo, lleva a entender a los 
sujetos como súbditos, pues están obligados a obedecer a la propia ley que se han dado; 
mientras que si el poder se aborda desde el flanco pasivo, se habla de ciudadanos que poseen 
una igualdad y libertad política146. Para Spinoza, en lo que a él respecta, dicha distinción se 
fundamenta en la doble dimensionalidad del poder aquí señalada. Así, la potentia tiene que 
ver con los súbditos, mientras que la potestas, que se expresa y fundamenta en el derecho 
civil, refiere a la categoría de ciudadano. 

Teniendo esto en mente, se puede abordar de manera más concreta el fundamento del 
Estado. En el capítulo XVI del TTP, Spinoza explica los cinco pasos constitutivos del 
Estado, pasos que se mantendrán, en cierta medida, en el TP: (1) definición y delimitación 
del derecho natural de los individuos en relación con el derecho de Dios; (2) la naturaleza 
del Estado en relación con el derecho y poder natural; (3) el Estado democrático como el 
más natural de todos; (4) el derecho civil de los individuos dentro del Estado democrático; 
y (5) la relación entre el derecho individual, la religión y el poder estatal. Así las cosas, 
la argumentación de Spinoza, como es de esperar, parte de una relectura de la doctrina 
del derecho natural de su época. La primera premisa del argumento de Spinoza es, 
por consiguiente, la definición de lo que es el derecho y el poder natural basado en su 
«determinismo»147:  

Por derecho e institución de la naturaleza no entiendo otra cosa que las reglas 
de la naturaleza de cada individuo [regulas naturae uniuscujusque individui], 
según las cuales consideramos que cada ser está naturalmente determinado 
[naturaliter determinatum], de forma precisa, a existir y actuar […] Es cierto que 
la naturaleza, considerada de manera absoluta, posee el máximo derecho a todo 
lo que puede [jus summum habere ad omnia, quae potest], esto es, que el derecho 
de la naturaleza se extiende hasta dónde llega su poder. En efecto, el poder 
de la naturaleza es el mismo poder de Dios, quien tiene el máximo derecho 
a todo. Pero, como el poder universal de toda la naturaleza no es más que el 
poder de todos los individuos en conjunto [sed quia universalis potentia totius 
naturae nihil est praeter potentiam omnium individuorum simul], se sigue que 
cada individuo tiene el máximo derecho a todo lo que puede o que el derecho 
de cada uno se extiende hasta donde alcanza su poder determinado. Y como ley 
suprema de la naturaleza [lex summa naturae] es que cada cosa se esfuerce, en 

146	 Para este problema en Rousseau véase infra, capítulo 4.
147	 El problema del determinismo en Spinoza es de una complejidad que desborda los objetivos que acá se han trazado. 

Una de las tensiones de la filosofía ética y política de Spinoza tiene que ver con la voluntad entendida desde la 
necesidad y cómo esta fundamenta la libertad. Aquí, nos limitamos a establecer un marco general del problema, 
no obstante, para un estudio más adecuado y matizado del asunto, puede consultarse Antonio, Negri. “Nécessité 
et Liberté Chez Spinoza: Quelques Alternatives.” Multitudes 2, no. 2 (2000): 163–63. https://doi.org/10.3917/
mult.002.0163 y Jean Paul, Margot. “Libertad y Necesidad en Spinoza.” Praxis Filosófica 32, no. 32 (2011): 27–44. 
https://doi.org/10.25100/pfilosofica.v0i32.3437
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cuanto pueda, en perseverar en su estado por sí sola, sin relación alguna a otra, 
se sigue que cada individuo posee el máximo derecho a esto, es decir (como lo 
he dicho), a existir y actuar tal y como está determinado por la naturaleza148. 

Para Spinoza, la constitución del Estado y el poder de los individuos están completamente 
armonizado con el orden de la naturaleza a partir de lo que llamó, en la Ethica III, prop. VI, 
conatus: el esfuerzo, el intento, por el que lo existente se mantenga en su ser (“unaquaeque 
res, quantum in se est, in suo esse perseverare conatur”). Esto lo expresó muy bien Jorge 
Luis Borges al momento de decir: “Spinoza entendió que todas las cosas quieren perseverar 
en su ser; la piedra eternamente quiere ser piedra, el tigre un tigre”149. De esta manera, 
la conformación del Estado no es más que esa expresión del conatus, el ser humano está 
naturalmente determinado a conformar y vivir en sociedad. 

De allí se desprende una premisa que recuerda la filosofía política de Hobbes: todos 
los individuos tienen derecho a todo lo que sea necesario para poder permanecer en su ser, 
con el único límite que le imprime su propio poder. La conclusión que aquí toma forma, 
fundamental para entender la conformación de la soberanía, es que el derecho natural se 
relaciona y articula estrechamente con el poder natural de los individuos; uno no puede 
existir sin el otro. Es así que no habría una diferencia radical entre el poder y el derecho. En 
palabras del propio autor: “Por consiguiente, todo lo que hace cada hombre en virtud de las 
leyes de su naturaleza [que no son más que las leyes naturales dictadas por Dios], lo hace 
con el máximo derecho de la naturaleza y posee tanto derecho sobre la naturaleza como 
goza de poder”150. 

En la medida en que los individuos se encuentran viviendo en el estado más natural, 
estos o pueden estar guiados por la virtud y la razón o bien por los meros apetitos. En este 
sentido, a los ojos de Spinoza, en el estado natural no existe distinción entre el sabio y el 
insensato, pues cada uno está sujeto a su conatus. De allí que “El derecho natural de cada 
hombre no se determina, pues, por la sana razón, sino por el deseo y el poder”151. Aunque 
el filósofo holandés concuerda con Hobbes en que existe un deseo inherente en los seres 
humanos por salir del estado de naturaleza, deseo que rige su existencia y la aplicación 
de su poder, las leyes de la naturaleza se definen por medio de la razón. Para Hobbes, las 
leyes naturales son caracterizadas como preceptos de la recta razón, como resultado del 
cálculo de los sujetos; para Spinoza, por el contrario, las leyes naturales se comprenden no 
con la razón, ni se cumplen por miedo a la muerte violenta, sino por el deseo y el poder 
que constituye la naturaleza humana. De allí que el conatus se relacione más con el afecto 
(affectus) que con la razón de los individuos. Esto no quiere decir que la razón no sea 
importante a la hora de establecer una unión política. Por el contrario, Spinoza, al igual 
que el filósofo francés René Descartes, ve la necesidad de que el deseo y los afectos de los 

148	 TTP, XVI, §1
149	 Jorge Luis Borges, Borges y yo, en Obras completas, tomo III. Buenos Aires: Emecé, p. 221.
150	 TP, II §4.  
151	 TTP, XVI §1. 
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individuos sean guías de las acciones humanas. Por ello, el poder político lo que hará, entre 
otras cosas, es constreñir a los sujetos a seguir la razón de la mayoría, pues este se yergue 
como la máxima expresión de la racionalidad.

Esta distinción es fundamental, dado que permite entender el postulado de la igualdad 
entre el sabio y el insensato. Los seres humanos, antes de adquirir el hábito de la virtud, la 
cual, como se verá más adelante, es fundamental para la teoría del Estado de Spinoza, debe 
vivir por los medios que tiene a su alcance; es decir, por aquellos que están impulsados por 
el deseo, pues son los medios que la naturaleza ha provisto al individuo para que conserve 
su existencia. Así las cosas, tanto el insensato como el sabio tienen el mismo derecho, sin 
importar qué impulse sus acciones: 

Todo cuanto un hombre, considerado solo bajo el imperio de la naturaleza 
[naturae imperio], estime que le es útil, ya le guíe la sana razón [ductu sanae 
rationis], ya el ímpetu del afecto [affectuum impetu], tiene el máximo derecho 
de desearlo y le es lícito apoderarse de ello de cualquier forma, ya sea por 
fuerza, el engaño, las súplicas o el medio que sea más fácil; y puede, por ende, 
considerar como enemigo a quien intente impedirle que satisfaga su deseo.152

La máxima hobbesiana de «todos tiene derecho a todo» resuena en este punto. Todo 
individuo tiene el derecho a cumplir con el determinismo que imprime la naturaleza en él. 
De ahí que se podría decir, para utilizar términos un tanto distintos a los utilizados hasta 
el momento, que sería un acto contra natura realizar una acción que vaya en contra de la 
preservación de la existencia de los sujetos. De allí que en el estado más natural el engaño, la 
fuerza, ni ninguna clase de artilugios está prohibida. Solo lo estaría aquello que nadie desea 
ni lo que nadie puede hacer. Todo lo que sea útil, y este es el matiz que se debe retener en 
este punto, para el cumplimiento del deseo natural está en armonía con el orden natural.  

De esta veta «utilitarista» de Spinoza surge la conformación del Estado, pues en realidad 
este se origina como una posibilidad concreta para satisfacer el deseo de preservar su ser 
por los medios que le son propios a los individuos. Para el filósofo holandés, retomando 
a Hobbes, nadie desea vivir en un estado de miedo constante, de inseguridad y de guerra 
permanente. Pero para establecer un orden, un estado de cosas que tenga como pilar 
fundamental la garantía de la concordia entre los individuos, es necesario un pacto social en 
el que el deseo de los individuos esté guiado ya no por el poder y el deseo particular, sino 
por el poder y la voluntad de todos a la vez. El pacto, entonces, a diferencia del propuesto 
por Hobbes, ya no es de una multitud con un tercero sino de todos con todos:

Por eso debieron establecer, con la máxima firmeza y mediante un pacto, 
dirigirlo todo por el dictamen de la razón (al que nadie se atreve a oponerse 
abiertamente por miedo a ser tenido por loco) y frenar el apetito en cuando 

152	  TTP, XVI §1.
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aconseje algo en perjuicio de otro, no hacer a nadie lo que no se quiere que se 
le haga a uno, y defender, finalmente, el derecho ajeno como el suyo propio.153   

El pacto social descansa en la idea de que los individuos, por medio de este, han de 
considerar el derecho de los demás como suyo propio. Justamente, es esta la característica 
fundamental de la conformación del Estado y la república como lo entiende Spinoza154.  

La premisa de la que se parte para fundamentar este pacto es que existe una ley universal 
de la naturaleza humana: nadie desprecia algo que considere bueno, sea por la esperanza 
de obtener un bien mayor o de mitigar un mal. Por lo tanto, los individuos han de pactar el 
establecimiento de un poder mayor que permita la existencia de cada individuo conforme a 
las leyes naturales, y esto es, en pocas palabras, la utilidad del pacto que le da la fuerza que 
necesita para efectuarse. Sin esta utilidad, dice Spinoza expresamente, el pacto se suprime, 
se deshace, inmediatamente. En este sentido, el Estado que se conforma por medio del 
pacto debe estar acorde a las leyes de la naturaleza y, por ende, al conatus de los individuos. 

Por medio del pacto, entonces, se transfiere no solo parte de su poder sino también de 
su derecho, lo que configura la summae potestates, entendida como la suma de los diferentes 
poderes y derechos de la multitud: 

Para constituir un Estado, éste fue el único requisito, que todo poder de 
decisión estuvieran en manos de todos, o de algunos o de uno […] No se 
podría vivir en paz si cada uno no renunciara a su derecho de actuar por 
exclusiva decisión de su alma (mens). Cada individuo renunció, pues, al 
derecho de actuar por propia decisión, pero no de razonar y de pensar155.

Estas palabras de Spinoza son fundamentales para entender la gravedad del surgimiento 
y fundamento del poder político. Los sujetos que pactan no entregan su derecho y su poder 
íntegramente a la sociedad, tan solo ponen a disposición de esta lo que atañe al actuar bajo 
los designios del la propia alma, esto es, bajo los propios afectos y deseos. No obstante, 
el derecho y el poder para razonar y pensar por sí mismo siguen intactos, y por ello, la 
libertad de los sujetos. La consecuencia de esta característica del pacto está en que el Estado 
deberá garantizar la libertad de fe y pensamiento, aspectos importantísimos en la república 
holandesa, como pilares fundamentales. 

Ahora bien, el poder supremo constituye, a su vez, un derecho supremo en el cual todos 
los individuos ven su propio derecho particular. El poder que surge como resultado del pacto 
no solo tiene el poder (potentia) de dictaminar las leyes, proclamar la paz o la guerra con 

153	 TTP, XVI §2
154	 Valga la pena señalar que Spinoza da una respuesta distinta a la que a su modo se encuentra en la filosofía de 

Rousseau: acá no se establece la superioridad, en todo momento, del bien colectivo frente al individual, sino que 
el bien individual concuerda plenamente con el bien colectivo; no habría diferencia alguna. Esto marcaría una 
diferencia fundamental entre la república rousseauniana y la república espinosista.    

155	  TTP, XX §2
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otro Estado y resolver los conflictos que surjan dentro de la sociedad, sino que, a la vez, es 
potestad (potestates) en la medida que vela por el cumplimiento de un orden que garantice 
el ejercicio y disfrute de los derechos de los individuos. Este es el carácter democrático 
que se encuentra a la base de cualquier Estado, pues, independientemente del tipo que sea 
(monarquía, aristocracia o democracia), lo primero que se establece por medio del pacto es 
el derecho público (jure civili)156. Así, Spinoza sostiene que “el derecho de dicha sociedad se le 
llama democracia; ésta se define, pues, como la asociación general de los hombres que poseen 
colegialmente el supremo derecho a todo lo que puede. De donde se sigue que la potestad 
suprema no está sometida a una ley alguna, sino que todos deben obedecerla en todo”157. 

En este punto, se requiere realizar tres matices para agudizar los límites y trasfondos 
de la soberanía propuesta por Spinoza. El primero tiene que ver con la noción misma que 
se tiene de derecho público que acá ha surgido. Como lo sugiere Negri, es importante 
prestar atención a las definiciones y los usos de las palabras que acá se utilizan, pues pueden 
provocar equívocos, en vez de ayudar a aclarar el asunto del poder democrático en Spinoza. 
En la teoría del derecho, bajo el término derecho público y derecho positivo, “se presupone 
una forma de legitimidad que procede a través de la alienación del derecho natural y la 
construcción de una transcendencia del poder. En consecuencia, el positivismo jurídico 
deviene apología de una fuente exclusiva y transcendente de la producción de derecho y el 
constitucionalismo deviene forma de división de los poderes y de la articulación y control 
en torno a la misma imputación soberana”158. Así las cosas, el pensamiento de Spinoza se 
acerca, al tiempo que toma cierta distancia, al contenido que se les dan a estas dos categorías 
contemporáneas, prevalentes en los debates de la teoría y filosofía del derecho. Para Spinoza, 
la relevancia y fundamento del Estado, y con ello del poder soberano, no presupone ni 
requiere una constitución preexistente, que se va transmitiendo y perfeccionando a lo largo 
del tiempo159, que fundamente el poder político, lo que lo acerca a Hobbes y Bodin. El 
surgimiento del poder político y del Estado es el derecho de origen colectivo que surge por 
medio del pacto social; no se necesita nada más.  

Por otro lado, Spinoza, al contrario de la interpretación de Negri, se acerca de manera 
particular al positivismo al momento de abordar los límites y la legitimación del poder 

156	 Antonio Negri, “El tratado político o la fundamentación de la democracia moderna”. En Spinoza Subversivo. Madrid: 
Ediciones Akal, 2011, subraya que lo que está a la base del pensamiento político de Spinoza es la fundamentación 
del Estado constitucional. Esta apreciación es importantísima pues, a nuestro entender, esto permite sostener la 
tesis de que tanto la monarquía como la aristocracia deben ser constitucionales. Ahora bien, Negri al mismo tiempo 
enfatiza una «discontinuidad» entre el TTP y el TP: que en el segundo se abandona la idea de pacto social por la 
idea consenso. Aunque esta es una tesis válida que ha sido desarrollada por varios comentaristas contemporáneos de 
Spinoza, estamos más cercanos a la lectura de Balibar en el que el pacto no excluye el consenso, sino más bien los dos 
se implica mutuamente. Véase Etien Balibar  «Jus, pactum, lex. Sur la constitution du sujet dans le Traité théologico-
politique» Studia Spinoza, 91: 1, p.109-110. 

157	 TTP, XVI §3. Nuestras cursivas.
158	 Negri, “El tratado político o la fundamentación de la democracia moderna”, 45 
159	 Esto sería, en pocas palabras, lo que trataron de realizar los constitucionalistas ingleses con respecto a la defensa del 

common law. Para una discusión más detallada de esta posible vía de fundamentación del Estado y el poder soberano 
puede verse lo dicho sobre la disputa entre Hobbes y Coke, en el capítulo precedente, y la polémica entre Filmer y 
Locke en el capítulo siguiente.  
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político: “[estos] derivan de un proceso continuo de legitimación a través de la multitudo. 
La legitimación se arraiga de manera inalienable en la colectividad y solo la potentia 
expresada colectivamente, solo la creatividad de la multitudo, determina la legitimidad”160. La 
legitimidad y los límites del poder político, de la potentia, se anclan en dos puntos específicos: 
en la premisa de utilidad en la que descansa el pacto y en el derecho de la multitud que surge 
como resultado de este. Dado que todos transfieren su derecho a todo y lo ponen al servicio 
de la república, el derecho público no es más que el acuerdo de los derechos naturales de los 
sujetos pactantes que juzgan como útil la organización social para vivir en paz y concordia. 
En este caso, no hay ninguna ley positiva que esté antes de la conformación del derecho de 
la multitud, sino que la ley, que equiparará lo justo y lo injusto con lo legal o no legal, es el 
resultado de la conformación del Estado, siendo este una organización de leyes positivas que 
garantizan la paz y la concordia entre los sujetos. Por consiguiente, al comienzo del Estado 
lo que se tiene es el conatus y el deseo de los individuos de procurar su bien; posteriormente, 
aparecerá la ley positiva como garante de un orden específico. 

Lo anterior se agudiza al tener en cuenta la definición concreta que da Spinoza 
de Estado: “Este derecho, que se define por el poder de la multitud, suele denominarse 
Estado [Hoc ius, quod multitudinis potentia definitur, imperium appellari solet]”161. El Estado 
[imperium] no es más que el derecho de la multitud y, como se anotó más arriba, si derecho 
y poder son dos caras de la misma moneda, entonces, también es el poder de esa multitud. 
La legitimidad del poder descansa, por ende, en la multitud y, por lo tanto, esta también 
establece los límites en los cuales se puede ejercer: todo lo que no sea útil para el bien de la 
multitud, entonces, no puede hacerse. Así, la conclusión fundamental es que la soberanía, 
summae potestates, solo puede extenderse de acuerdo con los alcances de la potentia de la 
multitud. Toda soberanía está, en esta perspectiva, siempre atada las necesidades y exigencias 
provenientes de la multitud.         

De este derecho absoluto se desprende el segundo matiz que se debe introducir en este 
punto: la organización de la multitud que surge del pacto espinosiano. El derecho democrático 
necesita ser organizado, de allí que la administración del poder puede estar o bien en manos de 
uno, lo que conformaría la monarquía, en manos de unos pocos, el Estado aristocrático, o en 
manos de todos, la democracia162. Aquí, la distinción entre el fundamento del poder político y 
su organización adquiere toda su fuerza. Todo Estado surge a partir del derecho democrático 
de la multitud, pero esto no excluye que existan monarquías o aristocracias, más bien estas 
son formas determinadas para la administración del poder. De allí que se establezca, como 

160	 Negri, “El tratado político o la fundamentación de la democracia moderna”, 45
161	 TP, II §17
162	 Como es sabido, Spinoza dejó inconcluso el Tratado Político, el cual termina con una somera referencia a cómo sería 

la organización del Estado democrático. No así con respecto a los otras dos clases, pues el capítulo VI y VII aborda 
la monarquía (Spinoza se detiene no solo en describirla sino en establecer su fundamento el cual no entraría en 
contravía con la conformación del Estado), y los capítulos VIII al X están dedicados a los dos tipos de aristocracia 
(centralizada y descentralizada) y, en respuesta al asesinato de los hermanos Witt, defensores de la aristocracia 
holandesa pero al tiempo abiertos a las revoluciones democráticas y republicanas que se gestaban en Europa, la 
forma cómo la aristocracia no debe caer en tiranía. El capítulo XI, el cual se sabe por la correspondencia de Spinoza, 
sería el comienzo del núcleo de su teoría política. 



William Felipe Guerrero Salazar

76

lo dirá Rousseau en su momento, un gobierno en el cual la multitud transfiere no el poder 
sino la potestad para la administración de los asuntos del Estado.

Esta transferencia de potestad se yergue en dos pilares fundamentales. El primero tiene 
que ver, en pocas palabras, con el deber de quien ostenta el cargo de administrador de los 
asuntos estatales: “Es cosa de todos admitida que el deber de quien detenta el poder estatal 
[imperium] es conocer en cada momento la estructura y situación del Estado [imperii statum 
et conditionem], velar por el bienestar de todos [communi omnium saluti vigilare] y hacer lo que 
es útil a la mayor parte de los súbditos [maiori subditorum parti utile est]”163. De esta manera, 
aquel que posea el poder político, es decir el soberano, tiene el deber de respetar el espíritu 
del pacto y, con ello, la finalidad de todo Estado. El soberano debe saber cómo se organiza el 
Estado y la sociedad a la cual está guiando, además de ser consciente de las necesidades de 
la multitud. Bajo esta condición, los derechos del soberano de proclamar la guerra o la paz, 
de implementar e interpretar las leyes, dar solución a los conflictos, entre otros, pueden estar 
acordes con los cimientos por los cuales se ha decidido entrar en una asociación política. 

El segundo pilar de la potestad es que la multitud solo transfiere aquello que no puede 
mantener en su poder. Esto quiere decir, en pocas palabras, las decisiones más apremiantes 
que pueden afectar la convivencia de los individuos (la emergencia de la amenaza de guerra, 
por ejemplo) y la solución de controversias aplicando e interpretando la ley del Estado. Esto 
último es fundamental, dado que, para Spinoza, al igual que Locke y Hobbes, los sujetos 
no pueden ser jueces y partes al mismo tiempo. Parte de la discordia entre los hombres 
está en que, al actuar bajo los mandatos de sus propios deseos, siempre van a buscar el bien 
propio sobre el de los demás a la hora de entrar en controversias. Por eso, la multitud debe 
transferir la potestad para que un tercero imparta justicia ahí donde se necesita, es decir, que 
aplique la ley en virtud de la utilidad de la mayoría, manteniendo el orden. 

Así, el soberano deberá ser quien administre, de manera adecuada, el poder y el derecho 
dentro del Estado. Esta idea de administración es fundamental para Spinoza, pues una cosa 
es tener el derecho y el poder y otra muy distinta es administrarlo adecuadamente: 

Como la mejor regla de vida que uno puede adoptar para conservarse lo mejor 
posible es aquella que se funda en el dictamen de razón, se sigue que lo mejor 
es siempre aquello que el hombre o la sociedad hacen con plena autonomía. 
Yo no afirmo, en efecto, que toda acción conforme a derecho sea la mejor 
posible. Pues una cosa es cultivar un campo con derecho y otra cultivarlo 
muy bien; una cosa, digo, es defenderse, conservarse, emitir un juicio, etc., con 
derecho y otra defenderse, conservarse y emitir juicios lo mejor posible. Por 
consiguiente, una cosa es gobernar y administrar la cosa pública con derecho 
y otra distinta gobernar y administrar muy bien164. 

La diferencia entre poseer y administrar plantea, a su vez, la diferencia entre el estado 
natural y el Estado político. Como se dijo más arriba, las intrigas, la fuerza y los artilugios 

163	 TTP, VII §3
164	 TP, V §1
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que los sujetos adoptan para conservar su naturaleza no están prohibidos, pues están en 
concordancia con el conatus. No obstante, aunque no estén prohibidos, no quiere decir 
que sean las mejores vías para la defensa y conservación de los individuos. Se requiere, 
apoyándose en la razón, establecer una organización en la que el poder y el derecho de los 
sujetos se administre de manera adecuada. Por ello es que el derecho de la multitud busca 
que los sujetos actúen con respecto a una razón superior a ellos, lo que solo es posible en la 
medida en que se administre de manera adecuada el poder.  

Así, la administración del poder tiene que ver, expresamente, con el deber del soberano 
de conocer la organización y el estado en el que se encuentran los asuntos públicos. Sea 
quien sea el soberano (un rey, en la monarquía constitucional; una ciudad, como en la 
aristocracia centralizada; una unión de ciudades independientes, como en la aristocracia 
no centralizada; o un Consejo Supremo, cuyos integrantes se han elegido de la multitud de 
manera libre y autónoma, como en la democracia), tiene que cumplir con este deber. Por 
eso, todo poder de un Estado debe estar anclado a un orden adecuado, en el que la potestad 
no sea más que la administración de este poder de la mejor manera. Pero existe un riesgo 
latente: que el soberano se deje influenciar por los deseos individuales, o de unos pocos, y se 
olvide del bien de la mayoría. Spinoza reconoce este impase de la organización, en la medida 
en que se tiene en cuenta la naturaleza humana. Es así como, por ejemplo, se afirma que el 
rey puede actuar de manera arbitraria:

Los reyes, en efecto, no son dioses, sino hombres, que se dejan engañar a 
menudo por los cantos de sirenas [Spinoza utiliza el ejemplo de Ulises como 
símil del individuo cuando escucha únicamente a su propio deseo]. De aquí 
que, si todo dependiera de la inconstante voluntad de uno, no habría nada fijo. 
Por eso, para que el Estado monárquico sea estable, hay que establecer que 
todo se haga, sin duda, según el decreto del rey, es decir, que todo derecho sea 
la voluntad del rey explicada; pero que no toda voluntad del rey sea derecho.165 

La reflexión política de Spinoza apunta a que el rey, que ha sido elegido por la multitud, 
debe rodearse con consejero y militares166 que conozcan muy bien las necesidades y asuntos 

165	 TP, VII §1
166	 “Pues en el capítulo II hemos demostrado que el derecho se mide por el solo poder, y que el poder de un solo 

hombre es incapaz de soportar tal cargar. De ahí que el rey, que la multitud eligió, se rodea de jefes militares, 
consejero o amigos, a los que confía la salvación propia de la comunidad” TP, VI §5. Estas palabras de 
Spinoza pueden relacionarse con una de las tesis fundamentales del derecho a la resistencia, defendido por 
los hugonotes en la Francia del siglo XVI. En Vindciae contra Tyrannos, texto que expresa la teoría política y 
constitucional del derecho a la resistencia, se defiende la idea de que el pueblo realiza un pacto con el rey, pues 
el primero ha de elegir al segundo: “Ahora decimos que es el pueblo quien nombra a los reyes, quien les confía 
los reinos y quien con sus sufragios aprueban su elección”. Stephanus Junius Brutus. Vindiciae contra tyrannos,  
(Madrid: Tecnos, 2008), 80. Este pacto, en la filosofía de Spinoza, se materializa con la delegación de la potestad, 
como lo hemos señalado más arriba, para administrar adecuadamente la República. No obstante, Spinoza, como 
se verá a continuación, se distancia de esta visión política del mundo al postular la obediencia absoluta al soberano, 
pues es él quien encarna la suprema racionalidad con la cual se debe guiar la existencia. Así las cosas, la desobediencia 
en la república espinozista solo puede darse en el pensamiento y no en la acción. 
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del Estado para escuchar sus juicios y reclamos antes de decretar su voluntad. Esto solo es 
posible siempre y cuando los consejeros, los representantes de los Estados y los miembros 
del Consejo Supremo, sea cual sea el caso, no hayan renunciado a su derecho de enjuiciar lo 
que sea más útil para ellos y para la mayoría. Por eso, la base democrática de todo Estado 
tiene que garantizar la libertad para que los ciudadanos puedan ejercer el juicio sobre lo útil 
y necesario.         

Por último, el tercer matiz tiene que ver con una cierta «circularidad» teórico-práctica 
del argumento de Spinoza. Esta circularidad la expresa Balibar:

Círculo teórico: el Estado democrático, en última instancia, parece ser el 
más estable solo porque, desde el principio, se invirtieron implícitamente 
postulados democráticos en la definición de cualquier estado. Círculo 
práctico: los Estados no democráticos, los más ignorantes del hecho de que 
el poder y la libertad están necesariamente involucrados, tienen muy pocas 
posibilidades de dominar su propia arbitrariedad, por lo tanto, de escapar de 
la disensión, revueltas y revoluciones, cuando tendrían más necesario167. 

Los dos círculos expresan el asunto fundamental de la teoría constitucionalista de 
Spinoza: cómo franquear la brecha entre la esencia, o para utilizar los términos de Negri, 
la ontología democrática de todo Estado, que ha de devenir como una república libre, y los 
defectos y peligros que atraviesan la administración del poder en su práctica concreta. Este 
aparente desajuste es el que se enfrenta Spinoza en el capítulo XVI del TTP, pues remite a 
la articulación de una tríada fundamental: soberanía, pacto social y obediencia. Entender la 
articulación de estos tres términos permiten, en primer lugar, plantear una posible salida a esta 
tensión entre lo ontológico y lo práctico y, en segundo lugar, señalar la fuerza e importancia 
que tiene el problema de la soberanía en la propuesta constitucionalista de Spinoza.

Partamos, a riesgo de caer en repetición, del asunto que acá se ha querido dilucidar. 
La doble dimensionalidad del poder implica, por un lado, la sujeción de algunos sujetos 
a una autoridad suprema; por otro lado, refiere a la organización y el estado de cosas que 
deben mantenerse para alcanzar los fines de la organización política. Pero la potentia, a 
su vez, es entendida como el poder creador, el poder constituyente, como lo llamaron los 
constitucionalistas de la revolución francesa, que da origen a una organización política 
determinada; la potestas es el medio por el cual se regula y ordena el poder político, es decir, 
el poder constituido. El desajuste entre lo ontológico y lo práctico no es más que la bisagra 
entre la potentia y la potestas. Así, dependiendo del autor que se estudie, se hará énfasis en 
una o en la otra168. En el caso de Spinoza, al tener en cuenta las circunstancias políticas del 

167	 Etinne Balibar, Spinoza et la politique, (Paris: PUF, 2005), 43
168	 Bodin, Hobbes, Filmer y Rousseau acentúan más la orilla de la potentia, aunque esto no quiere decir que, por 

ejemplo, en el Leviatán no haya momentos en los cuales se describa la forma cómo debe ser la organización del 
Estado (la conformación de los consejeros, los ministros y las condiciones materiales de dicho Estado). Locke y 
Sieyès dan más fuerza a la institucionalidad del poder, al orden que se establece y su funcionamiento. Para un análisis 
más extenso del este problema en los autores ingleses y franceses, cfr. Segunda parte del presente texto.  
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desarrollo de la república neerlandés, su reflexión constitucional se detiene extensamente en 
la descripción del funcionamiento del poder. Es así como en los capítulos VI al XI del TP 
se da una descripción, bastante precisa, de la forma de operar de cada uno de los tipos de 
Estados posibles. Pero esta descripción parte de los postulados ontológicos, por lo cual es 
importante detener la vista por un momento en este paso fundamental.       

Al momento de establecer un orden, es necesario que exista una sujeción a este para que 
se mantenga, pues no sirve de nada si este no es obedecido. En palabras de Balibar: “Todo 
Estado instituye la dominación y, en consecuencia, la obediencia, por lo tanto, somete a 
los individuos a un orden objetivo”169. Los individuos, y en este sentido se entienden como 
súbditos, deben obedecer al orden y al estado de cosas que se han establecido para mantener 
la paz y la concordia, lo que lleva a introducir un matiz bastante importante que no hay que 
perder de vista. A diferencia de Hobbes, no se trata de obedecer incuestionablemente a la 
voluntad del soberano, por el contrario, los súbditos en la república espinosista respetan y 
se subordinan al orden establecido por el poder soberano porque ven en él cierta utilidad 
para cumplir con su conatus. Por eso aquí adquiere importancia radical el hecho de que el 
soberano debe siempre guiarse con el objetivo de cumplir con su deber, de lo contrario, el 
contrato se disolvería y, por ende, el orden instaurado por él. De ahí la necesidad intrínseca 
de que el soberano conozca muy bien las necesidades, la organización de Estado y la escucha 
de los consejos y juicios de quienes lo rodean; sin ello, este no podría cumplir con la buena 
administración y función de la república.

Por eso, para Spinoza, las decisiones absurdas, es decir, aquellas que van en contravía 
a los asuntos públicos, son menos frecuentes en el Estado democrático, dado que en él se 
garantiza la libertad de juicio y fe, además de hacer partícipes de la organización del poder a 
representantes escogidos por la multitud. Expresamente, lo dice Spinoza en el TTP:

Añádase a lo anterior que tales absurdos son menos de temer en un Estado 
democrático; es casi imposible, en efecto, que la mayor parte de una asamblea, 
si esta es numerosa [para Spinoza una de las características fundamentales 
del Estado democrático es que sus asambleas son conformadas por el mayor 
número posible de ciudadanos que cumplan con tres condiciones concretas: 
ser legalmente nativo del país, ser completamente autónomo (se excluyen 
así los niños, mujeres, insensatos y esclavos) y no haber cometido ningún 
delito], se ponga de acuerdo en un absurdo. Lo impide, además, su mismo 
fundamento y su fin, el cual no es otro, según hemos visto, evitar los absurdos 
del apetito y mantener a los hombres, en la medida de lo posible, en los límites 
de la razón, a fin de que vivan en paz y concordia170. 

De esta manera, la soberanía adquiere una tarea bastante particular: permitir a los 
ciudadanos vivir bajo los postulados de la razón, frenando, así, los arrebatos de los apetitos 

169	 Etinne Balibar, Spinoza et la politique, 45
170	 TTP, XVI §V
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y deseos individuales. Esto solo es posible si el fundamento del Estado se da por un acuerdo 
entre la multitud, una cesión de derecho-poder, donde se acepta actuar bajo los mandatos 
de esta razón superior que configura la soberanía para organizar la república teniendo el 
orden natural, la naturaleza humana y el derecho de la multitud como puntos cardinales. 
Si esto se cumple, luego el ejercicio del poder, para Spinoza, será efectivo, es decir, cumplirá 
con sus fines y límites, al mismo tiempo en que los sujeto obedecerán a este plenamente.        

Lo anterior permite dar el salto a los atributos que Spinoza le da al poder soberano, 
entendido como la unión de poderes y derechos, summae potestates. La primera característica 
es fundamental, en la medida en que relaciona la propuesta constitucional de Spinoza con 
la de los demás autores aquí estudiados. Para Spinoza, al igual que antes para Bodin y 
Hobbes y posteriormente para Rousseau, la soberanía es absoluta171, pues esta se desprende 
del derecho absoluto de la multitud y, por lo tanto, todo lo puede hacer. La soberanía, al ser 
la suma de los poderes y derechos naturales de los individuos, mantiene intacto el derecho 
a todo, a que su ejercicio y efectividad tenga todo el alcance que necesita, de lo contrario 
no podría ser caracterizada con el apelativo de suprema. De allí que esta no esté atada a 
ninguna ley positiva, como ya lo afirmaba en su momento Bodin y Hobbes: “De donde 
se sigue que la potestad suprema no está sometida a ninguna ley, sino que todos deben 
obedecerla en todo”172. Al pactar, los sujetos han dado origen a la suprema potestad, para 
que pueda hacer lo que crea conveniente, y esto quiere decir, en suma, que se han sometido 
a la suprema autoridad que ella es. Quien no la obedezca, además de ser considerado como 
un insensato, será catalogado como enemigo del Estado:

Puesto que lo han hecho incondicionadamente [el pacto] (ya fuera, como 
hemos dicho, porque la necesidad los obligó o porque la razón se lo aconsejó), 
se sigue que estamos obligados a cumplir absolutamente todas las órdenes de 
la potestad suprema, por más absurdas que sean, a menos que queramos ser 
enemigos del Estado y obrar contra la razón, que nos aconseja defenderlo con 
todas las fuerzas. Porque la razón nos manda cumplir dichas órdenes, a fin de 
que eligiéramos de dos males el menor173. 

Así las cosas, lo absoluto de la soberanía en Spinoza es doble: no está atada, por un lado, 
a ninguna ley positiva, pues es ella la que proclama y vela por el cumplimiento de las leyes 
civiles; y, por otro, la obediencia y sujeción a ella es completa e incondicional. Ahora bien, 
como ya se ha dicho incontables veces, esto no significa que la soberanía no responda al 

171	 Antonio Negri, “El tratado político o la fundamentación de la democracia moderna”, 44, sostiene una opinión 
distinta, pues para él la soberanía espinozista no es absoluta, sino todo lo contrario, es una crítica a las teorías 
absolutistas del poder. Para este filósofo las reflexiones del poder político de Spinoza solo muestran, una y otra vez, 
la necesidad de que este sea limitado, por ende, no puede ser absoluto pues ello implicaría que estuviera desprovisto 
de todo límite. No obstante, como hemos insistido no solo a lo largo de este capítulo sino en el precedente, que la 
soberanía sea entendida como absoluta no implica necesariamente la ausencia de límites y frenos a su ejercicio.  

172	 TTP, XVI §V
173	 TTP, XVI §III
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cumplimiento del orden natural y la naturaleza humana. Una cosa es no estar sometido a 
las leyes civiles; otra cosa muy distinta es atender al orden natural de las cosas. 

De este carácter absoluto del poder soberano se desprende el segundo atributo: la suprema 
potestad puede mandar cuanto quiera. Esta es una consecuencia lógica de lo que se ha dicho 
hasta el momento, pues la potestad suprema puede hacer lo que considere necesario para 
mantener el orden dentro de la república. Así, la potestad tendrá el deber de hacer todo 
lo posible, todo lo que hasta su poder y derecho le permite, para garantizar la salud y el 
buen cumplimiento de los asuntos públicos. Por eso, la suprema protestas tiene el derecho de 
mandar y decretar todo lo que considere necesario y razonable para el buen funcionamiento 
de la república. No obstante, este poder de mandar por medio de la ley debe entenderse, por 
lo que se ha dicho hasta aquí, como la salvación del pueblo y no del soberano que la dicta: 
“en el Estado y el gobierno […] la suprema ley es la salvación del pueblo y no de quien la 
emana”174. Si manda solo lo hace en virtud del derecho de la multitud y no por deseos egoístas 
de unos pocos. Solo así puede mantener este atributo fundamental del poder soberano.  

En este punto surge la tercera cualidad del poder soberano: el soberano no puede cometer 
injuria contra los súbditos. Esta conclusión surge de la definición misma del derecho civil. 
Afirma el filósofo holandés:

Por derecho civil privado no podemos entender otra cosa que la libertad de 
cada cual a conservarse en su estado, tal como es determinada por los edictos 
de la potestad suprema y defendida por la sola autoridad. Pues una vez que 
cada uno transfirió su derecho a vivir a su antojo […] ya está obligado a vivir 
según la razón de éste y a defenderse con su sola ayuda. La injuria se produce 
cuando un ciudadano o súbdito se ve forzado por otro a sufrir algún daño 
contra el derecho civil o contra un edicto de la suprema potestad175.

La injuria no es más que el actuar en contravía de las leyes que organizan la república. 
De lo que se sigue, en el argumento de Spinoza, que dado que la soberanía no está atado 
a ninguna ley positiva entonces no puede cometer injuria contra los súbditos. Esta solo 
se haya en la relación entre ciudadanos, no entre soberano y ciudadanos. De allí que el 
soberano sea justo, es decir, garantizarle a cada uno el goce de su derecho civil, y por ende 
su derecho natural. Por eso el soberano siempre va a estar obligado a defender por igual 
el derecho de cada ciudadano, es decir, ante el soberano todos son iguales sin importar su 
estatus económico y social, pues todos gozan de los mismos derechos.

Lo dicho hasta este punto permite abordar el último asunto donde, según nuestro 
entender, se anuda completamente la teoría constitucionalista de Spinoza: la libertad de 
fe y de pensamiento. Este problema a parece, en todo su esplendor, al final del TTP, en 
donde Spinoza trata de dar respuesta a lo que acontece en la Unión de los Países Bajos de 

174	 TTP, XVI §III
175	 TTP, XVI §IV.
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su época, que llevó al asesinato de los hermanos Witt, el 20 de agosto de 1672. El desarrollo 
de la República Holandesa fue impulsado por el fortalecimiento de una «mentalidad»176 
que enfatizaba las prácticas políticas tradicionalistas de una organización política basada en 
los valores de la autonomía, el debate y la cultura política de los ciudadanos. Por esta razón, 
una de las características fundamentales de la República Holandesa es el desajuste entre los 
problemas políticos y sociales y su resolución constitucional:

La historia de la República Holandesa exhibe no solo un desajuste arraigado 
entre la teoría y la práctica en política, sino también una disyunción persistente 
entre los términos de la vida política y la forma constitucional. Junto con estas 
dos anomalías normalizadas, existe una perspectiva habitual profundamente 
práctica para resolver problemas políticos y una predisposición hacia la 
construcción de consensos177.      

Todo asunto político que surgiera dentro de la República tendría que ser solucionado 
por medio del debate y el consenso de todas las Provincias Unidas, por lo que el reto se 
hallaba en establecer, en primer lugar, unos valores comunes que cada una de las provincias 
respetara y, en segundo lugar, el establecimiento de un orden concreto que permitiese que 
el debate y el consenso se llevarán a cabo. Este reto no es ignorado, en ningún sentido, por 
Spinoza quien, en sus escritos políticos, trató de darle respuesta a esta exigencia de una 
república basada en valores comunes, la libertad y el consenso. 

De aquí la importancia del período de Witt para entender las preocupaciones que 
asediaban la mente de Spinoza. Este período se caracterizó por la defensa de una agenda 
política que englobara las virtudes políticas necesarias para mantener el consenso, además de 
defender un sistema de «verdadera libertad» fundada en la racionalización de las prácticas y 
decisiones políticas. El pensamiento de Spinoza y Johan de Witt concuerdan en dos puntos 
específicos, los cuales permiten entender los cimientos del pensamiento constitucionalista 
espinosiano. El primero tiene que ver con la tesis de que los intereses individuales no son un 
obstáculo al interés colectivo o, en otras palabras, el interés de los individuos no se contrapone 
absolutamente al interés general de la comunidad política a la que se hace parte. Esto sucede 
porque todo interés individual está articulado con las virtudes políticas, virtudes que no son 
más que las expresiones de los intereses públicos o municipales. De esta manera, como lo 
señala Prokhovnik, se defiende una especie de pensamiento comunitario, donde cada sujeto 
reconoce sus valores individuales en los postulados por la comunidad que habita.

El segundo punto, que se desprende del anterior, es el reconocimiento de que el disenso 
y la polémica son constantes, inclusive cuando se comparten valores. Esto quiere decir, sin 

176	 Raia Prokhovnik. Spinoza and Republicanism, (Great Britain: Palgrave MacMillan, 2004), 156 señala que para 
comprender adecuadamente el surgimiento de la República Holandesa es necesario delimitar y abordar las 
características de la mentalidad holandesa de la que surgió. Con el término «mentalidad» “se quiere resaltar la 
importancia del trasfondo de valores y lenguaje en las cuales las ideas son expresadas, para comprender la historia 
intelectual en el contexto de la historia política”. Lo anterior no solo es válido para el caso holandés, sino también para 
lo concerniente al caso francés, inglés y prusiano.  

177	 Prokhovnik. Spinoza and Republicanism, 156.
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más, que, aunque la comunidad política descanse en postulados comunitarios, no significa 
que todos los sujetos estén de acuerdo con los demás. Dado que la República es la unión 
de diferentes provincias, esto implica que existen un miliar de interpretaciones y puntos de 
vista que confluyen en intereses comunes. La piedra angular de la República, por ende, es 
la aceptación y el reconocimiento de la diversidad de identidades que se encuentran en las 
provincias y ciudades.  

Estos dos pilares de la República Holandesa pueden entenderse como el resultado de 
la ambigüedad-tensión que resultó de la Unión de Utrecht que se extendió desde 1579 
hasta la firma de la Paz de Westfalia. Por un lado, se reconoció el cuerpo de gobierno 
central limitado, los Estados Generales, pero proclamando, en segundo lugar, que el poder 
soberano de las provincias se mantendría intacto. En términos prácticos, la discusión ya no 
estaba en determinar quién poseía el poder soberano, sino la autoridad para adoptar una 
solución a un problema político. Por eso, en la República Holandesa, a diferencia de otros 
países europeos, “no existía la intención de crear un nuevo Estado ni de acordar un nuevo 
arreglo constitucional del poder”, lo que hizo que la Unión de Utrecht fuese “considerada 
una ley fundamental, podría decirse, el sustituto de una constitución, hasta 1795, cuando 
se extinguió la República Holandesa”178. 

La razón de esto es que, tras las revueltas contra la corona española, surgió el celo de las 
provincias por mantener su independencia y soberanía frente a cualquiera actor externo, sea 
un monarca u otra provincia. Así las cosas, en la práctica, lo que predominó fue un acuerdo 
entre ciudades soberanas, un tratado internacional para ser precisos, que compartían un 
mismo objetivo de resguardad su identidad e independencia, en vez de una constitución 
a la que todos estaban sometidos, instituyendo un Estado cuya cohesión estaría en el 
acatamiento de dicha constitución. 

La consecuencia, en lo que refiere al problema aquí pensado, es que las discusiones en 
torno a la soberanía se trasladan a un terreno distinto al que se encontraban con autores 
como Bodin y Hobbes, por dos razones concretas. En primer lugar, el asunto ya no se 
encuentra en delimitar y fundamentar un concepto fuerte de soberanía, el cual unifique 
y legitime el poder político y su ejercicio. En segundo lugar, el problema de la autoridad 
comienza a tener un lugar predominante en las discusiones políticas y sociales en las 
que se desarrolló la República Holandesa. Con los autores de la soberanía absolutista, el 
problema de la autoridad política quedaba resuelto en la medida en que se situaba en el 
soberano. Aquí, la pregunta no es quién es el soberano, sino quién tiene la autoridad para 
dar respuesta a los problemas políticos y económicos que surjan dentro de la República179. 

178	 Herber Rowen (ed.) The Low Countries in Early Modern Times, (London, Macmillan, 1972), 68
179	 El problema de la autoridad siempre ha estado ligado con el poder soberano. Aquí no negamos, en ningún momento, 

que antes de la República Holandesa no se dieran discusiones con respecto a la autoridad. Efectivamente, como la 
polémica sobre el derecho divino de los reyes (véase al respecto el capítulo siguiente), tiene que ver con el criterio 
de autoridad, que comienza a entrar en crisis en la Europa medieval después de la caída de Constantinopla. No 
obstante, lo que hace interesante, a nuestros ojos, la República Holandesa es que en ella el énfasis no está tanto en la 
soberanía sino en la autoridad política que yergue en paralelo a ella. Esto es, para decirlo sin rodeos, el primer estadio 
de una de las tensiones que serán agudizadas y discutidas en el siglo XIX y XX: la contraposición de la autoridad y 
el poder soberano. Así las cosas, entender este matiz que introduce la República Holandesa, en general, y la filosofía 
política de Spinoza, en particular, permitirá asir el problema de la soberanía en autores posteriores.  
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La respuesta es clara: los Estados Generales, conformados por representantes de las 
provincias soberanas, es el ente con autoridad para decidir sobre problemas concretos 
que afecten a la Unión de Provincias.  

Así las cosas, los Estados Generales se ocupaban de los asuntos financieros y de política 
exterior (la guerra o la paz contra otros Estados) que incumbían a las provincias unidas. 
No obstante, dentro de los Estados Generales surgieron diferentes discusiones y visiones de 
cómo se debería garantizar y mantener la libertad deseada:

Si bien, las instituciones centrales estaban igualmente comprometidas con la 
defensa de la libertad, el desacuerdo surgió —en especial en referencia a la 
monarquía española— sobre la mejor manera de defender la libertad. Quienes 
abogaban por una mayor cooperación entre las provincias —una causa 
relacionada con la continuación de la guerra contra España— señalaron que 
el énfasis en su “propia soberanía” por parte de cada provincia obstaculizaba la 
colaboración entre ellas. Seguiría “demasiada libertad”, lo que conduciría a la 
discordia interna y a la “guerra interna”, argumento que también se utilizó para 
mantener los altos impuestos por la guerra. Preservar la libertad de la patria 
también fue el argumento principal de quienes defendieron una libertad 
provincial más fuerte, la reducción de impuestos y una disminución del papel 
desempeñado por los organismos más centrales al abogar por la paz180.      

La discusión, en pocas palabras, no estaba en el qué, sino el en cómo. Así las cosas, la 
pregunta que surgía, no solo en los Estados Generales sino, a su vez, en Spinoza era: ¿cómo 
debe organizarse el poder político para que garantice la libertad de cada provincia pero que 
permita la cooperación a partir de un fin común? La respuesta del filósofo holandés será 
la summae potestates que ordena y garantiza la libertad de pensamiento y de fe, y solo así la 
república puede considerarse como la defensora suprema de la libertad humana en todos 
sus ámbitos, es decir, en lo individual y en lo colectivo. 

A los ojos de Spinoza, la libertad en un Estado solo puede efectuarse cuando se garantiza 
la libertad de credo y de pensamiento, como lo proclama la República Holandesa de su 
tiempo. No obstante, el filósofo reconoce que no es fácil que los Estados defiendan estas 
dos libertades, pues en ellas han visto su ruina y disolución. Tal es la razón por la cual, en el 
prefacio de TTP, Spinoza expresa que su objetivo es demostrar que estas libertades, por el 
contrario, son beneficiosas:

Viendo pues que nos ha caído en suerte la rara dicha de vivir en un Estado, 
donde se concede a todo el mundo plena libertad para opinar y rendir culto a 
Dios según su propio juicio, y donde la libertad es lo más apreciado y lo más 
dulce, he creído hacer algo que no sería ni ingrato ni inútil, si demostrara que 

180	 Laura Manzano. Conflicting Words: The Peace Treaty of Münster (1648) and the Political Culture of the Dutch Republic 
and the Spanish Monarchy. (Leuven: Leuven University Press, 2011), 132
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esta libertad no solo se puede conceder sin perjuicio para la piedad y la paz 
del Estado, sino que, además, solo se le puede suprimir, suprimiendo con ella 
la misma paz del Estado y la piedad181.  

En este sentido, la paz del Estado solo se logra en la medida en que se garantiza las 
condiciones necesarias para que la libertad individual pueda ejercerse. Los individuos, por 
ende, no se contrapondrán al Estado, pues tanto para los unos como para el otro la libertad 
es la virtud que comparten y guía la vida en comunidad.  

En el TP, la libertad no es más que un corolario del conatus, dado que todos los 
individuos tienen una voluntad libre para hacer todo lo que esté en su poder para garantizar 
su existencia. De esta premisa, Spinoza desprende la conclusión fundamental, que se 
constituye como bisagra entre el individuo y el Estado político: 

De ahí que no cabe decir que el hombre es libre, porque puede no existir o 
porque no puede usar la razón, sino tan solo en cuanto tiene la potestad de 
existir y obrar según las leyes de la naturaleza humana. Cuando más libre 
consideremos, pues, al hombre, menos podemos afirmar que puede no usar 
de la razón y elegir lo malo en vez de lo bueno.182

En la medida en que los individuos orienten sus acciones por medio de la razón, más 
libertad tendrán. Por ello, si el Estado configura la razón suprema se sigue, de manera 
consecuente, que dentro de este los individuos podrán ser libres en mayor grado. Lo 
anterior solo es posible siempre y cuando los individuos no renuncien, en ninguna medida, 
a su facultad de juzgar, pues eso sería renunciar al uso de la razón. Esto es lo que Spinoza 
trata de argumentar al final del TTP.

El fin último del Estado es que el cuerpo y el alma (mens) de los individuos puedan 
realizar sus funciones con seguridad, además de servirse de su razón de manera libre. 
En pocas palabras, “El verdadero fin del Estado es, pues, la libertad”183. Y esta libertad 
ha de mantenerse intacta en la medida en que los individuos, por medio del pacto, han 
renunciado a actuar conforme a sus deseos individuales, pero ha mantenido su derecho 
natural a juzgar y razonar con respecto a lo que le incumbe. Así, quien actúe contra las leyes 
establecidas por la summa potestates, actúa violando el bienestar común, por lo que será 
considerado enemigo del Estado. Pero, otra cosa distinta es razonar y juzgar dichas leyes 
valiéndose de la propia razón. Para Spinoza, si el individuo utiliza su razón para juzgar los 
acontecimientos y decisiones del Estado, pero, al mismo tiempo, las acata, como lo debe 
hacer todo súbdito, entonces, no puede ser considerado enemigo del Estado. De allí que se 
llegue a una conclusión bastante concreta: 

181	 TTP, Prefacio. II.
182	 TP, II §7
183	 TTP, XX §2 
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Vemos, pues, de qué forma puede cada uno, dejando a salvo el derecho y 
la autoridad de las supremas potestades, es decir, la paz del Estado, decir, 
y enseñar lo que piensa: con tal que les deje a ellas decidir sobre las cosas 
que hay que hacer y no haga nada en contra de tal decisión, aunque muchas 
veces tenga que obrar en contra de lo que considera bueno y lo que piensa 
abiertamente.184 

En este punto se introduce un matiz en la argumentación del filósofo holandés, que 
puede presentar ciertas tensiones con lo que se ha venido señalando hasta el momento. 
Aunque existe una libertad para expresar su pensamiento y su credo, no obstante, no toda 
opinión puede ser aceptada dentro del Estado. Toda opinión que incentive a la disolución 
del pacto político, que busque que los súbditos no acaten las leyes de la suma potestades, 
es decir, toda opinión sediciosa debe ser vista como un peligro para el bienestar del Estado. 
Así las cosas, la libertad de pensamiento y de credo tiene un límite muy claro: la salud de la 
comunidad política. 

Ahora bien, la consecuencia fundamental, en lo que respecta al problema aquí abordado, 
tiene que ver con el límite del poder soberano que diferenciará a Spinoza con los filósofos 
anteriores a él. Las potestades supremas tienen como principio fundamental garantizar este 
derecho natural de los individuos de expresar su pensamiento y credo, es decir, la censura 
no puede darse dentro de una república libre. No obstante, dado que el pacto establece un 
orden predeterminado, un estado de cosas con fines determinados, el poder soberano debe 
velar por que este no sea amenazado en ningún aspecto, ni por acciones ni por palabras. 
Así las cosas, la libertad de los individuos solo es absoluta en la medida en que van en 
concordancia con las virtudes comunes, donde sus acciones respetan la ley establecida. De 
lo contrario, una acción y pensamiento que ponga en entredicho la formación del estado 
democrático, el poder soberano y el bienestar común, no puede considerarse como libre, 
pues estaría actuando en contravía con la razón suprema y el derecho de la multitud, es 
decir, sería contra natura.

Llegado a este punto, se podría decir que la libertad, en suma, es el carácter fundamental 
de la mentalidad holandesa. Una libertad que se establece como la guía del poder y la 
organización política, un postulado fundamental que se defendió desde distintos flancos y 
con un centenar de matices. Spinoza no es ajeno a este pensamiento particular de su época, 
pues es fácil armonizar su filosofía política con los postulados defendidos en la República 
Holandesa. No obstante, lo interesante de las reflexiones espinosistas es que defienden la 
necesidad de que la libertad solo es posible cuando los intereses del Estado corresponden 
con los intereses individuales; cuando no se contraponen los individuos y el aparato estatal 
que mantiene el orden y la paz. Así, se postula una unidad articulada entre el soberano, la 
ley y los súbditos-ciudadanos, en la que ninguno se entiende como la contraparte del otro. 
Quizá es este uno de los asuntos más sugerentes de la filosofía de Spinoza que valdría la 
pena seguir pensando con profundidad. 

184	 TTP, XX §2
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La libertad espinosista, y este es la conclusión más relevante para los propósitos que aquí 
se han trazado, propone entender la soberanía ya no desde el flanco de la constitución de 
un concepto fuerte, como era el caso de Bodin y Hobbes, sino desde la organización y sus 
efectos en el orden y la administración de los asuntos públicos de la república. La soberanía 
se concibe desde la doble dimensionalidad del poder, donde el énfasis se halla no tanto en el 
sujeto que ejerce ese poder, el soberano, sino en su objeto. Así las cosas, Spinoza se ubica en 
un punto intermedio entre la filosofía de la soberanía absoluta, en la medida en que recoge 
varios de sus postulados, a la vez que establece la entrada a uno de los aspectos fundamentales 
de la soberanía de los siglos posteriores: la organización e institucionalización del poder. De 
allí la importancia de abordar la filosofía de Baruch Spinoza desde el constitucionalismo 
moderno y el desarrollo del pensamiento político moderno y la soberanía. 





SEGUNDA PARTE
EL CONSTITUCIONALISMO DE LAS 
REVOLUCIONES

De la soberanía limitada a la soberanía popular 
radical
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La revolución inglesa y el surgimiento 
de la soberanía limitada 

Los siglos XVII y XVIII, tanto en la filosofía política moderna como en la teoría 
constitucionalista europea, se caracterizan por la construcción y encuentro de dos 
concepciones ideológicas, que suelen presentarse como antagónicas, de la soberanía: por un 
lado, la soberanía de los pensadores absolutistas y, por el otro, la soberanía popular postulada 
por los ideólogos de las revoluciones burguesas. Los primeros respaldaban una soberanía 
basada en la tesis del derecho natural de los reyes, “el cual suscribían los monarcas de Francia 
e Inglaterra”185, para legitimar su ejercicio del poder sin estar supeditado a ninguna ley 
positiva. Por su parte, los ideólogos de la soberanía popular argumentaron que la autoridad 
y el poder político es inherente al todo del cuerpo social que constituye al pueblo.

Esta clasificación entre soberanía absolutista y popular ha permitido, para los 
historiadores de las ideas políticas, clasificar en uno u otro grupo a autores como Jean 
Bodin, Thomas Hobbes, Robert Filmer, Jean-Jacques Rousseau y John Locke. Es así como 
se ha considerado como teóricos de la tradición absolutista a Bodin y Filmer, mientras 
que al segundo grupo corresponden tanto Rousseau como Locke. En cuanto a Hobbes, 
es entendido como un término medio, pues algunos autores suelen leerlo como paso del 
absolutismo a lo popular. Esta división, al igual que cualquier otra, puede ayudar a entender 
el desarrollo histórico-conceptual del concepto de soberanía, a la vez que tiene el riesgo de 
pasar por alto los matices que exigen la discusión. 

Esto sucede dado que se puede llegar a pensar, con cierta facilidad, que el absolutismo se 
separa radicalmente de la concepción popular del poder soberano. No obstante, un análisis 
más profundo sobre las discusiones teóricas y filosóficas de estas dos formas de entender 
la soberanía, sacarán a la luz, de manera particular, que tienen un núcleo común, a saber, 
un mismo fin: la defensa y delimitación del origen y ejercicio del poder político. Esto lleva 
a que ambas concepciones utilicen un mismo entramado conceptual que se resignificará 
dependiendo de la tesis que se desea sostener, además del contexto político determinado en 
el que se encuentren articuladas. 

185	 Prokhovnik, Raia, Sovereignty. History and Theory. (United Kingdom: Imprint Academic, 2008), 55.
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Siendo esto así, se podría decir, adelantando un poco las cosas, que los teóricos de la 
soberanía popular utilizan los mismos términos de la teoría absolutista, tales como «poder», 
«legitimidad», «autoridad», «obediencia», «representación», para impregnarlos de nuevos 
significados, trasladando a otros terrenos la discusión política-jurídica de la fundamentación 
y ejercicio del poder. De allí que la dificultad, en este punto, sea evidente: dichos conceptos 
no siempre son inequívocos, pues van adquiriendo matices que no siempre son del todo 
reconocidos por los autores. En este sentido, es paradigmático el caso del concepto, político-
jurídico, de «soberanía popular», pues este “conforma, todavía en la actualidad, uno de los 
más complejos problemas constitucionales de cuantos afectan a las modernas sociedades 
democráticas”186. Esta dificultad radica, a nuestro entender, en el hecho de que las reflexiones, 
definiciones y delimitaciones de la soberanía popular han sufrido diversas mutaciones a lo 
largo del desarrollo del constitucionalismo europeo moderno. 

De esta manera, los postulados provenientes del constitucionalismo y teoría política 
francesa de Rousseau y Sieyès se distancian en aspectos fundamentales con la tensión entre 
la soberanía del parlamento y la del pueblo pensada por autores como Hobbes, Filmer y 
Locke, pues cada una de estas visiones establece a su manera una relación con la monarquía. 
Así las cosas, los teóricos del constitucionalismo inglés tendrán una visión mesurada de la 
monarquía, donde la corona y el pueblo están supeditados a la ley, es decir, defienden la 
consolidación de una monarquía constitucional. Los teóricos franceses, por el contrario, 
establecerán la necesidad de constituir un Estado en el que la monarquía desaparezca, 
pues esta impide el ejercicio de la igualdad absoluta, guía máxima del ejercicio del poder 
popular. Dichas diferencias desembocan en una relación distinta con la constitución, pues 
los primeros centrarán su fuerza en las libertades naturales que se garantiza en la ley y la 
constitución, mientras que los segundos en el ejercicio mismo del poder constituyente. 

No obstante, a pesar de las diferencias profundas que se presenta en una u otra visión 
del poder soberano, existe un punto de encuentro entre las dos, a saber, la defensa acérrima 
de las libertades naturales y la igualdad civil que se debe tener ante la ley y la constitución. 
Así, la visión feudal-absolutista, que postulaba el privilegio de ciertos estamentos de la 
sociedad frente a otros, se reemplaza por una visión radical de la igualdad natural que, entre 
otras cosas, termina en la defensa de un concepto constitucional de pueblo. 

Por lo anterior, se busca, en lo que sigue, reconstruir dos concepciones de la soberanía 
popular que se desprenden de manera explícita de la concepción absolutista del poder 
soberano. Con esto se quiere defender que existen, en el período revolucionario acontecido 
entre el siglo XVII y XVIII en Inglaterra y Francia, dos concepciones fundamentales 
de la soberanía popular: una concepción dinámica y otra radical. Distinguir entre estas 
dos visiones de la soberanía popular permite, de manera puntual, entender las diferentes 
relaciones y tensiones entre la constitución moderna y la figura del soberano, tensiones que 
hoy sigue vigentes para varios constitucionalistas contemporáneos.  

186	 Horst Dippel. Constitucionalismo Moderno (Madrid: Marcial Pons, 2009), 21
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Filmer y Locke: de la soberanía paternal a la soberanía limitada

Delimitado el terreno en el que se estudiará las relaciones-tensiones entre la constitución 
y la soberanía, el primer paso estaría en volver sobre la discusión tardía entre Robert Filmer 
y John Locke con respecto al origen y fundamento del poder político. Este debate hunde sus 
raíces en la teoría de la soberanía que surge en Europa a causa de la crisis entre la Iglesia y 
el Estado. La discusión desarrollada a lo largo del siglo XVII es el resultado de las disputas 
religiosas sobre la obediencia y los límites del ejercicio de poder. La iglesia anglicana, en la 
Inglaterra de 1625, había perdido su fuerza y poder, lo que la sujetó a los mandatos de la 
voluntad soberana del rey. Esta época, donde el rey reemplazó al papa, se caracterizó por la 
necesidad de examinar el ejercicio del poder para establecer sus límites. Pero,

El que busca los límites de un poder no tarda en averiguar su origen; así fue 
como la naturaleza del poder, sus antiguos diques, sus recientes usurpadores 
y su legitimidad llegaron a ser un objeto del más vivo examen, modesto en sus 
principios, hijo de la necesidad y el secreto, pero que aguijoneaba los ánimos 
y, por lo tanto, les inspiraba pretensiones atrevidas187.     

Así, el conflicto entre la corona y el parlamento llegó a agudizarse en el reinado de 
Jacobo I, quien defendía el derecho absoluto de la soberanía desatado de cualquier control o 
limitación del Parlamento. En este debate, el constitucionalismo de Edward Coke desplegó 
toda su amplitud para replicar dicha tesis, postulando el common law como freno inherente 
del poder de la corona. El ejercicio del poder, dentro de esta visión constitucionalista, está 
siempre regulado por la constitución inglesa, además de las costumbres y las leyes que se 
han perfeccionado a lo largo del tiempo. 

En la otra esquina estaban los defensores acérrimos del derecho de la corona, quienes 
se apoyaban en una reformulación, más radical si se quiere, del derecho divino de los reyes. 
Se podría resumir, de manera concreta, este derecho que tuvo un papel fundamental en 
la Francia azotada por las guerras religiosas, en los siguientes términos: “Los reyes fueron 
creados por el designio divino; toda resistencia de sus mandatos es, pues, un pecado […] 
Puesto que los derechos del rey derivan directamente de Dios, el Papa carece de facultades 
para quitar lo que nunca pudo conceder”188. Esta es la tesis que Filmer, en su Patriarca, 
defiende para postular la supremacía de la monarquía y su autoría proveniente directamente 
de Dios, frente al control del Parlamento. Así las cosas, si en un principio la tensión se 
encontraba entre el rey y el papa, en la Inglaterra de mitad del siglo XVII, la discusión se 
dio entre el poder del monarca frente al del Parlamento.  

El libro de Filmer tomó gran popularidad, después de la muerte del autor, para justificar 
la monarquía más radical. La resistencia a los monarcas debía ser refutada, pues esta era una 

187	 François Guizot. Historia de la revolución de Inglaterra (Madrid: Sarpe, 1985), 32
188	 John Figgis. El derecho divino de los reyes (México: Fondo de Cultura Económica, 1942), 102
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de las tesis que adquiría mayor fuerza en el constitucionalismo de Inglaterra convulsionada 
por la guerra civil. De allí que el Patriarca adquiriera una importancia particular, dado 
que su objetivo no era más que “encontrar el origen mismo del sistema monárquico en la 
constitución natural de la sociedad, sin fundarlo en la fuerza o el consenso popular, sino 
en la naturaleza humana creada por Dios”189. Así las cosas, la discusión política-filosófica 
estaba concentrada en la equivalencia de la naturaleza humana con la naturaleza política. Es 
desde este terreno donde Filmer defendió el absolutismo a partir de postulados de carácter 
teológico-histórico, donde el monarca adquiere la figura y el estatus del padre del pueblo. 

Esta metáfora del monarca como padre no es nueva en la época en que Filmer escribe. 
Tomás de Aquino, en el capítulo I De regimine principum, emulando un movimiento 
claramente aristotélico, afirma que existen ciertas similitudes entre el padre de familia (pater 
familias) y el rey (rex): “Existen ciertas similitudes entre el rey y el padre de familia, por 
las cuales los reyes son llamados algunas veces padres del pueblo [Habet tamen aliquam 
similitudinem regis, propter quam aliquando reges populorum patres vocantur]”. La semejanza 
fundamental es que, al ser la familia una asociación natural, esta debe estar gobernada por 
el padre, quien es el único con la autoridad de hacerlo, para la consecución del bienestar 
de los miembros de la familia; y dado que el rey es el único con la autoridad de gobernar 
en beneficio del bien común (propter bonum commune regit), puede considerárselo como 
el padre del pueblo. Pero esta equivalencia es una mera metáfora, pues el ejercicio de la 
autoridad del monarca es más perfecta y virtuosa que el padre de familia (Sic igitur maior 
virtus requiritur ad regendam domesticam familiam, quam ad regendum seipsum, multoque 
maior ad regime civitatis et regni).  

No obstante, lo característico del texto de Filmer es que llevó hasta sus más profundas 
consecuencias la imagen del monarca como padre por medio de citas bíblicas, por un lado, 
y hechos históricos, por el otro. La defensa del poder real, de esta manera, adquiere la forma 
de tres momentos específicos del Patriarca que, tomados en su unidad, constituyen la tesis 
fundamental del texto: (1) los primeros reyes fueron padres de familia; (2) es contra la 
naturaleza que el pueblo gobierne o elija a sus gobernantes; y (3) las leyes positivas no 
pueden ir en contra del poder natural y paternal de los reyes. Como se puede ver a simple 
vista, el núcleo del problema está en fundamentar el derecho soberano del rey contrapuesto 
a la aprobación del pueblo y de cualquier ley positiva. Es por esto que, reinterpretando 
algunos de los postulados de la soberanía de Bodin, Filmer centra su ataque en la tesis de la 
libertad natural, la cual se encuentra atada a la defensa del derecho a la resistencia. De ahí 
que se llegue a la afirmación, la cual será debatida de manera extensa por Locke, de que “La 
mayor libertad en el mundo […] es para un pueblo vivir bajo un monarca”190. 

¿Por qué la libertad de un pueblo solo puede existir en la medida en la que esté ligado a 
un monarca? La respuesta, fundamental para entender las reservas que tendrá Locke sobre 
el término «soberanía», es bastante clara y enfática: 

189	 Figgis. El derecho divino de los reyes, 121
190	 Robert Filmer, El patriarca, (Madrid: Instituto de Estudios Políticos, 1966), 4
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No veo, pues, cómo los hijos de Adán o de cualquier otro hombre pueda 
estar libres de la subordinación de los padres; y siendo la sumisión de los 
hijos la fuente de la autoridad real por disposición del mismo Dios, se sigue 
que el poder civil no solo en términos generales es de divina institución, sino 
que también lo es en su asignación específica a los primeros padres, lo cual 
descarta por completo esa nueva y común distinción que refiere a Dios solo el 
poder universal y absoluto, pero dejando el poder respectivo, en cuanto forma 
especial de gobierno, a la elección del pueblo191. 

De esta manera, se niega a establecer cierta división del poder como era común en Europa 
del siglo XVI y XVII: por una parte, uno divino, cuyo objetivo es la organización de la 
naturaleza y lo creado y, por otra, un poder civil, el cual se fundamenta en la necesidad de los 
pueblos de establecer su mejor forma de gobierno. Esta bifurcación es desechada por Filmer, 
dado que este no admite división alguna. Sostener esta división llevaría a entender de manera 
errónea el origen del Estado y el derecho del monarca a gobernar. La autoridad que recubre 
al rey, en suma, proviene directamente del poder divino y se transfiere por vía hereditaria 
desde Adán hasta los primeros monarcas de la historia, de lo que se sigue que la fuente de la 
autoridad real se desprende de la sujeción natural que tienen padres sobre los hijos. 

Pero este argumento va un poco más lejos de postular esta articulación entre 
autoridad y soberanía: el poder supremo del monarca debe ser entendido como un 
derecho natural supremo:

En todos los reinos y comunidades del mundo, tanto cuando el príncipe es el 
padre supremo del pueblo, o el heredero de dicho padre, o alcanza la corona 
por usurpación o por elección de los nobles o del pueblo, o por cualquier otro 
medio, como cuando unos pocos o la multitud gobierna la comunidad; en 
todos estos casos, la autoridad que reside en uno o en muchos o en todos es 
el derecho único y natural autoridad de un padre supremo. Existe y existirá 
hasta el fin del mundo el derecho natural de un padre supremo sobre toda 
multitud192. 

La conclusión del primer argumento de Filmer es de suma importancia para entender, 
en toda su gravedad, el terreno en el cual Locke desprenderá su teoría de la obediencia civil. 
Por eso se hace necesario, llegado a este punto, realizar algunos énfasis. El primero tiene que 
ver con el origen del poder y la autoridad. Independientemente de los medios por el cual se 
obtenga el poder, la autoridad siempre va a tener un único origen: la voluntad divina. Esto 
terminaría, para llevar lo más lejos las cosas, en una «visión determinista» del poder, pues 
el monarca tiene la autoridad de gobernar por voluntad divina, sin importar cómo se ha 
adquirido dicho poder (por la fuerza o por elección popular). 

191	 Filmer, El patriarca, 15 
192	 Filmer, El patriarca, 15
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En segundo lugar, la autoridad natural, entendida como proveniente de la voluntad de 
Dios, se traduce en un derecho natural del padre supremo que gobierna al pueblo. Esto 
sucede porque Dios, en la lectura que Filmer realiza de algunos pasajes bíblicos, siempre ha 
nombrado patriarcas que guíen al pueblo, padres que deben ser honrados como se encuentra 
estipulado en los mandamientos. Ahora bien, debe haber tan solo un padre, asegura Filmer, 
lo que lleva a que Dios siempre haya preferido la monarquía para gobernar frente a otras 
formas de gobierno: “Dios siempre gobernó su propio pueblo únicamente mediante la 
Monarquía. Los patriarcas, duques, jueces y reyes eran todos monarcas. No existe en toda 
la Escritura mención ni aprobación a otra forma de gobierno”193. 

Siendo esto así, Filmer, recordando a teóricos absolutista como Bodin y Hobbes, 
establece tres ingredientes de soberanía, entendida como la forma en la cual se ejerce la 
autoridad natural: (1) crear las leyes, (2) juzgar los crímenes capitales y (3) declarar la 
guerra y proclamar la paz. Estos son, en pocas palabras, los derechos que tiene el soberano 
que se ha revestido de autoridad. De estos, es importante, para nuestros propósitos, resaltar 
el primer derecho, pues en este se articula varios de los aspectos, de los que hemos venido 
señalando, que les interesa expresamente a los autores constitucionalistas de la época. Al 
final del Patriarca, se encuentra el objetivo y origen de las leyes que deben ser proclamadas 
por el monarca. Estas, en primer lugar, tienen como objeto, no la limitación del rey, sino el 
gobierno adecuado de la multitud: “No falta quien crea que la primera invención de las leyes 
tuvo por objeto refrenar y moderar el excesivo poder de los reyes; pero la verdad es que el 
objeto original de las leyes fue imponer orden a la multitud”194. Las leyes, en este sentido, 
no pueden limitar al monarca, pues este está desatado de cualquier subordinación a la ley 
positiva (legibus solutio)195, como expresa Filmer en varios momentos del texto. En palabras 
llanas, el soberano siempre estará por encima de la ley. 

Lo anterior, es importante decirlo, no significa que el rey no tenga ninguna relación con 
la ley. Por el contrario, Filmer reitera, en varios momentos de su argumentación, que el rey 
debe gobernar a su pueblo por medio de leyes debidamente proclamadas y publicadas. Esto 
quiere decir, en primer lugar, que las leyes son esenciales para el buen gobierno, pues si el 
rey no gobernara por medio de estas se convertiría, a los ojos de Filmer, en un tirano. En 

193	 Filmer, El patriarca, 34
194	 Filmer, El patriarca, 61
195	 Es común, dentro de los estudios clásicos sobre la soberanía, señalar que los autores defensores del Estado absolutista 

concuerdan en este legibus solutio. De esta manera, Bodin, Hobbes y Filmer conciertan en que el soberano no puede 
ser limitado por las leyes que el mismo produce, lo que se traduce al ejercicio absoluto del poder por parte del rey. 
Aun siendo esta tesis correcta, esta requiere ser matizada para evitar cualquier equívoco. Tanto Bodin como Hobbes 
concuerdan en que el poder soberano no está atado a las leyes positivas, pero esto no implica que no existan ciertos 
frenos que este debe respetar. En el caso del primero es la propiedad y la familia, como se expone en el primer libro de 
Los seis libros de la República; mientras que, para el segundo, el soberano debe actuar respetando las leyes naturales por 
temor al castigo divino que le traería violentarlas. Así, los derechos de los monarcas no son enteramente absolutos. 
Esta es, justamente, la diferencia con Filmer, dado que este sí parece postular la ilimitabilidad del ejercicio del poder, 
inclusive con respecto a la propiedad de los súbditos, como en Bodin. En el capítulo tercero del Patriarca se afirma 
que puede justificarse que el monarca disponga de la propiedad de los súbditos, si esto mantiene a la corona. En este 
punto, como se verá un poco más adelante, surge una de las tensiones más relevantes con Locke, en la medida en que 
el soberano debe garantizar el derecho a la propiedad de sus súbditos, pues un límite que ha de tener el soberano es 
la disposición absoluta de la propiedad.   
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segundo lugar, es necesario recalcar que los súbditos están obligados a observar y obedecer 
las leyes, dado que estas expresan la voluntad real y las normas que se deben cumplir para 
la organización del reino. Los súbditos, entonces, obedecen al rey en cuanto existe una 
subordinación a las leyes proclamadas por él. 

Este punto toca el nervio del constitucionalismo inglés de período revolucionario. Filmer 
recoge, como era habitual en su tiempo, la división de las leyes en dos clases fundamentales, 
a saber, en escritas y no escritas, la «ley común» no escrita (The common law unwritten) 
y «los estatutos» (The statute law written). Aquí el argumento establece ciertos matices, 
introduciendo aspectos que serán importantes para entender el ejercicio de la soberanía 
del Patriarca: “La ley común se llama no escrita, no porque no esté realmente escrita en 
ningún lugar, sino porque no fue escrita por sus primeros promulgadores o hacedores. La 
ley común […] es la costumbre común del reino”196. Si la ley común es entendida como 
la costumbre, entonces, el problema aquí es evidente, pues existirían leyes que están por 
fuera de la voluntad del soberano. Para subsanar este impase, Filmer articula la autoridad 
suprema con la costumbre:

Las costumbres, al principio, se hicieron legales solo mediante un poder 
superior que, o bien ordenó, o bien consintió su comienzo. Y el primer poder 
que encontramos [en los orígenes de la humanidad] (como lo confiesan todos 
los hombres) es el poder real, que existió tanto en esta como en todas las 
naciones del mundo mucho antes que se pensara en ninguna ley o en ninguna 
otra clase de gobierno: de lo cual se infiere necesariamente que la misma ley 
común, y las costumbres de este país, fueron en su origen leyes y órdenes de 
los reyes, al principio no escritas.197

No existió ningún momento, para Filmer, en la historia de la humanidad, en el que 
no existiera el poder superior de un monarca. Adán es el primero, como se esfuerza en 
demostrarlo en el primer capítulo, en ser considerado por Dios como el primer patriarca. 
En esta autoridad primigenia la legitimidad y fundamento de los demás monarcas descansa. 
Así las cosas, las costumbres no son más que leyes no escritas que fueron avaladas por 
esta primera autoridad suprema. La ley común, por consiguiente, también se origina en la 
voluntad del soberano, y solo así una costumbre puede ser considerada legal. 

La consecuencia que desprende Filmer de este argumento no puede pasarse por alto: 
quien tiene la autoridad y el derecho de interpretar la ley común es el rey. Se pueden presentar 
tres momentos específicos en los que se presenta esta necesidad. En primer lugar, cuando 
las condiciones en las cuales se estipuló la costumbre cambian, lo cual lleva a examinar 
si la ley común aún puede ser aplicable. En segundo lugar, en el contexto de la guerra, 
al momento de requerir de medidas extraordinarias para ganar la guerra o proclamar la 
paz. Por último, cuando existe alguna materia particular que no se haya dado antes y que 

196	 Filmer, El patriarca, 68
197	 Filmer, El patriarca, 69
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requiere ser analizada a la luz de las leyes comunes. En estos tres casos, el rey es el único 
que puede interpretar la ley común y decidir si esta se modifica o se mantiene sin ningún 
cambio. No obstante, el rey puede delegar a algunos súbditos para que interpreten la ley, 
como es el caso de los jueces, no obstante, estos siempre están supeditados a la aprobación 
o rechazo de la voluntad real. Es por eso que “los jueces no son más que sustitutos, son 
llamados «justicia del rey» y su poder cesa cuando el rey está presente”198.

De todo lo anterior, se desprende el último argumento: la subordinación del parlamento 
a la voluntad del rey. Para mostrar esta sujeción, Filmer recuerda cómo ciertos monarcas 
ingleses estuvieron por encima de la voluntad del parlamento. A partir de un recuento de 
casos en los que la Cámara de los Comunes protestó contra la ley del rey, Filmer muestra 
cómo siempre estuvo por encima la voluntad real sobre la voluntad del Parlamento. Con 
esto, se llega a un punto fundamental para el constitucionalismo de la época: “Estas 
quejas de los Comunes y las respuestas del Rey muestran que debe guardarse la necesaria 
moderación para que el curso de la ley común sea ordinariamente mantenido”199. Por el 
bien y la cohesión del reino es necesario, en pocas palabras, que, en cualquier conflicto entre 
el Parlamento y el rey, sea la decisión de este último la que se cumpla. Así, se constituye la 
dependencia de la ley común y el parlamento al rey, lo que compone el carácter absoluto del 
ejercicio del poder soberano. 

Este poder, entonces, ordena a todos los estamentos de la sociedad para recibir el mayor 
beneficio de ellos. De esta manera, el Parlamento es beneficioso, asegura Filmer, para el 
reino, pues le es útil al rey como a los súbditos: 

Grandes con los beneficios que tanto el Rey como el pueblo pueden recibir de 
un parlamento bien ordenado; no existe mejor expresión de la majestad del 
supremo poder del rey que una de estas asambleas en las que todo el pueblo le 
reconoce por soberano señor, y se dirige a él mediante humildes peticiones y 
súplicas. […] El beneficio del súbdito mediante el parlamento es que los reyes 
son muchas veces inducidos por sus ruegos y peticiones a remediar injustas 
quejas, y por sus insistencias son muchas veces inducidos por sus ruegos y 
peticiones a remediar sus justas quejas […] la voz del pueblo se hace oír con 
mayor facilidad200. 

Bajo esta óptica, el parlamento es necesario para un reino saludable. Por medio de este, el 
rey es reconocido por los súbditos como el señor soberano del reino y este puede cerciorarse 
de que su voluntad está siendo respetada por medio del cumplimiento de las leyes; los 
súbditos, por su parte, pueden expresarle al rey las necesidades que los aquejan, haciendo 
que el soberano escuche al pueblo. 

198	 Filmer, El patriarca, 71
199	 Filmer, El patriarca, 76
200	 Filmer, El patriarca, 79
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El parlamento, en estos términos, termina siendo el lugar de encuentro ente el rey y el 
pueblo, por eso es necesario que exista. No obstante, esto no quiere decir que sea válido que 
los súbditos utilicen al Parlamento como un medio para exigir el cumplimiento de derechos 
naturales, como muchos así lo creían. Filmer, a este respecto, se separa de la idea de que 
los súbditos tengan algún tipo de libertad natural, tesis que defendían los iusnaturalistas 
ingleses. La libertad del pueblo y del Parlamento es tan solo una concesión de la voluntad 
soberana. Pues si existiese una libertad natural, “ello daría poder a la multitud para reunirse 
cuándo y dónde les placiera, para conferir la soberanía y para limitar y dirigir su ejercicio 
mediante pactos”201. Por eso, el pueblo solo puede reunirse por medio del Parlamento, y este 
solo puede ser convocado por el rey.  

De la misma manera, si existiera una libertad natural en el pueblo, entonces, existiría un 
derecho natural de castigar y censurar al rey. Si el castigo y la censura solo se dan por medio 
de las leyes, eso implicaría que el pueblo sea el hacedor de estas, pero esto va en contra 
del derecho natural brindado por Dios. Es el soberano quien tiene la autoridad divina, el 
creador de la ley y, por ende, el único que puede castigar y censurar en el reino, mientras 
que los súbditos solo pueden obedecer la voluntad soberana. En este sentido, el pueblo no 
puede, por un lado, deponer a sus gobernantes ni mucho menos, por el otro, elegirlos. Lo 
único que puede el pueblo esperar del rey es que este les dé una libertad civil que les permita 
desarrollar su vida dentro del reino en las mejores condiciones posibles. 

Así las cosas, la conclusión es clara: “El Parlamento es el tribunal del Rey, puesto que 
todas las antiguas leyes dicen: «El Rey en su Parlamento». Pero ninguna de las dos cámaras 
es el Tribunal Supremo, ni siquiera las dos reunidas; ambas no son más que miembros o 
partes del cuerpo del cual el Rey es cabeza y gobernante”202. La autoridad suprema y última 
del Estado, entonces, es el rey, y todos los estamentos que conforman la sociedad dependen, 
de manera inexorable, de su voluntad. 

Este es, en términos generales, la defensa de Filmer del poder absoluto y divino del rey. 
Es claro, como lo muestra Locke en la primera parte de su ensayo sobre el gobierno civil, que 
los argumentos dados en el Patriarca adolecen de contradicciones y debilidades. Se podría 
subrayar, como lo hace Matteucci, dos que son fundamentales: “en el plano genealógico 
es imposible demostrar una efectiva continuidad hereditaria, cuando se admite que han 
existido muchos reyes que han conseguido su poder a través de la usurpación; en el plano 
político, es difícil demostrar el paso, mediante una unión, de grandes familias o pequeños 
reinos […] a las grandes monarquías”203. Aunque existan estas dos grandes debilidades en el 
argumento de Filmer, no se debería desechar inmediatamente, cometiendo así un exabrupto 
que no permitiría comprender, por un lado, el clima constitucionalista del período antes de 
la Restauración en Inglaterra, como, por el otro, la motivación que mueve a la propuesta 
constitucionalista de Locke.       

201	 Filmer, El patriarca, 83
202	 Filmer, El patriarca, 87
203	 Nicola Matteucci, Organización del poder y libertad. Historia del constitucionalismo moderno. (Madrid: Trotta, 

1998), 119
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 La importancia de volver sobre Filmer se desprende de dos aspectos históricos y teóricos 
fundamentales. En primer aspecto tiene que ver con la adopción de los argumentos de 
Filmer por los teóricos del partido tory. Esta es una característica histórica fundamental, ya 
que en la época en la que Locke escribe, los tories se contraponían a los whigs. Los primeros 
eran el partido con una tendencia anglicana y agraria clara, siendo el ala conservadora; 
los segundos, por el contrario, era más cercanos a los puritanos que abogaban por una 
interpretación menos dogmática de los textos sagrados defendiendo la razón sobre la 
tradición. Los primeros eran propietarios rústicos, los segundos, pequeños comerciantes. 
No obstante, “ambos se profesaban monárquicos, pero de manera distinta: los teories 
proclamaban el derecho divino del rey y la no resistencia al soberano, los whigs querían, por 
el contrario, controlar políticamente las prerrogativas del rey”204. Filmer se acercaría a los 
teories, mientras que Locke a los whigs205. 

El segundo aspecto, que se articula con el histórico, tiene que ver con una dificultad 
teórica. Las lecturas tradicionales del texto de Locke solo suelen centrarse en el segundo 
tratado, dado que se afirmar que en este se encuentra desarrollado, en toda su expresión, 
la propuesta lockeana del control político del rey. Es así como se deja de lado el primero 
que tiene como objeto principal debatir los argumentos propuestos por Filmer. El segundo 
tratado, entonces, se desprende, como en varios lugares lo expresa Locke explícitamente, de 
esta refutación del origen del derecho divino sobre todos los demás. Los dos ensayos sobre 
el gobierno civil, de esta manera, debe considerarse, como lo muestra muy bien Laslett206  en 
su estudio introductorio al texto de Locke, en unidad, donde la refutación del Filmer es el 
fundamento para defender la limitación del poder.

Si se parte de unidad de Los tratados, se podría entender la reserva que el propio Locke 
tiene con el término «soberanía». El filósofo inglés solo lo usa en el primer tratado, dado que 
adopta los mismos términos de la argumentación de Filmer para refutarla. En el segundo, 
donde está con todo su peso la delimitación del poder político, el autor tiene cierta cautela 
con el uso de este término. La razón de ello es que Locke prefiere utilizar el concepto «poder 
supremo»207 sobre el de soberanía para, como se pretenderá mostrar a continuación, marcar 
una diferencia con las teorías absolutistas del poder del rey. Así, el término soberanía sigue 
estando, a los ojos de Locke, impregnado de vicios que deben ser atacados de raíces para 
fundamentar el origen del poder político no en Dios, ni en el monarca, sino en el pueblo. 
No obstante, las reflexiones sobre el poder realizadas por Locke permiten plantear una 

204	 Matteucci, Organización del poder y libertad, 114 
205	 Para entender la recepción y el uso que se les dio a Los dos tratados sobre el Gobierno civil de Locke en el pensamiento 

whig, puede verse el excelente texto de Julian Franklin, Jonh Locke and the Theory of Sovereignty. Franklin propone 
entender la teoría lockeana de la limitación del poder político como el máximo estadio de desarrollo de la teoría 
constitucionalista del período revolucionario, a partir de una reconstrucción exhaustiva de los teóricos de la 
soberanía ingleses.   

206	 Peter Laslett, Introduction. (United Kingdom: Cambridge University Press, 2009).
207	 Aunque Locke escribe en lengua inglesa, el filósofo utiliza las mismas palabras con las que se enuncia el poder 

soberano en latín: summa potesta. Así, Locke prefiere abandonar el término «sovereignty», que solo lo utiliza al 
momento de hablar de Filmer, y prefiere el término poder supremo para articularlo, como se verá más adelante, con 
su concepción limitado y controlado del poder político a partir de la división de poderes. 
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soberanía mesurada, cuya característica fundamental es la de estar supeditada al control y 
límites de los derechos naturales de los individuos. 

Es así como con Locke encontramos la consumación del paso histórico que va del 
derecho natural de los reyes a la defensa del derecho natural de los individuos. La soberanía, 
como se verá radicalizado con los pensadores constitucionalistas de la revolución francesa, 
se articula de manera inexorable al derecho natural de los individuos configurando, así, 
una nueva categoría de pueblo. No obstante, la diferencia fundamental entre Locke y los 
pensadores franceses, adelantamos este punto en aras de la claridad, es que este, al tener una 
visión más moderada de la monarquía, defenderá una soberanía cuya fuerza se robustece y 
debilita a partir de las contingencias sociales y políticas. Solo de esta manera se garantizará 
el orden y la cohesión de los diferentes estamentos que conforman al Estado.   

Los dos tratados de Locke sobre el principio y la finalidad del gobierno tienen un 
objetivo claro, que es presentado por el autor en el prefacio: 

Espero que las que quedan [las páginas que constituyen los dos tratados] 
serán suficientes para consolidar el trono de nuestro gran restaurador y actual 
rey William; para confirmar su título, que es el consentimiento del pueblo, 
único de todos los gobiernos legítimos, y que él posee más plena y claramente 
que ningún príncipe de la cristiandad, y para justificar ante el mundo al 
pueblo de Inglaterra, cuyo amor de sus justos y naturales derechos, con su 
resolución de preservarlos, salvó a la nación cuando esta se hallaba al borde 
de la esclavitud y de la ruina”.208

La postura de Locke frente a la monarquía es clara: el reinado del rey William se legítima 
por la aprobación del pueblo. Esta idea, como es evidente, va en dirección contraria al 
derecho natural de los reyes defendido por Filmer. Por eso, Locke escoge como contrincante 
principal a Filmer y no propiamente a Hobbes, como se suele afirmar209 pues, como ya se 

208	 Locke, Prefacio, 5-10. Citamos el texto de Locke como dicta la costumbre, es decir, en primer lugar, se referencia, 
con números romanos, el tratado que se cita, seguido por número del párrafo y las líneas en donde se encuentra la 
cita textual. Nos guiamos por la edición preparada por Laslett (2009) y publicado por universidad de Cambridge. 
La mayoría de las veces seguimos la traducción del primer tratado publicada, en conjunto con el texto de Filmer, por 
el Instituto de Estudios Políticos y constitucionales, mientras que para el segundo tratado seguimos la traducción de 
Carlos Mellizo, publicada por Alianza Editorial. En algunas oportunidades, hemos modificado la traducción para 
unificar algunos términos que son fundamentales para nuestro objetivo. 

209	 La relación entre Hobbes, Filmer y Locke es de tal complejidad que desborda los objetivos del presente trabajo. 
Como lo abordar Laslett (2009), las citas a Hobbes en los dos tratados sobre el gobierno son mucho menores 
que las citas de Filmer y Hooker. De igual forma, reducir a Filmer y a Hobbes en una misma categoría, sin hacer 
énfasis en las diferencias que los separa, sería un desatino, a nuestro entender. El mismo Filmer, en su comentario 
a el Leviatán, no está de acuerdo con Hobbes en varios postulados de la soberanía, del derecho natural y del pacto 
social que allí se propone. Ahora bien, no obstante, existe un punto común entre estos autores que Locke va a atacar 
plenamente: el carácter absoluto y perpetuo del soberano que se defiende en ambas teorías políticas. En palabras 
de Laslett: “Hobbes and Filmer shared nearly every one of the attributes of absolutism as it was rejected by English 
parliamentarians —will as the source of all law and the form of all authority, necessity of perpetual and absolute 
submission to the arbitrary dictates of an indivisible sovereign, the impossibility of mixed government. In so far 
Locke’s writing was directed against these things, it would not seem to have mattered whether it was Hobbes o 
Filmer he has in mind”. Laslett, Introduction…,70.   
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anotó, el Patriarca fue el panfleto político que citaban los teories en pro del derecho natural 
de la monarquía. Es por eso que Locke establece este ataque a Filmer como segundo 
objetivo, que se desprende del anterior, lo que da cohesión a sus dos tratados:

Es necesario mostrar abiertamente a aquellos hombres que, dándose por 
maestros, han extraviado a otros tan peligrosamente, de qué autoridad procede 
ese Patriarca al que tan ciegamente han seguido, de modo que puedan, o bien 
retractarse de lo que tan escaso fundamento han propagado y que no puede 
ser malentendido, o bien justificar los principios que han predicado como el 
Evangelio, aunque no han tenido mejor autor que un cortesano inglés: porque 
yo no habría escrito contra sir Robert [Filmer] ni me habría tomado el trabajo 
de mostrar sus errores, incongruencias y carencia de pruebas escriturarias (de 
las que tanto se jacta y sobre las que pretende edificarlo todo), si no hubieran 
hombres entre nosotros que, propagando sus libros y adoptando su doctrina, 
me libran de todo reproche por escribir contra un adversario muerto210. 

Para Locke, igual que lo era para Bodin y Hobbes, no hay peor daño que se le pueda causar 
a un pueblo y un príncipe que el de propagar ideas erróneas y falsas sobre el fundamento y 
autoridad del poder civil. Por eso, sus dos tratados se proponen disipar dichas falsedades que 
se encuentran en los postulados de Filmer. Solo así se podría entender cómo los monarcas 
están limitados por la ley y el derecho natural de los individuos que conforman un pueblo.

Así las cosas, Locke ataca desde varios flancos el argumento de Filmer para luego abordar 
el verdadero origen de la autoridad civil y el gobierno como un organismo que se constituye 
de diversas partes que trabajan bajo un único precepto: la garantía de los derechos naturales. 
Por esto, nos interesa entender el ataque de Locke a Filmer desde tres puntos de inflexión 
fundamentales, que permiten entender las libertades civiles como núcleo fundamental del 
constitucionalismo inglés de finales del siglo XVII: (1) la libertad, la vida y la propiedad 
como derechos naturales inherentes a los individuos; (2) la confusión entre imperium y 
dominium; y (3) la soberanía como poder legislativo supremo. 

Desde el comienzo, Locke es claro con respecto a su postura frente a la defensa de la 
monarquía absoluta de Filmer: “La esclavitud es un estado humano tan vil y miserable, 
y tan directamente opuesto al generoso temple y valor de nuestra nación, que es difícil 
concebir que un inglés, y mucho menos un caballero, pueda defenderla” 211. En este sentido, 
el tratado de Filmer no es más que una defensa de la esclavitud de un pueblo que se somete, 
plenamente, a la voluntad de un soberano. El Patriarca terminaría siendo un intento de 
persuadir a los hombres a ser esclavos sin protesta alguna. En la monarquía absoluta, donde 
el poder divino está por encima de la libertad natural de los individuos, nadie puede nacer 
libre. Así las cosas, Locke llega a una conclusión fundamental en la que descansa, como se 
verá, la propuesta lockeana del origen y limitación del poder:

210	 Locke, Prefacio, 34-44
211	 Locke, I, §1, 1-5
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[…] sir Robert Filmer, a quien se le reconoce haber conducido el argumento 
más lejos que nadie, y quien se supone que lo ha llevado a su perfección; por 
su causa, todo aquel que quiera estar tan de moda como el francés en la corte, 
ha aprendido y lleva consigo este breve sistema político: los hombres no han 
nacido libres y, por consiguiente, nunca pueden tener libertad de elegir ni sus 
gobernantes ni sus formas de gobierno. El poder de los príncipes es absoluto 
y de derecho divino, ya que los esclavos no tienen jamás derecho a pactar 
ni a consentir. Adán es un monarca absoluto y así lo son desde él todos los 
monarcas212. 

Como se mencionó más arriba, Filmer tienes sus razones para descartar cualquier 
derecho y libertad natural, lo que niega de entrada, para Locke, la posibilidad de que 
los individuos pacten para el establecimiento de una sociedad civil. Como se verá en un 
momento, la condición de posibilidad del pacto descansa en la libertad y el derecho natural 
que se expresan en las leyes naturales. 

Pero antes de llegar a ese punto, es importante recalcar la contraposición que acá 
surge. El asunto aquí tiene un matiz que no debe pasarse por alto pues, aunque Filmer 
niegue la libertad natural, este asegura que cualquier libertad y derecho de los súbditos 
dentro del reino son solo prerrogativas de la voluntad soberana. En este sentido, hay que 
subrayarlo, no se está negando completamente la libertad dentro de la monarquía. No 
obstante, a este punto Locke introduce, en el segundo tratado, un matiz importante que 
responde, de manera directa, a esta cuestión: la libertad que le otorga el monarca a sus 
súbditos es solo por garantizar su propio bien y no el bien general, de la misma manera 
como se procura la salud de un animal de carga para que cumpla con su cometido. En 
palabras del propio Locke: 

Porque ello no es más que lo que todo hombre que ama su propio poder, su 
provecho o su grandeza se ve obligado a hacer de manera natural: impedir 
que el animal que trabaja y se fatiga para darle a él placer y poderío se hiera y 
destruya. Y así el amo cuida de ellos, no porque los ame, sino porque se ama 
a sí mismo y le encanta el provecho que ellos le procuran213. 

El bienestar de los súbditos, en la monarquía, solo se garantiza en la medida en que 
sin ellos la grandeza y el poder del monarca no tendría sentido alguno. Así se explicaría, 
en términos de Locke, por qué el monarca escucha al pueblo por medio del Parlamento: 
simplemente para garantizar el placer que el poder absoluto le da. 

De allí la importancia, para Locke, de fundamentar un derecho y libertad natural que se 
garantice en la asociación civil. Así las cosas, la refutación a Filmer debe partir, en términos 

212	 Locke. II, §5, 5-14
213	 Locke. II, §93 
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concretos, de una defensa acérrima del iusnaturalismo, tesis fundamental del pensamiento 
político moderno. Los primeros capítulos del segundo tratado tienen como objeto delimitar 
el derecho y la ley natural que son los pilares del gobierno civil. Como es conocido, para 
Locke, como para Hobbes, el estado de naturaleza se caracteriza por, en primer lugar, un 
estado de libertad absoluta y, en segundo lugar, un estado de igualdad. La libertad consiste 
en que cada individuo posea el poder de ordenar “sus acciones y disponga de posesiones y 
personas como juzgue oportuno, dentro de los límites de la ley de la naturaleza, sin pedir 
permiso ni depender de la voluntad de ningún hombre”214. Como se puede ver, el estado 
de naturaleza es incompatible con la monarquía absoluta, pues las acciones y el uso de la 
propiedad no están supeditadas a las prerrogativas de un monarca.

Lo que respecta a la igualdad, esta apunta a que todo poder y jurisdicción se ejerce de 
manera homogénea, sin que nadie ostente mayor poder que otros. Esto garantiza la libertad 
natural, pues al no existir una acumulación de poder por parte de un individuo, no puede 
haber, entonces, una voluntad que esté por encima de las demás. Locke agudiza este atisbo 
de la igualdad natural traduciéndola a un derecho natural: “el mismo derecho que todo 
hombre tiene de disfrutar su libertad natural, sin estar sujeto a la voluntad o autoridad de 
ningún otro hombre”215. En este sentido, no existe un derecho natural de la soberanía, sino 
un derecho a disfrutar de la libertad absoluta. La soberanía sería secundaria, se daría de 
manera posterior y como derivada de este derecho natural, a partir de una manifestación 
explícita de los individuos para someterse. En palabras de Locke: “hayan de ser también 
iguales entre sí [las facultades y ventajas naturales], sin subordinación o sujeción de unas 
a las otras, a menos que el amo y el señor de todas ellas, por declaración manifiesta de 
su voluntad, ponga a una por encima de otra, y le confiera, mediante un evidente y claro 
nombramiento, un derecho indudable de dominio y de soberanía”216.

De estas palabras, es necesario resaltar tres aspectos importantes. En primer lugar, este 
es una de las pocas oportunidades, en el segundo tratado, en las que se utiliza el término 
«soberanía». No obstante, lo interesante es que aquí Locke apunta a que el poder soberano 
solo se constituye a partir de la voluntad de los individuos manifestada en el pacto, con 
el objetivo de salir del estado de naturaleza. Y este pacto, lo dirá más adelante, es el 
fundamento del poder judicial supremo que está revestido de facultades muy cercanas a los 
derechos del poder soberano, según Filmer. En segundo lugar, se debe llamar la atención 
sobre la distinción entre dominio y soberanía, que no son más que dos formas del ejercicio 
del poder. El primero tiene que ver con el poder privado de los padres sobre los hijos y 
la propiedad (dominium), mientras que el segundo es el poder público de las leyes y los 
magistrados (imperium). Esta distinción es fundamental para Locke, pues estos dos tipos 
de poderes son confundidos por Filmer al postular una continuidad entre uno y el otro. Por 
último, debe subrayarse que la autoridad política ya no descansa en la voluntad divina, sino 
en la voluntad de los individuos al actuar conforme a las leyes naturales que son conocidas 
por la «luz natural» y la «experiencia».

214	 Locke, II, §4, 5-6
215	 Locke, II, §55, 10-12
216	 Locke, II, §4, 12-15
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Justamente, son las leyes naturales la que proveen de cohesión al poder soberano y al 
derecho natural. Pero, como lo señala Corbett217 en su estudio sobre Locke, no hay mayor 
concepto lockeano que genere tanta controversia como el de «ley natural». Solucionar 
todas las tensiones subyacentes a este concepto desborda el objetivo de este trabajo, por 
lo anterior, se podría enfocar el problema desde un aspecto fundamental, que ayudará a 
entender la articulación de la libertad natural con la civil, a saber, la operatividad de la ley 
natural. De esta manera, “La aplicación de esta ley, el poder ejecutivo natural, es una especie 
de intento de abordar los problemas que finalmente requerirán una solución política, y 
el fracaso de este «gobierno» natural es crucial para las demandas impuestas al gobierno 
real”218. La imposibilidad de expandir el poder ejecutivo natural de modo adecuado llevará, 
en términos muy concretos, al establecimiento de la sociedad civil y, con ella, la autoridad y 
el poder soberano. Entender esta operatividad de la ley natural es, en suma, fundamental, 
dado que de ella se desprende la autoridad y el derecho natural de la desobediencia civil. 

El fundamento y la finalidad de la ley natural se encuentra en Dios y en la razón que 
este le ha dado a cada individuo. Así, Locke articula la naturaleza, Dios y la razón en varios 
momentos de su exposición para darle consistencia al derecho natural del que se parte. En 
el capítulo 2 del segundo tratado, por ejemplo, encontramos que la ley natural se define 
como la razón “que le enseña a toda la humanidad que quiera consultarla que, siendo todos 
los hombres iguales e independientes, ninguno debe dañar a otro en lo que atañe a su vida, 
salud, libertad o posesión”219. Párrafos más adelante, es caracterizada por la medida común 
que Dios ha dado a los hombres para procurarse una seguridad mutua (II, §8). De esta 
manera, la conclusión que desprende Locke es que tanto la razón como Dios guía a cada 
individuo, lo que equivale a decir que se tiene un deber de seguir los mandatos de la ley 
natural para garantizar su propia preservación (II, §168). De esta manera, existe un deber 
de seguir las ordenanzas de Dios y la razón que permite el goce pleno de los derechos 
naturales de la vida, la libertad y la posesión (II, §32). La garantía de estos derechos, valga 
la pena decirlo en este punto, son los que le darán fundamento a la constitución: “Las leyes 
fundamentales […] se convierten ahora en la «Constitución del reino de Inglaterra», que 
deben precisamente garantizar la vida, la libertad y la propiedad”220. 

Así las cosas, la ley natural es la condición de posibilidad de la unión entre individuos. 
La razón ha sido concedida por Dios “a los hombres para que se guíen por ella en sus 
relaciones mutuas, y que es el lazo común mediante el cual el género humano se une en 
camaradería y sociedad”221. Sin el establecimiento de una ley natural, entendida como el uso 
recto de la razón, entonces, no sería posible ningún tipo de asociación política. Llevando las 
cosas más lejos, se podría decir que la sociabilidad humana, preocupación fundamental para 
la filosofía política moderna, solo es posible gracias a esta ley natural. El pacto que establece 
la sociedad civil, por consiguiente, está en armonía con los mandatos de la ley natural, pues 

217	 Ross Corbett, The Lockean Commonwealth, (Albany: University of New York Press, 2009).
218	 Corbett, The Lockean Commonwealth., 19.
219	 Locke, II, §6, 6-10.
220	 Matteucci, Organización del poder y libertad…,126
221	 Locke, II, §172, 6-10
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esta proclama que la mejor manera, y esta es la arista utilitarista de Locke, para poder 
garantizar los derechos naturales es la conformación de un poder legislativo supremo que 
regule las relaciones entre los individuos. 

Este poder supremo llega a subsanar el fracaso inherente a la ejecución del poder natural. 
En el estado de naturaleza se hace necesario que cualquier transgresión a la ley natural sea 
castigada por quien ha sido vulnerado en sus derechos: “la ley de la naturaleza que mira por 
la paz y la preservación de toda la humanidad, los medios para poner en práctica esa ley les 
han sido dados a todos los hombres, de tal modo que cada uno tiene el derecho de castigar 
a los transgresores de dicha ley en la medida en que ésta sea violada”222. Dado que existe una 
ley natural, de ella se desprende, entonces, la necesidad que se pueda castigar al ofensor y 
proteger al inocente, garantizándole, así, la restauración de sus derechos violentados (II, §8).  

El fracaso del poder «ejecutivo natural» se halla en que los individuos no pueden ser 
parte y juez de sus propias causas. Si cada hombre tiene el poder de que se ejecute la ley 
natural, estos se dejarán guiar más por el amor propio y beneficio que por justicia. Por tal 
razón, “no es razonable que los hombres sean jueces de su propia causa; que el amor propio 
los hará juzgar en favor de sí mismos y de sus amigos, y que, por otra parte, sus defectos 
naturales, su pasión y deseo de venganza los llevará demasiado lejos al castigar a otros, de 
lo que solo se podría seguir la confusión y el desorden”223. Debe existir un tercero, entonces, 
que medie las controversias entre los individuos, aplicando las leyes y castigando a quienes 
las transgredan. El establecimiento del gobierno, por medio del pacto, vendría a subsanar 
este impase que se encuentra en el estado de naturaleza. Esta necesidad es, en síntesis, el 
fundamento mismo del Estado.

La sociabilidad proveniente de la ley natural toma forma en dos sociedades específicas: la 
sociedad natural que es la familia, caracterizada por el dominium que tiene los padres sobre 
los hijos y la propiedad privada, y la sociedad civil, es decir, el Estado entendido como poder 
público (imperium). Al hablar de este último, Locke identifica su fundamento último en la 
garantía de la ley natural: “El Estado se origina mediante un poder que establece cuál es el 
castigo que corresponde a las diferentes transgresiones de aquellos que, entre los miembros 
de una sociedad, piensen que merece la pena cometerlas; este es el poder de hacer leyes, y 
a él debe añadirse el poder de castigar cualquier daño que se le haga a un miembro de la 
sociedad, cometido por alguien que no pertenece a ella. Este es el poder de hacer la guerra 
y la paz”224. Es casi inevitable comparar este poder de hacer las leyes (poder legislativo), el 
poder de castigar las transgresiones a la ley (poder ejecutivo) y el poder de hacer la guerra y 
la paz (poder federativo) con los derechos del soberano que defendía Filmer. No obstante, 
la diferencia fundamental, entre uno y otro autor, es evidente: para el primero, se originan 
en el pacto expreso entre seres racionales; para el segundo, por el contrario, provendrán de 
autoridad divina.   

222	 Locke, II, §7, 2-7
223	 Locke, II, §13, 3-7
224	 Locke., II, §88, 1-7
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La relación de estos tres poderes permite entender la soberanía como un poder moderado. 
Justamente, este es la relevancia del pensamiento de Locke dentro del constitucionalismo, 
pues fue

el primero en formular de manera clara y firme, en el ámbito de la constitución 
de los modernos, la fundamental distinción entre poder absoluto y poder 
moderado. El primero, es aquel en que un único sujeto, sea el rey o la asamblea, 
tienen el poder legislativo y el ejecutivo, el segundo es aquel que los dos 
poderes son distintos y pertenecen a dos sujetos distintos.225

En pocas palabras, con Locke, encontramos una reflexión concreta sobre la división de 
poderes, aspecto fundamental para las democracias modernas. Pero, aunque exista una 
división que se debe respetar, el poder ejecutivo y el federativo están subordinados al poder 
legislativo. Así lo piensa Locke en el capítulo decimotercero del segundo tratado: “Aunque 
en un Estado constituido que está propiamente fundamentado y que actúa de acuerdo con 
su naturaleza, es decir, que actúa para la preservación de la comunidad, solo puede haber un 
poder supremo que es el legislativo y al cual todos los demás deben estar supeditados”226. 
Esto sucede dada la importancia que tiene las leyes para la preservación “de la sociedad y 
(en la medida en que sea compatible con el bien público) de cada persona que forme parte 
de ella”227. 

Las leyes, entonces, no son la expresión de la voluntad de un soberano, sino el medio 
por el cual se garantizan los derechos naturales de los individuos. Solo así el gobierno civil 
puede cumplir con su naturaleza, es decir, con su finalidad. Por eso, para Locke, el poder 
legislativo supedita a los demás, pues ni el poder ejecutivo ni el federativo pueden existir 
sin leyes que los articule y module. Aquí, por lo anterior, se entiende en todo su peso el 
epígrafe con el que se inicia el segundo tratado: salus populi suprema lex esto (la salud del 
pueblo se encontraría en la suprema ley). Este sería el criterio fundamental que rige toda 
acción del Estado: “es ésta, ciertamente, la regla tan justa y fundamental, que todo el que la 
respete no estará en peligro de errar”228. La salud del pueblo descansa en el poder supremo 
legislativo que tiene como regla fundamental ser garante de los derechos naturales por 
medio de las leyes.

El poder legislativo, entonces, debe cumplir con tres características fundamentales según 
la reflexión de Locke. En primer lugar, las leyes “no deben variarse en casos particulares, sino 
que han de aplicarse igualmente al rico y al pobre, al favorito en la corte y al campesino”229. 
Todos los miembros que componen al Estado son iguales ante la ley y, por ende, todos están 
supeditados a ella. No hay nadie por fuera de la ley, ni siquiera el soberano, pues este debe 

225	 Maurizio Fioravanti, Constitución: de la Antigüedad a nuestros días. Madrid: Editorial Trotta, 2001, 93
226	 Locke, II, §149, 1-5
227	 Locke, II, §134, 5-7
228	 Locke, II, §158, 1-2
229	 Locke, II, §142, 5-8
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ejercer su poder orientado a lo estipulado en las leyes. En palabras del propio autor: “Por 
lo tanto, esta persona no puede tener más voluntad ni más poder que los que le otorga la 
ley. Y cuando abandona la representación que se le ha encomendado y no actúa de acuerdo 
con la voluntad pública sino según su propia voluntad, esta persona se degrada a sí misma 
y se convierte en una persona privada, cuyo poder y voluntad no deben ser obedecidos”230. 
El soberano, entonces, solo puede serlo por las prerrogativas de la ley que se han originado 
en la reunión de voluntades racionales de los individuos (voluntad pública), y no como un 
poder derivado de Dios. Así las cosas, la soberanía no puede actuar, en ningún caso, por 
fuera de la ley sino siempre apegada a ella.

Por lo tanto, y esta sería la segunda característica de la ley, esta no puede ir en contra 
del bien del pueblo (II, § 142). La finalidad de la sociedad es procurar la garantía de los 
derechos naturales, luego, ninguna ley puede ir en contra de este principio. Si fuese el caso 
de existir una ley que no cumpliera con esta máxima de acción sería lícito, como lo dice 
Locke en el último capítulo del segundo tratado, resistir a ello. Pues no sería considerada 
como ley, por lo tanto, no hay obligación alguna de acatarla. 

En tercer lugar, los gobernantes “no podrán aumentar los impuestos sobre la propiedad 
del pueblo sin consentimiento de este, ya venga dado por el pueblo mismo o por sus 
diputados”231. En la Inglaterra revolucionaria, como es sabido, uno de los debates más álgido 
estaba en establecer si es o no lícito que el monarca aumente los impuestos, tanto navales 
como a la propiedad, para el financiamiento de asuntos exteriores. En lo que se refiere a 
Locke, este defendió acérrimamente el derecho a la propiedad como un derecho natural 
(II, §25 al 51), por lo tanto, la propiedad es un freno al poder soberano, pues aumentar los 
impuestos, sin el consentimiento del pueblo, se consideraría una vulneración a este. Por esta 
razón, toda ley que tenga dichas pretensiones debe ser, sin discusión alguna, aprobada por 
la voluntad del pueblo232.  

Por último, “la legislatura no deberá ni podrá transferir a nadie el poder de hacer las 
leyes, ni depositarlo en lugar diferente de aquel en el que el pueblo lo ha depositado”233. 
Al ser la creación de las leyes el poder supremo del Estado, este solo puede ser ejercido 
por aquel órgano de gobierno que el pueblo ha autorizado, por medio el pacto, a hacerlo. 
Cualquier intento por transferirlo se considerará como usurpación del poder.  

De lo anterior se desprende el derecho a la resistencia que caracteriza al constitucionalismo 
lockeano. En el paso del estado de naturaleza al estado civil no se renuncia a los derechos 
naturales, sino se transfiere el poder legislativo natural a un tercero para no ser juez de la 
propia causa. Esto permite que se pase de una libertad natural a una libertad civil: 

230	 Locke, II, §151, 22-26
231	 Locke, II, §142, 10-12
232	 No podemos detener nuestra atención en la propiedad tal y como la entiende Locke, pues su complejidad nos 

desviaría demasiado de nuestro objetivo. No obstante, se puede consultar el trabajo de James Tully (1980), que a 
nuestro juicio recoge de manera clara los problemas y profundidad de las reflexiones lockeanas sobre la propiedad.   

233	 Locke, II, §142, 16-18
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La libertad natural del hombre consiste en estar libre de cualquier poder 
superior sobre la tierra, y en no hallarse sometido a la voluntad o a la autoridad 
legislativa de hombre alguno, sino adoptar como norma, exclusivamente, la 
ley de la naturaleza. La libertad del hombre en sociedad es la de no estar bajo 
más poder legislativo que el que haya sido establecido por consentimiento 
en el seno del Estado, ni bajo el dominio de lo que mande o prohíba ley 
alguna, excepto aquellas leyes que hayan sido dictadas por el poder legislativo 
de acuerdo con la misión que se le ha confiado.234

La libertad ya no se entiende como una prerrogativa del monarca, como lo aseguraba 
Filmer hasta el cansancio, sino como un derecho natural que posee cualquier individuo que 
haga parte del género humano. Así las cosas, no se puede renunciar, en ningún momento, 
a los derechos naturales para la asociación política, pues es en la libertad donde descansa 
el derecho de la propia autoconservación. Es así como los individuos no pactarían la 
constitución de Estado alguno si no se les garantizara la preservación de sus vidas, sus 
libertades y propiedades (II, §137). Por eso, la soberanía no podría entenderse como un 
poder absoluto, pues esto equivaldría a decir, en términos de Locke, que se podría disponer 
a voluntad arbitraria de los derechos de los individuos. Es por esto, para remarcarlo una vez 
más, que el poder soberano debe estar atado a las leyes civiles que, en su espíritu, buscan 
garantizar los derechos de cualquier individuo que haga parte del Estado.

Locke es bastante enfático en este punto: “Ningún hombre, ninguna sociedad de 
hombres tiene el poder para renunciar a su propia preservación, ni para entregar los medios 
de conseguirla poniéndolos bajo el dominio arbitrario y absoluto del otro”235. Y dado que 
siempre existe el riesgo de que alguna persona o grupo de personas tenga la intención de 
someter arbitrariamente al pueblo, es fundamental que este retenga el supremo poder de dar 
leyes cuando considere que se está yendo en contra de su bienestar y derechos naturales. En 
palabras del propio Locke: “la comunidad conserva siempre un poder supremo de salvarse 
a sí misma frente a posibles amenazas e intenciones maliciosas proveniente de cualquier 
persona, incluso de los legisladores mismos”236. Existe, entonces, una autodeterminación 
del pueblo orientada a la preservación de sus derechos. Y esta autodeterminación, hay que 
resaltarlo, es doble: por un lado, le da origen y fundamento al gobierno civil y, por otro, al 
disolverlo cuando se vea en riesgo su bienestar. 

Así las cosas, Locke establece las causas de la disolución de los gobiernos, remarcando 
que rebelión solo se da cuando se ha violentado al pueblo. Por lo tanto, no solo habría 
derecho a la resistencia, como lo aseguraban tiempo atrás defensores del poder limitado 
del monarca, sino un derecho a la rebelión. Este derecho se activa cuando existen cuatro 
circunstancias específicas: (1) al momento en que el monarca impone su voluntad de 
manera arbitraria ignorando completamente las leyes del Estado; (2) cuando el monarca 

234	 Locke, II, §22, 1-8
235	 Locke, II, §149, 18-20
236	 Locke, II, §149, 12-15.
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impide que se reúna el órgano legislativo para cumplir con sus funciones, o ser un obstáculo 
para que este actúe de manera libre; (3) cuando los electores o sistemas de elección son 
alterado sin consentimiento del pueblo y en contra del interés general; y (4) cuando se 
entrega al pueblo a la sujeción de un poder extranjero. 

Como se puede ver en este punto, el gobierno se disuelve cuando se ataca directamente 
el bienestar del pueblo. Por eso, y esto será radicalizado por el constitucionalismo de la 
revolución francesa, es indispensable que el poder absoluto descanse en el pueblo. La 
soberanía se yergue como un poder mesurado, pues siempre está reglado por los derechos 
naturales de los individuos, derechos que constituyen constitución de un Estado. Y dado que 
el depositario legítimo y natural de este poder es el pueblo, este puede poseer la autonomía 
absoluta de rebelarse ante un gobierno que devenga tiránico. El poder soberano se articula 
de una manera muy precisa con la constitución y el poder del pueblo de autodeterminarse.  
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Las tensiones de la soberanía popular en 
la revolución francesa

Al igual que la Inglaterra de mediados del siglo XVII, las condiciones históricas de la 
Francia del siglo XVIII influenciaron directamente el constitucionalismo que se desarrolló 
en sus entrañas. Este siglo puede caracterizarse en una sola imagen, a saber, el ocaso del 
poder absolutista:

El siglo XVIII fue un período de ocaso del absolutismo en Francia. La 
maquinaria administrativa centralizada creada por Richelieu, Mazarino y 
Luis XIV todavía gobernaba el país desde Versalles, y la voluntad real aún era 
factor decisivo a la hora de determinar casi todos los aspectos de la política 
exterior, económica o religiosa. Pero el Palacio de Versalles era una compleja 
institución que albergaba bajo el mismo techo a la Corte y al Gobierno237. 

De manera semejante a la Inglaterra, el siglo XVIII en Francia se caracterizó por el 
enfrentamiento entre la nobleza y gobierno. Luis XIV procuró mantener separadas estas 
dos esferas del poder político respetando la jerarquía social que se había constituido en el 
mundo feudal. El monarca garantizaba y protegía los privilegios y distinciones de la nobleza, 
a cambio de que esta no se entrometiera en los asuntos económicos y de política exterior 
del Estado. Por otro lado, al clero le eran respetados los privilegios que se habían estipulado 
desde final de las guerras de religión, permitiendo que existiera, de esta manera, una cierta 
armonía entre los diferentes estamentos de la sociedad francesa del antiguo régimen (la 
iglesia, la monarquía, la nobleza). 

Así las cosas, la sociedad que conoció Jean-Jacques Rousseau fue aquella que reproducía 
y mantenía la desigualdad entre los diferentes estamentos de la sociedad, a partir del 

237	 Hampson, Norman, Historia social de la Revolución Francesa (España: Alianza Editorial, 1974), 16
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establecimiento de privilegios. Sin referirse expresamente a una revolución civil238, el filósofo 
ginebrino entendió, de manera fundamental, que el poder político tiene a su base el poder 
económico, lo que permite que las desigualdades sociales se mantengan intactas. Esto llevó 
a Rousseau a establecer dos dimensiones de su teoría constitucional: el ser y el deber ser, 
dicotomía que se mantiene a lo largo de sus escritos. Pero lo anterior no le resta peso a la 
importancia del análisis político y social que realizó Rousseau, pues con él se llega a un 
terreno fundamental en el desarrollo del constitucionalismo moderno: el paso de derechos 
naturales a derechos sociales, por un lado, y el establecimiento de un concepto fuerte de 
soberanía popular, por el otro. Es así como la concepción iusnaturalista llega a su extremo, 
en decir, a su desarrollo más elevado239.

La importancia del pensamiento constitucional moderno de Rousseau, por ende, podría 
expresarse, de una manera puntual, en la tensión y el riesgo que trae consigo la formulación 
de una soberanía popular absoluta como origen de la legitimidad del poder estatal:

[…] a partir del paradigma iusnaturalista de la igualdad entre individuos, el 
constitucionalismo de las revoluciones no solo demanda el dominio de la ley 
general y abstracta, sino también, en la versión rousseauniana, un inagotable 
poder del pueblo para hacer la ley y para disponer de la constitución. Esta 
problemática atravesará toda la Revolución francesa. Por una parte, tratará 
de imponer una representación política fuerte junto a la prohibición del 
mandato imperativo, considerado como la expresión de la voluntad general 
cualquier ley querida por los representantes de la nación; por el otro, estará 
dispuesta no con poca frecuencia a temer que […] la propia voluntad general 
se deteriore y el pueblo corra el riesgo de perder su soberanía originaria240.

La preocupación de Rousseau, como lo fue también para Montesquieu y los denominados 
enciclopedistas, se centró en establecer la autoridad política que da origen y forma al soberano 
nacional. El pensamiento ilustrado francés se preocupó, de manera radical, por pensar y 
delimitar el origen de la autoridad política. Es así como en 1751, en la entrada «autorité 
politique» de la Encyclopédie, se condensan en términos específicos las características del 
poder político del pensamiento constitucionalista francés. Estas características se podrían 

238	 Suele decirse que el pensamiento de Rousseau es, sin duda alguna, altamente revolucionario, afirmación que es 
bastante discutible hoy en día. No se encuentra, en los escritos de Rousseau, una defensa acérrima de la revolución, 
como en el caso de Sieyés, al que nos referiremos un poco más adelante. Como lo señala Bernard Groethuysen, el 
pensamiento y espíritu de las Luces, encarnado en Montesquieu, Voltaire y Rousseau, fue acogido y reinterpretado 
por los ideólogos y protagonistas de la revolución francesa. No obstante, esta apropiación de la concepción de ley, 
igualdad, naturaleza humana y derechos del pensamiento de las Luces genera ciertas tensiones con los propósitos 
de cada uno de los autores. Es por eso que no se podría reducir, fácil y unívocamente, el pensamiento ilustrado con 
la ideología que se expandió en las entrañas del período revolucionario. Inclusive, como se tratará de ver a lo largo 
de este acápite, existe un distanciamiento entre los defensores de la revolución con los pensadores ilustrados, lo que 
evidencia, en términos concretos, la complejidad del pensamiento constitucionalista del siglo XVIII. 

239	 Véase al respecto Leo Strauss, “La crisis del derecho natural moderno”, en Derecho natural e historia (Buenos Aires: 
Prometeo Libros, 2013) 

240	 Fioravanti Maurizio. Constitución: de la Antigüedad a nuestros días. (Madrid: Editorial Trotta, 2001), 33
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expresar en cinco premisas fundamentales: (i) la autoridad política no se desprende de 
un derecho natural de mandar a otros; (ii) el poder que se adquiere por la violencia es 
usurpación; (iii) el legítimo poder político, fuente de toda autoridad, tiene necesariamente 
límites; (iv) el príncipe recibe de los súbditos, a través de un contrato, la autoridad política 
limitada por las leyes de la naturaleza y el Estado; y (v) el pueblo, que constituye una nación 
al momento de organizarse políticamente, mantiene el derecho y la libertad de pactar un 
nuevo contrato cuando así lo considere necesario.

Estos cinco aspectos, que determinan la fundamentación del poder político, que se 
desarrollaron en los años previos y posteriores a la Revolución francesa, marcarán todo el 
desarrollo del constitucionalismo de esta época. Así las cosas, las tensiones entre el Estado, 
el pueblo, la nación, al igual que los derechos naturales y civiles, se agudizarán hasta el 
punto de abrir nuevos caminos y lenguaje para entender y conceptualizar la soberanía. Para 
entender este momento histórico, el lugar más adecuado para iniciar, a nuestros ojos, es la 
filosofía política de Jean-Jacques Rousseau, la cual se constituye como el primer eslabón de 
una cadena que se extenderá por Europa de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX.  

Jean-Jacques Rousseau: la soberanía popular como concepto fuerte

La primera premisa, como se podrá observar sin mucha dificultad, se contrapone al 
derecho natural de los reyes del siglo XVI y XVII. La autoridad paterna, que no es negada, 
debe ser distinguida del poder civil, como Locke ya lo sostenía en su Tratado sobre el 
gobierno, pues esta caduca al momento en que el hijo puede ganar su subsistencia sin apoyo 
de los padres. Esta distinción conlleva, de manera explícita, a la imposibilidad de la tesis de 
Filmer de que todo poder civil es poder paternal y este, a su vez, es poder derivado de Dios. 
En su Discurso sobre el origen y los fundamentos de la desigualdad entre los hombres, escrito 
con anterioridad al Contrato social, Rousseau no solo retoma la distinción entre estos dos 
tipos de autoridad recordando a Locke, sino que explica de manera muy puntual la razón, a 
sus ojos, del por qué se ha reducido el poder político a la voluntad divina:

[…] las disensiones horrorosas, los infinitos desórdenes que necesariamente 
entrañan este peligroso poder muestra más que ninguna otra cosa hasta qué 
punto los gobiernos humanos tienen necesidad de una base más sólida que la 
mera razón y hasta qué punto es necesario para la tranquilidad pública que 
intervenga la voluntad divina con el fin de otorgar a la autoridad soberana un 
carácter sagrado e inviolable que arrebata a los sujetos el funesto de disponer 
de ella.241   

Dado que han existido numerosos abusos del poder político, a lo largo de la historia 
se ha llegado a sostener que el poder político descansa, en última instancia, en la voluntad 

241	 Jean-Jacques Rousseau, Discurso sobre el origen y los fundamentos de la desigualad entre los hombres (Madrid: Tecnos), 
192.
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divina para así negar la posibilidad de que los sujetos, y por ende el pueblo que conforma 
una nación, tengan la autoridad soberana. 

El contractualismo defendido por Rousseau, de esta manera, defenderá una tesis opuesta 
al fundamento divino del poder soberano. La autoridad política solo es posible gracias a un 
contrato social, distinto al defendido por los pensadores ingleses, que se genera a partir del 
consenso entre individuos libres e iguales que conforman un pueblo. Pero estas reflexiones 
sobre el fundamento del poder en términos contractualistas dan cuenta solo de una de 
las caras del asunto, pues no entran de manera profunda “en el problema de organizar el 
consenso de un gran Estado, que es el problema del constitucionalismo”242. Los filósofos 
ilustrados se preocuparon por establecer el origen y los límites del poder político, pero son 
los ideólogos revolucionarios quienes pensaron los mecanismos adecuados para ejercerlo. 
Esto diferencia, en lo que aquí interesa, a Rousseau con Sieyès: el primero demarcó los 
contornos y características de la soberanía popular, la nación y la constitución; el segundo, 
por su parte, estableció los mecanismo y modos adecuados, al encontrarse en medio de la 
revolución de 1789, para la organización y ejecución del poder político de la nación. 

Pero sería totalmente impreciso afirmar que Rousseau no se preocupó por reflexionar 
sobre los medios adecuados en que se debe organizar y ejecutar el poder democrático. En 
sus dos textos programáticos, Proyecto de Constitución para Córcega y Consideraciones sobre 
el gobierno de Polonia y su proyecto de reforma, expone algunas fórmulas concretas para la 
organización del poder, aunque se podría decir que su mayor debilidad está en que son 
meros proyectos de organización de una sociedad utópica, o a lo sumo, bastante inusual. 
Aun así, una de las grandes conclusiones de Rousseau es que el bienestar y la salud de 
una república democrática solo se logra por medio de la regulación del poder. Al final de 
Proyecto de Constitución, después de haber descrito las características materiales para el 
establecimiento de una constitución democrática, se afirma que “la vía más general y segura 
de que pueda disponerse para satisfacer los deseos, cualesquiera que sean, es el poder. Así, 
sea cual fuere la pasión a la que un hombre o un pueblo tienden, si es viva le hace aspirar 
vívidamente al poder, sea como fin si es orgulloso o vanidoso, sea como medio si es vengativo 
o voluptuoso”243. El arte de gobernar, según la lectura rousseauniana, requiere organizar 
el poder adecuadamente, pues este es parte inherente de cualquier Estado. Esto obliga a 
abordar dos aspectos bastantes concretos: (1) el origen y fundamento del poder y (2) las 
condiciones de posibilidades para que este se ejerza de manera adecuada.          

El primer aspecto tiene que ver con la premisa, anteriormente mencionada, que distingue 
el poder legítimo de la fuerza. En la entrada sobre el poder, de la Encyclopédie, se encuentra 
resumida la distinción fundamental entre poder legítimo y fuerza: “El fundamento del 
poder es el consentimiento de los hombres reunidos en sociedad. El que se establece sólo en 
base a la fuerza no puede subsistir más que por la fuerza; ésta no puede nunca legitimarlo, 

242	 Matteucci Nicola, Organización del poder y libertad. Historia del constitucionalismo moderno. (Madrid: Trotta, 1998), 
223 

243	 Jean-Jacques Rousseau, Proyecto de Constitución para Córcega. Consideraciones sobre el gobierno de Polonia y su proyecto 
de reforma (Madrid: Tecnos, 1988), 48
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y los pueblos siempre conservan el derecho de reclamar en su contra”244. La única fuente 
del poder legítima es el pueblo que ha pactado el mejor gobierno para sí mismo. En este 
sentido, la fuerza y la violencia no pueden legitimar el poder político; solo el contrato social 
es la fuente legítima de este. Rousseau comparte esta posición, no obstante, lleva un poco 
más lejos el argumento de los enciclopedistas. 

En el capítulo tercero del primer libro del Contrato social, se establece la distinción entre 
fuerza, poder y obediencia. Para Rousseau, el poder político traduce la obediencia a derecho, 
mientras que la fuerza, al no ser fuente de ningún derecho, no exige obligación de obedecer 
a quienes se impongan por este medio. De esta manera, no existiría un derecho de obedecer 
al más fuerte, pues la obediencia está revestida de cierta moralidad, el deber de obedecer 
al derecho político que garantiza la libertad e igualdad de los ciudadanos. En palabras del 
propio Rousseau: “Si hay que obedecer por fuerza, no es necesario obedecer por deber y, 
si no se está forzado a obedecer, no tiene obligación de hacerlo […] Convengamos, pues, 
en que la fuerza no constituye derecho, y que únicamente se está obligado a obedecer a los 
poderes legítimos”245. La preocupación por establecer el origen legítimo del poder, valga 
resaltarlo, descansa en la necesidad de fundamentar la obediencia a un poder civil que, en 
su ejercicio, organiza la república. El poder político está atado, como se verá radicalizado en 
un momento, a un postulado moral, en la medida en que nace el deber de obedecer a una 
voluntad que se da a sí misma su propia ley. 

Rousseau, por otra parte, no se queda únicamente en decir que la fuerza no puede ser 
fuente del poder, sino también la riqueza. En el Proyecto de Constitución es bastante más 
radical que el Contrato o en el Discurso, al afirmar que el ejercicio del poder que se basa 
en las riquezas y, por ende, en los privilegios de unos pocos, es un ejercicio ilegítimo, lo 
que conlleva a que no exista obligación de obedecer a quienes reclaman un poder legítimo 
basado en la riqueza que poseen. Dice el pensador ginebrino: 

El poder civil se ejerce de dos maneras, una legítima por la autoridad, y otra 
abusiva, mediante las riquezas. Allí donde las riquezas dominen, el poder y 
la autoridad se haya por lo general separados, puesto que los medios para 
adquirir riqueza y los medios para acceder a la autoridad, no siendo los 
mismos, son raramente empleados por las mismas personas. En ese caso, el 
poder aparente se halla en las manos de los magistrados y el poder real en 
la de los ricos. Bajo tal gobierno, todo marcha al son de las pasiones de los 
hombres, nada tiende al fin de la institución.246    

Es fundamental, para el poder democrático, que la riqueza se halle distribuida de manera 
equitativa en aras de articular el poder civil con una organización económica adecuada. Esta 

244	 Denis Diderot y Jean Le Rond D’Alembert, Artículos políticos de la Enciclopedia (Barcelona: Ediciones Altaya, 1995), 
144 

245	 Jean-Jacques Rousseau, El contrato social o principios del derecho político (Madrid: Tecnos, 2009), 8
246	 Rousseau, Proyecto de Constitución, 48.
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necesidad está sustentada en la premisa de que en un Estado democrático las distinciones y 
privilegios no pueden darse ni por riquezas ni por fuerza, sino por la labor que se haga por 
el bien común. La riqueza y la fuerza ponen en peligro a la igualdad y la libertad necesarias 
para la obediencia al poder político. Es por eso que la condición de posibilidad de un poder 
legítimo es mantener la fuerza y la riqueza limitadas, como se expresa en el Contrato: 
“Respecto a la igualdad, no hay que entender por esta palabra el nivel de poder y de riqueza 
sea absolutamente el mismo, sino que, en cuanto al poder, este esté por encima de toda 
violencia y nunca se ejerza sino en virtud rango y las leyes, y en cuanto a la riqueza, que 
ningún ciudadano sea lo suficientemente opulento como para comprar a otro, ni ninguno 
tan pobre como para ser obligado a venderse”247. 

Mantener la igualdad y la libertad de los individuos requiere, por consiguiente, que el 
poder político se enfrente a la desigualdad que ha existido desde el origen de las sociedades 
humanas. Para delimitar esta desigualdad, que es tanto natural como civil, Rousseau parte 
de una triada que lo diferencia de los iusnaturalistas como Hobbes y Locke, a saber, estado 
de naturaleza-sociedad civil-república. 

Si para Hobbes existía un paso directo del estado de naturaleza al Leviatán, en la filosofía 
política de Rousseau se encuentra un estado intermedio, en donde los individuos tienen 
vínculos sociales efímeros, sin que sea un estado de guerra de todos contra todos. Sostener 
esta tríada, hay que resaltarlo, requiere que se entienda de una manera distinta la naturaleza 
humana, lo que implica establecer una antropología distinta a la de sus predecesores. La 
forma de entender al hombre, hay que subrayarlo, tendrá consecuencias en la forma y los 
postulados del derecho natural, pues “[t]anto el carácter como el contenido del derecho 
natural pueden verse afectados de manera decisiva por la manera en que se conciba el origen 
del hombre”248. Este es, quizá, una de las mayores dificultades al momento de abordar el 
pensamiento político de Rousseau, pues muchas veces se pasa por alto, inclusive Fioravanti 
como Matteucci, los matices que se encuentran en los textos del pensador ginebrino. 

El primer aspecto que hay que subrayar es la distinción entre el ser y el deber ser. Tanto 
en el Discurso como en el Contrato, Rousseau es reiterativo en decir que su análisis se 
sitúa en el realismo político, pues no le preocupa saber cómo debería ser el ser humano 
sino como en realidad es. No obstante, el Discurso sobre la desigualdad se desarrolla en 
un terreno histórico antropológico real, mientras que el Contrato en el plano de lo ideal-
teórico e, inclusive, normativo. Esta distinción permite leer el primer texto como base del 
segundo, como el mismo Rousseau lo sugiere en algunos momentos. Así las cosas, solo 
se podría entender a cabalidad el surgimiento de la república rousseauniana en la medida 
en que se entiende la tensión entre el hombre de la naturaleza y el hombre de hombres. 
Esta distinción se yergue, desde el comienzo, sobre una dificultad que se encuentran en los 
iusnaturalistas modernos: el estatus del estado de naturaleza. En Hobbes, no es claro si se 
trata de un hecho histórico real o un mero recurso retórico de su argumentación; en Locke, 
por su lado, el hombre natural tiene su referencia real en las comunidades indígenas de 
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Norteamérica; para Rousseau, por su parte, el estado de naturaleza y, por ende, el derecho 
natural descansa en deducciones hipotéticas:

Comencemos por descartar todos los hechos, pues no conciernen al problema. 
No se debe tomar las investigaciones que se pueden hacer sobre este tema 
como verdades históricas, sino tan solo como razonamientos puramente 
hipotéticos y condicionales, muchos más adecuados para esclarecer la 
naturaleza de las cosas que para mostrar su verdadero origen, y semejantes a 
las que en nuestros días elaboran los físicos sobre la formación del mundo.249

Rousseau, siguiendo en cierto punto el método científico de su época, parte de postulados 
hipotéticos que se sostienen en observaciones puntuales sobre el mundo. La descripción 
del estado natural debe entenderse como postulados hipotéticos que se deducen de la 
observación del ser humano. Esto, para dar luz a la formación de las primeras sociedades y 
la conformación de las repúblicas. 

Conocer la naturaleza propia del ser humano, y analizar qué hay en ella de artificial 
y qué de natural, es la empresa de Rousseau, dado que solo así se podrá determinar 
adecuadamente la constitución de la sociedad. Empresa a la que no se le oculta su dificultad, 
dado cierta imposibilidad de observar al ser humano en su estado más salvaje. Esta no ha 
sido reconocida, afirma Rousseau, por los anteriores filósofos que han tratado de demostrar 
la necesidad del estado social a partir del estado natural caracterizando al ser humano civil 
más que al salvaje: “Todos [los filósofos iusnaturalistas modernos], hablando sin cesar 
de necesidad, de avidez, de opresión, de deseos y orgullo, han trasplantado al estado de 
naturaleza ideas que había tomado de la sociedad; hablaban del hombre salvaje, pero dibujan 
al hombre civil”250. Hobbes y Locke, desde este postulado, se equivocaron en deducir la 
condición natural de la civil, lo que llevó a que tan solo extrapolaran características propias 
del Estado y el gobierno al estado natural. 

Para subsanar esta dificultad, Rousseau adopta, en la primera parte de su discurso sobre 
la desigualdad, describir al salvaje desde dos ángulos específicos: desde lo físicos-biológico 
y lo metafísico-moral. El punto de encuentro de estas dos descripciones está en la conocida 
tesis de que el ser humano nace bueno por naturaleza y es la sociedad la que lo corrompe. 
En el estado de naturaleza lo que caracteriza a los sujetos es su simplicidad, donde sus 
necesidades básicas son satisfechas sin dificultad alguna: “Lo veo saciándose bajo una 
encina, refrescándose en el primer arroyo, hallando su lecho bajo el mismo árbol que le ha 
proporcionado el alimento; y con ellos, satisfechas sus necesidades”251. Lo característico del 
ser humano de la naturaleza es que sus necesidades son básicas y pocas, lo que le permiten 
satisfacerlas con aquello que tiene a la mano. Lo anterior hace que sea un ser solitario que 
establece vínculos con otros basados en la necesidad. El ser humano civil, por el contrario, es 
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aquel que se caracteriza por el hecho de multiplicar sus necesidades, y, por ende, los medios 
para satisfacerlas se han sofisticado. 

De esta manera, en el estado de naturaleza más salvaje, muy cercano a lo que Hobbes 
afirmó, no existe la virtud o el vicio, pues las necesidades biológicas no pueden entenderse 
bajo dichas categorías morales: 

Parece, así, que los hombres en tal estado, al no existir entre ellos ninguna 
clase de relación moral ni de deberes comunes, no pudieron ni ser buenos ni 
malos, no tuvieron ni vicios ni virtudes a no ser que, tomando tales palabras 
en su sentido físico, se denominen en el individuo vicios aquellas cualidades 
que pueden perjudicar a su propia conservación y virtudes las que pueden 
contribuir a ella; en semejante caso habría que llamar más virtuosos a aquel 
que menos se resiste a los simples impulsos de la naturaleza.252

El ser humano en estado natural es bueno porque satisface sus impulsos naturales de la 
manera en que la naturaleza se lo permite. Por ende, el hombre no es naturalmente malo, 
como se ha dicho infinidad de veces citando a Hobbes, sino que se acerca a la concepción 
lockeana del estado natural, donde predomina el deseo básico de conservación de la propia 
vida, lo cual solo es posible en un estado de paz. 

Es en este punto donde Rousseau construye el desarrollo del estado natural a la 
sociedad civil. Dado que las necesidades condicionan al ser humano, es inevitable que se 
perfeccionen los medios para satisfacerlas. Así, por ejemplo, en un principio el hombre 
natural era recolector, pero dado que la naturaleza moldeaba sus necesidades por medio 
de la imposición de ciertas dificultades, comenzó a dominar el arte de la agricultura. Así 
se originaron las primeras asociaciones humanas, la primeras eran tan solo esporádicas 
que se mantenían hasta satisfecha la necesidad; en un segundo estadio, los individuos 
se comenzaron a reunir en familias motivados por el amor conyugal y paternal; el tercer 
momento, cuando comienza a surgir la desigualdad política, es la asociación entre diferentes 
familias, allí donde se originó la defensa de la propiedad, lo tuyo y lo mío, la desconfianza, 
la gloria y el uso de los demás para la consecución de la satisfacción de los propios deseos: 

Se acostumbra uno a considerar objetos diferentes y hacer comparaciones; se 
adquiere insensiblemente las ideas de mérito y de belleza que producen los 
sentimientos de preferencia. A fuerza de verse, no se puede ya pasar sin verse. 
Un sentimiento tierno y dulce se apodera del alma y con la menor oposición 
se convierte en un furor impetuoso; los celos se despiertan con el amor; la 
discordia triunfa y la más dulces de las pasiones recibe sacrificios de sangre 
humana.253   
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La desigualdad política y, al mismo tiempo el vicio, nace con la envidia, la vanidad, 
el desprecio y la vergüenza. Así comenzó a moldearse al ser humano por medio de la 
moralidad instaurada por la sociedad. Se les exigía satisfacer las nuevas pasiones que 
no se encontraban en estado salvaje, introduciendo la necesidad del castigo a quien, por 
alguna razón, injuriara a otro en su propiedad o en su honra. Esto condujo a la exigencia de 
establecer magistrados que interfirieran como jueces al momento en que se presentará algún 
conflicto entre individuos. 

Pero la desigualdad social se desarrolló solo en la medida en que las necesidades 
originaron otras nuevas, al tiempo que dio paso al dominio de unos individuos sobre otros:

Desde el momento en que se necesitaron hombres para fundir y forjar el 
hierro, fueron necesarios otros hombres para alimentar a éstos. Cuando más se 
multiplicaba el número de obreros menos manos habían empleadas en aportar 
la subsistencia común sin que hubiese menos bocas para consumirla, y como 
los unos necesitaban mercancías a cambio de su hierro, los otros encontraron 
al fin el secreto de emplear el hierro para la multiplicación de las mercancías.254

La desigualdad política se agudiza al momento en que los individuos pierden la libertad 
y simplicidad para la satisfacción de sus propias necesidades. Se multiplican las necesidades 
y por lo tanto se ha de necesitar del trabajo del otro para poder satisfacerlas. Así, se origina 
la subordinación y jerarquización de los individuos en sociedad, lo que termina, según la 
reflexión de Rousseau, en el surgimiento de los privilegios, los cuales no son más que la 
riqueza y el poder que un individuo tiene sobre otros. 

Así las cosas, el primer efecto que tiene el establecimiento de la desigualdad y la 
propiedad es que en los individuos surge el deseo de conseguir su provecho a expensas de los 
demás. Se configura, entonces, el deseo de perjudicar al otro a expensas del bien individual, 
la desconfianza ante los demás y la envidia de lo que el otro pueda tener bajo su poder. Unos 
cuantos comienzan a adquirir y acumular riquezas, pues utilizan su poder y astucia para 
apropiarse del trabajo de los demás. El siguiente paso será, según la reflexión de Rousseau, 
fundamentar el poder político a partir de la riqueza y los privilegios: “el rico, forzado por la 
necesidad, concibe finalmente el proyecto más reflexivo que haya surgido jamás en el espíritu 
humano: se trata de emplear en favor suyo las fuerzas mismas de aquellos que le atacan, de 
convertir a sus adversarios en defensores suyos, de inspirarles otras máximas y darles otras 
instituciones que le fuesen tan favorables como le eran contrario el derecho natural”255. 

En pocas palabras, este proyecto consiste en establecer una organización social en la 
que se mantengan intactos los privilegios de los ricos. Así, la ley y el derecho de propiedad 
están al servicio de unos pocos, lo que lleva a establecer la institución de la magistratura para 
hacer cumplir las leyes impuestas y, por ende, a ejercer un poder político arbitrario, pues 
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no se fundamentan ni en el pueblo ni en el bien común. Pero la pregunta, en este punto, es 
bastante precisa: ¿cómo se puede lograr todo lo anterior? La respuesta es bastante clara en 
Rousseau: a partir de un contrato entre ricos, un contrato que se origine en la desigualdad 
política. En palabras del propio autor:

Tal fue o debió de ser el origen de la sociedad y de las leyes que dieron nuevas 
trabas al débil y nuevas fuerzas al rico, destruyeron sin posible retorno la 
libertad natural, fijaron para siempre la ley de la propiedad y de la desigualdad, 
de una astuta usurpación hicieron del derecho irrevocable y, para el provecho 
de algunos ambiciosos, sometieron desde entonces todo el género humano al 
trabajo, a la servidumbre y a la miseria.256

A partir de diferentes estratagemas, los ricos y ambiciosos inventaron la necesidad de 
pactar una organización social en la cual se garantizarán la satisfacción de sus necesidades 
que presentaron como las de los demás, y donde la unidad de fuerzas individuales 
constituyera una sociedad fuerte para garantizar las condiciones mínimas para el desarrollo 
de la vida. Así, el débil no tuvo otra opción más que aceptar el pacto que le ofertaban, con la 
idea de que este era la mejor de los escenarios posibles.

De este pacto es necesario, para lo que nos compete, realizar dos observaciones 
fundamentales. La primera tiene que ver con esta conformación del Estado ilegítimo o 
corrupto, como también es denominado por Rousseau. La conformación del derecho y la ley, 
y por ende de las instituciones que les son inherentes, se establece como medio para preservar 
el poder de unos pocos. En este sentido, la ley y el derecho terminarían siendo cómplices, para 
expresarlo en palabras llanas, del mantenimiento de un orden social basado en la desigualdad. 
No existe, por lo tanto, ninguna obligación de obedecer, como se anotó más arriba, a un 
gobierno que descansa en estos cimientos. De lo único que puede hablarse acá es de una cierta 
necesidad que hace que los súbditos acepten la organización política instaurada. Así las cosas, 
no se configura ningún vínculo político, pues depende de ello que exista un deber moral de 
obedecer las leyes que regulan y organizan el poder con miras al bien común.  

Y dado que este poder es ilegítimo, segunda observación, no existe ningún poder 
soberano, a lo sumo, un poder que se ejerce en contravía del bien común. La soberanía, 
y es esto lo que se debería retener en este punto, solo es posible dentro de una república, 
en donde el pueblo es el fundamento legítimo del máximo poder civil. Así las cosas, la 
consecuencia es bastante precisa: para Rousseau, solo existe una clase de soberanía: la 
soberanía popular. En esto estriba la necesidad de radicalizar este concepto político, más 
allá de lo que el propio Locke llegó a hacer, para entender la forma cómo se puede organizar 
el poder democrático en una república. Pero esto no significa, como se verá a continuación, 
que se abandonen completamente los postulados de la soberanía absolutista. Más bien, el 
filósofo ginebrino trasplanta varios postulados de esa concepción de soberanía, además de 
inspirarse en varios momentos en las reflexiones de Locke, a nuevos terrenos para defender 
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un concepto fuerte de soberanía popular. Es esto, justamente, lo que nos interesa sostener 
en lo que sigue. 

Al final del Discurso, se encuentran algunas ideas generales sobre el verdadero pacto 
político entre el pueblo y sus gobernantes, que serán abordadas por Rousseau de manera 
extensa en el Contrato:

Sin entrar ahora en las investigaciones que aún hay que realizar acerca de la 
naturaleza del pacto fundamental de todo gobierno, me limito, siguiendo la 
opinión común, a considerar aquí el establecimiento del cuerpo político como 
un verdadero contrato entre el pueblo y sus jefes que él elige, contrato por el 
cual las dos partes se obligan a observar las leyes que en él se estipulan y que 
forman los lazos de su unión. Habiendo reunido al pueblo, respecto al punto 
de las relaciones sociales, todas sus voluntades en una sola, todos los artículos 
en los que esa voluntad se expresa convirtiéndose en otras tantas leyes 
fundamentales que obligan a todos los miembros del Estado sin excepción 
y de las cuales regula la elección y el poder de los magistrados encargados 
de vigilar la ejecución de las restantes. Este poder se extiende a todo lo que 
puede mantener la constitución sin llegar a cambiarla257.  

En esto consistiría, en pocas palabras, la constitución de una república. El nacimiento de 
una república, como lo expresa Pierre Nora, es inseparable de la revolución y se configura 
en dos momentos específicos de la historia de Francia: “[en] 1789, cuando la soberanía del 
monarca fue reemplazada por la soberanía de la nación y [en] 1792, cuando el monarca 
fue depuesto”258. Rousseau, al igual que Locke, estaría inscrito en el primer momento, 
pues para él la soberanía absoluta del monarca, defendida en los siglos anteriores, debe ser 
reemplazada por un ejercicio nacional de la soberanía regulada por la constitución y el bien 
común de los ciudadanos. De esta manera, el Contrato social debe ser entendido como el 
reemplazo del poder soberano del monarca por el de la nación soberana. 	

Rousseau describe cómo ha de fundarse el poder político de una Estado que gobierne 
legítimamente para no caer en el Estado de desigualdad que solo somete a una multitud. 
Este nuevo orden social debe ser, entonces, la base de los derechos civiles de los individuos, 
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derechos inalienables que deben dar sustento y constitución de un pueblo, los cuales se 
desprenden de la naturaleza humana. Así las cosas, el primer eslabón estaría en establecer 
cómo se configura un pueblo. He aquí la primera dificultad que se debe atravesar: ¿cómo 
ha de entenderse pueblo? Un buen punto de partida sería, de nuevo, la Encyclopédie, en la 
que se realiza un recuento de qué se ha entendido por «pueblo» en la Francia de la edad 
moderna. En primer lugar, “en Francia el pueblo era considerado como la parte más útil, 
la más preciosa, y en consecuencia la más respetable de la nación. Se creía entonces que el 
pueblo podía ocupar un lugar en los Estados generales y los parlamentos del reino”259. Este 
primer estadio se refiere al pueblo entendido en el mundo medieval, donde se consideraba 
como uno de los estamentos, al lado del clero y la monarquía, que componían la sociedad. 
En este sentido, por pueblo debe entenderse aquella clase social que no era parte de los 
otros dos estamentos. Esta definición se denominó más adelante, para utilizar los términos 
usados por Sieyès, el tercer Estado. 

En un segundo momento histórico, se entendió como aquella multitud que se distinguía 
de la nobleza y los privilegiados: “En otros tiempos el pueblo era el estado general de la 
nación, enfrentado solamente al de los grandes y los nobles. Integraba a los campesinos, 
los obreros, artesanos, comerciantes, banqueros, hombres de letras y juristas”260. En este 
sentido, el pueblo era la aglomeración de las nuevas clases sociales que surgieron con el 
mundo burgués industrializado. Así, los nobles, que componían a la monarquía, constituían 
una esfera de la sociedad, y aquellos excluidos de esta conformaban el pueblo. 

No obstante, los juristas comenzaron a distanciarse del pueblo por buscar ennoblecerse 
sin recurrir a la fuerza sino únicamente al discurso; los hombres de letras dieron un paso 
atrás de la categoría pueblo, pues lo consideraba como una masa ignorante (populacho); los 
artesanos, al decidir trabajar el lujo y dedicarse al cultivo de las artes, se distinguieron del 
pueblo para configurar una nueva clase social; los banqueros y comerciantes se volvieron tan 
aliados de los nobles que terminaron confundiéndose con ellos. Por lo tanto, “solo quedan, 
pues, en la masa del pueblo los obreros y los campesinos”261. Los obreros son aquellos que 
viven en condiciones deplorables, pero cuya fuerza de trabajo es necesaria para los demás 
estamentos. El campesino, por su parte, es aquel que se encuentra enteramente ocupado en 
la labor de la tierra, y mientras lo hace se halla “bajo la indolencia de los ricos, el trapichero 
de los tratantes, el pillaje de los recaudadores”262. En una palabra, el pueblo son aquellos 
individuos que se encuentra subordinados a los otros estamentos y, además, deben soportar 
las peores condiciones que un ser humano puede afrontar. 

De estas tres descripciones de lo que sería un pueblo, Rousseau, al parecer, no se alinea con 
ninguna, incluso, se podría sostener que propone una nueva noción mucho más abstracta de 
pueblo. Esta es, justamente, una de las dificultades más notorias que se presenta en los textos 
rousseaunianos, en especial al momento de abordar la complejidad del concepto de soberanía 

259	 Diderot y D’Alembert, Artículos políticos, 168
260	 Diderot y D’Alembert, Artículos políticos, 168
261	 Diderot y D’Alembert, Artículos políticos, 169
262	 Diderot y D’Alembert, Artículos políticos, 171



Modulaciones de la Soberanía
Un acercamiento a las raíces modernas de un debate contemporáneo

123

del pueblo. En el capítulo quinto del primer libro del Contrato, al recordar las palabras de 
Grocio, Rousseau reconoce que primero debe existir un pueblo para que este pueda contratar 
con un rey, por lo tanto, “[a]ntes de examinar el acto mediante el cual un pueblo elige a un 
rey, habría que examinar el acto por el cual un pueblo se convierte en pueblo, porque siendo 
este un acto necesariamente anterior al otro, es el verdadero fundamento de la sociedad”263. 
Rousseau abandona toda pretensión de definir o, al menos, delimitar las características que 
conforman a un pueblo, más solo se preocupa por abordar el pacto social, la configuración 
de la voluntad general y la soberanía. El paso de una cosa a la otra no es siempre claro, por lo 
que se debe tener sumo cuidado en este punto para evitar cualquier equívoco.

El capítulo VI del primer libro parte de un presupuesto que solo se entiende a la luz del 
Discurso: “Parto de considerar a los hombres llegados a un punto en el que los obstáculos 
que dañan a su conservación en el estado de naturaleza logran superar, mediante su 
resistencia, la fuerza que cada individuo puede emplear para mantenerse en ese estado”264. 
En un momento dado, el individuo aislado ve que su fuerza no es suficiente para poder 
afrontar las contingencias a las que se enfrenta en el estado de naturaleza. De esta manera, 
al igual como lo afirmaba Hobbes, la única salida es unir y dirigir las fuerzas individuales 
para constituir una fuerza mayor que garantice la supervivencia del género humano. Al ver 
esta necesidad, los individuos deciden unirse originando así, y es esta la interpretación que 
se quiere sostener, un pueblo: constituir una forma de asociación “que defienda y proteja de 
toda fuerza común a las personas y a los bienes de cada asociado, y gracias a la cual cada 
uno, en unión de todos los demás, solamente se obedezcan a sí mismo y quede tan libre 
como antes”265. Si se quisiera, entonces, definir el concepto de pueblo desde la perspectiva de 
Rousseau, se podría decir que es aquella asociación originaria (pactum societatis) que hacen 
los individuos para constituir una fuerza superior y así enfrentarse con las dificultades que 
se encuentran en el estado natural. Esta asociación solo puede darse en la plena libertad e 
igualdad, donde los sujetos no se someten más que a ellos mismos. Así, el pueblo no es más 
que un cuerpo político conformado por individuos libres e iguales.  

Este primer momento no es necesariamente el Estado civil, más bien es un estado 
primigenio que fundamenta al poder y permite dar paso a la configuración del Estado y su 
organización. Para esto, es necesario que exista la voluntad general, efecto de esta asociación: 
“si eliminamos del pacto social lo que no es esencial, nos encontramos con que se reduce 
a los términos siguientes: «Cada uno de nosotros pone en común su persona y todo su poder 
bajo la suprema dirección de la voluntad general, recibiendo a cada miembro como parte del 
todo»”266. La voluntad general marcaría el paso de estado natural a la primera asociación 
entre individuos. Antes solo existían individuos que se encontraban temporalmente unidos, 
ahora han decidió conformar un pueblo. De esta forma, cada uno se ha de ver como un 
miembro de un todo y, por ende, se ve a sí como libre e igual a los demás. 

263	 Rousseau, Contrato social, 15
264	 Rousseau, Contrato social, 15
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Esta voluntad general configura el fundamento legítimo del poder, legitimidad que en el 
Estado desigual no se hallaba. El poder político, entonces, siempre está atado a la voluntad 
general que ha de direccionar a cada individuo para garantizar el bien común. Así las cosas, 
“todo tipo de poder personal (maiestas personalis) desaparece, queda el cuerpo político 
(maiestas realis)”267. Lo que prevalece es la colectividad frente a la individualidad, así solo 
se podría hablar de ciudadanos, aquellos que se ven a sí mismos no como un individuo 
aislado, como en el estado natural, sino como una parte de un todo que ellos mismos han 
decidió conformar. La voluntad general no parte, como en los iusnaturalistas anteriores, de 
los postulados de la ley natural, que no son más que preceptos de la razón como lo habían 
afirmado Hobbes y Locke. Al entender el estado natural en términos biológicos, apoyado 
en las tesis de la antropología comparada de su época, Rousseau no puede hablar de leyes 
naturales como preceptos o de la razón o de dios, por lo que se diferencia completamente 
de sus antecesores. Así las cosas, la pregunta que surge en este punto es: ¿qué es aquello 
que motiva a los hombres a salir del estado natural, aun cuando este es un estado de plena 
paz y satisfacción? La respuesta es, en una palabra, por necesidad y pasión, dejando de lado 
a la razón. Esta solo tiene cabida en la sociedad civil y no en el estado natural, pues, para 
Rousseau, la razón está atada a la convención del lenguaje: 

Rousseau deduce de las premisas de Hobbes una conclusión necesaria que 
Hobbes no había sacado. Tener razón significa sacar ideas generales. Pero las 
ideas generales, a diferencia de las imágenes de la memoria o la imaginación, no 
son producto de un proceso natural o inconsciente; presuponen definiciones; 
deben su ser a la definición. Por ende, presuponen lenguaje. Dado que el 
lenguaje no es natural, la razón no es natural.268 

La razón no tiene nada que ver con el paso del estado natural al civil. Solo por medio 
de las pasiones, que son moldeadas por las necesidades, es que se establece el tránsito 
entre lo natural a lo civil. Así las cosas, la configuración de la voluntad general se da 
por medio de una pasión que es afectada por la necesidad de encontrar el medio más 
adecuado para superar los obstáculos que se encuentran en el estado natural. La razón 
solo tiene su lugar y función al momento en que los individuos forman una sociedad civil, 
en la que están obligados ya no solo a seguir sus pasiones, sino a la razón para actuar 
conforme al bien general. 

Una vez configurada la voluntad general, lo siguiente es dar origen al Estado. Esta 
voluntad da paso a un cuerpo moral y colectivo que se caracteriza por ser una unidad 
que actúa a partir de fines comunes. Este cuerpo moral, que no es más que una persona 
pública, es llamada república: “Esta persona pública, que se constituye mediante la unión 
de todas las restantes, se llamaba en otro tiempo Ciudad-Estado, y toma ahora el nombre 

267	 José Fernández. Hobbes y Rousseau: entre la autocracia y la democracia. (México: Fondo de Cultura Económica, 1988), 
91.
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de República o de cuerpo político, que sus miembros denominan Estado, cuando es pasivo, 
Soberano cuando es activo y Poder, al compararlo con sus semejantes”269. La república tiene 
dos caras: una pasiva y otra activa: desde el lado pasivo, se habla de un Estado que regula 
el poder político y donde los miembros del cuerpo social se ven como súbditos; desde lo 
activo, se habla de soberanía y de ciudadanos que ejercen el poder político para darse a sí 
mismos ley. De esta manera, las categorías de soberano, súbdito, Estado y ciudadano son 
cooriginarias, son pliegues de la asociación de individuos.

Lo anterior constituye las bases del concepto fuerte de soberanía defendido por 
Rousseau. Para mantener la igualdad y la libertad, es necesario un compromiso mutuo 
entre los pactantes, compromiso que no es más que la razón de ser del poder soberano: 
“el acto de asociación encierra un compromiso recíproco del público con los particulares, 
y cada individuo contratando, por así decirlo, consigo mismo, se halla comprometido por 
una noble relación, a saber, como miembro del soberano respecto a los particulares, y 
como miembro del Estado respecto del soberano”270. El asunto aquí es bastante complejo, 
pues constituye no solo un problema que será señalado por autores posteriores, sino que, 
inclusive, ya era remarcado por Hobbes un siglo atrás: el soberano y el súbdito son la misma 
persona. Si Hobbes afirmó que el soberano debe ser un sujeto distinto de quien obedece 
porque nadie puede obligarse a sí mismo a cumplir con sus pactos, Rousseau se instala en 
la orilla completamente opuesta, donde la autonomía está en obligarse a sí mismo a cumplir 
con la ley que se ha dado. 

Así las cosas, Rousseau establece cuatro características fundamentales del poder 
soberano que lo acercan, en maneras bastante particulares, a sus predecesores. En primer 
lugar, al igual que en Bodin y Hobbes, este debe ser absoluto: “el pacto social otorga al 
cuerpo político un poder absoluto sobre todos los suyos, y este mismo poder es el que, 
dirigido por la voluntad general, lleva el nombre de soberanía”271. Esta característica se 
desprende, directamente, de la cláusula del pacto, en la que cada individuo aliena totalmente 
sus derechos a toda la comunidad, es decir, se entrega por entero a la voluntad general que 
tiene como principio regente el bien común, dirigiendo, así, el poder político. La voluntad 
general, por ende, no está obligada a los individuos particulares, sino a “la libertad y la 
igualdad de todos los coasociados”272. Ella solo da cuenta de lo general, en cuanto unidad 
total, más no de lo particular. 

Este poder absoluto solo se ejerce, al igual que afirmaban los filósofos absolutistas, por 
medio de las leyes. La diferencia está en que, a los ojos de Rousseau, la ley articula los deberes 
con los derechos que se adquieren en el estado civil: “Son necesarias, pues, convenciones y 
leyes para unir los derechos a los deberes, y para que la justicia cumpla su objetivo”273. Dado 
que la voluntad general solo tiene objetos generales, por atender al bien general y no a los 
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bienes particulares de los individuos, la ley, como acto de soberanía, solo puede tener objetos 
generales que garanticen los derechos y estipule los deberes de cada miembro del cuerpo 
social. Así las cosas, cuando el mismo pueblo se da su propia ley, tienen a la vista la totalidad 
de lo que es y, por ende, su propio bienestar. El poder soberano, en conclusión, es absoluto, 
pues no admite nada ni nadie por encima del pueblo: él es absolutamente autónomo dado 
que en él descansa el poder de darse ley.

El poder soberano, por otro lado, es absoluto en la medida en que no existe límite para 
establecer la ley que ha de obligar y organizar a todo el cuerpo social, pues descansa en 
la moralidad que surge en la república. Los ciudadanos obedecen las leyes, que no tienen 
límites más que el bienestar colectivo, solo en la medida en que ven que las leyes de la 
república garantizan sus derechos. La pregunta, entonces, sería: ¿qué clase de derechos 
son los que se encuentran en la república? Aquí se halla el punto de encuentro e inflexión 
con la teoría lockeana del poder civil. Rousseau y Locke concuerdan en que los individuos 
tienen un “derecho natural de que deben gozar por el hecho de ser hombres”274. Para los dos 
autores, los derechos naturales de la igualdad, la libertad y propiedad se deben garantizar 
en el estado civil. Son estos derechos naturales que, por medio de la ley, se convierten en 
derechos civiles: cada ciudadano tiene la facultad y derecho de gozar de ellos. No obstante, 
la diferencia entre estos dos autores radica en que, para Rousseau, existe un deber moral 
atado a la ley civil, aspecto que no se encuentra en Locke. 

La segunda característica de la soberanía popular es su inalienabilidad: “Afirmo, pues, que 
no siendo la soberanía sino el ejercicio de la voluntad general, no puede enajenarse nunca, 
y el soberano, que no es sino un ser colectivo, no puede ser representado más que por sí 
mismo”275. En la medida en que se establece un vínculo permanente entre los individuos, 
es posible instituir un bien común. La voluntad general, por lo tanto, solo es una y la 
misma, que es ejercida por un solo sujeto. Aquí se encuentra la crítica de Rousseau a la 
teoría de la representación política, difundía y defendía por los enciclopedistas. La república 
rousseauniana solo admite un tipo de gobierno, a saber, la democracia directa. Cada miembro 
tiene la potestad y el derecho de ejercer el poder soberano por medio del sufragio, como se 
expone en el libro cuarto del Contrato. De allí que el pueblo sea el único que pueda ejercer 
el poder absoluto, pues él es el origen último de la organización política. Esto lleva remarcar 
una característica fundamental del poder soberano: solo está activo cuando el pueblo se 
encuentra en asamblea decidiendo y proclamando la ley. En palabras del autor: “el soberano 
solo actúa cuando el pueblo está reunido. Se dirá: el pueblo reunido, ¡qué quimera!”276. 
Para evitar la quimera, la confusión, debe existir un órgano en la república que vele por el 
cumplimiento del mandato soberano, que sea el ejecutor de la organización elegida por el 
pueblo cuando este no esté activo. Este órgano es, para adelantar el asunto, el gobierno.  

De aquí se desprende una distinción fundamental: la soberanía no puede ser representada 
por nadie, más lo único que se puede en la república es proveer de autoridad a algunos 
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miembros del cuerpo social para que constituyan al ejecutivo. Este “es un cuerpo de delegados: 
ellos no son los detentores del poder, sino solamente el brazo activo del cuerpo político”277. 
El ejecutivo no tiene voluntad alguna; solo representa la voluntad general convirtiéndose 
en un instrumento de la república. De esta manera, el poder ejecutivo ha de conformar al 
gobierno: “Llamo, pues, gobierno o suprema administración al ejercicio legítimo del poder 
ejecutivo, y príncipe o magistrado encargado de esta administración”278. El gobierno es un 
cuerpo intermedio entre el poder soberano y los súbditos, un vínculo que los correlaciona 
y los pone en armonía. De esta manera, el príncipe no es más que un empleado público, 
es decir, un instrumento de la república, lo que anularía cualquier argumento que trate de 
defender la idea de que el pueblo contrate, como lo sugirió Locke, con el príncipe para que 
administre la república. Más bien, la autoridad del príncipe proviene del pueblo, y solo se la 
otorga para que se convierta en instrumento, no una voluntad absoluta.

El poder soberano es, a su vez, indivisible: “Por la misma razón que la soberanía no es 
enajenable, también es indivisible. Porque la voluntad es general o no lo es; es la del cuerpo 
del pueblo o solamente una parte de él”279. Con estas palabras, lo que quiere hacer Rousseau 
es reafirmar el principio necesario de la unidad política dentro de una república, lo que lo 
lleva a ser crítico con los postulados de la división de poderes que defendían tanto Locke 
como Montesquieu. Esta división de poderes, de fuerza y voluntad y de derecho interno y 
externo, terminan haciendo que la república se entienda como una colcha de retazos, un 
entramado de partes unidas por la contingencia. La consecuencia de esto es inaceptable: el 
soberano sería un ser fantástico formado de piezas adicionales y muchas veces inconexas. 
Rousseau se aleja tajantemente de esta visión de la soberanía enfatizando que el pueblo es 
uno, conforma una unidad y, por ende, no permite que exista ninguna división del poder 
soberano. Este debe poseer y mantener su unicidad frente a cualquier dicotomía que pueda 
presentarse dentro de la república.       

Por último, la soberanía popular es infalible: “Se sigue de todo lo que precede que la 
voluntad es siempre recta y tiende a la utilidad pública, pero no que las deliberaciones del 
pueblo tengan siempre la misma rectitud”280. Si la voluntad general está dirigida hacia el bien 
común, se sigue que esta no puede errar. Esta es una conclusión lógica que se desprende del 
poder soberano: “el poder soberano es el poder que no reconoce otro sobre sí mismo, que no 
puede ser transmitido o dividido; por lo tanto, el cuerpo político es un sujeto con un único 
poder y una única voluntad y su objetivo es siempre el bien común. De ello deriva que la 
voluntad general no puede errar”281. No lo puede hacer porque el pueblo siempre sabe cuál 
es su bien, pero, no obstante, no siempre sabe dónde está. Es por eso que es necesario un 
legislador que eduque a los ciudadanos por medio de las leyes. Justamente, en este punto 
recae todo el peso del carácter absoluto del poder soberano que lo lleva mucho más lejos 
que Bodin o Hobbes.
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La voluntad general está articulada con la naturaleza humana, esto quiere decir que 
debe dar cuenta de dos características que analiza Rousseau en el Discurso: la libertad y 
el perfeccionamiento. Sobre el primer aspecto, Rousseau es bastante enfático en afirmar 
que lo que se gana en la conformación de la república es “su libertad civil y la propiedad 
de todo lo que posee”282. Esta libertad es distinta a la natural dado que no está sujeta a los 
instintos naturales, sino a las leyes civiles. Así, la voluntad general tiene como principio la 
preservación de la libertad civil; de ello no tiene duda alguna. Frente a este primer aspecto, 
no hay mayor dificultad. No es así con lo que atañe al perfeccionamiento. En el Discurso, 
Rousseau afirma que uno de los aspectos que diferencia a los hombres de las bestias, además 
de la libertad, es un constante perfeccionamiento: “La facultad de perfeccionarse, facultad 
que, ayudada por las circunstancias, desarrolla sucesivamente todas las demás y reside entre 
nosotros, tanto en la especie como en cada uno de los individuos”283. En la república, por 
consiguiente, debe seguir operando esta facultad que fundamenta la necesidad de educar a 
los ciudadanos, para que ellos vean con claridad en dónde está su bienestar, y que alimenta 
la «virtud republicana».  

El legislador es aquel, por lo tanto, que velará por el perfeccionamiento del pueblo. 
No obstante, esta figura encierra una oscuridad evidente, pues parece que este no es más 
que un postulado del orden del deber ser más que del ser. En primer lugar, el legislador 
toma la forma de un dios que está más allá de la naturaleza y las necesidades humanas: 
“Para descubrir las mejores reglas de sociedad que convienen a las naciones, se necesitaría 
una inteligencia superior que viese a todas las pasiones de los hombres sin experimentar 
ninguna; que no tuviera ninguna relación con nuestra naturaleza, conociéndola a fondo”284. 
El legislador de una república, por lo tanto, debe ser un hombre extraordinario, pero no 
queda claro cómo es posible que este existe. Citando a Montesquieu, Rousseau recuerda 
que los jefes de las repúblicas son los que crean la institución, pero son las instituciones las 
que, posteriormente, han de crear a los jefes de las repúblicas. Esto sugeriría que una vez 
instaurada la república, la voluntad y el poder soberano, se dan las condiciones para que los 
ciudadanos se perfeccionen dentro de ella, y, en efecto, el pueblo y las bases del Estado sean 
sólidas. No obstante, el legislador no debe ser ni el poder soberano, es decir el pueblo, ni 
el magisterio, es decir los representantes elegidos. Es una tercera figura, algo abstracta, que 
tiene como único objetivo cambiar la naturaleza de los ciudadanos, por medio de las leyes, 
para el perfeccionamiento del pueblo.

El legislador debe ser un ser extraordinario, un sabio, que ha de redactar las leyes, 
sin que este tenga poder legislativo, dado que esto solo le corresponde al pueblo. De esta 
manera, surge una antinomia: “en la obra del legislador, dos cosas parecen contradictorias: 
una empresa que está por encima de la fuerza humana y, para ejecutarla, una autoridad 
que no es nada”285. El problema de la autoridad se desvía hacia una dirección diferente a la 
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autoridad política del soberano y el magistrado. La autoridad de estos últimos se encuentra 
en el pueblo, mientras que la del primero se halla, para utilizar los términos contemporáneos, 
en un fundamento mítico. El legislador apela a la autoridad divina para que todos los 
ciudadanos pongan siempre por encima el bien común del particular y sepan en dónde 
y cómo se adquiere el bienestar común. La república, entonces, necesita de un legislador 
extraordinario cuya autoridad no se encuentra en el poder humano, sino en el divino. Así las 
cosas, Rousseau no desecha el poder divino, sino que lo encauza en la figura del legislador, 
lo que lleva a establecer dos tipos de autoridad que se presentan en la república.   

Pero, ¿por qué es necesario? Porque es el arquitecto de la república: “Lo mismo que 
un arquitecto, antes de levantar un edificio, observa y sondea el terreno para ver si puede 
soportar el peso de aquel, así el sabio legislador no comienza por redactar las leyes buenas 
en sí mismas, sino que antes examina si el pueblo al que las destina es apto para recibirlas”286. 
Así las cosas, el legislador debe, en primer lugar, conocer muy bien al pueblo al que se dirigen 
para, así, estar seguro de que estas son las más adecuadas. En este sentido, Rousseau se 
acerca a Montesquieu, pues debe verificar que las leyes proclamadas sean las más adecuada 
para las circunstancias concretas del pueblo. Por esta razón, debe ser ajeno de las pasiones 
humanas, pero, al tiempo, conocerlas; solo así podrá juzgar de manera adecuada si una ley 
es o no conveniente. De aquí que la mayor dificultad de la filosofía política de Rousseau 
aflora, pues ¿cómo se concilian la figura del legislador y el soberano, el primero, el que 
establece las leyes; el segundo, quien las redacta? ¿Qué relación podría establecerse entre el 
legislador, el soberano y la constitución? Estas preguntas son las que los constitucionalistas 
de la revolución del 1789 trataron de contestar reinterpretando y estableciendo los límites 
de la soberanía popular defendida por Rousseau. 

 
Emmanuel Sieyès: la tensión entre la soberanía nacional y el poder constituyente 

Hasta aquí se podría condensar el problema de la soberanía y el constitucionalismo en 
la siguiente pregunta: ¿cómo se constituye un Estado que garantice el ejercicio efectivo de 
los derechos naturales de los individuos? O, en otros términos, ¿cómo se debe organizar 
el Estado para que este corresponda con los derechos naturales inherentes a la condición 
humana? Lo que se pone en discusión, para los constitucionalistas de la revolución, no es 
más que el fundamento jurídico del Estado que se desprende de los derechos naturales 
de la igualdad, la libertad y la propiedad. En este sentido, el meollo de la discusión 
constitucionalista se encuentra en el paso de la teoría política de Locke y Rousseau a una 
organización política que organice el derecho y el poder para alcanzar su fin último. Los 
autores hasta acá estudiados, a excepción de Spinoza, se concentraron más en describir 
los fundamentos del Estado y el poder político y dejaron, en un segundo grado, las formas 
cómo debe organizarse y operar el Estado para que cumpla con su finalidad. 

En este contexto, surge la constitución como piedra angular de todo Estado democrático 
moderno. Para ello, es necesario transmutar los derechos naturales en derechos políticos, 
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transformación fundamental que compone el terreno adecuado para formular la constitución 
en términos modernos. No es extraño que la constitución francesa de 1791 tuviese como 
preámbulo la Declaración de derechos del Hombre y del Ciudadano, texto que formulaba de 
manera clara y definitiva los derechos naturales de cualquier sujeto político. De esta manera, 
“la declaración de los Derechos debe servir de fundamento a todas las construcciones 
jurídicas ulteriores, a la erección de un Estado. Pues antes de ponernos a crear una nueva 
organización social, hay que establecer claramente cuáles son nuestros derechos”287. Así las 
cosas, era necesario el establecimiento de derechos naturales para luego poder erguir una 
constitución como el pilar del Estado democrático. Por esta razón, la Revolución Francesa 
retomará como bandera de su proyecto los derechos naturales de la igualdad, la libertad, la 
propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión, como se expresa en el primer artículo 
de la constitución de 1791.  

En términos concretos, la Declaración permitió conjugar, de manera específica, los 
derechos inherentes de cada individuo. Solo de esta manera puede darse origen y fundamento 
a la organización y derechos políticos que debe garantizar cualquier Estado. La finalidad 
de toda asociación política, bajo esta óptica, no es más que la preservación y el ejercicio de 
derechos naturales. La constitución, por consiguiente, tendrá como tarea fundamentar dar 
forma y sustento a los derechos de los individuos que tendrán un origen claro y distinto 
dentro del Estado y ya no, como sucedía con los constitucionalistas anteriores, meras 
abstracciones teóricas que sustenten la sociedad civil y la necesidad del Estado. Los derechos 
naturales, y por añadidura la constitución, adquieren el carácter de principios jurídicos que 
constituyen el derecho positivo de todo Estado, donde las leyes que se dictaminen tendrán 
que guiar y respetar dichos principios.  

La constitución, entonces, se ha de convertir en el criterio por el cual los ciudadanos 
pueden juzgar que las medidas adoptadas por el Estado y que no vayan en contravía del 
bienestar general. Por esta razón, el asunto, en este punto, ya no es exactamente el mismo 
que para los autores anteriores, pues no se trata de fundamentar el derecho natural, sino “de 
saber cómo ha de realizarse dichos principios jurídicos en la vida, cómo se llegará a crear 
un verdadero derecho positivo según los principios del derecho natural, cómo se llegará a 
concebir la vida común de los ciudadanos de un Estado respetando al mismo tiempo la 
libertad y la igualdad jurídicas que le pertenece a cada uno de ellos”288. Este es, justamente, 
el problema que los autores revolucionarios y postrevolucionarios tratarán de hacerle frente.

Como es de esperar, responder a esta nueva fundamentación del derecho positivo basado 
en el natural implica, de manera evidente, pensar la soberanía. Es desde el constitucionalismo 
de las revoluciones que la soberanía adquiere un carácter problemático en relación con la 
constitución, como será evidente para Sieyès. El origen de esta tensión se encuentra en la 
Declaración de los Derechos del Hombre, cuyo tercer artículo estipula que “El principio 
de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún cuerpo, ni ningún individuo 
puede ejercer una autoridad que no emane expresamente de ella”. Este artículo engloba dos 
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tensiones fundamentales: (1) la relación-diferencia entre pueblo y nación y (2) la distinción-
dependencia entre soberanía y autoridad. Entender adecuadamente estas tensiones permite 
abordar con mayor precisión la contraposición entre la soberanía y la constitución. 

La categoría política de nación es fundamental para Sieyès, considerado uno de los 
grandes pensadores del poder constituyente, el cual tuvo como objetivo el “destruir un 
sistema [el antiguo régimen] para reconstruir otro mediante un doble proceso: una fase 
de desconstitución seguida de una fase de reconstitución”289. Esta distinción del poder 
constituyente y el poder constituido ha llevado a leer a Sieyès como uno de los grandes 
teóricos y fundadores de la soberanía nacional que desarrolla y concreta el pensamiento 
político de sus antecesores. No obstante, estudios más recientes han puesto en discusión 
esta lectura290. Por el contrario, dicha distinción es remarcada y pensada por Sieyès para 
limitar la soberanía popular de Rousseau, al tiempo que le da un papel secundario con 
respecto a la constitución. Por esta razón, el primer paso para sustentar dicha distinción 
será contraponer la categoría política de nación con la de pueblo, lo que lo distingue, desde 
el comienzo, de la filosofía política de Rousseau.

En su panfleto político ¿Qué es el Tercer Estado?, Sieyès se esfuerza por delimitar y 
resaltar la importancia del tercer Estado como nación. Para ello, adopta un procedimiento 
recurrente en su época: una delimitación del concepto por exclusión, así como sucedía al 
momento de delimitar qué se entendía por pueblo. A la pregunta de qué es el Tercer Estado 
la respuesta es la totalidad de la nación como unidad política absoluta. El punto de partida, 
la primera partícula del pensamiento político de Sieyès, ya no es propiamente el pueblo, 
sino la nación. Es cierto, valga subrayarlo, que en 1792 afirmó que “Una sociedad política, 
un pueblo, una nación son términos sinónimos”291, no obstante, la categoría de nación tiene 
un matiz diferente a la de pueblo, a saber, que remite la institución de un poder político que 
sea fuente de autoridad. Para entender esta diferencia, esta categoría fuerte de nación en 
Sieyès, es necesario detenerse en los lugares más álgidos de su argumentación.  

En el segundo capítulo de su panfleto político, Sieyès enuncia la ecuación que conforma 
a la nación: “Debe entenderse por Tercer Estado al conjunto de ciudadanos que pertenecen 
al orden común. Todo privilegiado por la ley, en las circunstancias que sean, se sale del 
orden común, es una excepción de la ley común, y, en consecuencia, no pertenece al Tercer 
Estado. Ya lo hemos dicho, una ley y una representación comunes es lo que constituye 
una nación”292. En este sentido, la nación implica una organización política garantizada y 
mantenida por la ley y la representación. Sieyès, así, va mucho más lejos que la categoría 
política de pueblo que, como se dijo más arriba, se conformaba únicamente por la reunión de 

289	 Alexandre Viala. “Limitation Du Pouvoir Constituant, La Vision Du Constitutionnaliste.” Civitas Europa 32, no. 1 
(2014).

290	 Lucia Rubinelli. “How to Think Beyond Sovereignty: On Sieyes and Constituent Power.” European Journal of 
Political Theory 18, no. 1 (2019): 47-67

291	 Emmanuel Sieyès. La contra Re-total, en Escritos y discursos de la revolución (Madrid: Centro de Estudios Políticos 
y Constitucionales, 2007), 367

292	 Emmanuel Sieyès. ¿Qué es el Tercer Estado? En: ¿Qué es el Tercer Estado? Ensayo sobre los privilegios (Madrid. 
Alianza Editorial, 2016), 96.
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sujetos. Si nación y pueblo son sinónimos, entonces, ambos están articulados a la categoría 
normativa de ley. De allí que no pueda pensarse una nación por fuera de la ley ni la ley por 
fuera de una nación. Este es uno de los pliegues más complejos de la teoría constitucional 
de Sieyès al momento de abordar los orígenes históricos de la sociedad civil. Además, utiliza 
un concepto de ley que transgrede los límites de los pensadores iusnaturalistas. 

Para Sieyès, existen tres momentos en el devenir histórico de las sociedades. El primero 
consiste en que ciertos individuos aislados desean reunirse formando una asociación de 
voluntades particulares. Esta asociación es el origen de todo poder, es la condición de 
posibilidad para que se organice el poder civil y se ejerza de manera adecuada. En este 
sentido, Sieyès parte de la premisa, considerada como un lugar común en su época, del 
iusnaturalismo que va desde Hobbes hasta Rousseau. Existe un deseo natural de los 
seres humanos de congregarse en un cuerpo político, en el que la suma de sus voluntades 
conforma una voluntad mayor que es el origen del poder político.

El segundo estadio es el accionar de la voluntad común, que en sus contornos se 
asemeja a la voluntad general rousseauniana. Así, “los asociados quieren dar consistencia a 
su unión; quieren cumplir su fin. Por ello discuten, pues, entre sí, y se ponen de acuerdo en 
las necesidades públicas y los medios para satisfacerlas”293. En este sentido, los individuos 
establecen qué debe entenderse por bien común y cómo lograrlo. Dichas necesidades 
públicas están en relación con las individuales, punto en el que la ley será la bisagra que 
operará entre lo individual y lo público. Pero antes de llegar a este punto, es necesario 
advertir que la dicotomía necesidades-medios es el punto de inflexión de Sieyès que, 
atendiendo a sus palabras, diferencia su teoría política de las abstracciones de los filósofos 
que lo precedieron. Es así como en un texto de 1794 asegura: “harto de los prolegómenos 
de las obras filosóficas, he sentido la necesidad de partir de un hecho cierto y no de una 
suposición. En efecto, el hombre nace con necesidades y medios. De ellos se derivan sus 
Derechos y sus deberes”294. Dado que la naturaleza de los seres humanos está determinada 
por estos dos rasgos, las necesidades públicas deben concordar con el aspecto individual. 
Por eso es importante, aunque el propio autor no lo afirme en estos términos, este segundo 
estadio de la sociedad civil, pues es el instante en el que se establece la armonía entre las 
necesidades de los individuos y de la colectividad al momento de conformar una voluntad 
colectiva. Aquí se podría hablar, propiamente, de la conformación de una nación, que ha 
fundado el bien público frente al individual. 

El tercer estadio, que configura la imprenta personal de Sieyès, es la representación que 
se da en el Estado y se ejerce gracias a la constitución. El resultado de la deliberación no 
es nada más que la constitución que procede a la formación de la nación. La constitución 
consagra, en cuanto ley fundamental de un Estado, las necesidades y los medios básicos que 
deben guiar el ejercicio del poder. Así las cosas, y dado que los asociados son demasiados 
numerosos, se confía a algunos el ejercicio parcial del poder público para que, guiados 

293	 Sieyès, ¿Qué es el Tercer Estado?, 140
294	 Emmanuel Sieyès. Bases del orden social, en Escritos y discursos de la revolución (Madrid: Centro de Estudios 

Políticos y Constitucionales, 2007), 381
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por la constitución, se cumpla con la finalidad de la asociación política. De esta manera, 
se establece el gobierno, que no es más que la representación de la voluntad común dada 
por la autoridad de la voluntad general. Como es conocido, aquí Sieyès se distancia 
completamente de Rousseau, quien en su Contrato social aseguró que la voluntad general 
no admite representación alguna, sino que actúa siempre directamente en nombre de esta. 
Esto solo funciona, como el mismo Rousseau es consciente, en Estados pequeños, donde 
en las asambleas pueden estar todos los ciudadanos que conforman la voluntad general. Por 
eso, el filósofo francés piensa en Ginebra y Polonia, y no propiamente Francia, como es el 
caso de Sieyès.     

La nación, por consiguiente, se origina desde el derecho natural, bajo los principios 
de la ley natural que se desprenden de las necesidades y los medios naturales de los 
individuos, mientras que el Estado surge a partir de la ley positiva, del derecho positivo 
que racionaliza y expresa la libertad de cada asociado. A este respecto, las palabras de 
Sieyès son bastante radicales: 

La nación se forma tan solo por derecho natural. El gobierno, al contrario, 
solo puede pertenecer al derecho positivo. La nación es todo lo que puede 
ser por el mero hecho de que es. No depende de su voluntad atribuirse más 
derechos de los que tiene. En su primera época, tiene todos los de una nación. 
En la segunda época, los ejerce; en la tercera da ejercer a sus representantes 
todo lo necesario para la conservación y el buen orden de la comunidad.295

La nación es repositorio de todos los derechos que dan origen y fundamento al derecho 
positivo. Esto ha llevado a afirmar que la nación es también el lugar natural de la soberanía 
nacional, pues, gracias al ejercicio de la voluntad común, es que una nación establece un 
Estado constitucional. El Estado adquiere su fundamento jurídico en la medida en que ha 
surgido una constitución que garantiza el cumplimiento de los derechos naturales. Esta 
afirmación, como se verá en un momento, debe ser puesta en discusión, pues el ejercicio 
efectivo de los derechos no se reduce a una voluntad soberana, o no en los términos clásicos 
de los pensadores modernos de la soberanía. 

Dado que la nación precede a la constitución y al Estado, entonces, la voluntad de la 
nación es inalienable e irreductible, pues no ha de estar atada a ninguna constitución que 
se establezca a priori: “No solo la nación no está sometida a una Constitución, sino que no 
puede estarlo, lo que equivale a decir que no lo está”296. La nación es independiente de toda 
constitución porque ella se da a sí misma su constitución, dado que es la única que tiene el 
derecho de proclamar su propia ley fundamental que organice la asociación política. Esto 
recuerda a Hobbes, en la medida en que afirmaba que el soberano no estaba atado a la ley 
positiva, pues es él el origen de la ley. Análogamente, se puede decir lo mismo con respecto 
a la nación pensada por Sieyès: no puede estar anclada a una constitución porque ella es el 

295	 Sieyès, ¿Qué es el Tercer Estado?, 145
296	 Sieyès, ¿Qué es el Tercer Estado?, 145
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origen de toda constitución. Está antes de cualquier ley y cualquier Estado; por ende, antes 
de cualquier representación. 

Lo anterior lleva a un aspecto fundamental que no hay que perder de vista: la 
constitución delimita y regula el poder político, por ende, todo Estado tiene como límite 
la constitución. Es, justamente, en este punto donde comienza a tener forma el rechazo 
de Sieyès al concepto de soberanía. Si esta es entendida como una voluntad, ya sea de 
un individuo o de una colectividad, sin límites, entonces, la constitución sería su antítesis. 
Así, Sieyès estaría más cercano a Locke que a Bodin, Hobbes y Rousseau, al momento de 
asegurar que debe existir un ejercicio moderado, y no absoluto, del poder político. Pero este 
poder moderado ya no será nombrado bajo el rótulo de «soberanía», sino como «poder 
constituyente», pues la soberanía ha de agotarse al momento en que la constitución, es 
decir el orden jurídico del Estado, comienza a operar. Esta será, en pocas palabras, una de 
las diferencias fundamentales entre el constitucionalismo de Sieyès con el de Locke. 

La constitución, para Sieyès, es la organización, la forma, del cuerpo político dada por las 
leyes. Por lo tanto, ningún Estado puede sobrevivir sin una constitución a la cual adherirse. 
Además, es “evidente que todo gobierno comisionado debe tener su Constitución; y lo 
que es válido para el gobierno en general, lo es también para las partes que lo componen. 
Así el cuerpo de los representantes, al que es confiado el poder legislativo o el ejercicio 
de la voluntad común, sólo existen bajo la forma que la nación ha querido darle”297. El 
gobierno ejerce sus funciones dentro del marco que la nación le ha dado para ello. Las 
formas constitutivas del gobierno, la administración y regulación del poder político, son el 
resultado de la constitución, por ello, se le considera la ley fundamental, pues establece y 
garantiza las condiciones necesarias para que exista cualquier Estado. 

Ahora bien, la voluntad de la nación, que se expresa en la constitución, es siempre 
legal dado que “ella es la propia ley. Antes y por encima de ella sólo existe el derecho 
natural”298. La voluntad de la nación es la fuente de la que emana toda ley positiva. De 
allí que la constitución se considere como la expresión resultado del poder constituyente, 
es decir, el poder que ha establecido el orden y los medios específicos para subsanar las 
necesidades, tanto individuales como colectivas. Ya constituido todo orden, se ejecuta el 
poder constituido, es decir, aquellas leyes que establecen los representantes e instituciones 
que conforman al Estado. 

Dicho lo anterior, se puede ahondar en el punto que acá interesa. Como es evidente, 
en el panfleto de ¿Qué es el Tercer Estado? no se habla de soberanía nacional, ni siquiera 
se le menciona como un aspecto relevante de la preocupación de Sieyès. Más aun, dentro 
del recuento por las diferentes etapas de la sociedad civil, está ausente completamente la 
soberanía. Se podría preguntar, entonces, ¿en dónde puede nacer eso que suele llamarse 
soberanía nacional? Los anteriores autores fueron explícitos en mostrar el origen de toda 
soberanía, no obstante, Sieyès enmudece ante esta. Las lecturas tradicionales han sugerido 
que el poder constituyente se encuentra anclado en la soberanía, pues es el origen de la 

297	 Sieyès, ¿Qué es el Tercer Estado?, 142
298	 Sieyès, ¿Qué es el Tercer Estado?, 143
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ley299. Esta lectura se justifica en la medida en que se la entiende como un poder creacionista 
que inserta un orden establecido en el mundo. Entonces, el poder constituyente no estaría 
muy alejado del poder soberano. Sin embargo, esta lectura requiere retorcer demasiado el 
constitucionalismo de Sieyès, dado que el problema que este llegó a vislumbrar con claridad 
se puede resumir en una pregunta fundamental: ¿cómo se puede armonizar la soberanía, 
en los sentidos de los autores modernos, con la concepción moderna de constitución que 
defiende Sieyès? Es esta la pregunta fundamental que debe pensarse llegado a este punto. 

En 1794, Sieyès se expresó de manera contundente sobre la soberanía. En sus textos 
Bases del orden social y Límites de la soberanía, se formula la posición radical en relación 
con la categoría de soberanía heredada de la tradición. Al final de este primer texto, Sieyès 
termina con las siguientes palabras lapidarias: 

Osemos decirlo, en fin: ¿qué es la soberanía? ¿Entregan los asociados todo en 
cuanto les pertenece en manos de la comunidad y se hacen representar para la 
totalidad de sus fuerzas y de sus medios? En absoluto.

Así pues, la soberanía, entendía como un poder supremo que dominaría y abarcaría 
todo, no existe. No se halla depositada en la masa del conjunto de los funcionarios públicos; 
y si la Constitución separa los poderes, si cada uno de ellos se halla limitado a su misión 
específica, no puede aparecer tampoco, sin usurpación ni crimen, lugar alguno donde ubicar 
la idea gigantesca de soberanía.300 

La soberanía no tiene ningún lugar, queda de entrada excluida, en un Estado que tenga 
como principio una constitución. En este sentido, a diferencia de Locke, la división de 
poderes es incompatible con la soberanía, con ese poder supremo que lo abarca todo. La 
crítica al contractualismo de sus predecesores es clara: en el contrato social, no se renuncia a 
todo lo que se posee para ponerlo al servicio de la comunidad. Algunos años antes, en 1792, 
Sieyès afirmaba que los individuos no renuncian completamente a su voluntad particular 
en aras de constituir un Estado, sino “que solamente se pone en común aquello que resulta 
necesario para alcanzar el fin de la asociación política. Es decir, que la unión social obedece 
al fin de asegurarse no se inquietado en los propios trabajos, riquezas o derechos”301. Así 
las cosas, el contractualismo que se desarrolló desde Hobbes hasta Rousseau queda acá 
matizado, pues lo que asegura Sieyès, para utilizar los términos utilizados hasta acá, es 
que el origen del poder político no necesita que los sujetos se subsuman completamente al 
Estado, transfiriendo todo su poder individual. 

299	 Véase al respecto Alexandre Viala. “Limitation Du Pouvoir Constituant, La Vision Du Constitutionnaliste.” Civitas 
Europa 32, no. 1 (2014), 84 quien afirma que “Sieyès justifica así la limitación de todos los poderes [políticos] 
excluyéndolos del poder constituyente que solo tiene soberanía”. De esta manera, instaurar la soberanía en los 
terrenos del poder constituyente permite sostener, bajo esta lectura, que todos los poderes políticos emanan de ella. 
Así, el orden de un Estado no puede darse sin la mediación de un poder soberano, como lo concebía autores como 
Hobbes y Rousseau.  

300	 Sieyès, Bases del orden social, 391
301	 Emmanuel Sieyès, Contra la Re-total, en Escritos y discursos de la revolución (Madrid: Centro de Estudios Políticos y 

Constitucionales, 2007), 368
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Esta transferencia total, valga la reiteración, era necesaria para la configuración del poder 
soberano; este solo es posible como poder absoluto que sumara y unificara el poder de 
todos los individuos. Así las cosas, la soberanía como poder supremo de un Estado no 
tendría lugar, no podría darse, además, la división de poderes del Estado, que se limitan 
entre sí, haría que esta ficción de un poder ilimitado dentro del Estado quede excluida. 
Esto sucede por una razón fundamental: el miedo a la tiranía. Es por eso que Sieyès se 
distancia de Rousseau: “una vez supuesta la voluntad social dividida en mayoría y minoría, 
si la mayoría que aprueba la ley no posee, así mismo, un freno, puede devenir tiránica o al 
menos despótica frente a la minoría”302. A los ojos de Sieyès, la soberanía, entendida en 
términos de poder absoluto e ilimitado, trae consigo el peligro de que un sector de la nación 
se imponga sobre otro. Por eso la constitución es, en su esencia, el freno al poder político 
necesario para evitar caer en tiranías y despotismos: “La Constitución, en efecto, es una Ley 
fundamental anterior a toda ley aprobada por la mayoría, y obedecerla y someterse a ella 
debe formar parte del compromiso primordial de todo miembro del Estado”303.

Es claro, en este punto, que Sieyès se resiste a pensar un poder sin límites, pues la 
ausencia de ellos atentaría con los principios básicos de toda asociación política. Por eso, 
pensar una soberanía popular absoluta, como en el caso de Rousseau, es insostenible, por 
dos razones fundamentales: en primer lugar, porque toda soberanía debe estar sometida 
al poder del control político, a la ley fundamental de toda asociación, y por ende no puede 
estar por encima de la constitución; en segundo lugar, “el pueblo, votando unánimemente, 
no puede ejercer una soberanía peligrosa, toda vez que cada individuo posee en tal posición 
su veto personal”304. Este último punto es fundamental, pues, inclusive en el momento 
constitutivo de un Estado, la soberanía absoluta no puede darse, ya que los asociados nunca 
renuncian a sus necesidades y medios individuales. Por el contrario, una de las virtudes del 
modelo representacional que defiende Sieyès es que en la constitución y las leyes que se 
desprenden de ella, según las palabras del autor, los individuos reconocen sus necesidades y 
libertad, asumiendo a la ley como el medio más adecuado para satisfacerlas. Sieyès se aleja, 
en este sentido, de la alienación total rousseauniana al bien común.  

La constitución, para Sieyès, entonces, limita el poder del Estado fundamentando, al 
mismo tiempo, su poder. La autoridad de los representantes, de las instituciones inherentes 
al Estado, se desprende directamente de la constitución, de lo que ella les permita o no hacer. 
Por eso, decir que el Estado es la personificación del soberano es un contrasentido, pues este 
no es dueño, en ningún momento, de la soberanía (este sería el caso del Leviatán hobbesiano). 
A lo mucho, lo único que puede poseer es cierta autoridad de la que está revestido gracias 
a la ley fundamental que lo limita y funda. Por eso, después de proclamada la constitución, 
no puede haber soberanía dentro del Estado, ni en el Parlamento, como lo aseguraban los 
pensadores ingleses como Locke, ni del pueblo, pues todo accionar del poder político está 
regulado y ordenado por la constitución, lo cual no se puede violentar sin atentar contra los 

302	 Emmanuel Sieyès, Límites de la soberanía, en Escritos y discursos de la revolución (Madrid: Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales, 2007), 394.

303	 Sieyès, Límites de la soberanía, 394.
304	 Sieyès, Límites de la soberanía, 395.
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cimientos del Estado. En palabras mucho más puntuales: el establecimiento de un orden 
jurídico excluye cualquier pretensión de soberanía. Si hay soberanía nacional, únicamente 
se da antes de la proclamación de una constitución; después solo existirá autoridad regulada 
del poder político. Por ello, afirmar que Sieyès es un defensor y fundador de la soberanía 
nacional no es del todo acertado. Más aún, sus textos apuntan en una dirección fundamental 
que será ampliado y profundizada en el siglo XX: la relación, no siempre armónica, entre la 
soberanía, la constitución y el ordenamiento jurídico.

Las dos caras de la soberanía: entre voluntad y representación
	
Con lo anterior, se ha llegado al fondo del problema: en el desarrollo del 

constitucionalismo moderno, la soberanía popular despliega lo que se podría denominar 
su dialéctica constitutiva, aquella que se agudizará en los siglos XIX y XX. Por un lado, 
la soberanía debe superar el terreno de la mera fuerza, para desprenderse de la unidad de 
las voluntades de los individuos que componen una asociación política; por el otro, no 
puede haber soberanía, orden y ley sin que los sujetos se sometan a la voluntad general 
que ellos mismos han constituido. Esta tensión entre voluntades generales y particulares, 
fundamental para el pensamiento moderno, agrava la distinción entre una soberanía 
popular absoluta, defendida por Rousseau, y una soberanía mesurada, de Locke y Sieyès. 
El asunto está en saber cómo cierto sentido de soberanía puede darse en relación con la 
constitución y los Estados democráticos. 

No es menor este problema dado que se incrusta en la médula de una de las críticas 
fundamentales al momento de estudiar la soberanía: la confusión de significados. Son tres 
los que se pueden sustraer de manera específica:

Resulta de esta ojeada histórica que la palabra soberanía ha adquirido en el 
pasado tres significados principales, bien distintos. En su sentido originario 
designa el carácter supremo de una potestad plenamente independiente, y en 
particular de la potestad estatal. En una segunda acepción significa el conjunto 
de los poderes comprendidos en la potestad del Estado, siendo por lo tanto 
sinónimo de esta última. Finalmente, sirve para caracterizar la posición que 
dentro del Estado ocupa el titular supremo de la potestad estatal, y aquí la 
soberanía se identifica con la potestad de órgano305.  

El primer significado se concreta con la defensa de la soberanía absoluta de Bodin y 
Hobbes. Aquí, la soberanía se entiende como un carácter fundamental del Estado, en cuanto 
poder abstracto de una voluntad que ordena mediante la ley. En este sentido, se contrapone 
lo que ya Grocio306 había caracterizado muy bien bajo el postulado de los dos sujetos de la 

305	 Carré De Malberg. Teoría General del Estado (México: Fondo de Cultura Económica, 1948), 88
306	 Hugo Grocio. De jure belli ac pacis, Libro 1, capítulo III, sección VII. 
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soberanía: por un lado, un subjectum comune, es decir, un poder abstracto que ordena y da 
sustento a toda organización política (civitas); por el otro, el subjectum proprium, es decir, el 
sujeto concreto de la soberanía encarnado en la figura del príncipe. De esta manera, en un 
principio la equivalencia fue casi natural: siendo lo propio del Estado el poder soberano y 
siendo el príncipe el representante y encarnación de este, entonces, este ha de ser soberano 
por antonomasia. 

Es en este momento histórico cuando se articula la soberanía con la figura del estado-
nación, resultado del proceso llevado a cabo desde el siglo XVII. Dentro del Estado no 
existe un poder equivalente al poder soberano, pues este es la potestad suprema que no 
tiene igual, y que cuya función es dar cohesión a las voluntades particulares en virtud 
de un bien común. Desde la perspectiva externa, el poder soberano se establece como la 
característica fundamental de un Estado de poseer la autoridad suprema de un territorio y 
una población específica. La relación entre Estados, por consiguiente, solo puede darse en 
el respeto de la soberanía inherente a cada uno, pues se entiende que son un pueblo unido 
en sus voluntades particulares para establecer un bien común y los medios para satisfacer 
sus necesidades, como fue defendido por la república holandesa, en tiempos de Spinoza, y 
reiterado en las asambleas constitucionales en la Francia revolucionaria.    

El segundo significado se desprende del anterior, al punto de sobreponerse y 
confundirse con facilidad. Como se ha visto, desde Bodin hasta Rousseau, se establecieron 
ciertas facultades, entendidas como derechos del Estado, a esta potestad suprema: 
iniciar la guerra, dictaminar la ley, proclamar la paz, recaudar impuesto, etc. Esto llevó 
a entender que el poder soberano se divide en poderes particulares fundamentados en 
las contingencias del Estado. Desde este ángulo, el asunto estaría en diseccionar al poder 
soberano para encontrar que es constituido por diferentes potestades, distintas fibras que 
se entrecruzan y dan la apariencia de unidad. Los pensadores absolutistas de la soberanía 
mezclaron el todo con las partes, en el sentido de identificar al poder soberano con las 
cualidades mismas del Estado. Esto sucede porque, para estos autores, la soberanía, en 
cuanto poder, debe tener una ejecución efectiva, debe degradarse en actos particulares más 
sencillos, de lo contrario, sería únicamente una categoría abstracta que solo funcionaría 
como explicación del poder político.

Aquí, la autoridad y legitimidad que proviene del poder soberano toma papel 
predominante. Proveer de autoridad a sujetos determinados es una función fundamental 
del poder soberano. Los magistrados, por ejemplo, son entendidos, por estos autores, 
como sujetos provistos de autoridad (que puede ser edicto del rey o, en el caso de Sieyès, 
estipulado por las leyes, o por ser parte de la voluntad general, como en Rousseau) 
para administrar la justicia como representantes del poder soberano. En este sentido, la 
representación y el poder soberano no entran en tensión, más aún, operan armónicamente. 
La limitación, en este punto, estaría en que los autorizados no pueden usurpar el poder 
soberano, pues deben atenerse a cumplir con las funciones dadas por este, sin traspasar los 
límites establecidos. La legitimidad, de manera análoga, es entendida como las facultades 
y acciones provenientes de la potestad suprema del Estado. Así, todo accionar de los 
representantes es ya legítimo, dado que provienen de la fuente máxima garante de la 
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cohesión de la asociación política. Por lo tanto, la facultad de representación le es inherente 
al poder soberano, pues solo así la autoridad y legitimidad pueden darse de modo efectivo. 
El artículo 3 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el Ciudadano sintetiza este 
problema al estipular que “ningún cuerpo, ningún individuo puede ejercer autoridad que 
no emane expresamente de dicha soberanía”. 

Desde esta óptica, se diría que el poder soberano unifica diferentes poderes, tesis que 
incomoda bastante a Sieyés. Si la condición fundamental de un Estado democrático, no 
solo en la época de la revolución francesa, sino también en nuestros días, es la división e 
independencia de poderes, la soberanía como unificador sería excluyente del Estado. Por 
ello, Sieyès no duda en afirmar que la soberanía popular en términos absolutos no tendría 
lugar a posteriori de la constitución. Esto, para mantener la garantía de que no se caiga en 
ejercicios arbitrarios del poder al momento de no establecer frenos específicos a este. Y 
uno de los frenos fundamentales, en el que concuerdan tanto Locke como Sieyès, es que 
los individuos, dentro del contrato social, no pueden renunciar completamente al derecho 
natural de su propia preservación y de los medios para garantizarla. Así, el poder soberano 
no estaría facultado en ir en contra de la seguridad de los individuos, por lo tanto, no sería 
completamente absoluto e ilimitado. 

Pero decir que el poder soberano es ilimitado, como se ha repetido tantas veces, es una 
imprecisión que debe ser corregida. Como se ha tratado de mostrar en el estudio hasta 
aquí realizado, tanto Bodin como Hobbes, Spinoza, Locke y Rousseau han establecido 
algún freno particular al ejercicio del poder soberano. El matiz que se debería introducir 
a este carácter «ilimitado» consiste en preguntarse si el poder soberano está atado o bien 
a un derecho natural o una ley positiva. Los autores absolutistas apostaron por establecer 
el freno en el terreno del derecho natural; los defensores de la democracia, por su parte, 
acentuaron no solo el terreno natural, sino el positivo, pues su ejercicio está atado a la 
constitución y las leyes que de ella se desprenden. Por eso, el Leviatán está atado a las leyes 
naturales, mientras para los constitucionalistas de la revolución la soberanía lo está a los 
principios fundamentales de la constitución. 

Dicho lo anterior, la dificultad inherente al segundo significado de soberanía va más allá 
del ejercicio ilimitado del poder soberano: este poder supremo, al momento de facultarlo 
de derechos específicos, entra en contraposición con la capacidad jurídica y personalidad del 
Estado: “la soberanía, entendida como conjunto de derechos del Estado, ha sido presentada 
como la expresión de la capacidad estatal”307. Esto lleva a entender al Estado soberano como 
sujeto jurídico que tiene derechos inherentes. De esta manera, la soberanía está atada, de 
modo particular, a la necesidad de personificar al poder. Las categorías políticas de pueblo y 
de nación no hacen más que señalar este aspecto. La soberanía debe ser ejercida por alguien, 
un Leviatán o un pueblo, quien sea entendido y constituido como el depositario natural 
de la voluntad soberana. Por eso, los esfuerzos de los constitucionalistas de la revolución 
por defender la colectividad política, por establecer las forma y derechos por los cuales 
surgen los pueblos y, de ellos, la conformación de naciones. La soberanía popular o nacional, 

307	 Carré De Malberg. Teoría General del Estado…90
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llámasela como se quiera, desemboca, irreductiblemente, en la defensa de un sujeto abstracto 
(voluntad general, pueblo, nación) que sea el signo de unidad y cohesión del poder político. 

Por esto, se puede hablar de un derecho a querer, un derecho de tener una voluntad, 
de la comunidad. Inclusive Sieyès, que es escéptico con respecto a la soberanía, mantiene 
atado el derecho a querer con la libertad absoluta de determinar los mejores medios para 
satisfacer sus necesidades. Este querer pertenece al registro de lo natural que, en última 
instancia, es la base de la organización política. De esta manera, “el derecho a querer 
de una comunidad es, sobre todo, soberanía entendida como pura libertad, la voluntad 
del estado de naturaleza. Pero también es el “poder constituyente”, el poder de definir 
los contornos a los que obedecerán todas las leyes”308. Una de las grandes conclusiones 
de este período del constitucionalismo es que la soberanía no solo se desprende de un 
derecho natural, de las voluntades particulares unificadas, sino que su lugar propio es el 
estado de naturaleza. Por eso, la constitución debe mantener, en su lugar, a la soberanía, 
la suscribe al orden previo que introduce el surgimiento del marco normativo del Estado. 
La constitución, entonces, mantiene el derecho de la comunidad de querer, pero solo en 
la medida en que se entienda como poder constituyente que se encuentra inoperante 
cuando el poder constitutivo está activo. 

De aquí se desprende la tercera confusión. En la expresión «soberanía del pueblo», “la 
soberanía designa la posición que ocupa, entre los poseedores de la potestad estatal, el más 
elevado de ellos”309. De esta manera, la posición que en antaño ocupaba el monarca pasa a 
ser ocupada, a partir de los acontecimientos de las revoluciones civiles, por el pueblo. Ya no 
se trata del adagio de que “si el rey quiere, quiere la ley”, para reemplazarla por “si la voluntad 
general quiere, quiere la ley”. Desde Rousseau, el pueblo es el órgano último de la soberanía, 
pues el querer de la voluntad general no tiene límites. El cuerpo de ciudadanos conforma al 
soberano por derecho inalienable, no en virtud de un orden jurídico establecido, sino por 
un derecho primitivo anterior a cualquier Estado y, por ende, a cualquier constitución. Por 
eso, para los autores franceses, la nación es anterior a cualquier Estado y constitución, pues 
ella es la expresión máxima del derecho natural. De esta manera, la ambigüedad está en 
establecer cuál es la potestad del órgano constituyente (el pueblo) y del órgano constituido 
(el Estado). Si, como lo estipulaba el artículo 7 de la constitución francesa de 1793, al 
soberano lo constituye la “universalidad de los ciudadanos franceses”, entonces, surge la 
siguiente pregunta: ¿es el Estado, resultado de una constitución, soberano? 

La distinción entre Estado y soberano comienza a agudizarse, pues en la terminología 
moderna no siempre se distinguen con claridad. El resultado es un dualismo que resquebraja 
la unidad y coherencia con la que se ha querido construir el concepto de soberanía: por una 
parte, el Estado como persona jurídica provista de derechos, por la otra, cierto grupo de 
personas que hacen parte del Estado. Sieyès, para zanjar esta dicotomía, decidió ir por un 
camino distinto al de Rousseau y los pensadores anteriores a él. Si la soberanía es excluyente 

308	 Aurélio Pires. “La Souveraineté Comme Volonté et Comme Représentation.” Rue Descartes 68, no. 2 (2010): 6–6, 
16

309	 Carré De Malberg, Teoría General del Estado, 92
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de un Estado conformado por una constitución, no se podría decir, bajo esta óptica, que 
el Estado es soberano. Lo que prevalece en los Estados democráticos es la constitución 
como único resultado del ejercicio real de la soberanía. Aunque siga existiendo la unidad de 
ciudadanos como receptores del poder constituyente, el pueblo solo ejerce el poder soberano 
en ciertas circunstancias y bajo lo expuesto en la constitución. La soberanía, entonces, no 
siempre es operativa en los Estados democráticos cuyo principio es la división de poderes, 
sino que se activa en momentos bien determinados. El poder constituido prevalece frente 
al poder constituyente.

Se podría preguntar, bajo estos términos, hasta qué punto se puede sostener la idea de 
una constitución sin soberano, en la línea de autores contemporáneos como Zagrebelsky310. 
Es interesante anotar que, aunque el constitucionalismo vea en la soberanía cierta 
incomodidad, parecería ser que su malestar se centra más en la figura de soberano que de 
soberanía. Efectivamente, si la constitución es entendida como el resultado de un ejercicio 
soberano, la constitución es expresión natural de la soberanía del pueblo. No obstante, no 
existiría un soberano absoluto que ostente en todo momento el sumo poder político, sino 
que ese gran gigante del pueblo soberano se mantiene dormido la mayor parte del tiempo, 
hasta que despierta cada tanto para elegir a sus representantes, aquellos que estarían 
facultados y autorizados a establecer las leyes, el orden, garantizar la seguridad y la justicia. 
Así, la soberanía está siempre personificada por aquellos sujetos que actúan en nombre del 
pueblo soberano, mientras él se encuentra apresado en su letargo. 

310	 Gustavo Zagrebelsky. El derecho dúctil (Madrid: Trotta, 2011).





TERCERA PARTE
EL CONSTITUCIONALISMO BURGUÉS

De la soberanía en sentido interno a la preocupación 
por su sentido externo





Modulaciones de la Soberanía
Un acercamiento a las raíces modernas de un debate contemporáneo

145

Kant y la república como forma de 
soberanía. El soberano como postulado 

de la razón práctica

En la Europa de finales del siglo XVIII y comienzos del XIX, en pleno auge de las 
consecuencias de la Revolución Francesa, el caso de Prusia es bastante interesante. Prusia, 
por muchos años, estuvo ajena a ciertas experiencias políticas y jurídicas que llevaron a la 
conformación de los Estados modernos a lo largo del siglo XVIII, por lo que la formación 
de una «nación alemana» se dio de manera tardía en comparación con los casos ingleses y 
franceses. El imperio prusiano era “una formación territorial no concluida, que carecía del 
núcleo histórico de una representación popular, debía su surgimiento más bien al ejército 
del rey y la administración del Estado”311. Prusia, hasta entrado el siglo XIX, era una 
unión de provincias que se encontraban bajo la administración, económica y militar, de un 
emperador. No obstante, tras la paz de Westfalia, los estamentos imperiales poseían una 
supremacía territorial (ius teriritorii et superioritatis)312, lo que les otorgaba la facultad de 
establecer pactos con otras provincias según su propia conveniencia. De esta manera, las 
discusiones sobre el poder soberano y sus alcances ocuparon un lugar predominante en la 
agenda política de la Prusia de los siglos XVIII y XIX. 

La consecuencia fundamental de la Paz de Westfalia fue que el Imperio no podría ya 
concebirse política y jurídicamente como una monarquía absoluta, pues la participación 
de los estamentos imperiales era fundamental para la organización y administración del 
Imperio. Aunque las provincias prusianas alegaban cierta autonomía, como acontecía en 
los Países Bajos en la época de Spinoza, la diferencia fundamental es que en la Prusia de 
los siglos XVII y XVIII existía una pretensión de devenir un gran imperio, que pudiese 
armonizar las relaciones entre el emperador y los estamentos, aspecto que tendrá su primera 
materialización en la promulgación de la Constitución del Estado Prusiano en 1850.   

311	 R. Koselleck, Futuro y pasado. Para una semántica del tiempo histórico. (Barcelona: Paidós, 1993), 97
312	 Art. V §30, Instrumentum Pacis Osnabrugense
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En este contexto es en el que se enmarca los textos de Immanuel Kant en torno al 
Estado, el poder político, el derecho cosmopolita y, por supuesto, la soberanía. El filósofo de 
Königsberg plantea su concepción del Estado como un agente moral y político sintetizado 
en el término alemán Rechtstaat, Estado de derecho. Los trabajos políticos y jurídicos de 
Kant fueron escritos y publicados hacia el final de sus días, en las circunstancias políticas y 
sociales que atravesaron a Europa después de la Revolución Francesa. Su libro Metafísica 
de las costumbres fue terminado el mismo año en que se firma la Paz de Basilea, que puso 
fin a la lucha de la primera coalición, aquel intento de la monarquía austriaco-prusiana por 
detener el avance de la revolución, guerras que serán el preludio de las luchas napoleónicas 
que marcarán el comienzo del siglo XIX.

En 1795, el filósofo que fundamentó años antes la razón pura, tanto en los términos del 
conocimiento como en la moral, se vio obligado a atender ya no a lo transcendental, sino a 
los acontecimientos que surgieron con la Revolución. Con esto, Kant pensó la doctrina del 
Estado desde los postulados morales y teleológicos para poner en el centro de la discusión 
política al deber y la ley que fundamentan la libertad de los seres racionales. Con ello, Kant 
va un paso más allá en el desarrollo histórico de la soberanía: su despersonificación. Con las 
teorías absolutista, el soberano estaba encarnado en un individuo o conjunto de individuos 
determinados; en la teoría de Locke, estaba localizado en el monarca bajo el control del 
parlamento; y en las teorías de la revolución francesa, descansaba en el sujeto abstracto 
del pueblo o la nación. Con Kant, por el contrario, la soberanía se traduce en el ejercicio 
de la ley y los derechos que fundamentan al Estado. Así, “Kant no requiere que el cuerpo 
soberano del Estado adopte una forma particular, pero insiste que este debe estar acorde 
con el espíritu del republicanismo”313. Solo en la medida en que concuerde el derecho y los 
deberes con la división de poderes, se puede hablar de la legitimidad del poder soberano 
republicano.  

Esta postulación republicana de la soberanía, como se tratará de mostrar en lo que 
sigue, trata de dar respuesta no solo al ejercicio legítimo del poder, sino el ejercicio externo 
del poder político. Así las cosas, para decirlo de la manera más sintética posible, la teoría 
republicana del Estado y el poder kantiano descansa en la articulación y distinción de 
dicotomías fundamentales, a saber, ley moral-ley jurídica, sujeto moral-sujeto político, 
derecho político-derecho cosmopolita, poder interno-poder externo. De esta manera, Kant 
trata de fundamentar, de modo filosófico-transcendental, las relaciones entre los diferentes 
Estados de modo que no entre en contradicción con su visión republicana, basándose en un 
derecho de gentes que va más allá de la experiencia (tratados internacionales que comenzaron 
a tomar fuerza a lo largo del siglo XVIII). El resultado de todo ello será fundamental para 
el desarrollo ulterior de la soberanía: el poder soberano ya no se entenderá como un asunto 
ajeno al poder positivo que fundamenta, sino como un aspecto fundamental del mismo. En 
otras palabras, la soberanía ya no es irreductible al orden legal, sino que se incrusta y toma 
su lugar dentro de él.     

313	 Rai Prokhovnik, Sovereignty. History and Theory. (United States: Imprint Academic, 2008), 121-122 
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Del imperativo categórico a la conformación del Estado

Antes de abismarse en la filosofía política y jurídica kantiana es importante señalar el 
punto fundamental que hace de Kant una pieza ineludible del pensamiento constitucionalista 
moderno, en general, y el desarrollo de la soberanía, en particular. Kant concuerda con sus 
antecesores en el objetivo de establecer un lugar legítimo para el poder estatal, a partir de 
postulados universales de la igualdad y la libertad. No obstante, la filosofía kantiana parte 
de los postulados de la razón, la libertad y la igualdad, pero estos, a diferencia de varios 
de sus antecesores, deben comprenderse como términos jurídicos ligados a la legalidad y 
legitimidad del arbitrio humano. Este es el punto de partida de su Metafísica de las costumbres 
(MC)314, texto fundamental para entender la filosofía política y del derecho kantiana. 

En este sentido, al postular el criterio de legalidad y legitimidad, Kant encuentra que 
la moral y el derecho tiene un punto de encuentro, aunque no signifique que no puedan 
diferenciarse una de la otra. Por el contrario, en la introducción de MC, se señala que la ley 
positiva se halla en el terreno objetivo del arbitrio, mientras que la ley ética en el terreno de 
lo subjetivo:

Toda legislación (prescriba acciones internas o externas, y éstas, bien a priori 
mediante la mera razón, bien mediante el arbitrio ajeno) comprende dos 
elementos: primero, una ley que representa objetivamente como necesaria la 
acción que debe suceder, es decir, que convierte la acción en deber; segundo, 
un móvil que liga subjetivamente con la representación de la ley el fundamento 
de determinación del arbitrio para la realización de esa acción; por lo tanto, el 
segundo momento hace del deber un móvil.315

Para Kant, y esto es fundamental no perderlo de vista, las leyes morales, o leyes prácticas 
como también son nombradas, pueden ser o jurídico-políticas o bien éticas. Las primeras 
refieren a la legalidad de una acción, es decir que una acción está acorde con una ley objetiva 
externa; las segundas, a la virtud que se encuentra en la motivación subjetiva de los seres 
racionales316. No obstante, el aspecto que las une es que las leyes prácticas son absolutas, 
esto es, que son válidas para todo ser racional, necesarias y no admiten excepciones. 

El carácter absoluto de estas leyes se expresa en el concepto de deber que está atado a 
ellas. En vistas a garantizar la universalidad de las leyes prácticas, Kant debe postular el 
criterio de deber como algo distinto de la experiencia. Este no es más que actuar bajo los 

314	 Citamos la obra de Kant siguiendo, como dicta la costumbre académica, la edición de la Academia Berlinesa 
(AK), esto es, la abreviación del título de la obra, el volumen de la edición, seguido por la paginación. Para las 
especificaciones de las traducciones al castellano aquí utilizadas, puede verse la bibliografía.

315	 MC. AK. VI, 218
316	 Estos son los dos grandes temas que componen La metafísica de las costumbres: por un lado, una doctrina del derecho 

(Rechtslehre), la cual se subdivide en los principios transcendentales del derecho privado y del público, y los principios 
metafísicos de la doctrina de la virtud. Para el tema que acá nos compete, nos concentraremos en la primera parte, 
no sin advertir que estas dos partes se encuentran estrechamente relacionadas. 
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principios y máximas universales postulados por la razón; es lo que el filósofo prusiano 
llamó «autonomía de la voluntad», como es expresado en su texto Fundamentación de la 
metafísica de las costumbres (FMC): “La autonomía de la voluntad es aquella modalidad de 
la voluntad por la que ella es una ley para sí misma […]. El principio de autonomía es por lo 
tanto éste: no elegir sino de tal modo que las máximas de su elección están simultáneamente 
comprometidas en el mismo querer como ley universal”317.

Las prescripciones de las leyes morales, y es en este punto donde se comienza a matizar 
la diferencia entre la ética y lo jurídico, provienen del sujeto mismo, lo que lo hace un 
sujeto autónomo; mientras que las leyes jurídicas, que también son leyes prácticas pues se 
refieren al arbitrio humano, son prescritas por un sujeto externo y vienen acompañadas por 
una coacción. En este sentido, las leyes éticas son aquellas en las que la acción tiene como 
motivación fundamental el deber, mientras que las leyes jurídicas pueden “admitir un móvil 
distinto al deber”, por lo que “los deberes nacidos de la legislación jurídica sólo pueden 
ser externos”318. Esta distinción, como se verá, fundamenta el paso de las leyes éticas a las 
jurídicas. No obstante, para entender a cabalidad este movimiento de la filosofía kantiana, 
se hace necesario entender el concepto de libertad que aquí está en juego. 

Tanto el derecho como la ética tienen en común, a los ojos de Kant, el principio de 
libertad que se articula con los conceptos de deber, voluntad, arbitrio e imperativo. La 
libertad dará cohesión, en términos muy concretos, a los grandes conceptos de la filosofía 
práctica kantiana:

En este concepto de libertad positivo (en sentido práctico) se fundamenta en 
leyes prácticas incondicionadas, que se denominan morales; estas leyes para 
nosotros que tenemos arbitrio afectado sensiblemente y, por lo tanto, no se 
adecúa por sí mismo a la voluntad pura, sino que la contradice a menudo, 
son imperativos (mandatos o prohibiciones) y ciertamente categóricos 
(incondicionados)319.  

La voluntad pura, o buena voluntad como lo caracterizó Kant en su Fundamentación de 
la metafísica de las costumbres, es aquella que únicamente se orienta por medio de la razón, 
y por ende por puro deber, y no por la inclinación. No obstante, al ser sujetos sensibles, 
además de racionales, no siempre actuamos por la voluntad pura, por lo que se hace 
necesario establecer un imperativo categórico que oriente las acciones. Por imperativo, Kant 
entiende una regla de la razón práctica que hace que una acción contingente sea necesaria, 
es decir, esté acorde al deber. En la medida en que se actúa bajo el terreno del imperativo, se 
actúa de manera autónoma. 

Ahora bien, como es bastante conocido, Kant defiende la idea de un imperativo 
categórico que es el corazón de su filosofía práctica, el cual “enuncia una obligación con 

317	 FMC. AK. IV, 440.
318	 MC. AK. VI, 219.  
319	 MC. AK. VI, 221.
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respecto a determinadas acciones” lo que la convierte en una “ley práctico-moral”320. No 
obstante, en la FMC, Kant establece una formulación del imperativo categórico del cual 
se desprenden imperativos prácticos que se vinculan estrechamente a él. Abordar esta 
relación entre lo categórico y lo práctico ayudará a entender el paso de lo moral a lo jurídico. 
Así, la formulación del imperativo categórico es harto conocida: “obra sólo según aquella 
máxima por la cual puedas querer que al mismo tiempo se convierta en ley universal”321. El 
imperativo categórico, por ende, no es más que un ejercicio mental que el sujeto debe hacer 
para poder tener certeza de que su acción está motivada por un principio moral. De esta 
manera, actuar motivado por la ley moral que es proclamada por la razón no es más que 
actuar por deber (aus Pflicht), es decir, que la motivación de la acción es el deber. Actuar de 
esta manera, afirma Kant, no es más que hacerlo por respeto a la ley moral que todos los 
seres racionales pueden captar. No obstante, el filósofo prusiano es consciente de que no 
siempre se actúa por deber, sino que, al ser seres provistos de sensibilidad, muchas veces las 
acciones están motivadas por inclinación y, por ende, por interés particular y no universal. 
Aun así, existe eventos en los que la inclinación no va en contravía con el deber y la ley 
moral, en cuyo caso el sujeto actúa conforme a deber (plichtmässing).

No interesa aquí excavar más profundo en la filosofía moral kantiana, ni mucho menos 
hacerle cara a las dificultades que ella arrastra consigo. Lo fundamental es apuntar hacia el 
terreno en el que se desprende una de las aristas de la teoría del Estado y del derecho en 
Kant mucho más afín a los propósitos aquí trazados, a saber, la orientación de la acción 
conforme a un imperativo que señala la dirección de la ley universal. Así, el sujeto moral es 
aquel que se configura en virtud del imperativo moral y el deber que en él se expresa. Si esto 
es así, la pregunta que tendrá que formularse y pensarse es: si el Estado y el soberano son 
considerados sujetos morales, entonces, ¿también se deben postular un imperativo moral 
en lo referente a los asuntos del Estado? O en palabras mucho más precisas: ¿puede caber 
la posibilidad de pensar un imperativo político que corresponda con el imperativo ético? 
Pero para poder postular una posible respuesta a estas interrogantes, se hace necesario 
reconstruir el paso de lo moral a lo político desde el imperativo categórico. Con ello, se 
podrá en evidencia que en las entrañas de la moralidad late lo político. 

El imperativo categórico está atado a imperativos prácticos universales que, en su 
estricta funcionalidad, complementan y especifican el imperativo categórico322. Estos 
imperativos, como cabe suponer, son universales, pues provienen de la razón misma. El 
primero de ellos, que en realidad no es más que un corolario del categórico, es presentado 

320	 MC. AK. VI, 223.
321	 FMC. AK. IV, 421.
322	 Por cierta comodidad expositiva, no se discute a fondo las diferentes formulaciones y reformulaciones del 

imperativo categórico que pueden encontrarse a lo largo de la Fundamentación de la metafísica de las costumbres. Una 
lectura matizada de cualquier persona atenta, que decida leer este texto, llevaría a preguntarse por la pertinencia, 
funcionalidad y articulación de las cinco formulaciones. Aquí solo tomamos como objeto de análisis tres, para luego 
poder pensar una formulación netamente política del imperativo categórico que soporta la concepción kantiana del 
Estado y la soberanía. Para un estudio más profundo y riguroso de las cinco formulaciones del imperativo categórico, 
puede consultarse Carlos, Pereda. ¿Falta una fórmula del imperativo categórico? EPISTEME. 2008, vol.28, n.2, pp. 
55-72. 
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por Kant de la siguiente manera: “El imperativo práctico será por lo tanto este: Obra de 
tal modo que uses a la humanidad, tanto en tu persona como la de cualquier otro, siempre 
como un fin y nunca simplemente como medio”323. ¿Cómo se articula este imperativo práctico 
con el imperativo categórico? La respuesta es muy concreta: en el obrar de acuerdo con 
ciertas leyes. Esta facultad, inherente a todo ser provisto de razón, significa que la voluntad 
tiene una determinación objetiva de su actuar, la cual “ha de valer igualmente para todo 
ser racional”324. En este sentido, la conclusión es lógica: actuar por deber implica, en un 
movimiento sincrónico, reconocer que los otros seres racionales también actúan conforme 
a leyes universales, por lo tanto, siempre deben ser considerados como seres en sí mismos. 
Así, la dignidad de la naturaleza humana, afirma Kant, descansa en la autonomía de los 
seres racionales325. 

Los seres que actúan en virtud de leyes universales, por lo anterior, son personas: “los 
seres racionales reciben el nombre de personas porque su naturaleza los destaca ya como 
fines en sí mismos, o sea, como algo que no cabe ser utilizado simplemente como medio 
y restringe así cualquier arbitrariedad (al constituir un objeto de respeto)”326. De aquí que 
el actuar moral no solo sea un actuar con respeto a la legislación universal, sino al mismo 
tiempo en respeto a los demás seres racionales que actúan de la misma manera. Esto es 
importante recalcarlo dado que es el núcleo que le da consistencia a una de las conclusiones 
fundamentales: la característica autolegisladora de los seres racionales. Justamente, esta 
conclusión llevará a postular la idea de que el sujeto, en cuanto persona autónoma, es 
soberana que actúa bajo una legislación universal. 

Al resaltar que la voluntad está sometida a una legislación universal, Kant termina este 
argumento afirmando que “no se trata tan sólo de que la voluntad quede sometida a la 
ley, sino que se somete a ella como autolegisladora y justamente por ello ha de comenzar a 
considerársela sometida a la ley (la cual ella misma puede considerarse como autora)”327. 
Los ecos de la filosofía rousseauniana resuenan en este punto, pues la voluntad se somete 
a una ley en la medida en que ella misma se la ha dado. La voluntad, por ende, siempre 
está atravesada por leyes universales, por cierta legalidad, que garantiza el actuar moral, el 
deber universal que se alza por encima de intereses particulares y contingentes. Entender 
la voluntad humana, señala Kant con insistencia en este punto, es entenderla como 
universalmente legisladora a través del imperativo categórico y los imperativos prácticos. 

Se desprende, así, el segundo imperativo práctico que es, en suma, el que permite realizar 
el paso de la moral a la conformación del Estado político: el reino de fines. Kant lo expresa 
en las siguientes palabras: “Obra según máximas de un miembro que legisla universalmente 
para un reino de fines simplemente posible”328. No se puede ocultar que este imperativo 

323	 FMC. AK. IV, 429.
324	 FMC. AK. IV, 427.
325	 FMC. AK. IV, 436.
326	 FMC. AK. IV, 428.
327	 FMC. AK. IV, 431
328	 FMC. AK. IV, 438.
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práctico es bastante difícil de comprender, dado que es formulado por Kant con cierta 
oscuridad. No obstante, la clave está en entender que aquello en juego aquí es la puerta a la 
comunidad política, que no es más que el Estado y la constitución republicana. De ahí que 
sea importante remarcar algunos aspectos que constituye esta afirmación kantiana. 

La formulación, tal cual se ha citado, está precedida por una intrincada exposición en la 
que se articula con el imperativo categórico y el primer imperativo práctico. Recordando la 
distinción entre autonomía y heteronomía, Kant especifica lo que se está entendiendo por 
reino. Citamos sus palabras:

Entiendo por reino la conjunción sistemática de distintos seres racionales 
gracias a las leyes comunes. Como las leyes determinan los fines según su 
validez universal, resultará que, si abstraemos la diversidad personal de los 
seres racionales y el contenido de sus fines privados, podría pensarse un 
conjunto de todos los fines (tanto de los seres racionales como fines en sí, 
cuanto de los propios fines que cada cual puede ponerse a sí mismo) en una 
conjunción sistemática, esto es, cabría pensar un reino de fines que sea posible 
según los principios citados antes.329     	

  
El reino es entendido como una comunidad de seres racionales que tienen en común 

leyes universales. En esta asociación sistemática, los sujetos dejan de lado sus fines privados 
y se centran en los fines universales comunes a todos aquellos que hacen parte de este reino 
que se rigen bajo los principios de la libertad, la voluntad y la moralidad. Esto hace que esta 
comunidad sea no una asociación natural, como podría defenderse desde Aristóteles, sino 
una asociación moral. Y si los seres morales son considerados como personas, es decir como 
fines en sí mismos, entonces, es un reino de fines. 

Este sometimiento autónomo a leyes universales que garantizan una asociación moral 
tiene en su nervio un acuerdo tácito que todos los seres racionales han aceptado cumplir: 
el reconocimiento y respeto por la dignidad de los otros seres racionales. Esto quiere decir, 
en pocas palabras, que cada ser racional respeta a los demás en cuanto que personas. Aquí 
lo que en realidad Kant está postulando en el fondo de su argumentación, como queremos 
interpretarlo, es la existencia de un pacto social, cuyo fundamento es moral, que es 
condición de posibilidad de todo pacto civil. Esta distinción aparece enunciada con claridad 
al comienzo de la segunda parte de En torno al tópico: esto vale para la teoría, pero no para la 
práctica (TP), aparte en el que se distancia tajantemente de la filosofía política hobbesiana. 
Allí Kant afirma:

Entre todos los contratos por el que un conjunto de personas se une para 
formar una sociedad (pactum sociale), el contrato que establece ente ellos 
una constitución civil (pactum unionis civilis) es de índole tan peculiar que, 

329	 FMC. AK. IV, 433.
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aunque desde el punto de vista de la ejecución tengan mucho en común con 
los demás (que también están orientados a promover un fin), se diferencia 
esencialmente de todos ellos en el principio de su institución. La unión de 
muchas personas en orden a cualquier fin (fin común, que todos tienen) 
se halla en todo contrato social; pero la unión de estas personas que es 
fin en sí misma (fin que cada uno debe tener), es tanto unión de todas las 
relaciones externas, en general, de los hombres […] es un deber primordial e 
incondicionado330.

Hay un pacto primordial e incondicionado que permite el surgimiento de una 
constitución política y, por ende, del Estado. Este es el pacto el reino de fines, el pacto moral, 
que une a las personas bajo fines universales comunes. De aquí que se deba subrayar dos 
consecuencias fundamentales a las que se volverá más adelante: en primer lugar, todo pacto 
civil está fundamentado por un pacto moral, en cuyo núcleo descansa el deber fundamental 
de los seres racionales de regir su acción bajo principios universales; y, en segundo lugar, 
la constitución de un Estado en general, y la de una república, en particular, tiene un 
fundamento moral.

En este reino de fines, los seres racionales, al igual que en la república de Rousseau, 
poseen un rol activo y otro pasivo. Son soberanos, pues ellos mismos se dan la ley que rige 
sus acciones particulares y contingentes, y son, a su vez, miembros en el sentido en que 
están sometidos a la legalidad que constituye lo universal. Por eso, Kant concluye de manera 
contundente: “El ser racional tiene que considerarse siempre como legislador en un reino de 
fines posibles merced a la libertad de la voluntad, ya sea como miembro, ya sea como jefe”331. 
Así las cosas, lo fundamental del reino de fines es garantizar, por un lado, la libertad de los 
seres racionales y, por otro, la igualdad. Justamente, en la Metafísica de las costumbres, Kant 
establece estos dos derechos como constitutivos de la naturaleza humana:

La libertad […] en la medida en que puede coexistir con la libertad de 
cualquier otro según una ley universal, es este derecho único, originario, 
que corresponde a todo hombre en virtud de su humanidad. –La igualdad 
innata, es decir la independencia, que consiste en no ser obligado por otros 
sino aquello a lo que también recíprocamente podemos obligarles.332

La libertad kantiana no es aquella que afirma que se puede hacer todo lo que se quiera 
en la medida en que no afecte al otro. Se trata de una libertad y una igualdad que están 
enmarcadas en la legalidad universal que orienta la acción de los seres racionales. Así 
las cosas, el reto estará en deducir, de estas características innatas que hacen parte de la 
naturaleza humana, el pacto civil y, de allí, la conformación de la constitución republicana.  

330	 TP. AK. VIII, 289
331	 FMC. AK. IV, 433
332	 MC. AK. VI, 237-238
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Concentremos la atención, en primer lugar, en la deducción del Estado que acá ya 
se encuentra perfilada a partir del principio de autonomía. ¿Qué es lo que señala en su 
radicalidad el imperativo categórico y los imperativos prácticos al tomarse en su conjunto? 
La respuesta es bastante concreta: el paso de lo interno a lo externo. El imperativo categórico 
se origina en el terreno de lo interno, del fuero interno del sujeto moral en la medida en que 
apunta a la motivación de la acción. Los imperativos prácticos, por su parte, ya señalan el 
ámbito de lo externo, pues tienen a su vista no solo la acción del sujeto racional, sino la 
relación determinada que debe existir entre sujetos racionales. El terreno abierto por los 
imperativos prácticos es, de manera puntual, el lugar donde surge el concepto de derecho 
kantiano333.

La doctrina del derecho, como es definida por Kant, es aquella que permite la existencia 
de una legislación exterior, por ello, “el derecho es el conjunto de condiciones bajo las 
cuales el arbitrio de uno puede conciliarse con el arbitrio del otro según una ley universal 
de la libertad”334. En este sentido, el derecho tiene como objetivo principal que el arbitrio 
individual pueda existir, sin entrar en conflictos (una guerra de todos contra todos, en 
términos hobbesianos), con el arbitrio de los demás. Esto es, justamente, lo que buscaban, 
desde el terreno ético, los imperativos prácticos. Así las cosas, la conclusión es ineludible: 
la condición de posibilidad del derecho es la moral, en la medida en que se reconoce la 
dignidad de las personas morales. Esto se evidencia y agudiza con las tres condiciones que 
debe tener, a los ojos del filósofo prusiano, todo concepto de derecho:

1.	 Afecta a la esfera externa y práctica en la relación de una persona con otra, “en tanto 
que sus acciones, como hechos, pueden influirse entre sí”335.

2.	 Lo anterior no significa que la relación se fundamente en el deseo del otro, y por 
lo tanto se fundamente en la contingencia y necesidad (Bedürfnis), sino en relación 
con el arbitrio del otro que se orienta a fines universales. 

3.	 En esta relación recíproca de arbitrio, no se atiende al objeto del querer individual, 
sino por “la forma en la relación del arbitrio de ambas partes, en la medida en que se 
consideran únicamente como libre, y si con ello, la acción de uno puede conciliarse 
con la libertad del otro según una ley universal”336.

Es fundamental resaltar este tercer punto, pues encierra la semilla de las críticas 
posteriores a la filosofía práctica kantiana de caer en un mero formalismo. Lo que acá se dice, 
en pocas palabras, es que el derecho apunta a la mera forma que debe tomar la acción para 
considerarla conforme a derecho, y no atiende a los contenidos concretos y contingentes del 

333	 De igual manera como se abordó la filosofía moral kantiana, no nos interesa aquí realizar una lectura completa y 
exhaustiva de la filosofía del derecho. Por el contrario, solo haremos referencia a los aspectos que nos son útiles para 
los propósitos que acá nos hemos trazado. 

334	 MC. AK. VI, 230
335	 MC. AK. VI, 230
336	 MC. AK. VI, 230
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arbitrio. La razón de esto es muy simple, a saber, que de lo que aquí se trata es fundamentar 
leyes universales absolutas que no dependan de lo contingente. Lo universal, así, es la mera 
forma en la que puede tomar una acción determinada. 

Dicho lo anterior, se puede entender mejor el imperativo del derecho, que imita el 
movimiento de la ley moral, desde el terreno externo: “obra externamente de tal modo que el 
uso libre de tu arbitrio pueda coexistir con la libertad de cada uno según una ley universal”337. 
En este punto, se puede observar, en su integridad, las diferencias y convergencias entre la 
moral y el derecho. La primera tiene como objeto la acción interna de sujeto; el segundo, por el 
contrario, la acción externa. No obstante, las dos están articuladas y sostenidos a partir de leyes 
universales que son válidas para todo ser racional. De esta manera, el derecho solo puede ser 
entendido a partir del conjunto de condiciones en las cuales diferentes arbitrios particulares 
coexisten juntos. De allí que quien actúe en contravía de las leyes universales y, por ende, no 
actúe conforme a derecho puede ser coaccionado, dado que pone en riesgo la coexistencia de 
los arbitrios particulares. El derecho, por consiguiente, posee un criterio que no se encontraba 
en lo ético, a saber, la facultad y legitimidad de poder coaccionar a los sujetos338.

Aquí se llega a un punto de inflexión donde el Estado, tanto como figura ideal como 
empírica, entra en escena. Efectivamente, el siguiente paso es establecer una legislación 
exclusivamente exterior que permita la coexistencia de los sujetos racionales. Este será, 
en una palabra, el papel del poder público. La configuración de este poder surge en un 
principio fundamental: si se quiere actuar conforme a derecho, entonces, se debe renunciar 
al estado de naturaleza en donde no existe ninguna coacción externa. Kant lo formula en 
los siguientes términos:

Es menester salir del estado de naturaleza, en el que cada uno obra a su 
antojo, y unirse con todos los demás (con quienes no puede evitar entrar en 
interacción) para someterse a una coacción externa legalmente pública; por 
lo tanto, entrar en un estado en el que a cada uno se le determine legalmente 
y se le atribuya desde un poder suficiente (que no es el suyo sino exterior) lo 
que debe ser reconocido como suyo; es decir, que debe entrar ante todo en un 
estado civil.339

Las palabras de Kant lo acercan bastante a las teorías iusnaturalistas y contractualistas 
del Estado y el poder público que le precedieron. No obstante, se debe ser bastante 

337	 MC. AK. VI, 231
338	 La diferencia y las similitudes entre el derecho y la moral en la teoría kantiana es mucho más compleja de lo que aquí 

la hemos expuesto. El derecho, conceptualizado por Kant, en ciertos momentos puede tener relación con la moral, 
pero existen momentos, al referirse completamente al arbitrio exterior, en los que no se relaciona en grado alguno 
con ella. Esta cara del derecho es denominada por el filósofo prusiano derecho estricto (MC. AK. VI, 232). Esta 
distinción requeriría abordar con mucho más detalle hasta dónde la moral se desarticula con el derecho y, sobre todo, 
entenderlo desde los tres tipos de derechos establecidos por Kant (privado, público y cosmopolita). Esta labor no la 
podemos desarrollar en estos momentos, no obstante, por honestidad académica, se debe al menos dejar sentado el 
problema que de aquí se desprende. 

339	 MC. AK. VI, 312
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cauteloso al momento de entender la recepción del derecho natural en la filosofía kantiana, 
pues en ella se encuentra un giro que será fundamental para su agotamiento en los filósofos 
posteriores. Así, es importante subrayar tres aspectos fundamentales: (1) la distinción entre 
el estado de naturaleza y el carácter teleológico de la Naturaleza; (2) la sociedad civil como 
condición previa al Estado; y (3) el Estado como ente jurídico y, por ende, ideal. 

El primer aspecto es fundamental, pues de él se desprenden consecuencias esenciales 
que ordenan el poder público. La distinción y tensión entre el estado de naturaleza y la 
concepción teleológica de la Naturaleza340 se encuentran expuestas en los textos sobre 
historia escritos por Kant, complementos fundamentales para su filosofía política y del 
derecho. En su célebre texto Idea de una historia universal en sentido cosmopolita (IHUSC) se 
encuentran expresados, de manera sintética, los pasos que van desde el estado de naturaleza 
a la sociedad civil a partir de la doctrina teleológica de la Naturaleza. En este texto, Kant 
propone nueve principios generales que tienen como objetivo entender el decurso de los 
asuntos humanos en relación con la “intención de la Naturaleza”341, defendiendo el progreso 
de la especie humana como carácter inherente a ella.

Los nueve principios generales se pueden conceptualizar en tres grandes grupos: (i) el 
progreso del género humano en relación con la doctrina teleológica de la naturaleza (principios 
1 a 3); (ii) La constitución de la sociedad civil como postulado fundamental de la Naturaleza 
(principios 4 a 6); y (iii) la necesidad de una constitución externa, perfecta y posible que 
permita la relación interestatal (principios 7 a 9). Nos interesa, en este momento, volver sobre 
los principios que enmarcan el origen de la sociedad civil, para entender, en su radicalidad, el 
surgimiento del Estado y la voluntad general unificada como fundamento del poder.

El cuarto principio es bastante conocido, dado que en él se anuncia la tesis histórico-
antropológica de la insociable sociabilidad (ungesellige Geselligkeit) del ser humano. Kant 
formula esta tesis con las siguientes palabras:

El medio del que se sirve la Naturaleza para llevar a cabo el desarrollo de todas 
sus disposiciones es el antagonismo de las mismas dentro de la sociedad, en la 
medida en que ese antagonismo acaba por convertirse en causa de un orden 
legal de aquellas disposiciones. Entiendo aquí por antagonismo la insociable 
sociabilidad de los hombres, esto es, el que su propensión a vivir en sociedad 
sea inseparable de una hostilidad que amenaza constantemente con disolver 
la sociedad.342  

340	 La concepción teleológica de la Naturaleza es de una dificultad y profundidad que aquí solo nos queda tocarla 
tangencialmente. El problema está, si se toma en conjunto todo el sistema kantiano, en entender el giro de la 
necesidad teleológica de la naturaleza (y de lo humano) que se presenta en el Crítica de la razón práctica (KpV) a 
la propuesta en la última parte de la Critica a la facultad de juzgar (KU). Lo anterior le da sustento y consistencia a 
la filosofía de la historia kantiana, en la cual, motivada por la noción ilustrada de progreso, se defiende una noción 
fuerte de la naturaleza humana en tanto que teleológica. Para entender mejor los matices y problemas que aquí 
conllevan en su núcleo la noción kantiana de teleológica, puede consultarse el texto de profesor José Luis Villacañas, 
La naturaleza y la razón: Kant el filósofo del clasicismo. En: Estudios sobre la Crítica del Juicio, 1990, 13-74.   

341	 IHUSC, AK. VIII, 18
342	 IHUSC, AK. VIII, 20.
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Este oxímoron muestra, al menos, dos asuntos cruciales. En primer lugar, que el 
mecanismo que la naturaleza ha elegido para que el género humano pueda progresar es 
el antagonismo. Este no se ve de manera negativa, sino, por el contrario, como el motor 
que se encuentra incrustado en la naturaleza humana para que los individuos puedan 
establecer sociedad, y, con ello, vivir bajo los mandatos de un orden legal universal. Llevado 
este asunto a uno de sus extremos, se podría decir que la legalidad bajo la que deben vivir 
los seres racionales solo es posible gracias a este carácter antagónico de su naturaleza. Esta 
insociable sociabilidad es el primer embrión del desarrollo humano, que va de la barbarie a 
la civilización, del estado natural a la comunidad ética:

…así va formándose el gusto e incluso, mediante una continua ilustración, 
comienza a constituirse un modo de pensar que, andando el tiempo, puede 
transformar la tosca disposición natural hacia la disquisición ética en 
principios prácticos determinados y, finalmente, transformar un consenso 
social urgido patológicamente en un ámbito moral.343

Se debe procurar por un desarrollo, claramente ilustrado, de la naturaleza humana 
para que las sociedades puedan existir. Salir del estado natural, bajo esta óptica, no es más 
que el resultado de un proceso de desarrollo del género humano que ha entendido, de 
manera puntual, que solo puede progresar en cuanto especie (universalmente) y no en tanto 
individuo (particularmente). 

El segundo aspecto que se debe resaltar, de esta tesis histórica-antropológica, es la 
misma formulación: insociable sociabilidad. Esta sintetiza las dos visiones de sociabilidad 
que fueron desarrolladas desde Aristóteles hasta Rousseau. Efectivamente, Kant reconoce 
que la sociabilidad hace parte de la naturaleza humana, así como también lo creía, en 
su momento, Aristóteles en su Política. Pero, al mismo tiempo, existe una pretensión de 
los individuos a desligarse de la sociedad, pues les genera cierta incomodidad, como lo 
afirmaba Hobbes344. A diferencia de Rousseau, Kant no ve en la sociedad la corrupción de 
la naturaleza humana, más bien es parte fundamental de su progreso natural. Ahora bien, el 
asunto fundamental con esta formulación, que no es nada gratuita, es la expresión concreta 
de la tragedia de los seres humanos: siente un malestar al estar en relación con otros, pero 
son incapaces de prescindir de los demás. 

343	 IHUSC, AK. VIII, 21.
344	 Somos completamente conscientes del riesgo de reducir, en términos tan amplios, un concepto tan complejo como la 

insociable sociabilidad. Este oxímoron ha sido estudiado e interpretado desde diferentes flancos, como lo hace Allen 
Wood Kant’s Fourth Proposition: the unsociable sociability of human nature. En A. Oksenberg Rorty & J. Schmidt 
(Eds.), Kant’s Idea for a Universal History with a Cosmopolitan Aim. A Critical Guide (pp. 112–128). Cambridge: 
Cambridge University Press, 2009. No obstante, cabría preguntarse por el sentido mismo de «sociabilidad» en 
sentido kantiano: ¿acaso Kant tiene en mente el mismo significado que sus predecesores? ¿Qué caracteriza esta 
sociabilidad si se toma en conjunto con la tradición? Preguntarse por esta figura de la sociabilidad, que aparece 
someramente en KU, es una tarea que debería realizarse para entender la profundidad de las palabras del filósofo 
prusiano. Un estudio que avanzó, de manera importante, en esta dirección se puede encontrar en Hannah Arendt, 
Lectures on Kant’s Political Philosophy (Chicago, Chicago University Press), 1998.    
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Partiendo de este oxímoron, se desprende la consecuencia del quinto principio 
kantiano: la dificultad de entrar en una sociedad regulada por la moralidad y el derecho. 
Así las cosas, la relación externa entre sujetos racionales, fuente del derecho y lo político, 
está atravesada por esta dificultad de la insociable sociabilidad: “El mayor problema para 
la especie humana, a cuya solución le fuerza la Naturaleza, es la instancia de una sociedad 
civil que administre universalmente el derecho”345. La naturaleza fuerza al género humano 
a establecer una sociedad civil, sobreponiéndose, así, a la insociable sociabilidad. Esta labor 
no es fácil, pues hace que los vínculos humanos sean frágiles, pero necesarios. Lo es porque, 
solo en la medida en que se establece una sociedad, es posible que la humanidad alcance 
el mayor propósito de la Naturaleza: el desarrollo de todas sus disposiciones. Pero esta 
sociedad no es de cualquier tipo; tiene que cumplir con una característica fundamental: 
garantizar la mayor libertad a partir de leyes universales. Esto solo es posible, en suma, en la 
medida en que el derecho administre universalmente las relaciones entre los seres racionales 
unidos. Este tipo de sociedad, como se abordará un poco más adelante, es la república. Solo 
en ella los sujetos pueden ser completamente libres y estar al cobijo de un derecho universal.

Pero ¿cómo sobreponerse a la insociable sociabilidad? ¿Cómo hacer para proteger los 
frágiles vínculos humanos? La respuesta es solo una: la consolidación de una constitución 
civil que sea garantía y fundamento de la libertad. Las palabras kantianas toman toda su 
forma y gravedad: “[…] así una sociedad en la que la libertad bajo leyes externas se encuentre 
vinculada en el mayor grado posible como poder irresistible, esto es, una constitución civil 
perfectamente justa, tiene que ser la tarea más alta de la naturaleza humana para con la 
especie humana”346. La constitución civil, y con ella el derecho universal, es la tarea más 
elevada que la Naturaleza le ha dado al género humano con los medios adecuados para 
lograrlo. El derecho y la constitución civil, por consiguiente, refieren al grado sumo de 
progreso del género humano347. De ahí la importancia del Estado, en general, y de la 
república, en particular, que defiende la filosofía política kantiana. 

Pero antes de entrar en las profundidades del poder público, la libertad y el Estado, hace 
falta una vuelta de tuerca que permitirá asir de manera adecuada el problema que aquí ha 
tomado forma. Este asunto tiene que ver con lo señalado en el sexto principio de IHUSC: 
“Este problema es al mismo tiempo el más difícil y el que más tardíamente será resuelto por 
la especie humana. La dificultad, que ya pone de manifiesto la mera idea de esta tarea, es la 
siguiente: el hombre es un animal al que, cuando vive entre los de su especie, le hace falta un 
señor”348. Estas palabras pueden ser acercadas a la teoría política de Hobbes. 

Al igual que sus predecesores, Kant ve en la necesidad de conformar un poder irresistible, 
que mantenga a los individuos unidos, una tarea titánica. Estos suelen abusar de su libertad 
cuando se encuentran en relación con otros, utilizándolos, ya no como fines en sí mismos, 
sino como meros medios. Por ello, en la naturaleza humana existe un deseo “de una ley que 

345	 IHUSC, AK. VIII, 22.
346	 IHUSC, AK. VIII, 22.
347	 Para un estudio más riguroso y profundo de la relación entre la historia, el progreso y el derecho puede consultarse 

el texto de Otfried Höffe, History as the Progress of Law. (United States: State University of New York Press), 1994.
348	 IHUSC, AK. VIII, 23.
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ponga límites a la libertad de todos, [a] su egoísta inclinación animal”, que no es más que 
desear la existencia de “un señor que quebrante su propia voluntad y le obligue a obedecer 
a una voluntad universalmente válida con la que cada cual pueda ser libre”349. Se necesita 
que este señor supremo sea justo por sí mismo sin que deje, por ello, de ser hombre. No 
obstante, al ser hombre, necesitaría de un señor que fuera superior a él, para garantizar que 
no abuse de su libertad, lo que lleva a la necesidad de postular un señor del señor supremo 
y así hasta el infinito. No obstante, lo fundamental de este principio es que se muestra la 
necesidad de postular un soberano que cumpla con esta tarea titánica. La soberanía, en este 
punto, adquiere una necesidad fundamental que se desprende de la naturaleza humana.  

Kant en este punto es bastante realista, pues asegura que esta exigencia de la naturaleza 
solo podrá perfeccionarse después de muchos errores e intentos fallidos. El primer paso 
sería, por consiguiente, constituir una constitución que sea lo más afín a los postulados 
universales de la razón, pero para que ella pueda ser aplicada plenamente y sin problemas es 
necesario que los sujetos actúen siempre por buena voluntad:

Que tal empresa será realizada postreramente se deduce del hecho de que, además 
de conceptos precisos en torno a la naturaleza de una constitución posible, se 
requerirá una gran experiencia ejercida por un dilatado transcurso del mundo 
y, sobre todo, una buena voluntad dispuesta a aceptar dicha constitución; sin 
embargo, es muy difícil que se puedan dar a la vez estos tres elementos y, de 
ocurrir solo será muy tardíamente, tras muchos intentos fallidos.350  

Es bastante difícil que se cumpla, primero, la existencia de un señor supremo 
completamente justo que sea humano y que al tiempo no abuse de su libertad; la existencia, 
segundo, de sujetos que siempre actúen moralmente dejando de lado la inclinación 
particular; y, tercero, una constitución acorde y completamente armónica con los postulados 
universales de la razón. Cumplir estos tres requerimientos sería constituir, por decirlo de 
alguna forma, una utopía. Pero esto no significa, contrariamente a lo que se podría sostener, 
que no se intente llegar a este estado ideal, renunciando a cualquier posibilidad de llegar a 
él. El género humano, aunque fracase en varios de sus ensayos, está obligado a intentarlo y 
aprender de cada experiencia para, así, buscar su propio perfeccionamiento351. De allí que 

349	 IHUSC, AK. VIII, 23.
350	 IHUSC, AK. VIII, 23.
351	 En la Crítica de la razón pura (KrV), en un pasaje bastante denso en el que se distancia de la concepción platónica 

de idea, Kant reconoce la importancia de ciertas ideas necesarias, en cuanto arquetipos, para la razón pura práctica, 
como es el de la libertad. Esta, valga decirlo de nuevo, es el fundamento de cualquier Estado y cualquier moral 
posible: “Una constitución de la máxima libertad humana según leyes que hagan que la libertad de cada cual pueda 
coexistir con la de los otros […] es, por lo menos, una idea necesaria, que se debe poner por fundamento no solamente 
en el primer diseño de la constitución de un Estado, sino también en todas las leyes. […] Aunque esto último [una 
asociación donde las leyes no fuesen necesarias, como lo afirmó en su momento Platón] nunca llegue a realizarse 
[pues los seres humanos no solo tienen razón sino sensibilidad, y por ende su actuar puede ser influenciado por la 
inclinación], es, empero, enteramente acertada la idea que instaura ese máximum como arquetipo, para llevar, de 
acuerdo con él, la constitución jurídica de los hombres cada vez más cerca de la mayor perfección posible”. (KrV. 
A216/B373).  
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surja la necesidad de proponer un Estado que sea resultado de las experiencias pasadas, en 
el que la libertad sea la piedra angular de ejercicio del poder público.     

	                      
El supremo poder del Estado como idea práctica y necesaria

Llegado a este punto, se puede abordar directamente la definición kantiana de Estado 
que, en su complejidad, agudiza los problemas que se han señalado hasta aquí. En el 
parágrafo 45 de MC, Kant afirma:

Un Estado (civitas) es la unión de un conjunto de hombres bajo leyes 
jurídicas. En cuanto éstas, como leyes a priori, son necesarias (no 
estatutarias), es decir, en cuanto resultan por sí mismas de los conceptos 
del derecho externo en general, su forma es la de un Estado general, es decir, 
el Estado en la idea, tal como debe ser según los principios jurídicos puros, 
Estado que sirve de norma a toda unificación efectiva dirigida a formar una 
comunidad.352 

El abordaje del Estado kantiano parte de lo que el propio autor llamó «método 
analítico», el cual significa, según lo definió en su texto Prolegómenos para toda metafísica 
futura (PMF), un método opuesto al sintético, esto es, “que se parte de lo que se investiga, 
como si fuese dado, y se asciende a las condiciones bajo las cuales es solamente posible”353. 
Señalar este «modo de proceder» kantiano permitirá discernir con claridad las diferentes 
capas que conforman la filosofía del Estado y del derecho kantiana. Desde una perspectiva 
metateórica, Kant trata de fundamentar transcendentalmente al Estado, y con ello, la 
república, el poder público y la soberanía, manteniendo separados lo nivel empírico (a 
posteriori) y el nivel transcendental354 (a priori). Ello lleva a postular los objetos de estudio, 
en este caso al Estado, como meros objetos posibles, distinguiendo las condiciones necesarias 
para que este sea posible. 

Aquí el asunto es mayúsculo, pues se debe enfrentar el aprieto que, en lo que aquí 
compete, no podemos eludir. Si se atiende completamente a la metodología kantiana, aquí 
el Estado no se ha de tomar como un objeto concreto empírico, sino como algo meramente 
posible. En otras palabras, la filosofía kantiana no apunta a entender cómo funciona y 
fundamenta el orden social y político, sino, si este existiera, cuáles serían sus condiciones de 
posibilidad de existencia. Así las cosas, se podría decir que la gran enseñanza de la filosofía 
transcendental del filósofo prusiano es la invitación a pensar las condiciones necesarias 

352	  MC. AK. VI, 313.
353	  PMF. AK IV, 276.
354	  El término «transcendental» es fundamental para la filosofía kantiana, tanto en sus niveles epistemológicos como 

prácticos y estéticos. Este refiere a las condiciones que aseguran que un objeto pueda ser conocido y abordado por la 
experiencia, pero que en sí mismas no son accesibles por vía de conocimiento de la experiencia. 
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para que un orden político y legal pueda darse355. La pregunta, siento esto así, es ¿cómo 
poder entender el poder político, por un lado, y la soberanía, por el otro, desde el método 
analítico? Responder esta interrogante no es fácil, toda vez que requiere detenerse sobre las 
condiciones que hacen posible al Estado dentro de la filosofía kantiana.

Para evitar cualquier equívoco, no hay que perder de vista lo que la definición kantiana 
de Estado encierra. En el plano transcendental, las leyes a priori son aquellas que provienen 
de la razón, es decir, las leyes morales. Lo son en la medida en que los sujetos racionales 
pueden entenderlas sin importar las circunstancias determinadas de su actuar. De aquí 
que el Estado sea definido como la unión de sujetos a partir de leyes jurídicas, es decir 
externas, a priori, pues están enmarcadas, como se ha querido sostener, en la asociación 
moral expresada en el reino de fines. Estas leyes jurídicas, así entendidas, solo expresan 
en carácter ideal del Estado, es decir su forma originaria de la cual se desprende su modo 
empírico, las leyes a posteriori o positivas que son necesarias para el funcionamiento de 
cualquier Estado. Esta forma ideal, debemos remarcarlo, se deduce directamente del ámbito 
moral, lo que hará que tanto el Estado como el derecho posean una veta de moralidad356. 

De esta forma ideal de Estado, se desprende el concepto de voluntad general unificada 
que le da sustento a la concepción kantiana de poder. Como ya se dijo, los sujetos racionales 
deben estar actuando conforme a un reino de fines en donde cada uno está sujeto a las 
leyes que ellos mismos se han dado. Esto es, en una palabra, el carácter fundamental de la 
autonomía kantiana. De allí se desprendía el imperativo de derecho que hace posible que 
los arbitrios individuales puedan coexistir bajo leyes universales a priori. Esta unión de 
arbitrios orientadas a fines universales es lo que constituye la voluntad general unificada, 
que no es más que la comunidad de personas. En este sentido, Kant va un paso conceptual 
más atrás que Rousseau, pues establece las condiciones necesarias para que se forme una 
voluntad general que sea el fundamento del poder político del Estado. La voluntad general 
unificada, por consiguiente, solo es posible en los terrenos abiertos por la moral. 

Dicho esto, puede entenderse la configuración del poder político dentro de la idea de 
Estado: “Cada Estado contiene en sí tres poderes, es decir, la voluntad universal unida 
en una triple persona (trias politica): el poder soberano (la soberanía) en la persona del 
legislador, el poder ejecutivo en la persona del gobernante (siguiendo la ley) y el poder 
judicial (adjudicar a cada quien lo suyo según la ley) en la persona del juez”357. Todo Estado, 
a los ojos de Kant, debe mantener esta triada fundamental independientemente del tipo 
de gobierno que se adopte. En este sentido, la voluntad universal es aquella que unifica no 

355	 Varios de los estudios actuales de la filosofía del Estado y el derecho en Kant tratan de pensar por esta vía. Hay 
quienes, desde esta perspectiva, sostienen que las condiciones de posibilidad indicadas por Kant pueden llevarse a 
la práctica y fortalecer organismos supranacionales, como la Unión Europea. En este sentido, muchos han pensado 
la constitución cosmopolita, desde un constitucionalismo global, a la luz de la teoría kantiana. Un ejemplo de ello es 
Garrett Brown y Andenas Mads. The European Convention of Human Rights as a Kantian Cosmopolitan Legal 
Order. Global Constitutionalism 9, no. 3 (2020): 490–505. doi:10.1017/S2045381720000131.  

356	 Para un estudio más profundo de la relación entre el concepto de derecho kantiano y la moralidad que en él subyace, 
puede consultarse el texto de Adelino Braz, ¿Existe un concepto moral de derecho? En: Immanuel Kant: vigencia de 
la filosofía crítica, editado por Felipe Castañeda, Vicente Durán y Luis Eduardo Hoyos, 2007. 

357	 MC. AK. VI, 313. 
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solo los sujetos, sino estas tres formas de poder que están, como es de esperar, atadas a 
leyes que las orientan y delimitan. En el caso del legislador, se desprende la voluntad unida 
del pueblo que ha decidido darse ley a sí mismo. Esta unidad de la voluntad popular solo 
es posible en la medida en que se ha decidido actuar y someterse a leyes universales que 
permitan, por un lado, que cada sujeto sea libre y, por el otro, que se garantice a cada uno lo 
que es suyo. Justamente, este estar sometido a leyes universales, que no son necesariamente 
positivas, es lo que Kant denomina Estado de derecho. Aquí, todos los sujetos de un 
Estado atan su voluntad particular a leyes universales de la razón, lo que conforma la 
unidad de la voluntad general.

La voluntad unida del pueblo es un postulado a priori, que solo es entendible por el uso 
de la razón. Ella es, entonces, el origen de todo derecho, aplicación del poder, en un Estado; 
es el fundamento y causa de todas las leyes positivas. En uno de los apéndices de su texto 
Hacia la paz perpetua (PP) Kant expresa esta idea en toda su radicalidad:

Es precisamente la voluntad general dada a priori la única que determina lo 
que es derecho entre los hombres (en un pueblo o en las relaciones entre varios 
pueblos); esta unión de la voluntad de todos, si procede consecuentemente en 
la realización, puede ser también la causa, por mecanismo de la Naturaleza, 
del efecto buscado y de la eficacia del concepto de derecho.358 

La voluntad general, por ende, se traduce en un deber que tienen los sujetos racionales 
de conformar un pueblo, lo que significa la subordinación de todos a los principios jurídicos 
universales de la libertad y la igualdad. 

Aquí la libertad, como se anticipó más arriba, ha de entenderse, en un primer lugar, 
como la facultad de no obedecer ninguna otra ley más que aquella que uno mismo se ha 
dado. Así las cosas, la voluntad unificada del pueblo es la única que puede legislar, y por ello 
ser soberana, pues “deciden lo mismo cada uno sobre todos y todos sobre cada uno”359. De 
allí que los sujetos racionales que legisla son llamados ciudadanos, los cuales poseen tres 
atributos jurídicos: (1) libertad, (2) igualdad e (3) independencia. Kant lo sintetiza en las 
siguientes palabras:

La libertad legal de no obedecer a ninguna otra ley más que aquella que 
ha dado su consentimiento; la igualdad civil, es decir, no reconocer ningún 
superior en el pueblo, solo aquel al que tiene la capacidad moral de obligar 
jurídicamente del mismo modo que éste pueda obligarle a él; en tercer lugar, 
el atributo de la independencia civil, es decir, no agradecer la propia existencia 
y conservación del arbitrio de otro en el pueblo, sino a sus propios derechos y 
facultades como miembro de la comunidad.360

358	 PP.AK. VIII, 378.
359	 PP.AK. VIII, 314
360	 PP.AK. VIII, 314
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El ciudadano ha pasado de un estado en el que su libertad no estaba articulada a 
una legalidad universal, un estado natural donde los sujetos se mantenían en el ámbito 
particular desprovisto de todo ideal universal, a un estado legal donde la libertad de todos 
puede coexistir gracias a la legalidad que cimienta al Estado. Se ha dado el paso de un 
estado natural a un Estado de derecho. Esta legalidad solo puede ser pensada, en la filosofía 
transcendental kantiana, desde el pacto originario, “en el cual todos (omnes et singuli) en el 
pueblo renuncian a su libertad exterior, para recobrarla en seguida como miembro de una 
comunidad”361. Así, se abandona la libertad salvaje y se constituye la libertad legal, que es el 
objetivo principal de un Estado. 

Estas tres personas del poder público, y este es un asunto crucial para lo que aquí se 
quiere señalar, son consideradas como personas morales. Esto permite que una persona 
complemente a las otras dos, condición fundamental para la integridad del Estado, y que 
ninguna persona usurpe el lugar y las funciones de las otras dos. El soberano, el gobernante 
y el juez son personas morales que poseen una voluntad que, como es de esperarse, está 
atada a leyes. Así, la voluntad del soberano es irreprochable, la del gobernante, incontestable, 
y la del juez, irrevocable362. Aquí se introduce una distinción fundamental para la filosofía 
del Estado kantiana, a saber, la diferenciación entre soberano y administrador del Estado. 
Este último, en cuanto gobernante, le corresponde el ejercicio del poder ejecutivo (potestas 
executoria), nombrar a los magistrados y prescribir al pueblo las reglas adecuadas para 
conservar y adquirir lo que le pertenece a cada quien. 

Dado esto, el soberano no puede ser el administrador del Estado, pues su función 
primordial es legislar en virtud de lo universal. Además, el gobernante está sometido y 
obligado a leyes que provienen del soberano. No obstante, “el soberano puede quitar al 
gobernante su poder, deponerlo o reformar su administración, pero no castigarlo”363. No 
puede juzgarlo porque esa es una facultad del juez, no del soberano. Por consiguiente, ni 
el gobernante ni el soberano pueden atribuirse la facultad de juzgar, que es exclusiva de la 
voluntad del juez.   

Dicho lo anterior, se puede dar el paso que permitirá adentrarse en los recovecos de la 
teoría kantiana de la soberanía, el núcleo al que interesaba llegar. Después de haber establecido 
y distinguido los tres poderes que conforman al Estado, Kant se detiene a analizar los 
“efectos jurídicos” de la unión civil. Allí, con cierto detalle, el filósofo de Königsberg postula 
los derechos fundamentales del soberano, los cuales se asemejan a los propuestos por sus 
predecesores: el derecho de establecer los impuestos para el funcionamiento del Estado, el 
derecho a regular el uso del territorio, el derecho a la distribución de los cargos públicos 
para el correcto funcionamiento y el derecho a establecer la pena de muerte y el derecho 
de gracia. No obstante, a diferencias de los filósofos anteriores, Kant introduce un derecho 
que, en su complejidad, plantea una serie de cuestiones que no son fáciles de resolver en el 
sistema kantiano: el derecho de ser inescrutable: “El origen del poder supremo, considerado 

361	 PP.AK. VIII, 315.
362	 PP. AK. VIII, 316.
363	 PP. AK. VIII, 317.
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con un propósito práctico, es inescrutable para el pueblo que está sometido a él; es decir, el 
súbdito no debe sutilizar activamente sobre este origen, como sobre un derecho dudoso en 
lo que se refiere a la obediencia que le debe”364. 

El súbdito tiene una relación de deber frente al supremo poder del Estado, y dado que 
este es el lugar efectivo por el cual el arbitrio de unos puede coexistir externamente con el 
de otros, reconoce que el Estado posee una necesidad práctica. Por esta razón, no importan 
tanto si el origen del éste descansa en un contrato de facto que constituyó un orden civil o, 
por el contrario, fue instituido por medio de la fuerza y la violencia. Lo que vale aquí es que 
hay un Estado constituido, es decir, ya se ha sometido a una ley y una legalidad que permite 
la coexistencia de los individuos, por ello, no debe haber resistencia al orden. Kant lo dice 
con bastante contundencia:

Si un súbdito que hubiera meditado sobre el origen último del Estado quisiera 
resistirse a la autoridad en ese momento reinante, sería castigado, aniquilado 
o desterrado […] según las leyes de tal autoridad, es decir, con todo derecho. 
Una ley que es tan sagrada (inviolable) que, considerada con un propósito 
práctico, es ya un crimen ponerla en duda.365  

Las leyes a priori, esto es las leyes que tienen un sentido práctico universal, no pueden 
ponerse en duda, pues eso implicaría que se pusiera en tela de juicio a la razón misma, lo 
que sería inaceptable ante los ojos kantianos. 

Ahora bien, este derecho inescrutable de la soberanía lleva, al menos, a postular dos 
premisas fundamentales. En primer lugar, a diferencia de sus predecesores, Kant no está 
tan interesado en indagar sobre los orígenes últimos del Estado, sino en la forma cómo este 
está constituido y, por ende, debe ser. Lo anterior está en armonía con su método analítico, 
pues se da por dado que el Estado existe y lo que se debe indagarse son sus condiciones 
de posibilidad, mas no sus orígenes últimos. La pregunta, por lo anterior, no es cómo se 
origina el Estado, sino cuáles son las condiciones formales que deben cumplirse para que un 
Estado exista366. En segundo lugar, la soberanía, en tanto que poder supremo del Estado, se 
convierte en una idea con valor práctico. Esto es el resultado de un proceso que con Kant 
llega a su cenit, a saber, la racionalización del Estado. Las teorías iusnaturalistas de Hobbes, 
Locke y Rousseau no son más que intentos por proveer a la sociedad civil de un fundamento 
racional, que parte de principios universales que se desprenden de la naturaleza humana. 

364	 PP. AK. VIII, 318. 
365	 PP. AK. VIII, 319.
366	 Aunque esta premisa suene, a simple vista, un tanto radical, hay que ser cautos en postularla. Sería impreciso decir 

que autores como Bodin, Hobbes, Rousseau o Spinoza no se preocuparon por las condiciones para que un Estado 
exista. Estos autores, que son diferentes eslabones de un mismo problema, también se preocuparon por establecer 
las condiciones para que un Estado esté provisto, para utilizar la metáfora recurrente, de buena salud. Esto, claro 
está, solo es posible cuando el funcionamiento y constitución del Estado está en correspondencia con su fundamento 
último. La diferencia, para matizar y modular lo que acá se está diciendo, está en que la filosofía kantiana no aborda 
tanto el problema del origen de la sociedad o cómo es o debió ser el estado prepolítico, como sí las condiciones ideales 
para que el Estado sea lo que debe ser. 
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No obstante, Kant lleva mucho más lejos el asunto, pues convierte al Estado en una idea de 
la razón que debe ser obedecida, sin excepciones, por los sujetos racionales.

La pregunta, que surge en este punto, es ¿qué consecuencias pueden desprenderse de esta 
visión de la soberanía para captar y entender su desarrollo histórico-teórico? La soberanía, 
al ser un postulado práctico, y con ello necesario, tiene su fundamento y limitación en las 
leyes universales que configuran la legalidad en la que descansa todo Estado. El poder 
soberano, así, ya no se encuentra por fuera de la ley para poder instaurar el orden, sino que 
se desprende de la legalidad. La gravedad del asunto es, entonces, bastante clara: la soberanía 
solo es entendida y fundamentada en términos jurídicos. Esta mantiene su estatus de poder 
supremo solo cuando cumple con las disposiciones de las leyes prácticas a priori y, como 
se verá en un momento, de la constitución que garantiza la libertad e igualdad política. De 
esta manera, el poder soberano ya no se entiende como absoluto, sino como poder jurídico 
fundado en leyes racionales fundamentales367.

Lo anterior, como es lógico esperar, lleva a la conclusión de que el soberano no es más 
que un postulado práctico de la razón. Las palabras kantianas son, al menos, confusas:

Los tres poderes del Estado, que resultan del concepto de comunidad en 
general (res publica latius dicta), no son sino relaciones de la voluntad unida 
del pueblo, que procede a priori de la razón, y una idea de un jefe de Estado 
que tiene realidad práctica objetiva. Pero este jefe (el soberano) es solo un 
producto mental (que representa el pueblo entero) mientras falte una persona 
física que represente al supremo poder del Estado y proporcione la idea 
efectiva sobre la voluntad del pueblo.368   

Lo que el filósofo prusiano señala es la distinción, que se encuentra inclusive vigente hoy a la 
hora de entender la soberanía, entre la «idea pura» de la soberanía y su «forma efectiva». Kant 
no niega que el pueblo es soberano; no obstante, solo por medio de la representación adquiere 
una realidad efectiva. En este sentido, se encuentra un distanciamiento con la soberanía 
popular rousseauniana (aquella que se fundamenta en el ejercicio efectivo de la soberanía), 
dado que el ejercicio concreto de la soberanía solo puede efectuarse en la representación de 
una persona. La soberanía es solo una idea práctica que debe adquirir una forma determinada, 
esto es, un gobierno concreto que permita su ejercicio real. En otras palabras: “puesto que el 
soberano es sólo una idea y no una realidad práctica, la voluntad popular se expresa mediante 
la decisión adoptada por quien corresponda, según la forma de Estado”369.

¿Cuáles son las posibles formas que puede tomar la soberanía? La respuesta se encuentra 
en Hacia la paz perpetua, en su primer artículo definitivo:

367	 Dieter Wyduckel. La soberanía en la historia dogmática alemana. Fundamentos: cuadernos monográficos de teoría del 
Estado, derecho público e historia constitucional, 1, 1998.

368	 MC. AK. VI, 338.
369	 Rodolfo Arango. Kelsen y Kant sobre la democracia, en Immanuel Kant: vigencia de la filosofía crítica, (Bogotá: Siglo 

de Hombres Editores, 2007), 313.
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La forma de un Estado (civitas) puede clasificarse por la diferencia en las que 
personas que poseen el supremo poder del Estado o por el modo de gobernar 
al pueblo, sea quien fuere el gobernante; la primera se denomina realmente 
la forma de la soberanía (forma imperii) y solo hay tres formas posibles, a 
saber, la soberanía la posee un solo o algunos relacionados entre sí o todos 
los que forman la sociedad civil conjuntamente (autocracia, aristocracia y 
democracia).370 

Siendo esto así, la conclusión es fundamental: la soberanía es una idea pura práctica, 
es decir, una idea que proviene de la razón y, por ende, no puede ponerse en duda. Esta 
señala que el pueblo, entendido como la reunión de personas acorde a fines universales que 
conforman una voluntad, es el soberano en cualquier Estado. No obstante, esta, en cuanto 
voluntad, necesita tener una forma determinada, un representante que la encarne en cuanto 
persona moral, para poder tener realidad efectiva. De esta manera, se constituye o bien un 
Estado autocrático, uno aristocrático o uno democrático.   

La constitución republicana y la soberanía en sentido externo

Kant no solo distingue la forma de la soberanía, sino también la forma que puede tomar 
el gobierno (forma regiminis), la cual está dada por el tipo de constitución política que se 
adopte. Con esto, el filósofo quiere establecer una diferencia fundamental entre república 
y democracia, esta última considerada como una forma de despotismo371. Por forma de 
gobierno se entiende “el modo como el Estado hace uso de la plenitud de su poder, modo 
basado en la constitución (en el acto de la voluntad general por el que una masa se convierte 
en pueblo): en este sentido la constitución o es republicana o es despótica”372. Kant es aquí 
más radical, pues no puede haber una constitución media, sino es uno u otro extremo. Por 
ello, la constitución republicana es aquella que establece la división de poderes. A su vez, 
cada sujeto moral, que conforma la unidad del poder político en general, tiene su lugar y no 
usurpa el de los demás. Esta separación es fundamental, en la medida en que es la condición 
de posibilidad del ejercicio legítimo del poder soberano: “Para él [Kant] es la separación 
de poderes la que preserva la legitimidad formal de la soberanía, la cual siempre debe ser 
inviolable y absoluta”373.

370	 PP. AK. VIII, 352. También puede verse MC. AK.VI. 338. 
371	 Es de aclarar que Kant entiende la democracia directa muy en la línea en la que la entendía Rousseau. En este sentido, 

la constitución republicana es la que posee como eje fundamental la representación, mientras que la democracia es 
el ejercicio directo del poder político. Autores neokantianos, tanto de la escuela de Marburgo como la de Baden, 
trataron de entender una noción «normativa» de la democracia a partir de los postulados kantianos. Entre ellos, se 
destacan Heinrich Rickert, Georg Simmel y, en sus primeras etapas de desarrollo intelectual, Max Weber y Hans 
Kelsen. Para un estudio más detallado del concepto de democracia en autores neokantianos, puede consultarse 
Rodolfo, Arango. La concepción normativa de la democracia: un aporte, en Filosofía de la democracia. Fundamentos 
conceptuales. (Bogotá: Siglo de Hombre Editores, 2007). 

372	 PP. AK. VIII, 352
373	 Prokhovnik, Sovereignty. History and Theory, 122. 
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Abordar la constitución republicana, en los términos formulados por Kant, requiere 
partir de una observación metodológica fundamental: la distinción entre lo fenoménico 
y lo nouménico, es decir, la distinción entre estructuras transcendentales y empíricas que 
constituyen al Estado. Esta dicotomía se mantiene y sustenta en la distinción kantiana 
entre republica noumenon y republica phaenomenon, lo que remite a la Crítica de la razón 
pura (KrV). En ese texto, al abordar los contenidos de la conciencia, Kant establece la 
famosa escisión de lo que podemos conocer y experimentar (phaenomena) y aquello que se 
encuentra más allá de lo sensible y experimentable (noumenon)374. En términos concretos, 
los fenómenos son la forma de la experiencia mientras que el noúmeno es aquello que la 
excede. 

No obstante, al momento de abordar el problema del Estado y la moral, Kant establece 
muy bien la distinción entre lo nouménico y lo fenoménico en los terrenos de la libertad y 
la constitución de un Estado. Este último aspecto está mencionado de manera sintética en 
un párrafo del Conflicto de las Facultades (CEF):

La idea de una constitución en consonancia con el derecho natural de 
los hombres, a saber, que quienes obedecen a la ley también deben ser al 
mismo tiempo, mancomunadamente, legisladores, se halla a la base de 
todas las formas políticas y la comunidad que es pensada conforme a esta 
idea mediante conceptos de la razón pura se denominan un ideal platónico 
(respublica noumenon), el cual no es una vana quimera, sino la eterna norma 
para cualquier constitución civil en general distante de toda guerra. Una 
sociedad civil organizada conforme a ella supone una representación gráfica 
según leyes de libertad a través de un ejemplo en la experiencia (respublica 
phaenomenon).375

El término «república nouménica» refiere las condiciones de posibilidades universales 
que debe cumplir un Estado para que sea una república, esto es, su condición formal. Por 
su parte, «república fenoménica» apunta a las experiencias reales, concretas e históricas. 
Ahora bien, no se puede pasar por alto que esta dicotomía kantiana no es más que la 
conceptualización de dos aspectos de la experiencia del Estado, que está operativa en las 
teorías predominantes a lo largo de los siglos XVII y XVIII, en especial, la teoría de Spinoza 
y de Pufendorf: la tensión entre la idea del Estado y las experiencias históricas de este. 

En el parágrafo 52 de MC, Kant introduce un matiz fundamental que, desembocado 
en este punto, no debe ser extraño: es inútil explorar los orígenes históricos del Estado. 
Lo esencial no estaría en saber las condiciones históricas últimas, reflexionando sobre 
estados prepolíticos, sino las condiciones formales de un Estado y su aplicación empírica. 
En este punto, el constitucionalismo kantiano toma su forma más nítida. La constitución 
no solo es el acto, como lo dice Kant expresamente, por el cual una masa de sujetos se 
convierte en pueblo (sujetos que en su autonomía se han dado ley a sí mismos), sino que 

374	 KrV. B309/A249.
375	 CEF. AK.VII, 91.
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es la bisagra que articula lo nouménico y lo fenoménico376. El resultado de este paso es, 
adelantando la conclusión, el sometimiento del poder a la ley. ¿Cómo se da esta relación 
entre lo transcendental y lo empírico? La respuesta la da el propio Kant volviendo sobre la 
idea del progreso de los asuntos humanos:

El espíritu de aquel contrato originario (anima pacti originarii) implica la 
obligación, por parte del poder constituyente, de adecuar la forma de gobierno 
a aquella idea, por tanto, sino puede hacerlo de una vez, la obligación de ir 
cambiándola paulatina y continuamente hasta que concuerde, en cuanto a su 
efecto, con la única constitución legítima, es decir, la de una república pura.377   

Estas palabras están en concordancia con la idea de que el progreso humano se da gracias 
a la experiencia obtenida de casos fallidos, pues existe un deber, originado por la naturaleza, 
de perfeccionamiento. Así las cosas, el poder constituyente está obligado, moralmente, a 
modificar la constitución (respublica phaenomenon) hasta que sea imagen y semejanza de la 
constitución pura e ideal (respublica noumenon).

Teniendo en cuenta lo anterior, se puede postular una premisa fundamental para 
entender el desarrollo histórico-teórico de la soberanía en la edad moderna. Si la soberanía 
es una idea y la república no es más que la forma que debe tomar este poder absoluto, 
entonces, la soberanía puede ser entendida bajo este carácter de perfeccionamiento histórico. 
Esta premisa marca una diferencia fundamental con los filósofos anteriores a Kant que 
abordaron el concepto de soberanía. Jean Bodin, para tomar un ejemplo, aseguraba, en su 
Seis libros de la república, que la soberanía siempre ha existido, pero se había comprendido 
en términos erróneos, lo que hacía necesario una definición delimitada de este concepto 
político. Hobbes no estaba muy lejos de Bodin, en este punto, al discutir más bien quién 
debe ejercer el poder soberano (el parlamento, el monarca o una pequeña asamblea de 
hombres). Con Kant, se abre una dimensión histórica378 de la soberanía, en la que su 

376	 Es importante señalar las diferentes posibilidades para asir el constitucionalismo kantiano. Por un lado, la 
constitución puede ser entendida como simple formalidad normativa y, con ello, llegar a concebirla como una norma 
que es condición de posibilidad de las demás normas. Por el otro, se puede abordar el constitucionalismo kantiano en 
la dirección abierta por Habermas (1999), es decir, como un constitucionalismo cosmopolita. La constitución, bajo 
esta óptica, no es más que principios universales racionales que median en la relación entre Estados democráticos. 
En lo que aquí nos compete, hemos tomado una vía alterna para entender el constitucionalismo propuesto por Kant 
como una bisagra entre lo formal y lo empírico cuya conclusión fundamental, para entender el desarrollo teórico-
histórico del concepto de soberanía, es el sometimiento del poder al derecho. 

377	 MC.AK.VI. 340. 
378	 Reconozcamos, en este punto, la extrañeza y dificultad de esta premisa. Quien conozca medianamente los 

contornos y centros de la filosofía kantiana podrá objetar, con mucha razón, que Kant no es un pensador que le 
preocupa el terreno histórico. El filósofo prusiano está más interesado en los asuntos universales y las condiciones 
transcendentales de la epistemología, la moral y la estética, aspecto que no hemos dejado de señalar en lo que 
se ha dicho hasta el momento. No obstante, la vena ilustrada del pensamiento kantiano abre espacios —quizá 
bastante restrictivos— para abordar la importancia de la historia y el desarrollo histórico en los asuntos humanos. 
Es conocido que esto es una preocupación de los filósofos posteriores a Kant, quienes, al momento de postular la 
Bildung (formación, educación, cultura) como una virtud del pensamiento ilustrado, debieron resaltar y reflexionar 
sobre la disensión histórica para entender la ruptura del ser humano con lo natural. Pero al mismo tiempo es 
conocido que Kant no es ajeno a estos ideales, y que en su filosofía ya se encuentra el germen de los problemas que 
trabajaran autores como Humboldt, Herder y, por su puesto, Hegel.    
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ejercicio efectivo debe ser modulado, por medio de la constitución republicana, para que 
llegue a su desarrollo más perfecto. El ejercicio de la soberanía, entonces, no es algo perfecto, 
en sentido de lo acabado, sino que requiere cambios paulatinos para que cumpla con sus 
objetivos transcendentales. 

Por ello es apremiante que la constitución republicana tenga como pilar tres principios 
fundamentales: 

Solo la constitución establecida de conformidad con los principios, primero 
de libertad de los miembros de una sociedad (en cuanto hombres), segundo, 
de la dependencia de todos respecto a una única legislación común (en cuanto 
súbditos), y, tercero, de conformidad con la ley de la igualdad de todos los 
súbditos (en cuanto ciudadanos), la única que deriva de la idea de contrato 
originario y sobre la que debe fundarse todas las normas jurídicas de un 
pueblo, es la republicana.379

La constitución republicana es aquella que brinda más libertad y garantías para 
ejercerla. No obstante, aunque esta es la más adecuada al derecho de los hombres, y por 
ende debe estar como fundamento de cualquier comunidad civil, es la más difícil de 
establecer y de mantener. Esto sucede porque “los hombres no están capacitados, por sus 
tendencias egoístas, para una constitución de tan sublime forma”380. En términos que acá se 
han utilizado, la gran dificultad se encuentra en el carácter de insociable sociabilidad de la 
naturaleza humana. Es este el que pone en peligro considerable la constitución republicana. 

¿Cuál sería el medio para neutralizar este peligro? La respuesta de Kant es precisa: la 
buena organización del Estado: 

Pero llega la naturaleza en ayuda de la voluntad general, fundada en la razón, 
respetada pero impotente en la práctica, y llega a través de aquellas tendencias 
egoístas, de modo que es cuestión solo de una buena organización del Estado 
(lo que efectivamente está en manos de los hombres) orientar aquellas fuerzas 
suyas, las unas contra las otras de manera que unas contengan los efectos 
destructores de las otras o las eliminen: el resultado para la razón es que 
ocurre como si esas tendencias no existieran y el hombre se ve obligado a ser 
un buen ciudadano.381

Lo que intenta señalar Kant, en este punto, fue expresado años después, de manera 
bastante acertada, por su compatriota Hölderlin en su poema Patmos: “Donde está el 
peligro (Gefahr), crece allí también su salvación (das Rettende)”. El peligro de la disolución 

379	 PP. AK. VIII, 350.
380	 PP. AK. VIII, 366.
381	 PP. AK. VIII, 366.
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de todo Estado se encuentra en la naturaleza humana, pero, al mismo tiempo, allí se 
encuentra su solución. La razón humana, y con ello la racionalización del Estado, es la 
única defensa de la constitución republicana. Así, el Estado tendrá que estar organizado 
adecuadamente para que funcione conforme a la legalidad universal, coaccionando a los 
sujetos para que actúen bajo los principios del imperativo de derecho. En la medida en que 
el Estado se mantenga siempre bajo estos postulados, los ciudadanos actuarán conforme a 
los dictámenes de la igualdad, la dependencia y la libertad que hay en toda república. La 
constitución republicana, entonces, se convierte en la ley que se ordena a sí misma, y que no 
depende de ninguna persona particular, es decir, en una palabra, es una ley absoluta. Así, se 
vuelve la fuente de toda ley positiva que se requiera dentro del Estado, así como de todos los 
decretos que son expresiones de la voluntad del jefe de Estado.  

De aquí se desprende un carácter fundamental de la república kantiana, a saber, su 
representatividad. Hay una condición formal de la soberanía en términos republicanos: 
“entre más reducidos el número de personas en el poder estatal (el número de soberanos) y 
cuanto mayor es la representación de los mismos, tanto más abierta está la constitución a la 
posibilidad del republicanismo”382. La forma del poder soberano, atado a una constitución 
republicana, solo puede darse en la representación, cuando los ciudadanos dan las facultades 
específicas, a quienes considere necesario, para ejercer el poder político y permitir un 
funcionamiento adecuado del Estado. Con esto, el pueblo busca, en su unidad, establecer 
delegados que cuiden y velen por los derechos de todos según la ley. Así pues, el pueblo, 
que es el soberano, puede buscar representantes que le permitan organizar la república de 
manera adecuada y por el bienestar de todos los ciudadanos. Solo bajo estos postulados se 
puede pensar una buena organización.  

Lo anterior es, para decirlo sin rodeo, la visión interna del poder político que propone 
Kant. No obstante, y este sería el último punto para tratar, de esta concepción interna de la 
constitución republicana también se desprende la visión externa del poder y la soberanía, 
es decir, el derecho cosmopolita. La constitución republicana no solo tiene como objetivo 
la paz y la igualdad interna sino, de manera simultánea, la paz entre los Estados, la «paz 
perpetua», como lo denominó el filósofo:

La constitución republicana, además de tener pureza en su origen, de haber 
nacido en la pura fuente del concepto de derecho, tiene la vista puesta en el 
resultado deseado, es decir, en la paz perpetua. Si es preciso el consentimiento 
de los ciudadanos (como no puede ser de otro modo en esta constitución) 
para decidir «si debe haber guerra o no», nada más natural que ellos tendrían 
que decidir para sí mismos todos los sufrimientos de la guerra.383 

En la medida en que los asuntos fundamentales de una república, como es el de la paz o 
la guerra con otro Estado, requieren la aprobación de los ciudadanos, la guerra será menos 

382	 PP. AK. VIII, 353.
383	 PP. AK. VIII, 351.
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probable, pues los individuos tienden a buscar su bienestar. Por ello, los sujetos racionales 
van siempre a desear mantener la paz con los otros Estados, en vez de sufrir las peripecias 
y dificultades que trae la guerra. 

No obstante, lo que nos interesa señalar en este punto es un matiz fundamental 
que establece la correlación entre la constitución y el orden externo: el desarrollo de lo 
primero depende de lo segundo. En el principio séptimo de IHUSC, Kant da este vínculo 
fundamental entre el desarrollo teleológico de cualquier poder político, basado en una 
constitución, y las relaciones interestatales: “El problema del establecimiento de una 
constitución civil perfecta [entiéndase republicana] depende a su vez del problema de una 
reglamentación de las relaciones interestatales y no puede ser resuelto sin previamente 
solucionar esto último”384. Lo que parece sugerir Kant, con esta proposición, es que la 
constitución republicana solo podrá llegar a su grado más elevado en un mundo donde 
las relaciones entre Estado estén completamente reglamentadas. Si el Estado se entiende, 
desde su constitución, como una persona moral con voluntad (que no es más que la unidad 
de la voluntad de las tres personas morales que constituyen el poder público), entonces, 
existe el riesgo de que este, al igual que pasaba a nivel interno, abuse de su libertad en 
relación con los demás Estados. 

La solución, de nuevo, es la Naturaleza que ha llevado a que se busque la consolidación 
de una federación de Estados que se obliguen a actuar conforme a las leyes universales de 
la razón. Esta unión de pueblos tendría que garantizar que “aún el más pequeño Estado 
pudiera contar con que tanto su seguridad como su derecho no dependiera de su propio 
poderío o de su propio dictamen jurídico, sino de esa gran confederación de pueblos 
(foedus amphictyonum), de un poder unificado y de una decisión conforme a las leyes de 
la voluntad común”385. Entender el poder político, externamente, implica entenderlo bajo 
los postulados de una voluntad unificada de los Estados. Esto tiene una consecuencia, 
como es de esperar, al momento de abordar la soberanía. Esta no solo está atada a los 
lineamientos universales de la igualdad y la libertad garantizados por la constitución. Al 
mismo tiempo, debe tomar una forma adecuada que esté acorde con la confederación. Esto 
sería, en últimas, la conformación de una constitución cosmopolita que sea reflejo externo 
de la constitución republicana. 

Teniendo a la vista lo que se ha dicho hasta el momento, se puede proponer, a manera 
de conclusión, ciertos lineamientos generales de una «doctrina de la soberanía»386 en la 
filosofía kantiana. Dicha doctrina se bifurca: por un lado, la idea práctica, y por ello a priori, 
de un soberano que se mantiene incuestionado y que es fundamental para el ejercicio del 
poder; por el otro, existe un deber natural de modificar la constitución y el ejercicio del 
poder para que corresponda a la idea pura de república y, así, permitir la conformación de 
una comunidad de Estados. Existe, entonces, un juego de espejos entre el nivel a priori-

384	 IHUSC, AK. VIII, 24.
385	 IHUSC, AK. VIII, 24.
386	 Este término lo hemos adoptado de Antonio Franceschet. Kant and Liberal Internationalism. Sovereignty, Justice, and 

Global Reform (Basingstoke: Palgrave Macmillan, 2002), 46. Con él se trata de mantener los registros de la Metafísica 
de la costumbres y su división entre doctrina del derecho y doctrina de la virtud.   
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transcendental y el empírico-histórico en lo referente a la soberanía. Lo que tienen en 
común estos dos niveles, valga decirlo de nuevo, es la legalidad universal que las fundamenta 
y les da coherencia dentro de la filosofía práctica kantiana. 

La pregunta fundamental es muy concreta: ¿por qué es necesario postular el 
perfeccionamiento del ejercicio soberano y no solo postular el primer nivel? La insistencia 
de Kant de modificar y perfeccionar, a partir de la experiencia, el ejercicio del poder y la 
constitución es tan enfática que debe ser considerada como la expresión de un problema 
fundamental que envuelve al desarrollo teórico-histórico de la soberanía. El filósofo 
prusiano reconoce que existe un enorme peligro para la libertad humana en el ejercicio de 
la soberanía. El poder mal administrado, y bajo los riesgos que se encuentran intrínsecos 
en la naturaleza humana, puede conducir al género humano a la anarquía, donde el interés 
individual es lo único que realmente importa. De esta manera, la urgencia kantiana estaría 
en un progreso y perfeccionamiento de la soberanía que minimice este riesgo, que fortalezca 
la voluntad, de individuos y agentes del Estado, a partir de postulados universales. Pero 
¿cómo lograr esto? La respuesta que podría sugerirse es por medio del deber.   

Que estas dos vertientes de la doctrina de la soberanía tengan como común denominador 
la legalidad universal, permite entender que el deber, expresado en el imperativo categórico 
y los imperativos prácticos, sea el que oriente el ejercicio del poder soberano. Kant deja 
abierta esta posibilidad al momento de desprender un deber político del postulado a priori 
de la voluntad general, lo que permite concordar el derecho (en tanto leyes universales) y la 
política (los acontecimientos históricos y el ejercicio efectivo del poder). Esta concordancia 
entre lo empírico y lo transcendental podría formularse bajo un imperativo práctico de la 
soberanía que rezaría: Ejecuta el poder soberano teniendo en cuenta la máxima necesidad de 
una reforma permanente para el perfeccionamiento del género humano, cuyo fin último es el 
establecimiento de la mejor constitución de acuerdo con preceptos legales universales. Este es el 
deber que deben tener quienes encarnen el poder soberano. Así como el sujeto que actúa 
debe realizar el ejercicio mental del imperativo categórico, para que su acción sea acorde a 
deber, entonces, las personas morales que componen al Estado deben proceder de manera 
análoga teniendo en cuenta el imperativo que acá proponemos.

Las consecuencias, al menos, son dos. La primera es resaltada por el propio Kant: 
es necesario formar políticos morales. Estos son aquellos políticos que entienden que 
las acciones políticas pueden entenderse acorde a la moralidad. Estos tendrían una 
tarea específica: 

Si alguna vez se encuentran defectos en la constitución del Estado o en 
las relaciones interestatales, que no se han podido evitar, es un deber, 
particularmente para los gobernantes, estar atentos a que se corrijan lo más 
pronto posible y de acuerdo con el derecho natural, tal y como se nos expresa 
en la idea de la razón, incluso a costa de su egoísmo387.   

387	 PP.AK. VIII, 372.
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El político moral es aquel que está atento a cualquier desajuste entre la idea de república 
y su forma empírica, con el objetivo de señalarlos y velar por que se corrijan, teniendo en 
cuenta la experiencia adquirida, las imperfecciones. No obstante, la pregunta sería ¿cómo 
lograr la formación de estos políticos morales? La respuesta no es clara, pues al parecer sería 
una consecuencia del perfeccionamiento práctico humano. Según esto, solo basta con que 
los seres humanos sigan el fin que la naturaleza les ha procurado, y se llegará a la formación 
de estos sujetos morales y políticos. 

La segunda consecuencia, que es la que más nos interesa aquí, es que la soberanía es un 
asunto moral. Entenderla en estos términos equivale a articular la realización efectiva del 
poder soberano a principios universales, donde este cumpla con un fin universal. Este ya 
no es solamente el bienestar y la paz de los súbditos, como lo entendieron Bodin, Hobbes 
o Rousseau, sino que en su raíz se encuentra el perfeccionamiento de los asuntos humanos. 
El ejercicio de soberanía es provisto, entonces, de un objetivo transcendental, un deber 
ineludible, el cual consiste en reformarse continuamente para concordar plenamente con 
su idea universal.  
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El constitucionalismo de Fichte. El 
estado de excepción y el soberano como 

señor de la coacción

La periodización que proponen autores como Nicola Matteucci388 y Maurizio 
Fioravanti389 del constitucionalismo moderno, en lo referente al pensamiento alemán, pasa 
directamente de Immanuel Kant a G.W.F Hegel, sin detenerse en el período fundamental, 
para la Alemania del siglo XIX, que se desarrolló entre estos dos autores. Este es el caso, 
pero no exclusivamente, de Johann Fichte, quien es un eslabón fundamental que une al 
pensamiento kantiano con el hegeliano. Existe, entonces, un silencio en torno al idealismo 
alemán, como si este no tuviera nada que aportar a la comprensión y el estudio del 
constitucionalismo del siglo XIX. Por lo tanto, es totalmente lícito preguntarse qué puede 
aportar el pensamiento de Fichte al desarrollo constitucional moderno y, más importante 
aún, qué pueden aportar sus reflexiones para comprender las modulaciones que ha sufrido 
el concepto de soberanía. 

Se puede afirmar, en términos muy generales, que Fichte es heredero de la filosofía 
kantiana, lo cual no quiere decir que no existan diferencias entre una y otra visión del poder 
político, el Estado, la constitución y la soberanía. La mayor diferencia, en lo que aquí nos 
interesa, tiene que ver con la relación entre el derecho y la moral. Si bien Kant deduce de la 
moral el derecho, y con ello el Estado, la función de la constitución y la soberanía; Fichte 
se contrapone rotundamente a esta deducción, pues fundamenta el concepto de derecho, y 
con ello de poder público, desde un terreno ajeno a la moral. Presentado de esta manera, se 
podría pensar precipitadamente que Fichte es un antecedente del positivismo jurídico que 
se desarrolló a finales del siglo XIX, lo cual configuraría una verdad a medias. Aunque exista 
una clara separación entre la moral y el derecho, en cuanto parte de la política, no significa 
que no se relacionen en algunos puntos. Para Fichte, el Estado, dentro de su entusiasmo 

388	 Nicola Matteucci. Organización del poder y libertad. Historia del constitucionalismo moderno, (Madrid: Trotta, 1998). 
389	 Maurizio Fioravanti. Constitucionalismo: Experiencias históricas y tendencias actuales, (Madrid: Trotta, 2014).
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progresista característico del pensamiento ilustrado, debe proveer a los seres racionales de 
las condiciones materiales para su progreso moral390. En este sentido, habría una relación 
entre estas dos esferas, en la medida en que tienen que ver con el carácter ineludible de la 
voluntad libre del ser humano. 

Una de las consecuencias que trae consigo esta distinción entre la moral y el derecho 
es fundamental para leer a Fichte desde el pensamiento moderno constitucionalista: el 
agotamiento del contractualismo y el iusnaturalismo. Comúnmente se ubica a Hegel como 
el gran final de estos, no obstante, una mirada más atenta de aquello que acontece entre 
Kant y este mostraría que el pensamiento constitucionalista hegeliano no es más que el 
resultado de un proceso concreto en el quicio entre los siglos XVIII al XIX. Dos puntos 
cardinales, que permitirían ubicar históricamente este asunto, podrían postularse siguiendo 
a Faustino Oncina391: Feuerbach y Friedrich Schlegel. El primero escribió, en 1796, su 
Crítica al derecho natural como propedéutica para una ciencia de los derechos naturales, cuyo 
objetivo fundamental es sostener la inviabilidad de desprender el derecho de la ley moral. El 
segundo, en la misma vía, reseñaba, un año después, los artículos más sobresalientes sobre 
el derecho natural que se encontraban circulando en el mundo académico en ese momento. 
El mérito de Schlegel es que 

Registra las tendencias incipientes de la filosofía jurídica que sintetiza una 
cuádruple moda: 1. El principio del derecho es independiente de la moral; 2. 
No solo es útil técnicamente, sino necesario práctica y absolutamente; 3. Es la 
condición y limitación de la ley positiva; y 4. La posibilidad de la ley jurídica 
se funda en el concepto de una comunidad de seres libres.392 

Si se tiene a la vista esta clasificación, los escritos fichteanos pueden entenderse bajo 
estos postulados. El joven Fichte, como suele denominarse las reflexiones de esta época, 
devalúa la categoría de derecho natural que estuvo vigente, de una u otra forma, a lo 
largo del desarrollo del constitucionalismo moderno desde Bodin hasta Sièyes. Así, en su 
Deducción del derecho natural según la doctrina de la ciencia de 1796/7, Fichte se esfuerza 
por desmenuzar la lógica política que fundamenta los contratos, que sirven para diseñar 
funciones e instituciones políticas, mostrando las limitaciones inherentes a estos. El filósofo 
alemán ya entreveía, entre otras cosas, el agotamiento de la teoría contractualista, lo que 
lleva a zarandear los cimientos del iusnaturalismo moderno.

390	 Esta doble tensión entre la moral y el derecho, en el sentido que uno depende del otro para ser deducido 
racionalmente, pero a la vez uno se establece como condición material para el ejercicio y progreso moral de los 
seres racionales, ha llevado a varios comentaristas de Fichte a defender dos definiciones de Estado en el sistema 
del idealismo trascendental fichteano: un Estado y sociedad en sentido ético y un Estado en sentido meramente 
jurídico-positivo. Véase al respecto David James “The relation of Right to Morality in Fichte’s Jena Theory of the 
State and Society” En Fichte’s Social and Political Philosophy (New York: Cambridge University Press).   

391	 Faustino, Oncina. “Crítica de la razón jurídica en la aetas kantiana y crisis del iusnaturalismo”. En: Historia Conceptual, 
Ilustración y Modernidad, (México: Antropos, 2009).

392	 Friedrich Schelgel, citado por Faustino Oncina, “Crítica de la razón jurídica…”, 151. 
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Pero lo anterior no responde del todo la pregunta planteada, a saber, ¿qué le puede 
aportar el pensamiento de Fichte al constitucionalismo moderno? Para tener una visión 
completa que encierra esta pregunta, se debe hacer referencia al marco general en el que 
se encontraba el constitucionalismo alemán en el siglo XIX. En aquella época el territorio 
alemán, o más precisamente prusiano, se encontraba segmentado en provincias, lo que hizo 
de este un caso bastante paradigmático en el desarrollo del Estado moderno en Europa. 
Esto llevó a que en la primera mitad del siglo se generaran “una cantidad realmente digna de 
sorpresa de textos constitucionales en un sentido amplio y funcional de la fundamentación 
del orden político (constitucional)-legal. Solo hasta 1840 se dan alrededor de doscientas 
constituciones”393. 

A partir del caso francés, en las diferentes provincias que conformaban a la Prusia de 
aquel entonces, se vio la necesidad de desarrollar reformas políticas, las cuales no llegaron a 
tener una conciencia constitucional como en los casos francés y americano, esto quiere decir 
que “La constitución no posee un estatus jurídico destacado, no se promulgan mediante 
procedimiento especial a través de una constituyente preeminente”394. En este sentido, 
la formación de la constitución alemana se desprendía de la tradición de la codificación, 
vinculadas más a las necesidades e intereses de cada región que a la conformación de una 
nación. Varias de las constituciones promulgadas no eran más que edictos, decretos, leyes u 
ordenanzas provenientes del soberano regional.

De allí que los autores idealistas y románticos alemanes proclamaran por la unión de 
Prusia en una sola nación que tuviera el poder y la facultad de hacer frente al contexto de ese 
entonces. El propio Fichte pronunciaría en Berlín sus célebres Discursos a la nación alemana, 
en el momento en el que el sentimiento nacionalista se exacerbaba por causa de las guerras 
napoleónicas. A lo largo de sus discursos, Fichte proclamaba la necesidad de construir 
una nación basada en el idioma común que compartían las diferentes tribus germánicas, 
y en una constitución, influido por la filosofía kantiana, republicana. Esta constitución, 
a sus ojos, “ha sido hasta ahora la mejor fuente de formación alemana y el primer medio 
de asegurar su idiosincrasia, en el caso, entonces, de que la supuesta unidad del gobierno 
no hubiese tomado la forma republicana sino monárquica”395. La premisa fundamental de 
su razonamiento es que la nación prusiana solo es posible si se pasa de una monarquía 
constitucional a una república, cuyo efecto es la configuración de un Estado racional.

Esta república, a diferencia de lo pensado por Kant, debe ir de la mano de una educación 
de los individuos que tenga como objetivo la formación de ciudadanos. Fichte, como 
gran representante del pensamiento ilustrado alemán, ve la necesidad de que cualquier 
transformación política y, por ende, cualquier configuración de una constitución estén 
siempre orientadas bajo la formación (bildung) que garantice un orden y estabilidad 
duradera. Por ello, el Estado racional solo es posible en la medida en que se progresa gracias 

393	 Werner Heun. La estructura el constitucionalismo alemán del siglo XIX en una comparación histórica. Pensamiento 
Jurídico, 28, mayo-agosto, Bogotá, 2010, 47.

394	 Werner Heun. La estructura el constitucionalismo alemán, 49.
395	 Johann, Fichte. Discursos a la Nación alemana, (Barcelona: Ediciones Orbis, 1984), 175.
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a la educación: “un Estado racional no se construye con disposiciones artificiosas a partir 
de cualquier material existente, hay que formar primero y educar a la nación para este 
estado”396. Así, la filosofía política y jurídica de Fichte tiene como postulado fundamental la 
educación. Sin esta, no se podría llegar a la conformación de una república. 

Aquí no se hace extraño una de las afirmaciones más radicales que pronunció Fichte 
en 1813: “Quizá convenga nombrar ya el medio: el Estado de derecho ha de llegar a ser 
sin más el Estado de todos. Pero no todos son capaces de ello. Por lo tanto, de entrada, 
se exige una formación de todos para tal fin, la educación”397. En pocas palabras, para el 
filósofo alemán aún no se ha llegado al Estado de derecho, a esa república que garantice 
plenamente los derechos de la libertad y la propiedad. Llegar a él requiere formar a los 
individuos para que sean capaces de conformar efectivamente dicho Estado, a la vez que 
requiere tener conciencia de los hechos históricos. ¿Conciencia de qué? De que se debe 
pasar de la monarquía constitucional a una constitución republicana, la cual sea el resultado 
del ejercicio real de la razón y la voluntad general. Esa es la tarea fundamental de su tiempo, 
la raíz del constitucionalismo fichteano. 

El enemigo que hay que derrotar, entonces, no son más que los postulados del pensamiento 
de la Restauración que se extendió por Europa a principios del siglo XIX. La monarquía 
constitucional presentaba la constitución como factor necesario para el bienestar político y 
económico de los Estados, no obstante, esta no era más que otro efecto del poder soberano 
de los monarcas, rechazando, así, cualquier principio de soberanía popular398. Bajo estos 
postulados, el Estado de derecho no es posible, por lo tanto, sino en cuanto fin deseado que 
debe orientar el desarrollo constitucional y político. En esto consistía el reto y la dificultad 
histórica que Fichte trató de pensar. Todo lo que dijo en torno al concepto del derecho, el 
poder público, la soberanía y el concepto puro de constitucionalismo surge de este terreno. 

De aquí se desprende lo que nos interesa pensar en lo concerniente al constitucionalismo 
de Fichte: el papel coercitivo y negativo de la soberanía. La filosofía jurídica y política del 
filósofo alemán trae como consecuencia, como se tratará de interpretar y sostener en lo que 
sigue, entender la soberanía como potencia censora y educadora. Así las cosas, la función 
de la soberanía, dentro del Estado de derecho fichteano, debe ser entendida bajo dos polos 
que, con el espíritu de mantener los términos del sistema idealista del autor, podrían 
denominarse material y formal. El primero tendrá que ver con la vigilancia efectiva, por 
parte de ciertos representantes aptos para el trabajo, del ejercicio del poder dentro de la 
república y su facultad de censura y corrección al momento en que lo consideren necesarios. 
Esta primera arista descansa en la necesidad de regular y hacer frente a la suspensión del 
orden establecido (estado de excepción como se le conoce en la actualidad) para volver al 
cauce normal, al ejercicio legítimo del poder. El segundo, a su vez, apunta al soberano como 
un servidor de la razón jurídica que busca la educación de los ciudadanos para que sean 

396	 Fichte. Discursos a la Nación alemana, 134.
397	  Johann, Fichte. Lecciones de Filosofía aplicada. Doctrina del Estado, (España: Sígueme, 2017), 86. 
398	 Horst Dippel. Constitucionalismo moderno. Introducción a una historia que necesita ser escrita. Historia 

constitucional, 6, 2005, 191. 



Modulaciones de la Soberanía
Un acercamiento a las raíces modernas de un debate contemporáneo

177

aptos para convivir en el Estado racional. En este sentido, el soberano tendrá como objetivo 
introducir y efectuar un estado de cosas necesarias para el fortalecimiento y desarrollo del 
estado de derecho.   

El concepto social de derecho: libertad, racionalidad y reconocimiento

El punto de partida para abordar y comprender el constitucionalismo del autor es el 
concepto de derecho. La deducción que realiza Fichte de este concluye con la necesidad de 
entenderlo no como un mero concepto vacío y arbitrario, sino como concreto y necesario. 
Por ello, los primeros apartados de su Deducción buscan demostrar en qué consiste 
dicha necesidad y cuál es su aplicabilidad. Para esto, el filósofo alemán parte de un punto 
específico: la naturaleza racional de los seres humanos. Siguiendo a Kant, el primer teorema 
de la deducción parte de que el ser racional, en cuanto existe en un mundo sensible, debe 
poder autodeterminarse, no solo en lo individual, sino en lo genérico. No obstante, Fichte 
toma un paso de distancia frente a Kant a este respecto, pues “la autodeterminación, en 
términos fichteanos, no se limita, sin embargo, a un tipo de acción guiado exclusivamente 
por la razón, y no por estímulos externos, pues incluye también la libre constitución de la 
propia individualidad”399. 

Para entender la configuración del concepto de derecho de Fichte, lo más fácil sería 
comenzar por la conclusión de su deducción400: 

Las personas, como tales, deben ser absolutamente libres y depender 
exclusivamente de su voluntad. Las personas, en tanto que lo sean, deben 
estar en influencia recíproca y entonces no deben depender exclusivamente 
de ellas. Contestar a la pregunta de cómo ambas proposiciones pueden 
coexistir es la tarea de la Ciencia del Derecho, y la pregunta que subyace como 
fundamento es: ¿Cómo es posible una comunidad de seres libres como tales?401

La preocupación está en saber cómo puede darse una comunidad de seres racionales 
que sea garantía para la realización de la razón en el mundo sensible. En este sentido, Fichte 

399	 Carlos Ramírez, “Reconocimiento, Estado, metafísica: la recepción de la filosofía política de Fichte en Schelling”, 
en Reconocimiento y diferencia, compiladora María del Rosario Acosta. (Bogotá: Siglo de Hombres Editores, 
Universidad de los Andes, 2010), 71.

400	 La deducción del concepto de derecho se lleva a cabo por el método geométrico-matemático. Para quienes no están 
familiarizados con este modo de proceder, además de la Doctrina de la Ciencia que es el fundamento del texto que 
aquí se trabaja, puede ser bastante difícil seguir los diferentes teoremas y demostraciones de esta deducción. De esta 
manera, cabe decirlo con claridad por honradez intelectual, aquí trazamos en líneas generales el concepto de derecho 
social que Fichte busca fundamentar. La razón es que una lectura detallada de esta primera sección del Fundamento 
del derecho natural llevaría a explicar y comprender una serie de distinciones que haría engorroso lo que aquí se quiere 
pensar (i.e. conciencia, autoconciencia, Yo, no-Yo, representación…). Por esta razón, hemos optado por partir de la 
conclusión y dar las líneas generales en las que está descansa.  

401	 Johann Fichte. Fundamento del Derecho Natural según la Doctrina de la ciencia. (Madrid: Centro de Estudios 
Constitucionales, 1994),170.
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comparte la idea de comunidad de seres racionales que Kant ya defendía en la configuración 
de su imperativo categórico. No obstante, va más lejos que su predecesor, pues le da un 
contenido concreto a esta comunidad de seres racionales, donde el concepto de derecho 
encuentra su fundamento. Para entender esto, desglosemos la conclusión aquí citada en 
axiomas más sencillos.

Primer axioma: Los seres racionales son personas en cuanto que son individuos, y solo 
pueden ser individuos en cuanto están en relación con otros seres racionales. La individualidad, 
para Fichte, a diferencia de lo que aparentaría en un primer vistazo, es un concepto recíproco 
(Wechselbegriff) intersubjetivo. Esto quiere decir que todo ser racional ha de remitir a otro 
ser racional, en la medida en que se comparte conceptos comunes. Lo anterior sintetiza 
una de las tesis fundamentales del pensamiento fichteano que tendremos que pensar más 
a fondo en lo que sigue: “El hombre (y todos los seres finitos en general) sólo será hombre 
entre hombres; y no puede ser nada distinto a un hombre, ni sería en absoluto si no fuera 
hombre. Si debe ser el hombre, entonces tienen que existir muchos”402. 

La individualidad, entendida así, no puede ser definida como una propiedad exclusiva, 
algo «mío» y de nadie más. Por el contrario, el ser racional se configura como individuo en 
la medida en que se encuentra actuando con otros. Las palabras de Fichte, a este respecto, 
son fundamentales:

El concepto de individualidad es, en la manera indicada, un concepto 
recíproco, esto es, que sólo puede pensarse en relación con otro pensar y está 
condicionado según la forma de éste, por el mismo pensar. Él es posible en 
todo ser racional sólo en tanto que es puesto como cumplido por otro. Nunca 
es por consiguiente mío, sino, según mi propia confesión y la confesión del 
otro, mío y suyo, suyo y mío: un concepto común en el que dos conciencias se 
reúnen en una sola.403  

La individualidad es el resultado de un intercambio de saberes, conceptos y experiencias 
que tienen los seres racionales con otros, que le son comunes por el hecho de que comparte 
una misma naturaleza. En este sentido, la individualidad solo puede darse en el seno de una 
comunidad: relación recíproca de seres racionales. En esta comunidad, la interacción social 
se da mediada por conceptos comunes, que los vincula y los obliga a atender a ellos. Por ello, 
la condición de posibilidad de esta comunidad de que exista algo común a todos.

Pero ¿qué es, en su estricta radicalidad, aquello que es común? La respuesta de Fichte 
es fundamental para los propósitos que acá nos hemos trazado, a saber, entender el 
fundamento del poder público y la soberanía en Fichte. Después de haber estructurado 
su concepto social de individualidad, el autor aclara que a toda comunidad subyace una 
ley común, sin la que sería posible ninguna asociación: “tiene que haber una ley que nos 

402	 Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 133. 
403	 Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 140.
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sea común, y que tengamos que reconocer necesariamente en común, según la cual nos 
atendemos mutuamente a las consecuencias; y esta ley debe residir en el mismo carácter en 
virtud del cual hemos entrado en esta comunidad: pero este es el carácter de la racionalidad, 
y su ley racional sobre las consecuencias se llama concordancia [Einstimmigkeit] consigo 
mismo o coherencia”404. 

Lo común, en este sentido, es la ley que proviene de la propia naturaleza racional de 
los individuos. Esta apunta al reconocimiento de la necesidad de entrar en una relación 
con los otros para poder alcanzar la finalidad de su naturaleza, es decir, ser sujetos libres. 
Se necesita, entonces, de un vínculo social para poder llegar a ser lo que se debe ser, pues 
el ser humano solo puede serlo en relación con otros. Actuar conforme a esta ley, y esto 
es fundamental para lo que sigue, es ser coherente con la propia naturaleza racional. El 
individuo es coherente con ella cuando entra en una comunidad, donde su actividad está 
orientada y vinculada a conceptos comunes, como es el concepto de derecho. Este es, 
justamente, al punto al que se debe llegar. 

Aquí cabe realizar una aclaración para evitar cualquier equívoco. La vida en comunidad 
no es un faktum, un hecho dado de antemano, o un hecho histórico. Por el contrario, la 
comunidad se da en relación con un derecho racional que se desprende necesariamente 
de la naturaleza de los seres humanos, y solo bajo este es posible hablar y comprender 
cualquier tipo de relación social. De esta manera, la deducción del concepto de derecho 
que realiza Fichte “está encaminada a demostrar que el derecho […] es ‘condición de la 
autoconciencia’ y, con esta, de la comunidad de todos los seres racionales”405. Un ser racional 
no puede ser individuo, y con ello reconocerse a sí mismo como ser racional, sin estar en 
una relación con otros seres iguales a él. De allí la necesidad del concepto de derecho que 
se deduce de la naturaleza racional, y no moral, de los seres humanos: en él se encuentran 
los postulados que hacen posible la estabilidad y posibilidad de esta comunidad. En este 
se encuentran, como se verá en un momento, las condiciones necesarias para cualquier 
relación intersubjetiva.      	

Dicho lo anterior, se puede abordar el segundo axioma: Las personas que se encuentran 
vinculadas en una comunidad se influencian recíprocamente en el ejercicio de su libertad. La 
coherencia, digámoslo de manera expresa, debe ser continúa, es decir, en la medida en que 
se está en una relación con otros siempre debe operar. Por lo tanto, esta adquiere su realidad 
efectiva cuando se actúa conforme a la ley de la racionalidad. La coherencia tiene que ver 
con la acción, no con el pensamiento. No basta que los individuos entiendan que existe una 
ley que les sea común, sino que deben actuar continuamente conforme a ella. ¿Por qué se 
debe entender la coherencia desde la acción? Porque los individuos no son solo racionales, 
sino a la vez libres.   

Ser libre es un carácter fundamental de todo ser racional y finito, afirma Fichte 
recordando los postulados de la filosofía kantiana. No obstante, el concepto de libertad 

404	 Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 140-1. 
405	 Carlos Rendón. “Fichte: el reconocimiento y sus implicaciones”. Reconocimiento y diferencia, María del Rosario 

Acosta, compiladora, (Bogotá: Siglo de Hombres Editores, Universidad de los Andes, 2010), 54. 
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fichteano se distancia, de manera profunda, de la concepción defendida por la filosofía crítica 
de Kant406. Fichte afirma: “el ser libre constituye mi carácter esencial. Pero ¿qué significa ser 
libre? Evidentemente: poder poner en práctica [ausführen] los conceptos aprehendidos en 
sus acciones”407. La libertad, para Fichte, está atada a conceptos determinados que orientan 
la acción particular, por ello, la puesta en práctica de un concepto sigue inmediatamente 
de la acción. De este carácter fundamental de la condición humana, surge el problema 
fundamental: ¿cómo puede haber una relación intersubjetiva sin que entren en choque la 
libertad de los individuos? 

La respuesta a esta pregunta solo es accesible desde lo que Fichte llama «actividad 
efectual libre» (freie Wirksamkeit). El filósofo transcendental, que busca deducir el concepto 
de derecho de la razón pura, debe partir de una premisa fundamental408, a saber, que el Yo 
solo sabe de sí mismo, a partir de esta actividad que le es inherente a su naturaleza. Esto 
quiere decir que el Yo no es un sustrato o esencia, como lo propuso Kant en su primera 
Crítica, sino que es una actividad. El Yo es en la medida en que actúa, lo que acentúa su 
carácter fundamental de ser libre: “el Yo no es algo que tiene una facultad, no es en general 
facultad alguna, sino agente, él es lo que actúa, y su no actúa no es nada”409. El fundamento 
del Yo, y por ende del individuo, es la realización en su propia acción. Esto configura, para 
decirlo en una palabra, la autodeterminación de los sujetos racionales. 

Ahora bien, como los seres racionales actúan en el mundo sensible, en el cual se 
encuentran no solo objetos, sino otros con lo que se entra en una relación, entonces, la 
actividad efectual libre de un individuo puede afectar la de los demás. El Yo, entonces, “no 
es más que una acción cuya realización tiene necesariamente influencia en las posibilidades 
de acción de otros seres racionales”410. Todos los seres racionales, en cuanto que actúan, 
pueden ejercer una influencia determinada en los demás. En este sentido, se puede hablar 
de una «libre actividad recíproca» (freie Wechselwirkung), la cual debe ser asumida bajo el 
concepto del derecho natural, pues implica la necesidad de establecer una forma de obrar 
que posibilite la libre actividad de todos por igual. La conclusión de esto es el establecimiento 
del marco normativo donde se desarrollan las acciones de los individuos, expresado en la 
exhortación y el reconocimiento.

De este axioma, se desprende una premisa que Fichte toma como verdadera de manera 
explícita. Al ser un ser de naturaleza racional, los sujetos actuantes no solo entienden que su 

406	 Recuérdese, en este punto, que, para Kant, la conciencia de libertad es bastante problemática. Por un lado, en la 
Crítica de la razón pura se niega un acceso cognitivo al concepto de libertad, pues esta va en contra vía con el concepto 
de causalidad. Así, la libertad se presenta como una de las antinomias de la razón pura. Por otro lado, en la Crítica de 
la razón práctica, se afirma una libertad solo aprehensible por medio de la ley moral, pero su existencia solo se da en 
la razón moral y no cognitiva. Fichte, en lo que se refiere a su idealismo transcendental, busca mostrar que la libertad 
es accesible y comprensible desde la razón pura, lo que hace, entre varias cosas, que el derecho se deduzca de ella y 
no de la moral, como sucede en la filosofía crítica kantiana. 

407	 Fichte, Fundamento del Derecho natural, 143.
408	 Esta premisa se deduce y fundamenta en la Doctrina de la ciencia de 1794. Reconstruir los argumentos que llevan a 

Fichte a postular este carácter fundamental del ser racional desborda el terreno de la presente investigación. Aquí 
tomamos esta conclusión como dada, sin discutir sus alcances y problemas. 

409	 Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 120. 
410	 Rendón. “Fichte: el reconocimiento y sus implicaciones”, 54. 
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acción influye en las posibilidades de quienes lo rodean, sino también que la acción de otros 
influye en sus propias posibilidades. En este sentido, y esto no hay que perderlo de vista, 
la reciprocidad se da manera horizontal. Por lo tanto, se puede postular una expectativa 
(Anmuthung) por parte de los sujetos en relación con otros: que actúen como seres 
racionales, es decir, en virtud de la ley de la razón, no solo que entiendan y capten el concepto 
que media la acción. Deben llevar el concepto a la acción para darle realidad efectiva. En 
otras palabras, “no que el yo solo capte el concepto de C como el de un ser racional, sino 
que yo actúe efectivamente en el mundo sensible. El concepto solo es accesible para mí en 
lo más íntimo de la conciencia, y no para el ser fuera de mí. Sólo la experiencia otorga algo 
al individuo C, y esta la provoco únicamente en mi actuar”411. El otro sabe que lo reconozco 
como ser racional, siempre y cuando actúe como uno. Y a la inversa, reconozco que el otro 
me entiende como ser racional porque actúa como tal. Este es el carácter fundamental que 
sostiene el segundo axioma. 

El último axioma, que se desprende de los dos anteriores, puede formularse de la 
siguiente manera: Los individuos, al ser conscientes de su libertad, entran en una relación 
recíproca con otros en el marco de la exhortación y el reconocimiento. La capacidad de llevar 
efectivamente a la realidad los conceptos por medio de la acción es parte fundamental de la 
libertad, como la entiende Fichte. La libertad, entonces, supone condiciones determinadas 
para que esta pueda desplegarse en el mundo sensible, las cuales configuran y engloban el 
concepto de derecho. Estas condiciones están dadas por los tres teoremas que componen 
la deducción que lleva a cabo el filósofo: (1) El yo solo puede ponerse a sí mismo, y así 
autodeterminarse, en la medida en que pone, a la vez, un mundo sensible exterior a él en 
el cual actúa; (2) el yo solo puede ser consciente de su actividad causal libre en el mundo 
sensible en la medida en que se ponga en él otros sujetos racionales con los cuales se entra 
en una relación; (3) la actividad causal libre solo es posible cuando se actúa efectuando 
un concepto, esto es, mediante fines de la razón, en un espacio de acción en el mundo 
individual; por lo tanto, (4) las posibilidades de acción en el mundo implican que el sujeto 
tenga un campo de acción determinado donde puede llevarlas a cabo como condición de 
posibilidad de su libre autodeterminación. 

Como puede observarse, el concepto de derecho, en la desnudez de su deducción, es 
bastante complejo, pues está atravesado por múltiples premisas y condiciones. Pero para no 
perder la mirada en lo fundamental, se debe decir que el punto de anclaje de esta deducción 
es, como esperamos sea claro en este punto, la actividad libre de los sujetos. El problema, del 
que el autor es consciente, es cómo darle coherencia y consistencia al concepto de derecho 
dado que envuelve diversos aspectos. Si no tiene consistencia el concepto, la deducción 
fracasaría, dado que este no podría explicar el origen y fundamento del derecho y la política. 
Es aquí, entonces, donde los conceptos de exhortación y reconocimiento entran en acción, 
pues son ellos lo que permiten alcanzar este objetivo. 

Las cuatro condiciones antes mencionadas no son más que los actos que cualquier 
sujeto racional lleva a cabo para ser reconocido como ser racional por otros. En palabras de 

411	 Fichte. Fundamento del derecho natural, 138.
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Rendón: “Son [estas condiciones], en efecto, comportamientos los que, para Fichte, hacen 
que el ser racional finito deba ser tratado —reconocido— por otro como tal. Esto significa 
que el reconocimiento de un ser como racional es posible sólo en la medida en que dicho ser 
actúa de tal forma que hace posible la libertad de todo otro ser”412. De esta manera, actuar 
como ser racional en el mundo requiere reconocer a los demás como seres racionales. Pero 
para ello es necesario que los sujetos establezcan una esfera de acción que debe ser respetada 
por los demás, solo así la libertad de todos puede asegurarse. Entrar en una comunidad, esto 
es, un vínculo social basado en la racionalidad, con los demás requiere que los individuos se 
autodeterminen atribuyéndose una esfera de acción para desplegar su actividad causal libre. 

Lo anterior lo expresa Fichte con las siguientes palabras: “Me pongo como individuo en 
oposición con otro individuo determinado que me atribuyo una esfera para mi libertad de la 
que excluyo al otro, y atribuyo al otro una esfera de que me excluyo […] Luego me he puesto 
como libre, junto a él y sin dañar la posibilidad de su libertad”413. Actuar como ser racional 
quiere decir que en su acción se establece una esfera en la que se excluye al otro, al mismo 
tiempo que se le respeta la esfera de acción a los demás seres racionales con los que se entra 
en relación. El otro ser racional se entiende, entonces, como una oposición a la actividad 
efectual libre, por lo que existe la necesidad de una autolimitación de la propia libertad414. 
Solo bajo estos postulados, las posibilidades de la libertad de quienes se encuentran en una 
comunidad pueden llevarse a cabo. 

En esto consiste la relación entre seres racionales que deduce Fichte para consolidar 
su concepto de derecho. Es una relación recíproca, pues la autolimitación solo es posible 
cuando el otro se autolimite de la misma manera. Esto es denominado, por el autor, como 
relación jurídica: “La relación entre seres racionales deducida, a saber, que cada uno se 
limite en su libertad por el concepto mismo de la posibilidad de la libertad del otro, bajo la 
condición de que éste limite igualmente la suya por la del otro, se llama relación jurídica, y 
la fórmula ahora establecida es el principio de derecho”415. Ahora bien, esta reciprocidad de la 
relación jurídica, hay que subrayarlo, solo es posible gracias a la exhortación.

El reconocimiento se traduce en una relación basada en la mutua exhortación a actuar 
como seres racionales. Se exhorta al otro a obrar responsablemente, en la medida en que 
autolimite su libertad. Así, el concepto de la posibilidad de la libertad del otro entra con 

412	 Carlos Rendón. “Fichte: el reconocimiento y sus implicaciones”, 56. 
413	 Fichte, Fundamento del derecho natural, 143.
414	 Se podría decir, de manera bastante apresurada, que la noción de libertad que postula Fichte, para utilizar los 

términos de Isaiah Berlin, es una libertad negativa, en la que “mi libertad termina donde empieza la de los demás”. No 
obstante, el propio Berlin niega la tesis de que la noción fichteana de libertad pueda entenderse bajo los postulados 
de la libertad negativa, pues según expone en su texto Freedom and Betrayals, los individuos en la teoría política de 
Fichte quedan absorbidos completamente por la comunidad política, bajo los postulados de la voluntad común, 
como se verá más adelante. No obstante, estudios más recientes sostiene que es bastante problemático mantener 
la distinción de libertad positiva y libertad negativa en el sistema transcendental de Fichte, pues su complejidad 
hace difícil clasificarla en una u otra. Entre una de las complejidades del concepto, del que no tenemos espacio 
para abordar en este capítulo, se resalta el problema de la propiedad y cómo está articulada con la libertad de 
los individuos, aspecto al que llega Fichte después de 1800. Para un estudio más detallado de este asunto, puede 
consultarse Héctor Arrese, Educación, Libertad y justicia en Fichte. Revista de estud(i)os sobre Fichte, 15, 2017.  

415	  Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 144.



Modulaciones de la Soberanía
Un acercamiento a las raíces modernas de un debate contemporáneo

183

todo su peso: se entiende que, al limitar mi esfera de acción, la libertad de los demás no 
entra en contravía con la mía. Solo así puede hablarse de una comunidad de seres racionales. 
Es por eso que Fichte da los apelativos de vinculante y obligatoria a esta relación jurídica 
con otros: es obligatoria para poder coexistir y me vincula en una relación específica con 
los demás. Pero esto no quiere decir, se apresura a señalar el filósofo, que se esté forzado 
a actuar, lo que neutralizaría cualquier acción libre. Por el contrario, la exhortación abre la 
posibilidad para la decisión que puede ser doble:

O bien [se decide] por un actuar efectivo. Se requiere solo una actividad en 
general; pero ya reside expresamente en el concepto que, en la esfera de las 
posibles acciones, el sujeto debe elegir una por libre determinación […] En tanto 
que actúa, elige este único modo mediante su absoluta autodeterminación, y 
por consiguiente, es absolutamente libre, un ser racional, y se pone como tal
O bien por un no-actuar. También aquí es libre, pues, según nuestro 
presupuesto, debe haber captado el concepto de su actividad causal: como 
algo exigido o esperado de él. Si ahora procede en contra de esta expectativa y 
se abstiene de actuar, elige con libertad igualmente entre actuar o no actuar.416  

La exhortación para actuar, por lo anterior, deja abierta la posibilidad para que el sujeto 
pueda operar o no. No obstante, en cualquier decisión que se tome, el sujeto entiende con 
claridad qué significa actuar en el mundo, además de la vinculación y obligación que hay 
en ello. Por eso, como lo señala Robert Williams, “la exhortación del otro, presupone la 
capacidad de, y mediada por la conciencia de, la libertad a quien está dirigida”417.

Aquí surge un aspecto fundamental cuya radicalidad será entendida más adelante: la 
necesidad de la educación para el vínculo social. La exhortación al actuar libre y responsable 
requiere que los sujetos entiendan dicha exhortación. Esta comprensión es posible dado que 
los sujetos racionales no solo comparten el mismo concepto de relación jurídica, sino que 
están provistos de lenguaje. Por ello, Fichte es claro al respecto: “pero si debe suceder esto, 
ante todo debe comprender y concebir la exhortación, y cuenta con conocimientos previos. 
La causa de la exhortación, puesta fuera del sujeto, tiene que suponer al menos la posibilidad 
de que este último pueda al menos comprenderla y concebirla”418. Los sujetos deben saber, 
de antemano, en qué consiste la exhortación, además del conocimiento previo de lo que 
implica la vinculación jurídica como condición de posibilidad de cualquier relación social. 
Este entendimiento y concepto no es, por lo tanto, innato en los seres racionales, sino que 
deben ser adquiridos de alguna manera. 

Por esta razón, Fichte relaciona la educación con la exhortación, en la medida en que se 
educa a los seres racionales, la relación jurídica y cualquier vínculo social pueden ser efectivos: 

416	 Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 129-130.  
417	 Robert Williams, Recognition. Fichte and Hegel on the other. (New York: State University of New York Press, 1992), 

59.
418	 Fichte, Fundamento del derecho natural, 131. 
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“la exhortación a la espontaneidad libre es lo que se llama educación. Todos los individuos 
tienen que ser educados para llegar a ser hombres, pues de otra manera no llegarían a serlo”419. 
Educar a los sujetos quiere decir, en pocas palabras, que estos podrán entrar en una relación 
jurídica con los demás y, con ello, en una asociación civil. Esta es, a nuestro entender, una de 
las tesis más complejas y profundas del constitucionalismo fichteano. 

La veeduría del ejercicio del poder y el control del estado de excepción

Hasta este punto se ha llegado a establecer el concepto de derecho, sus contornos y límites. 
No obstante, todavía no se le ha provisto de contenido concreto que le dé operatividad. La 
deducción del concepto que hace Fichte, en la primera parte de su Fundamento del derecho, 
ha llevado a postular un Estado de derecho, esto es, una relación social entre seres racionales 
que actúan en un mismo mundo sensible. Ello trae consigo, necesariamente, que, para que 
puedan coexistir, la acción libre de todas las personas debe, recíprocamente, autolimitar 
una esfera de acción respetando las esferas de demás. Solo así se puede afirmar que los 
sujetos se tratan y actúan como seres racionales. El siguiente paso, entonces, sería abordar 
la aplicabilidad de este concepto que se ha ganado gracias a un ejercicio de deducción de 
los postulados de la razón pura. Esta aplicabilidad420 llevará a entender la conformación del 
Estado, del poder y el fundamento de la constitución en un Estado racional. 

Partamos, entonces, de lo que se ha deducido para llegar al Estado racional. Los 
individuos, en cuanto se encuentran en una relación jurídica con otros, son consecuentes 
en su actuar. Esto significa que la condición de posibilidad de toda comunidad es que cada 
miembro se dé la ley de limitar su libertad para que pueda coexistir con los demás. Pero que 
exista esta ley no quiere decir que los sujetos estén obligados a actuar conforme a ella, como 
se anotó más arriba, por lo que se hace necesario la postulación de un principio coactivo del 
concepto de derecho. Justamente, en este punto radica una de las diferencias fundamentales 
entre la ley moral y la ley jurídica:

El ser racional no está absolutamente obligado por el carácter de la racionalidad 
a querer la libertad de todos los seres racionales fuera de él; esta proposición 
es la línea de demarcación entre el derecho natural y la moral y es la nota 
característica de un tratamiento puro de la primera ciencia. En la moral se 
demuestra una obligación a quererlo; en el derecho natural puede solo decir a 
cada uno qué se seguirá de su acción.421 

419	 Fichte. Fundamento del Derecho Natural, 134.
420	 En aras de la honestidad intelectual, hay que decir que antes de abordar la aplicabilidad del concepto de derecho, Fichte 

se esfuerza por deducir su aplicabilidad (segunda sección del Fundamento del Derecho Natural). En esta, el autor realiza 
un ejercicio deductivo semejante al llevado a cabo en la primera sección, en donde sostiene la necesidad de cuerpo 
humano. Para el autor, en términos muy amplios, podemos actuar en el mundo porque tenemos un cuerpo, el cual 
puede ser influenciado e influenciar el cuerpo de los otros individuos por medio de la fuerza. Así, Fichte postula un 
concepto racional del cuerpo en el que el concepto de derecho debe abarcar. Por razones de espacio, aquí nos limitamos 
a bordar la aplicabilidad en el grueso de su argumentación, dejando de lado estos parágrafos de su deducción que, 
aunque creemos son bastante relevantes e interesantes, no podemos concentrar nuestra atención en ellos.  

421	  Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 173.
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Querer la libertad de los demás seres racionales es tener una «buena voluntad»422, la 
cual solo es posible en la medida en que el ser humano actúa conforme al deber de la ley 
moral. Esto se da en el terreno interno del sujeto y está estrechamente conectado con el 
desarrollo moral de cada uno. No obstante, cuando se aborda la relación entre individuos, 
y esto es desde el terreno externo de mundo sensible, entonces, se estipulan deberes, no 
derechos. De allí que Fichte proponga pensar un concepto de derecho originario, el cual es 
la piedra angular del Estado, la soberanía y la ley positiva. Así las cosas, la pregunta es más 
que evidente: ¿cómo hacer que los individuos actúen conforme a la ley jurídica para que la 
comunidad pueda darse?   

La primera arista que abre este interrogante es, de nuevo, la reciprocidad en las relaciones 
sociales. Cualquier sujeto racional sabe que debe entrar en una comunidad para que su 
bienestar pueda ser efectivo, esto es, que se le asegure una esfera de acción donde se le 
garanticen las condiciones mínimas para su subsistencia. Esto significa que, en el ejercicio 
de su libertad, los sujetos han decido entrar en una relación jurídica: “pongo necesariamente 
nuestra comunidad como dependiente de la libre decisión del otro y, por lo tanto, como 
resultado de un querer recíproco”423. Los sujetos entran en comunidad porque han decidido 
reconocerse como seres racionales; todos quieren y buscan lo mismo. Por lo tanto, quien 
quiera estar en comunidad debe querer la ley que proviene del concepto de derecho: «limita 
tu libertad para que el otro pueda convivir y ser libre a tu lado». 

En este punto surge la relación entre la naturaleza y la ley jurídica. Fichte no habla 
de que esta ley sea una ley natural, como si la naturaleza le imprimiera al ser humano la 
obligación de actuar conforme al concepto de derecho. Por el contrario, la naturaleza no 
obliga al sujeto, sino que quiere y desea que cada uno se autolimite en pro de los demás: 

Sería entonces la naturaleza la que querría que la libertad de cada individuo 
estuviera limitada por la posibilidad de la libertad de todos los otros. 
Pero como los quiere libres a todos en general, quiere que se prescriban 
voluntariamente a sí mismos esta ley y que sea una ley para la libertad, y no 
una de sus leyes mecánicas.424

La ley aquí propuesta no es una ley natural, aunque parte de cierta finalidad que la 
naturaleza le ha dado al ser humano, a saber, ser libre. De allí que esta tenga tres características 
fundamentales: (1) debe ser imposible hacer una excepción de ella, es decir, debe tener una 
validez universal y categórica que es aceptada por todos; (2) como consecuencia de esta ley, 

422	 Es interesante señalar, a modo de nota al margen, la adopción de la filosofía kantiana en la filosofía moral fichteana. 
En este sentido, en lo concerniente al ámbito moral, Fichte sigue los pasos de Kant de cerca, pero lo hace al tiempo 
que quiere delimitar y distinguir la esfera moral de la jurídica. Así las cosas, la moral se contrapone al derecho en la 
medida en que la buena voluntad permite una autonomía del sujeto, en los términos más kantianos más estrictos, 
mientras que en lo referente a lo jurídico los sujetos solo actúan conforme al carácter coercitivo que fundamenta el 
concepto puro de derecho. En este punto, nos concentraremos en lo que sigue. 

423	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 173.
424	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 177.
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los sujetos deben limitar las manifestaciones de su libertad, lo que configura un concepto 
de libertad cuantitativo y material; y (3) la limitación de la libertad se fundamenta por la 
posibilidad de la libertad de otros, lo que configura un concepto de libertad cualitativo y 
formal. Cada individuo debe poder ser tan libre, y con ello ser reconocida como persona, 
hasta los límites que la ley le establece. 

Entendido esto, Fichte propone su definición de derecho: “en tanto que el conjunto 
de esos requisitos se considera aquí como condición de posibilidad de la coexistencia de 
seres libres, se llama un derecho […] Este derecho, o estos derechos, forman parte del 
mero concepto de persona como tal, y se llama, por consiguiente, derechos originarios 
[Urrechte]”425. Los derechos originarios no son más que las condiciones necesarias para 
que los sujetos sean efectivamente libres; condiciones que deben ser elegidas por todos 
aquellos que quieren entrar a formar una comunidad. Esto quiere decir, en pocas palabras, 
que la comunidad solo es posible cuando los individuos reconocen y respetan los derechos 
originarios de los demás. Al entrar, entonces, en una relación jurídica con otros, se puede 
hablar de sujetos de derechos. 

De lo anterior surge el derecho de coacción que es cooriginario a los derechos originarios 
de los sujetos, y con ello comienza a adquirir forma la aplicabilidad del concepto de derecho. 
Fichte desprende el concepto de coacción del problema antes mencionado:

Aunque me he sometido en general a la ley, no estoy, sin embargo, con arreglo a 
la ley misma, obligado a respetar la libertad de esta determinada persona. Me 
pienso a la vez como sometido y como no sometido a la ley; me pienso como 
estando sometido a ella en general y como no estándolo en este caso particular. 
A consecuencia de lo primero, obro conforme a derecho, a consecuencia de lo 
segundo, me está permitido atacar su libertad y su personalidad, y mi derecho 
es entonces un derecho de coacción [Zwangsrecht]426.

Aquí surgen las dos caras del derecho: uno positivo y otro negativo. El primero se refiere 
al actuar de los sujetos conforme a la ley que fundamenta la comunidad; el segundo, por el 
contrario, opera cuando se pone en riesgo el ejercicio y disfrute de los derechos originarios. 
Dado que nadie está obligado, por la ley misma, a cumplirla, entonces, los sujetos tienen el 
derecho de coacción al momento en que el otro pone en riesgo el derecho originario. Por 
lo tanto, cada persona tiene el derecho a valorar (urtheilen) cuándo se presenta el caso en 
que su derecho originario se pone en riesgo. Pero no se trata de cualquier valorar, sino de 
uno que siempre está en relación con la ley jurídica que fundamenta la comunidad. Cada 
uno, entonces, es necesariamente “su propio juez y allí donde entra en juego un derecho de 
coacción, aquel que tiene este derecho es al mismo tiempo juez del otro, en contra del cual 
tiene este derecho, pues el derecho de coacción es posible sólo gracias a este reconocimiento 
del derecho”427.

425	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 178.
426	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 178-179.
427	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 179.
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Definir el derecho de coacción en estos términos permite que esté condicionado y 
delimitado de manera clara: “Un derecho de coacción no interviene a menos que sea violado 
un derecho originario”428. El fundamento del derecho de coacción se halla, entonces, cuando 
existan sujetos que no se sometan a la ley jurídica; pero, mientras esté sometido, dicho 
derecho no está operativo. Los límites de este no son más que la voluntad de todos sometida 
a la ley de la comunidad. De allí que existe un límite en la cantidad de la coacción que se 
ejerza: “se podrá, para cada caso, determinar los límites de la coacción jurídica, que iría hasta 
la completa reparación e indemnización por daños y perjuicios, hasta que las dos partes 
sean reconducidas al estado en que se encontraban antes de la agresión injusta”429. 

Aquí no se está hablando, valga la pena subrayarlo, de «derechos naturales», como en 
Hobbes, Spinoza, Locke o Rousseau, por una razón muy sencilla, a saber, no es posible, a 
los ojos de Fichte, hablar de derechos en un estado prepolítico: “Los derechos se pueden 
hablar solo bajo la condición de que una persona sea pensada como persona –es decir, 
como individuo, por consiguiente relacionado con otros individuos– y que entre ella y 
éstos se pueda imaginar una sociedad posible si no es pues una sociedad real”430. Por ello, 
sostener un estado natural donde los individuos tengan derechos es, en términos concretos, 
un contrasentido. Los derechos, y por ende los sujetos de derechos, solo se configuran en 
una comunidad.

Esta es, en términos amplios, la relación que Fichte establece entre el derecho originario y 
el de coacción. No obstante, este vínculo arrecia un problema que el propio autor, hasta este 
momento, no ha solucionado: ¿cómo hacer que los sujetos respeten los derechos originarios 
de quienes entran en una comunidad? Aquí tan solo se ha alcanzado los límites y rasgos 
de estos dos conceptos, más no se han llenado de contenido para poder ser aplicados en 
el mundo sensible. Este sería el siguiente paso de la deducción fichteana, por lo que es 
necesario escudriñar los terrenos al que hemos llegado para tocar el nervio del asunto. 

La aplicabilidad del derecho de coacción está atado al desarrollo de la conciencia moral 
(Gewissen) de cada individuo. Esto significa que, de manera puntual, el fundamento del 
juzgar no se halla en el mundo sensible, sino en el interior de los individuos. Cada quien 
debe saber, de antemano, en qué consiste la vulneración de su derecho originario. Así como 
el concepto de derecho no es innato, sino que requiere ser adquirido, de la misma manera el 
derecho originario y de coacción cumplen con esta exigencia. Los sujetos deben comprender 
que puede haber casos futuros en donde los otros violenten su derecho originario y que, si 
esto llegase a pasar, se activaría su derecho de coacción condicionado. Pero, como se dijo 
más arriba, solo es posible saber que alguien entiende y reconoce el derecho en su actuar, 
por ende, no se estará seguro de que el otro reconozca y respete el derecho originario de 
los demás. En términos más simples, se podría decir que el sujeto se formula una pregunta: 
«¿cómo tener garantía de que los demás individuos, con los que estoy en una comunidad, 
van siempre a actuar conforme a derecho?». La pregunta es válida porque cualquier violación 

428	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 180.
429	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 180.
430	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 191.
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a su derecho originario es una amenaza a su integridad y vida, por lo tanto, es la mayor 
amenaza que hay que neutralizar.  

Así las cosas, el asunto está en garantizar una seguridad recíproca que permita que la 
comunidad pueda existir inclusive en el futuro y no solo en el momento presente en el que 
se actúan. La solución, entonces, estaría en la formación de un tercero, por medio de un 
contrato, que sea garante de la seguridad y el ejercicio condicionado del derecho de coacción 
en los momentos donde se juzgue necesario:

La cuestión reside en saber cómo es posible esta garantía. No podían deponer 
las armas, puesto que ninguno podía fiarse del otro. Por consiguiente, tendrían 
que deponerlas, abandonar toda su potencia (Macht) en las manos de un 
tercero en que los dos confían. A este tercero tendrían que encomendarle 
reprimir inmediatamente a aquél de los dos que atacara al otro. Él deberá de 
disponer de esta facultad, por lo tanto, de una potencia superior (übermächtig). 
Este tercero ejercería el derecho de coacción por ambos. Si debe hacerlo, los 
dos han de transferirle al mismo tiempo la decisión en su presente litigio, así 
como en los que eventualmente podrían surgir entre ellos en el futuro, es decir, 
tendrán que cederle su derecho de jurisdicción (Recht des Gerichts). Deben 
transferírselo sin reserva, y frente a él no debe haber lugar a apelación.431  

Para solucionar el impase y establecer una garantía efectiva que permita la coexistencia 
de los individuos, sin apelar a la conciencia individual, se debe transferir el derecho de 
jurisdicción a un tercero, dado que nadie puede ser juez de su propia causa. Esto no es 
más que transferir el derecho de juzgar cuándo su derecho originario se ve amenazado, 
esto es, el derecho de ejercer una función judicial. De esta manera, surge una instancia 
superior cuya característica es doble. Por un lado, tiene la potestad de entrar a mediar en 
aquellos momentos en que se pone en riesgo el derecho de alguno de los integrantes de 
la comunidad. Pero al mismo tiempo, y esto es fundamental retenerlo, tiene el poder de 
coacción para volver al equilibrio y orden anterior que fue interrumpido por la acción ilegal. 

La consecuencia de esta transferencia de derechos entra en una contradicción con el 
fundamento de la ley: “De este modo, toda persona pierde completamente el derecho de 
valorar la extensión (Umgang) de sus derechos y de defenderlos, se vuelve dependiente del 
conocimiento y de la buena voluntad de aquél a quien se ha sometido y, por consiguiente, 
deja de ser libre”432. Se necesita someterse a un poder superior, lo que trae el riesgo de dejar 
de ser libre, lo cual iría en contravía del fundamento mismo de la comunidad. No obstante, 
dicha contradicción es, en principio, aparente, pues los sujetos racionales saben que deben 
renunciar a su libertad en aquellos aspectos que imposibilitarían la libertad del otro. Así, la 
autodeterminación de la libertad es una renuncia por dejar al otro su esfera de acción. 	

431	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 184. 
432	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 184
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Pero aquí nos encontramos en un nivel distinto al de la autodeterminación, pues se 
postula una transferencia de derechos a un tercero, por lo que surge un problema que no 
encontrábamos antes: si me someto a un tercero, ¿qué me garantiza que este no va a utilizar 
la potestad que se le da para violentar los derechos originarios? La respuesta a esta pregunta 
es doble cuya interjección es la ley. En primer lugar, a diferencia de los contractualistas 
anteriores a Fichte, no se somete a una voluntad de un sujeto, o representación de este en 
un conjunto de hombres. Esta transferencia de poder es, recordando un poco a Kant, el 
sometimiento a una ley suprema: 

La ley debe ser una potencia; el concepto de ley obtenido […] y de potencia 
superior (Übermacht) […] deben ser reunidos sintéticamente. La ley misma 
debe ser el poder supremo (Obergewalt), el poder supremo debe ser la ley, 
ambos deben ser una sola y la misma cosa; y tengo que poder convencerme, 
cuando me someto, de que es así, de que es totalmente imposible que alguna 
vez un poder ajeno al de la ley se dirija contra mí.433 

Aquí el poder supremo que es configuración del poder público, como se verá en 
un momento, debe ser la ley. Es ella la que reúne, por un lado, la potencia de la ley que 
fundamenta la comunidad y la potencia reunida de todos. Por lo tanto, la coacción solo 
puede tener lugar en la ley; es ella la que debe juzgar en qué momentos el derecho de 
coacción se activa, y no la voluntad y el capricho de un sujeto particular. Lo que propone en 
este punto Fichte es, en términos concretos, articular el poder y la potencia en la figura de 
la ley434, pues solo así el ejercicio del poder puede ser racional.  

De aquí que se desprenda el segundo aspecto para entender cómo se configura la garantía 
necesaria de la transferencia. Fichte, igual que Kant, sostiene que los seres racionales solo 
pueden someterse a las leyes que ellos mismos dan su aprobación. Ahora bien, dado que 
esta ley debe juzgar los casos específicos en los cuales se actúa en contravía del derecho 
originario, ya no es un mero concepto, sino una ley con un contenido concreto. La ley 
jurídica, que aparecía como abstracta por desprenderse del concepto de derecho, aquí ha 
devenido en ley positiva. Los sujetos deben ver reflejados sus propios juicios en las leyes 
positivas, y solo así le darán la aprobación necesaria. En palabras del autor:

Debo poder darme cuenta, hasta el punto de estar convencido de ello, de que 
todas las posibles valoraciones jurídicas que en el futuro podrían emitirse 

433	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 187. En este momento de la deducción, se utilizan tres términos que no 
son fáciles de verter al español: Kraft, Macht y Gewalt, términos que los traductores al español del texto de Fichte 
deciden por traducirlos por fuerza (en el sentido más físico de la palabra), potencia y poder. 

434	 En este punto, Fichte va un paso más lejos que Spinoza. Como lo sostuvimos en el capítulo sobre Spinoza, este 
comprendía que el interés de la república no entra en contradicción o conflicto con el interés de los individuos que la 
conforman. Por ello, el poder y la potencia se encontraba en armonía siempre y cuando se respetaran los derechos y el 
poder natural. Fichte, por su lado, cree que esta armonización descansa en la ley que se deduce del concepto racional 
de derecho. Esto se da porque puede presentarse el caso en que los intereses de unos individuos con los demás o con 
los intereses del Estado entren en contradicción. 
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sobre mis asuntos [sobre el ejercicio de sus derechos originarios] pueden 
pronunciarse solo del mismo modo como yo mismo lo haría según la ley 
jurídica. Por consiguiente, debe someterse a mi examen las normas de estas 
valoraciones jurídicas futuras, normas en las cuales la ley jurídica sea aplicada 
a los posibles casos que puedan presentarse. Tales normas se llaman leyes 
positivas, y el sistema de ellas en general, la ley positiva.435 

Las leyes positivas son las que permiten que el concepto de ley jurídica tenga realidad 
efectiva, esto es, que pueda aplicarse en el mundo sensible. Así surge el poder público 
que organiza y ordena las condiciones necesarias para que los sujetos racionales puedan 
coexistir. La condición de posibilidad de esto es, en una palabra, que las leyes estén atadas a 
las reglas que dictaminan el derecho originario, solo así el contenido de la ley no puede ser, 
en ninguna medida, arbitrario.  

La consecuencia, en este nivel de la deducción, es que la comunidad de seres racionales 
ya no es solo un concepto, sino que deviene real al configurarse una res publica (gemeinen 
Wesen), en donde los derechos se hacen posibles dentro de ella: “La forma de la ley, su 
fuerza vinculante la obtiene solo mediante el consentimiento [Einwillung] de los individuos 
para reunirse en una res publica […]. Por consiguiente, están todos de acuerdo únicamente 
acerca del derecho y la ley; y quien está de acuerdo con todos, quieren necesariamente el 
derecho y la ley”436. Aquí se ha configurado, en una palabra, la voluntad común unificada. 
Cualquier acción que vaya en contravía con este orden es considerada como mal mayor; 
la injusticia que se cometa contra uno, dada esta unión, deberá ser considerada como una 
injusticia contra todos. Ninguna acción ilegal puede ser tolerada, pues si se acepta en un 
solo caso, tendrá que ser aceptada en todos, pues la ley, en su esencia, no puede admitir 
excepción alguna. Por eso los individuos entienden la importancia de establecer las leyes 
positivas y su aplicación a todos aquellos que se han sometido a vivir en una res publica.        

Dicho esto, se podría dar respuesta a la pregunta formulada sobre la garantía que debe 
cumplirse para el sometimiento libre de los sujetos a un poder superior: una organización 
social conforme a la ley, un Estado de derecho, para ser precisos, es la garantía para que 
el sometimiento esté en función de la libertad de todos. Ahora bien, esta transferencia de 
poder se da en el marco de lo que Fichte denomina contrato de ciudadanía (Staatsvertrag), 
el cual está constituido por el pacto de propiedad (Eigentumsvertrag), de protección 
(Schutzvertrag) y de sujeción (Vereinigungsvertrag). 

El primero es fundamental para la teoría constitucional de Fichte, pues es el comienzo 
del pacto de ciudadanía. Los individuos, al atribuirse una esfera de acción en la que el otro 
está excluido, delimitan, al mismo tiempo, su propiedad, es decir, los medios materiales que 
son necesarios para su existencia. Así, “cada uno les ha dicho a todos «quiero poseer esta cosa, 
y os exijo que renunciéis a vuestra pretensión jurídica sobre ella». Todos le han respondido: 
«renunciamos a nuestra pretensión, bajo condición de que renuncies a la tuya sobre todo lo 

435	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 185.
436	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 189.
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demás»”437. El primer acuerdo que debe darse para establecer una res publica tiene que ver 
con la propiedad, a partir de un acto expreso se los sujetos que comuniquen la intención de 
poseer determinadas cosas. Si esto no se lleva a cabo, el contrato con los demás no se daría, o 
en palabras más concretas, sin la propiedad no podría haber una relación jurídica. 

Aquí sigue operando la reciprocidad, pues la propiedad de cada quien solo es reconocida 
por los demás en la medida en que se respeta la propiedad ajena. Así, afirma Fichte, la 
voluntad con respecto a la propia propiedad es positiva, pues es el individuo el único que 
puede gozar de ella, mientras que es negativa respecto a la propiedad de los demás. Pero 
aquí surge el mismo problema, ¿cómo se puede garantizar que los individuos respetarán la 
propiedad ajena? La respuesta es contundente: “cada uno da, por consiguiente, su propiedad 
entera como garantía de que no quiere violar la propiedad de los demás”438. La voluntad 
común, entonces, debe respetar la propiedad de quienes se encuentran en una relación 
jurídica; y como la ley civil es el resultado de la voluntad común, el contrato de propiedad 
es la fuente de las leyes que regulan la propiedad en el Estado, la renta, las libertades y 
privilegios con respecto a la voluntad que refiere a los objetos materiales. 

El contrato de protección, por su parte, se desprende del contrato anterior, pues en él 
se establece la necesidad de proteger, con todos los medios disponibles, la propiedad de 
aquellos que lleguen a necesitarlo. Todos los individuos deben tener la voluntad de proteger 
la propiedad del otro como si fuese propia. De esta manera, se establece una obligación 
jurídica que, como es de esperar, debe ser recíproca: “Estoy jurídicamente obligado a 
protegerte sólo bajo la condición de que tú me protejas”439. Pero a diferencia del contrato de 
propiedad, este tiene una característica fundamental, a saber, que se orienta hacia el futuro 
y no en el presente inmediato de los individuos. Este se fundamenta en el riesgo de sufrir 
una agresión a sus derechos originarios. 

El tercer contrato, el que más nos interesa, puede leerse como una consecuencia lógica 
de los dos anteriores. Para cumplir la finalidad del pacto de propiedad y de protección, se 
necesita instaurar un poder soberano que unifique y organice el poder de todos aquellos que 
entran en una res publica. Esto requiere que los individuos se entiendan como ciudadanos, 
quienes ponen sus recursos y facultades para establecer un cuerpo protector:

Cada uno da al cuerpo protector su contribución: da su voto para la nominación 
de los magistrados, para la seguridad y la garantía de la constitución; entrega 
su contribución determinada en fuerzas, en servicios, en productos naturales 
o en forma de dinero […] en la medida en que está comprendidos en él, 
constituye el poder del Estado, que apunta precisamente a lograr la protección 
de los derechos de cada uno, y forman el verdadero soberano. Exclusivamente 
con el acto mediante el cual cada uno efectúa esta contribución, forma parte 
del poder soberano.440 

437	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 260.
438	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 261. 
439	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 263.
440	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 268-269.
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El soberano en la teoría propuesta por Fichte adquiere unos matices que no se 
encontraban en sus predecesores. El filósofo prusiano comparte la idea de que el pueblo es 
el receptáculo último del poder soberano, no obstante, su ejercicio no solo se da al momento 
de participar en asambleas, como en Rousseau, sino en la contribución activa al cuerpo 
protector que es el Estado. Así, pagar impuestos, hacer parte del ejército y elegir a los 
administradores del Estado se consideran como ejercicio del poder soberano. El contrato de 
unión, por consiguiente, no es más que la consolidación y fundamento del poder soberano, 
el único que puede garantizar la ejecución real del contrato de propiedad y de protección.

Lo que aquí se consolida es un «derecho de soberanía», un término que expresa muy 
bien una de las aristas más interesantes de la filosofía de Fichte: “El contrato de ciudadanía 
que cada individuo suscribe con el todo real del Estado, que se forma y conserva a sí mismo 
mediante los contratos con los individuos. Con este contrato, cada individuo confluye en 
este todo con una parte de sus derechos, pero recibe a cambio los derechos de soberanía”441. 
El contrato de ciudadanía es una transferencia en doble vía: los individuos transfieren 
su derecho de coacción y de juicio jurídico; a cambio, adquieren un nuevo derecho, el de 
soberanía. La teoría de la soberanía fichteana obtiene, aquí, un tinte singular, pues esta se ha 
de entender como un derecho esencial para el funcionamiento y la integridad del Estado. 
Así, no se gana una libertad política al momento de entrar en una asociación, como lo 
sostenía Rousseau, sino un derecho que solo puede darse en la unión de varios individuos 
que han aceptado libremente vivir bajo los postulados de una relación jurídica. 

Dicho esto, se puede abordar el problema de la doctrina del derecho en una res publica 
para, así, entender el ejercicio de este poder supremo. El punto de partida es uno de los 
postulados ya deducidos: la voluntad unificada de los individuos tiene como objeto la 
seguridad recíproca. El resultado es que cada uno quiere la seguridad del otro como si 
fuera propia, por lo que deberán contribuir en sus esfuerzos al cuerpo protector del Estado. 
Surge, entonces, la tarea del derecho político: determinar una voluntad para la cual sea 
imposible ser otra que la voluntad común o, en otras palabras, “encontrar una voluntad 
en la que la voluntad privada y la voluntad común estén sintéticamente reunida”442. Esta 
reunión se da gracias a la relación jurídica, en la cual la ley positiva es la que determina el 
ejercicio de la voluntad común. Esto quiere decir que a esta solo le es posible querer lo que 
la ley le permite, por lo que debe ser provista de una potencia (Mach) que sea superior a 
la potencia individual para poder cumplir su finalidad. Esta potencia es, en una palabra, el 
poder político o poder del Estado (Staatsgewalt), que se compone de dos aspectos: el poder 
de juzgar y el poder de ejecutar las sentencias jurídicas. 

Pero vuelve a surgir el mismo riesgo que ya se encontró en niveles anteriores de la 
deducción: “Es posible que, en una unión como la puesta, varias personas se unan contra 
una o varias más débiles para oprimirlas con la potencia colectiva”443. En este escenario, se 
hablaría de una voluntad contra la ley que está respaldada por una potencia preponderante. 

441	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 270.
442	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 224.
443	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 227. 
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Por lo tanto, debe existir una garantía que lo haga improbable y ate su ejercicio al orden 
legal de la comunidad. Esta, para decirlo en una palabra, es la ley constitucional, pues dicta, 
como se tratará de argumentar, el orden de las cosas requerido para la existencia del Estado 
racional. Fichte define la constitución como conjunto de leyes que regulan el ejercicio del 
poder público. Es decir, que la constitución es el conjunto de leyes que legítima y delimita 
las leyes positivas del poder público. En términos de Fichte: “Por la ley misma debería ser 
establecida semejante disposición: la ley se prescribirá a sí misma una ley. Una ley de este 
género, que regresa sobre sí misma, se denomina ley constitucional”444. Toda ley que tenga 
como objeto la protección de los derechos de los individuos debe responder a una ley mayor, 
que es aquella que dictamina cómo debe poder organizarse el Estado racional. En este 
sentido, se podría decir que las leyes constitucionales son el criterio por el cual se puede 
juzgar si el ejercicio efectivo del poder público está cumpliendo con su finalidad. 

¿De dónde provienen estas leyes constitucionales? De las decisiones que resuelva 
la voluntad común. Estas, en estricto sentido, terminan siendo las normas básicas que 
la comunidad juzga como necesarias para mantener un estado de cosas que garantice la 
protección de todos los individuos de la comunidad. Por ello, el contrato de ciudadanía 
implica que cada individuo dé el consentimiento explícito a esta constitución, que no es más 
que la ley fundamental que se ha dado la comunidad a sí misma. Así se tiene la garantía de 
saber cómo debe ejercerse el poder público y que no va a ser utilizado de manera arbitraria 
para oprimir a ningún integrante del Estado. Por lo tanto, la constitución, al ser fundamental 
para el Estado racional, debe ser entendida como “inmutable y sempiternamente válida, y 
en el contrato social es puesta como tal”, por lo que “no está permitido en general cambiar 
la constitución. Para cambiarla se requiere, por consiguiente, absoluta unanimidad”445. Para 
poder cambiarla, toda la comunidad debe aceptarlo, pues así como se requería que todos 
dieran expresamente su consentimiento para someterse a ella, también todos deben dar su 
consentimiento para cambiarla.   

Hemos llegado, entonces, al nervio del constitucionalismo fichteano, el cual puede ser 
expresado de manera sintética en una tesis fundamental: la constitución es la reunión de 
leyes fundamentales, entendidas como la expresión jurídica de la decisión de la voluntad 
común, cuyo objeto es la garantía de un estado de cosas necesarios para la seguridad y 
protección de todos. Dicho el asunto en estos términos, se desprende un problema 
fundamental que el autor ha de solucionar de manera ingeniosa. Como se dijo más arriba, 
las leyes constitucionales en realidad terminan siendo el criterio objetivo por el cual se 
puede juzgar si el ejercicio del poder público es conforme a su finalidad. De allí que surja 
un problema fundamental: ¿quién es el que juzga el funcionamiento y ejercicio del poder 
estatal? Responder a esta pregunta requiere atender a un postulado fundamental, no solo de 
Fichte, sino de varios de los filósofos anteriores a él: nadie puede ser juez de su propia causa. 
Esto hace que los individuos transfieran su derecho de juzgar a un tercero. Justamente, este 
mismo problema surge en el interior del poder público:

444	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 229
445	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 251-252.
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Resumamos todo lo anterior: hay que juzgar según una ley si el poder del 
Estado es aplicado convenientemente. En este litigio la misma persona (física 
o mítica) no puede ser al mismo tiempo juez y parte. Pero la comunidad, que 
en esta causa debe ser necesariamente uno de los dos, no puede ser parte, por 
consiguiente, no puede […] detentar el poder público, porque de lo contrario, 
como parte, tendría que compadecer a un tribunal mayor.446  

Decir que la comunidad no puede detentar el poder público es afirmar que la comunidad 
debe elegir los representantes para que lo ejecuten. Así, la comunidad deberá elegir, por un 
lado, a los administradores del Estado y, por el otro, a quienes vigilen que los primeros ciñan 
sus acciones a la constitución. Los primeros son los magistrados; los segundos, el Eforato. 
Esta distinción, entre el ejecutar y el juzgar, debe garantizarse con leyes constitucionales: 

Una ley fundamental de toda constitución política conforme a la razón y 
al derecho que el poder ejecutivo [exekutive Gewalt] –que comprende en él, 
inseparablemente, el poder judicial y el ejecutivo en sentido estricto– esté 
separado del derecho de inspeccionar y enjuiciar [Aufsicht und Beurteilung]
cómo este poder ejecutivo administrado–para el cual propongo el nombre de 
Eforato en el sentido más amplio del término– y que el último siga estando 
en la comunidad en su totalidad, mientras que el primero sea confiado a 
determinadas personas447. 

La administración del Estado es exclusiva del poder ejecutivo y debe responder al 
control del Eforato. Cuando el poder ejecutivo se le confía a un grupo de personas bajo la 
organización del derecho y la ley, se ha de llamar República. Ahora bien, mientras que los 
magistrados se apeguen a la ley y sean coherentes en sus acciones, estarán ejerciendo su 
poder conforme al fin supremo del Estado. 

En lo que refiere al Eforato es más interesante, pues no solo tiene la facultad de vigilar 
el poder ejecutivo, sino la de instaurar el estado de excepción, o como Fichte lo denomina, 
«el poder de interdicto del Estado». Este consiste en la facultad de “anular desde un cierto 
momento en adelante todo procedimiento jurídico, para suspender el poder público entero 
y en todas sus partes”448. Se debe suspender la ejecución del poder público cuando es 
ejercido contrario a las leyes constitucionales y evitar que la injusticia se generalice. La ley 
tiene que ser suprimida del todo allí donde no cumple con el fin propuesto, pues aceptar un 
solo caso de injusticia es atentar contra la comunidad misma. Por lo tanto, es irremediable 
que el pueblo, entendido como la comunidad entera reunida, sea convocado a causa de 
esta necesidad manifiesta: “La comunidad no ha de ser convocada jamás sin necesidad; 
pero tan pronto se haga necesario, ha de reunirse de inmediato y ha de poder y querer 

446	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 230.
447	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 231.
448	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 241.
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pronunciarse”449. Pronunciarse quiere decir que decide qué debe hacerse para reinstaurar el 
derecho y la ley y, con ello, el orden que debe mantenerse y garantizarse en toda res publica. 

Pero ¿cuál es el procedimiento para instaurar el orden? El poder interdicto del Estado 
tiene como efecto la configuración del tribunal popular (Volksgericht), en el cual el Eforato 
deberá mostrar al pueblo las pruebas por las cuales han visto la necesidad de suspender 
el poder público. La suspensión del poder lleva a un litigio entre los administradores del 
Estado y el Eforato, donde el pueblo es quien ha de decir quién de los dos tiene la razón. 
Pero para que esto pueda llevarse a cabo de manera objetiva, se apresura a decir el autor, se 
debe cumplir con dos condiciones. En primer lugar, que las dos partes que pueden estar en 
conflicto se mantengan, en todo momento, independientes la una a la otra. Así, la comunidad 
tendrá que garantizar la subsistencia de los magistrados y del Eforato para que ninguna 
tenga que depender de la otra. En segundo lugar, el poder que ostentan los administradores 
del Estado y el Eforato debe ser menor al poder del pueblo reunido, lo que se garantiza por 
medio de las leyes constitucionales: “es condición de legitimidad de toda constitución civil 
que, bajo ningún pretexto, el poder ejecutivo disponga de una potencia capaz de ofrecer 
la menor resistencia a la comunidad”450. Solo así se garantiza que la decisión que tome la 
comunidad sea acatada inmediatamente por el poder público.   

La conclusión, que se desprende de lo dicho hasta el momento, es clara: un Estado racional 
es aquel que se fundamenta en una constitución, la cual expresa las leyes fundamentales 
que busca garantizar el disfrute del derecho originario de los individuos que han decidido 
formar una comunidad. Esto requiere, no solo delimitar los poderes del poder público, sino 
que, y es esta una de las instancias más notorias de Fichte, el Estado debe organizarse de 
tal manera que su funcionamiento pueda ser conforme al derecho y la ley. Si este estado de 
cosas por alguna razón se ve en peligro, el derecho de interdicto del Estado se activaría, solo 
con el objetivo de mantener la seguridad y el orden de un Estado racional.     

El soberano como «Zwingherr»  

Hasta aquí hemos transitado del concepto de derecho a la consolidación de un Estado 
racional, camino denominado por Fichte, en su obra de 1800, Estado comercial cerrado, 
«derecho constitucional puro». Este “hace surgir bajo sus ojos el Estado racional según 
conceptos jurídicos, puesto que presupone a los hombres desprovistos de todas las 
relaciones precedentes semejantes a las relaciones jurídicas”451. Pero presuponer a los seres 
humanos desprovistos de cualquier relación jurídica es, al menos, una hipótesis. Empírica 
e históricamente lo que se encuentra, dirá Fichte, es más bien un perfeccionamiento del 
Estado y del poder político cuya finalidad es el Estado completamente racional.

Ahora bien, dado que no se puede destruir y abolir una constitución para establecer un 
Estado racional, pues esto sería lanzar a los sujetos a un estado salvaje anárquico, la tarea 

449	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 240. 
450	 Fichte, Fundamento del Derecho Natural, 246.
451	 Johan Fichte, El Estado comercial cerrado, (Madrid: Tecnos, 1991), 13.
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será, entonces, formar el Estado real para que se acerque al Estado racional. De allí que la 
filosofía del Estado de Fichte, después de 1800, adquiere un tinte histórico fundamental. 
Así se evidencia en las clases impartidas por él en la universidad de Berlín en 1813, en 
pleno desarrollo de las guerras napoleónicas. Este contexto de guerra, donde Napoleón es 
considerado como el gran enemigo que pone en riesgo la libertad de todos, lleva al filósofo 
prusiano a matizar lo que había dicho quince años antes: que el Estado racional aún no 
se ha efectuado y, por el contrario, se encuentran en un estado de necesidad. La tarea del 
académico, al conocer no solo las circunstancias particulares, sino el desarrollo de la historia 
en general, será distinguir cómo poder acercarse a la realización del Estado de derecho y 
señalar aquellos asuntos que no permitan llegar a él. 

Con esto en mente, Fichte realiza una crítica a su tiempo comenzando por señalar los 
malentendidos de una concepción errónea de la soberanía. El caso más significativo es el de 
Napoleón, quien “no quiere ser un apacible soberano de Francia como se le ha ofrecido, sino 
que quiere ser el señor del mundo o, en caso de no poder serlo, no quiere nada”452. A los ojos 
de Fichte, Napoleón representa aquel miedo que ya en Fundamento del derecho natural se 
encontraba expresado en varios de los niveles de la deducción: el uso arbitrario del poder. Al 
querer ser el soberano de todo, derecho que solo le pertenece a Dios, Napoleón ha apostado 
todo por realizar su deseo. Ha puesto en riesgo su vida, sus bienes, todas sus comodidades 
y ha preferido sentir frío y exponerse a las balas para poder proclamarse como el supremo 
soberano. No le importa hacer lo que sea necesario, inclusive someter a los demás a su 
arbitrio, para lograr sus objetivos. 

La consecuencia que desprende Fichte, a este respecto, puede ser caracterizada como 
extrema: “la vida solo tiene valor si se es libre; como la derrota me priva de libertad, no he 
de vivir si no es como vencedor”453. Este es el estado de necesidad, de luchar por la libertad 
del pueblo, la cual se ve amenazada por un extranjero. Pero esta defensa de la libertad 
también ha llevado, y es esta el otro extremo de la crítica fichteana, a que el poder soberano 
se entienda de manera inadecuada. El soberano del Estado ha caído en el error de verse a sí 
mismo como externo a los intereses del pueblo, como si estuviera por encima de la patria, 
como si la guerra solo fuera una defensa de una soberanía particular, y no por la defensa de 
la libertad. 

La pregunta es acuciante: ¿cómo entender de manera adecuada la soberanía y el ejercicio 
del poder teniendo en cuenta las circunstancias históricas concretas? La respuesta de 
Fichte se estructurará al radicalizar un vínculo que ya se encontraba, de manera tenue, en 
su Fundamentación: la relación entre la educación y el poder público. Al establecer esta 
relación, se hace posible pensar en la realización de un Estado racional, donde el uso del 
poder no caiga en arbitrariedades que lo alejen de su fundamento último. Para mostrar su 
punto, Fichte parte de una proposición fundamental: “Los hombres deben formarse con 
vistas al reino de la libertad, pues sólo en él se da el fin moral, aquello para lo que existe en 

452	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 116.
453	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada ,102. 
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exclusiva la humanidad entera”454. Como es claro en este punto, el reino de libertad solo 
es posible en relación con otros seres racionales, dentro de una comunidad jurídica que es 
condición de posibilidad de toda moralidad. En palabras del autor:

Es una ley de la razón que nadie debe perturbar ni impedir la libertad del otro 
ni del conjunto de individuos. La regla de un orden en que esto tiene lugar es la 
regla del derecho, la ley jurídica: ella misma es una ley moral, pues es condición 
de toda moralidad. Tan cierto como que la moralidad debe ser sin más, el 
derecho debe regir sin más, pues es ciertamente la ley de la condición [de la 
moralidad]. La doctrina del derecho contiene y trata del concepto de orden455. 

Pero esta premisa fundamental plantea, desde el comienzo, una contradicción que tendrá 
que ser superada. Esta es presentada por Fichte estableciendo una tesis y una antítesis que, 
en principio, se han de excluir la una a la otra. Tesis: todos los individuos deben atender a 
su propia intelección para poder ser libres. Como se evidencia inmediatamente, esta tiene 
un cuño kantiano en cuanto que los individuos solo puede ser libres en la medida en que 
se dan la ley a sí mismos456. Esto quiere decir que los sujetos deben actuar por deber, tal y 
como la moralidad lo exige. Antítesis: el concepto de derecho ha de imponerse por coacción 
y fuerza, lo que pondría en riesgo el carácter fundamental de la libertad. Mas aún: si la 
condición de posibilidad de toda moralidad es el derecho, entonces, la moralidad debe 
aplicarse por coacción. 

Esta contradicción es ilusoria, pues el derecho no niega ninguna libertad, como se ha visto 
hasta el momento, sino que permite la coexistencia de la libertad de seres racionales. Así, la 
antítesis no iría en sentido contrario a la tesis, sino que la reconoce y la posibilita. Por el lado 
de la tesis, esta lo que afirma es que “el hombre debe elevarse –elevarse progresivamente– a 
miembro de una comunidad moral por su propia libertad”457. De allí que esta no afirma que 
efectivamente, en el momento histórico en que Fichte se encuentra, los individuos ya han 
alcanzado el progreso suficiente para constituir una comunidad completamente moral, en 
donde la coacción no sería necesaria. Entender estos matices permiten abrir el lugar en el 
que se incrusta la soberanía y, más importante aún, la tesis de que el soberano es «señor de 
la coacción». Por ello, es importante preguntarse ¿por qué la coerción es importante para 
llegar a este estado moral deseable? La respuesta es clara para Fichte: lo que quiere suprimir 
la coerción no es más que “la irrupción de hecho de una voluntad contraria al derecho”458. 
Así las cosas, la intelección y la coacción son inversamente proporcionales: si la intelección 
de las personas es mayor, la coacción será menor dado que entenderán la necesidad de 
actuar conforme a leyes jurídicas. 

454	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 107.
455	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 120.
456	 Johann, Fichte. Ética o el sistema de la doctrina de las costumbres según los principios de la Doctrina de la Ciencia 

(Madrid: Akal, 2005). 
457	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 122.
458	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 122.
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Pero ¿cómo adquirir una mayor intelección? Por medio de la educación: “El derecho 
externo debe imponerse por coacción, pero internamente la libertad ha de ser conformada 
con vistas a la intelección por la enseñanza: la buena voluntad del derecho debe ser 
construida en cada uno sobre su propia intelección”459. Esta tesis fichteana trae de suyo 
dos proposiciones fundamentales en torno al poder y al soberano. La primera tiene que ver 
con que se establece un deber del detentor del poder político: el deber de coaccionar a los 
individuos para que entren en una constitución jurídica y someterlos, si así lo ve necesario, 
por la fuerza al derecho. Esta proposición disuena con lo dicho en la Fundamentación. El 
joven Fichte creía necesario un contrato para establecer la constitución jurídica de un Estado; 
el maduro, a pocos años de su muerte, elimina el contrato social para ser reemplazado por 
este derecho y deber de coacción. El soberano, entonces, se ha de entender como señor de la 
coacción (Zwingherr)460. 

La coacción debe cumplir con dos requisitos fundamentales para que no sea considerado 
como arbitraria. En primer lugar, este tiene un objetivo ineludible: “solo bajo la condición de 
que la institución coercitiva se vincule a otra para llevar a todos a la intelección de la legitimidad 
de la coacción y así hacerla superflua”461. La coacción adquiere su legitimidad en la medida en 
que busca que todos los individuos, que coexisten en un Estado, entiendan la importancia 
de actuar conforme al concepto de derecho. Esto es lo que diferenciaría a Napoleón con 
un señor de la coacción: al primero, solo le interesa someter a los demás acabando con la 
libertad de todos los pueblos que conquista; el segundo postula la coacción, por lo anterior, 
conforme a derecho. Cualquier coacción que se dé por fuera del marco del concepto de 
derecho, de la libertad y de la moralidad, estaría desprovista de toda legitimidad. Sería, para 
utilizar los mismos términos fichteanos, una coacción abominable. 

Las consecuencias y tensiones que se desprenden de este punto son ineludibles. Fichte es 
totalmente consciente de que el objetivo fundamental del señor de la coacción lleva a entenderlo 
como un gran educador. Efectivamente, como se señaló en su momento, el concepto de 
derecho tiene una relación determinada con la educación de los individuos. No obstante, este 
vínculo se mantiene casi en la indeterminación en su Fundamento mientras que aquí, quince 
años después, se determina y agudiza este vínculo. La formación de todos los individuos es lo 
que tiene a la vista el soberano que coacciona en virtud de formar la intelección de todos. De 
allí que la legalidad y legitimidad del poder coercitivo halle su veta formativa: 

Ninguna coacción si no se vincula a la educación para comprender el derecho 
[…]. El señor de la coacción es a la vez educador para hacer desaparecer lo 

459	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 123-4.
460	 Como lo señala el traductor al castellano de las Lecciones de Filosofía aplicada, Salvini Turró, Fichte utiliza la 

palabra en todo su sentido etimológico, a saber, como señor (Herr) de la fuerza (zwingen) para señalar el carácter 
fundamental del derecho y del Estado. Este término, afirma Salvini, “permite esquematizar la conflictividad de fondo 
entre la tendencia coercitiva inherente a toda forma de soberanía y la necesidad de limitarla al ámbito del derecho y 
su concordancia con la moral” (Ibíd.124). Por ello, es más adecuado verter este término por «señor de la coacción», 
para mantener el mismo horizonte semántico en que se ha venido interpretando a Fichte, que «déspota», sentido que 
tiene actualmente. 

461	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 124.
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primero en su función educativa. «Que el derecho es lo que yo te ordeno 
lo comprenderás más tarde cuando seas mayor de edad462; entonces 
comprenderás que yo sólo me he puesto en el lugar de tu propia razón, 
comprenderás que tú mismo me habrías elegido»: tal es la legitimidad de la 
soberanía con que el señor de la coacción quiere rendir cuentas no solo ante 
Dios sino también ante la humanidad.463

Estas palabras de Fichte deben entenderse en su ángulo más preciso, pues de ello 
depende comprender los alcances y dificultades que han surgido en este punto. Lo primero 
que se debe señalar es la idea de que el soberano es quien juzga qué es el derecho. ¿Por qué 
Fichte establece esta premisa que no se encontraba en la Fundamentación? La hipótesis 
que se puede dar, a este respecto, tiene que ver por el momento histórico. Las guerras 
napoleónicas lo que generaron, a lo largo de Europa, fue el establecimiento de un estado de 
necesidad en el que se requería decidir qué podía ser considerado como derecho. Por ello, 
el soberano es aquel que ordenará qué es el derecho, pues en primera instancia es él quien 
posee una intelección más amplia. 

En segundo lugar, hay que resaltar las continuidades que acá se presentan. El poder 
soberano debe estar atado al concepto de derecho, y por lo tanto se le puede juzgar. Ese era 
el caso del Eforato: su función estaba en la vigilancia atenta del ejercicio del poder. Aquí, 
por la naturaleza mismas de las circunstancias, este estamento de la sociedad se retira para 
dejar paso al estamento académico, el cual es el encargado, como se verá en un momento, de 
elegir al mejor soberano. No obstante, aunque la respuesta sea distinta, el problema sigue 
siendo el mismo: el control del ejercicio del poder para que no sea ejercido arbitrariamente 
por fuera de los límites del derecho. Esto se soluciona, a los ojos de Fichte, solo en la medida 
en que el soberano es aquel que posee la intelección más elevada y suprema. Lo anterior 
quiere decir, y es esta la jugada fundamental de Fichte, que el soberano solo puede ser aquel 
que comprende en grado sumo la necesidad, los contornos y límites del derecho necesario 
para la vida en comunidad:

«Señor de la coacción» puede ser cualquiera que lo comprenda [que el 
concepto de derecho es incondicional y necesario] y pueda llevarlo acabo. 
Con ello ni lesiona la libertad externa de nadie ni tampoco la interna, siempre 
que quiera dar cuenta de que coacciona en función del derecho y que acierta 
dando unas instituciones para hacer posible aquella justificación por la 
formación para la intelección del derecho.464

462	 Aquí Fichte sigue la idea kantiana de la mayoría de edad, esto es, el momento en el que el individuo utiliza su razón 
de manera autónoma, el momento en que piensa por sí mismo. Ver Immanuel Kant, Respuesta a la pregunta qué es 
la ilustración, en Kant II. (Madrid: Gredos, 2010). 

463	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 125. 
464	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 128.
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Las instituciones jurídicas y sociales, que establece como necesarias el soberano, son 
las encargadas de educar a los individuos para que adquieran su mayoría de edad. De esta 
manera, las instituciones de un Estado coactivo tienen la función de educar al pueblo. 

A la pregunta de quién debe ser el soberano, la respuesta es concreta: quien posee mayor 
intelección. Pero esta respuesta ya formula una siguiente pregunta, bastante compleja de 
responder: ¿cómo se sabe quién cumple con esta condición? La dificultad de la pregunta se 
halla en una tesis fundamental de Fichte: no hay ser humano que tengan una intelección 
perfecta, pues esta es una característica divina. Este asunto es formulado en los siguientes 
términos: “La respuesta a la pregunta «¿Quién tiene derecho a ser el soberano?» alcanza 
su concreción: el entendimiento humano supremo. Pero como este no se da en ningún 
momento, ha de ser el entendimiento humano supremo de su tiempo y de su pueblo”465. 
Dicho de otra manera: el soberano debe ser aquel que posee la mayor intelección que le 
permite su tiempo. Solo así se garantiza que el juicio jurídico sea lo más infalible posible al 
momento de abordar la cuestión sobre la validez del derecho en los estados de necesidad.

El problema que aquí surge es bastante antiguo: la relación entre lo universal y su 
aplicación en lo particular. La intelección del soberano, y esto es fundamental subrayarlo, 
tendrá que poder aplicar postulados universales, aquellos que se desprenden del reino de 
la razón, a las contingencias particulares de cada pueblo. En esto consiste el entendimiento 
que debe tener el soberano: quien puede juzgar lo contingente particular en vistas de un 
entendimiento universal y necesario. Su entendimiento debe ser universalmente válido. 
Pero ¿cómo demostrar que se tiene esté entendimiento? Fichte apunta al establecimiento 
de una evidencia para conocer quién debe ser el soberano: 

¿Cómo demuestra que es conocimiento objetivo y que no se vuelve a 
encontrar aquí su individualidad? Respuesta: si lo alcanzan muchos y en 
especial cada uno que se somete a prueba, pues el conocimiento surge por 
una evidencia reveladora según una ley que captura [ergreifen] a quien ejecuta 
cierta construcción. […]Un individuo dice «construye de este modo y serás 
capturado por esta evidencia». Y como esto se confirma a quien lo ejecuta, por 
este arte se produce la demostración visible de que tiene un entendimiento 
comúnmente válido y que entiende tal entendimiento.466 

La soberanía adquiere un tinte bastante particular con estas palabras. Si bien se había 
anotado que hay un derecho de soberanía en los escritos del joven Fichte, lo que aquí se 
afirma, en el fondo, es que la soberanía es en realidad un «conocimiento práctico». Quien 
tiene un conocimiento determinado, que entiende sus causas, efectos y limitaciones, puede 
evidenciar que es capaz de aplicar lo universal a un caso concreto, simplemente diciéndoles 
a otros qué deben hacer. Al momento de realizar lo que se les ha dicho, los individuos 
reconocerán que el otro sabe y comprende lo que dice, por ende, es competente para llevar 

465	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 132.
466	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 136.
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a cabo la tarea más importante de todas: educar al pueblo bajo la racionalidad del concepto 
de derecho. 

En este contexto surge la tesis, quizá más polémica, de Fichte: son los profesores, en 
cuanto estamento académico de un pueblo, los que han de juzgar y elegir quién es el más 
adecuado para ser soberano. ¿Por qué el profesor?467 Porque es aquel que demuestra que 
tiene un entendimiento comúnmente válido, en donde conoce no solo lo que acontece, 
sino lo que ha acontecido, sabe lo que ha pasado y conoce genéticamente los objetos 
del mundo. La consecuencia es bastante radical: “Por lo tanto, si en un pueblo ha de 
ser posible un soberano legítimo, es necesario que haya profesores en ese pueblo, y 
solamente a partir de ellos podría escogerse o establecerse el soberano”468. Aquí Fichte es 
supremamente claro, al igual como lo fue al momento de defender el Eforato, al asegurar 
que el estamento académico no es el que gobierna y no debe jamás hacerlo; tan solo deben 
reconocer quién tiene el conocimiento práctico necesario para gobernar. En eso radica la 
limitación de su tarea.

¿Quiénes son exactamente los profesores? Fichte no da demasiados detalles para 
saberlo. Es al menos inquietante que en las Lecciones en ningún momento se hable de la 
universidad, en tanto institución social, para equipararla con el estamento académico. Más 
aún, quedan abiertas varias preguntas: si los profesores son quienes tiene un entendimiento 
más amplio que la mayoría del pueblo, ¿por qué ellos no pueden ser quienes lo eduquen, 
sino que es necesario un soberano? ¿En qué se diferencia, en lo referente a grado y cualidad, 
el entendimiento del soberano con el del estamento académico? ¿El soberano puede ser 
escogido de quienes conforman el estamento académico? Estas preguntas no hacen más 
que agudizar un punto fundamental de la filosofía del derecho y el Estado de Fichte: que 
su análisis solo procura establecer las condiciones de posibilidad para que el Estado de 
derecho, y con ello el Estado racional, pueda darse. Esto quiere decir que el soberano queda 
en su máxima indeterminación, pues no se especifica si deben ser uno o varios:

No he querido decir nada sobre si el soberano debe ser una única persona 
física o un senado determinado por una voz colectiva, sino que lo dejo 
indeterminado. Que en todos los asuntos del pueblo haya un decisor último 
cuya decisión no admite apelación y ha de ponerse inmediatamente en obra 
–siendo fundamento fáctico de todo–: esto radica en su mismo concepto.469

Aquí el asunto está en constituir el concepto de soberanía, y delimitarlo a partir 
del concepto de derecho. Determinar al soberano de un pueblo es tarea del estamento 

467	 Para ser justos, el problema sobre el estamento académico que propone Fichte debe ser abordado bajo la luz del 
pensamiento kantiano, en especial, de su texto El conflicto de las facultades. En este texto, que nace como consecuencia 
de la censura que Kant enfrentó, se reflexiona sobre la relación entre la filosofía y las demás facultades, y el lugar 
que esta debe tomar dentro de la universidad. Fichte va más allá al preguntarse por el lugar de los profesores en la 
sociedad, llevando así a otros terrenos los abiertos por Kant.   

468	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 137. 
469	 Fichte, Lecciones de Filosofía aplicada, 139. 
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académico, quienes pueden juzgar si es conveniente al pueblo al que pertenecen un único 
soberano o un senado. Lo interesante, en este punto, es que el señor de la coacción, quien 
juzga en última instancia qué puede ser considerado derecho, debe ser escogido por el 
estamento de profesores. 

No obstante, la pregunta estaría en indagar cómo este concepto de soberanía puede ser 
hermanado con el concepto de constitución. Hasta este punto es evidente que los esfuerzos 
de Fichte están por armonizar, en sus Lecciones, la soberanía con el derecho y la libertad. No 
obstante, no aparece la figura, ni de manera accidental, de la constitución, como si Fichte 
ya no considerara necesario integrar la soberanía y su ejercicio con las leyes fundamentales 
de la comunidad. No hay una respuesta clara a este problema, aunque se pueden postular 
algunas consecuencias para responder a ello. En 1813, Fichte es cuidadoso en decir que 
el Estado de derecho aún no es una realidad, por lo que el objetivo debe ser constituirlo. 
Pero, en el momento actual en el que está pensando el filósofo prusiano, el estado de 
necesidad hace que sea más urgente decidir, es decir actuar conforme a las circunstancias, 
que establecer un Estado de derecho efectivo. Esto explicaría, hasta cierto punto, la razón 
por la que la constitución pasa, al menos, a un segundo de plano. 

En este sentido, la constitución racional, tal cual como Fichte lo postulaba en 1797, 
solo es posible cuando se llegue a ese Estado de derecho. Pero queda siempre la pregunta 
abierta: ¿en algún momento se llegará a la consolidación del Estado racional donde prime 
la constitución y no sea necesaria la decisión? ¿Acaso cada época no tendrá que decidir 
según las necesidades que ella trae de suyo? O en otras palabras, ¿acaso se llegará a una 
época en la que la necesidad dé paso a la conformación de un Estado racional? En realidad, 
el problema está en cómo entender la historicidad y el progreso del género humano. Si 
se defiende el presupuesto kantiano, como en cierto sentido lo hace Fichte, de que existe 
una tendencia al perfeccionamiento humano, entonces, llegará el momento en el que la 
constitución prevalezca por encima de la necesidad y la decisión. Mientras ese momento se 
concreta, el concepto de soberanía, en cuanto articulado al concepto de derecho, debe ser el 
que predomine en los momentos más acuciantes. 
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Cultura Económica, 1985. 

–––, The sovereign state: a genealogy. En: Sovereignty in Fragments. The past, Present and 
Future of a Contested Concept, Hent. Kalmo & Quentin Skinner (pp.26-46). Cambridge: 
Cambridge University Press, 2010. 

Spinoza Baruch, Ética demostrada según el orden geométrico, traducción de Vidal Peña. 
Madrid: Alianza, 2011.



Modulaciones de la Soberanía
Un acercamiento a las raíces modernas de un debate contemporáneo

207

–––, Tratado Político, traducción de Atilado Domínquez. Madrid: Alianza, 2013.
–––, Tratado teológico-político, traducción de Atilado Domínguez. Madrid: Alianza, 

2017.
Strauss Leo, Derecho natural e historia, traducción de Luciano Nossetto y Dolores 

Amat.  Buenos Aires: Prometeo Libros, 2013
Viala Alexandre, “Limitation Du Pouvoir Constituant, La Vision Du Constitutionnaliste.” 

Civitas Europa 32, no. 1 (2014): 81. doi:10.3917/civit.032.0081.
Ward Paul, Sovereignty: A Study of a Contemporary Political Notion. Routledge Library 

Editions. Political Science, V. 37. London: Routledge, 2010. 
William Robert, Recognition. Fichte and Hegel on the other. New York: State University 

of New York Press, 1992.
Zagrebelsky Gustavo, El derecho dúctil, traducción de Marina. Gascón. Madrid: Trotta, 

2011.



MODULACIONES DE LA SOBERANÍA
Un acercamiento a las raíces modernas de un debate contemporáneo

Se terminó de producir en julio de 2023,
en los talleres gráficos de Af&M Producción Gráfica

Las fuentes tipográficas empleadas son Adobe Jenson Pro en 11 puntos en texto corrido 
y Adobe Jenson Pro Bold en 18 puntos en títulos.





William Felipe Guerrero Salazar

Profesor investigador de la Universidad Libre, Facultad de Filosofía y Ciencias 
Humanas. Es filósofo, magíster en Filosofía y magíster en Derecho de la 
universidad de los Andes. Actualmente está terminando sus estudios doctorales 
en Derecho en la misma Universidad. Su investigación se ha centrado en los 
conceptos jurídicos, políticos y sociales a partir de la filosofía analítica y la 
hermenéutica e historia conceptual. Ha publicado, además, Aporías de la 
deconstrucción. En torno a la filosofía de la alteridad en Jacques Derrida 
(Bogotá: Universidad Libre, 2017), y de varios artículos sobre psicoanálisis 
(Freud-Lacan), filosofía alemana contemporánea (hermenéutica y 
fenomenología) y feminismo.  

Modulaciones de la Soberanía

Hoy en día el concepto de soberanía se encuentra rodeado de un aura de 
novedad. En la actualidad se producen textos y congresos que tienen como eje 
«la soberanía», sus alcances y posibilidades de aplicación. Centenares de libros 
y artículos científicos de filosofía y teoría política, de derecho constitucional e 
internacional, de economía y antropología del Estado, parecen estar señalando 
un mismo problema: la crisis actual del concepto de soberanía. No obstante, 
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